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--------------------- SupenntendenciadeServicosPubhcosDomic1hanos 

PRESENTACIÓN 

Hace pocos días elaboramos, con el concurso de todos los funcionarios de esta Superintendencia, el 
Plan Estratégico de la Entidad del año 2004, el cual nos señala el norte de nuestra actuación y refleja las 
metas y retos para contribuir al mejoramiento del sector de los serviáos públicos. Particularmente, a 
través de todos los proyectos que se han aprobado dentro del mismo, se evidencia un daro compromi­
so institucional de promover una cultura de prevención, información y autorregulación en el sector que 
redunden en provecho de los prestadores y usuarios. 

Uno de los proyectos a ser desarrollados a partir del presente año, es el del Centro de Pensamiento 
Sectorial que tiene como objetivo primordial promover la elaboración, diwlgación y consulta de estu­
dios, análisis e investigaciones estratégicas en materia de los servicios públicos domiciliarios que con­
tribuyan al mejor cumplimiento de las funciones de inspección, vigilancia y control atribuidas constitu­
cional y legalmente a esta Entidad, así mismo el Centro pretende brindar elementos de juicio a los 
usuarios, prestadores y a personas y entidades nacionales e internacionales, para la toma de deásio­
nes, la identificación de riesgos, el ejerácio de los derechos y deberes en las actividades sectoriales. 

Esta Segunda Edición del Boletín Jurídico de la Superintendencia de Serviáos Públicos hace parte 
de las publicaciones que se difundirán a través del Centro de Pensamiento Sectorial, el cual reempla­
zará la Publicación "Actualidad Jurídica" que había venido editando esta Superintendencia por medio 
de la Oficina Asesora Jurídica, con el fin de ofrecer información más ágil y oportuna sobre las nonnas, 
jurisprudencia y doctrina de los referidos servicios. 

Aprovecho la oportunidad para resaltar el esfuerzo que han venido haáendo los funcionarios de la 
Oficina Asesora Jurfdica para hacer posible la difusión de la doctrina de esta Entidad en materia de 
servicios públicos, a través de la preparación del material de esta publicación. 

Agradecemos a los lectores del Boletfn Jurfdíco hacer sus comentarios sobre esta publicación con el 
fin de ir introduciendo mejoras a la misma en la próximas ediciones y así mismo generar aportes que 
conduzcan al fortalecimiento del Centro de Pensamiento Sectorial. 

Cordialmente, 

EVAMARIA URIBE TOBÓN 
Superintendente 
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---------------------- SuperíntendencioldeServicosPubbcosDomicíliarios 

LA MEDICION DEL CONSUMO EN EL SERVICIO DE TELEFONIA LOCAL (TPBCL) 

La medición de consumo como parte de la es­
trategia comercial en los servicios de telecomuni­
caciones está evolucionando actualmente en la 
medida en que aumenta la competencia y la con­
vergencia de los servicios y los operadores desa­
rrollan ingeniosas estrategias de mercadeo para 
atraer a los clientes en los distintos segmentos de 
mercado. La tarifa plana ( con minutos incluidos o 
sin ellos), los cargos que incluyen múltiples servi­
cios, la diferenciación de tarifas con base en el 
nivel de servicio ofrecido, entre otras, son tenden­
cias que modifican la necesidad y la forma de medir 
y presentar el consumo de cada comunicación. 

• 

Diferentes formas de medir el consumo tiene 
costos particulares, por lo que cualquier decisión 
de modificar los esquemas tiene que atender a un 
análisis de costo beneficio. 

En la actualidad, el precio de una llamada tele­
fónica local es bajo comparado con el de otros 
servicios como larga distancia o celular. Por esta 
razón, es difícilmente justificable exigir la migra­
áón de los sistemas actuales de medición de con­
sumo por impulsos a sistemas donde se registre el 
detalle de cada llamada. Sin embargo, en un país 
donde las dificultades económicas hacen que las 
personas deban controlar los gastos así éstos no 
sean muy altos, permanecerá por algún tiempo la 
necesidad de medir el consumo del servicio local. 

En este sentido, recientemente se suscitó una 
polémica ante la idea expuesta por la Asociación 
Colombiana de Ingenieros ACIEM en relación con 
posibles mejoras al sistema actual de medición de 
consumo del servicios de telef onfa local. 

Para realizar una aproximación a este tema es 
preciso entonces partir de una revisión de losan­
tecedentes del sistema que se utiliza mas fre-

• Supcríntcndet1I~ Di:lcgado para Tclccomunicacíonts 

Gustavo Gómez Uribe· 

cuentemente hoy día para medir el consumo del 
servicio local, conocido como "Multimedición". Se 
exponen algunos detalles técnicos simplificados 
con el fin de ilustrar el origen de varios conceptos 
que han sido heredados por el sistema actual. 

Los sistemas empelados por las empresas hace 
dos o tres décadas (algunos de los cuales se en­
cuentran aún en mora de ser repuestos a la fe­
cha) utilizaban contadores electromecánicos; en 
estos sistemas, se hacia girar un eje común para 
muchas lineas telefónicas que tenía adosado un 
elemento accionador; cuando una línea era ocu­
pada se desplazaba un pestillo de forma que cada 
vez que pasaba el elemento accionador del eje 
incrementaba un contador, es decir, cada vez que 
"pasara una vueltan se ocasionaba un "impulso" 
que aumentaba el contador mecánico. 

Es adecuado resaltar tres conceptos que aún 
permanecen de este sistema, conocido en la re­
gulación como método "Karlson modificado" 
adoptado en nuestro país pero diferente al pro­
puesto por la Unión lntemaáonal de Telecomuni­
caciones UIT-t 

El primero de ellos es el término de 
multimedición: Un mismo instrumento 
temporizador o reloj ( en el caso mecánico, el eje 
giratorio) es utilizado para llevar el conteo de 
múltiples líneas de abonado. De esta forma se 
involucra al azar en la medición, pues el momen­
to en que el usuario inicia una llamada no tiene 
relación alguna con el estado que tiene el rotor en 
la central telefónica en le mismo instante. Podria 
incluso suceder que si el usuario tiene suerte e 
inicia la llamada tan pronto pasa el elemento 
accionador del eje y la termina antes de que nue­
vamente welva a pasar, no tiene incremento en 
su contador. 
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~MllO-------------------
El gundo elemento a destacar es el intervalo se 

1 
. . 

de tiempo que hay entre un "impulso" Y e _s1gu1en-
te. Con elementos mecánicos existe un lf míte dado 
por los componentes mecAnicos, no sólo por la 
posibilidad física de que los dispos~os puedan 
ser activados sino por que en la medida en que se 
hace mas rápido el sistema también se acorta la 
vida titil de los elementos. Desde entonces, aten­
diendo este compromiso, se ha estandarizado el 
intervalo de tres minutos entre impulsos, en el caso 
mecánico, entre una welta y la siguiente. 

Un tercer y último concepto analogo de los sis­
temas utilizados actualmente es el del problema 
de las llamadas que se inician tan pronto ha pasa­
do la señal del eje y tenninan antes de que welva 
a pasar. Como no se contarla ni siquiera un impul­
so en este caso, se ha aceptado la idea de permitir 
un impulso fijo para cada llamada establecida (bien 
sea al inicio o al final de la llamada), adicional a 
los impulsos aleatorios que miden el consumo. 

Los tres elementos citados han sido emulados 
en los sistemas digitales que hoy soportan las lla­
madas telefónicas; en vez de motor, los progra­
mas de software tienen rutinas que periódicamen· 
te recorren las líneas para incrementar el conta­
dor de aquellas que estan ocupadas; en vez de 
contadores electromecAnícos, el contador de abo­
nado consiste en un espacio asignado en la me­
moria de los equipos electrónicos utilizados o cen­
trales telefónicas digitales que almacena el nú­
mero de impulsos para una linea determinada la 
velocidad del motor se convierte en la frecue~cia 
con que el programa de software recorre todos 
los contadores. 

lo~ elementos que la tecnologla actual ofrece 
permiten que los sistemas de medición de consu­
!'1º ev~lucionen ~entro del mismo concepto , con 
1nver~1.ones mln1mas. El objetivo final debe ser 
permitir a los usuarios que conozcan V entiendan 
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mejor el reporte de consumo que reciben en la 
factura. De hecho, en las Recomendaciones de la 
UIT, se establece un método mucho más daro para 
el usuario: Cada linea tiene su propio, 
temporizador ( Se elimina el concepto de 
"multiusuario;; es permitido que se genere un 
impulso tan pronto se establece la comunicación 
y a partir de ese momento se inicia el primer in• 
tervalo de tiempo, eliminando el azar, periódica­
mente, cada vez que pasa un intervalo, si la comu­
nicación continúa establecida se incrementa el 
contador. De esta fonna el contador reflejará mas 
fielmente y sin aleatoriedad el consumo realizado 
por el usuario. Finalmente es preciso también cues­
tionar el tamaño del intervalo, pues con sistemas 
digitales se puede reducir el que hemos venido 
utilizando a un valor más familiar para los usua­
rios, por ejemplo, intervalos de 1 minuto, sin afee• 
tar significativamente la carga de procesamiento 
de los equipos electrónicos que realizan la fun• 
dón, es decir, con un impacto en inversiones muy 
bajo. 

Con estas medidas, el consumo podría ser asi­
milable (aunque no exacto) a los minutos de con­
versación sostenida en un ciclo de facturación. 
Estas ideas están siendo analizadas conjuntamen­
te con la comisión de Regulaáón de Telecomuni• 
caciones para estudiar la pertinencia de introdu­
cir algunos cambios para beneficio de los usua­
rios, sin que el tema de la metodología tenga como 
objeto afectar el nivel de tarifas y la metodología 
para establecerlas, lo cual es un asunto completa­
mente diferente. 

La participaáón activa de la superintendencia, 
frente a este tipo de iniciativas hace parte de la 
estrategia actual de la Entidad en la cual no sola­
mente se da trámite a los problemas y denuncias 
reóbidos sino que se establecen las causas rafz Y 
se proponen alternativas para la solución estruc­
tural de los problemas más afticos en cada sector. 

~l'ltStlwosfl.tuos~ 

ÚMITES A LA SOLIDARIDAD ( Ley 142 de 1994, articulo 130 ) 

El tema de la solidaridad en materia de servi­
cios públicos previsto en el artf culo 130 de la Ley 
142 de 1994, ha sido sin duda el que más ha gene­
rado controversia por parte de los propietarios de 
inmuebles, al punto que es uno de los asuntos más 
consultados en la Oficina Jurídica de la 
Superintendencia de Servicios Públicos por parte 
de la ciudadanfa, y uno de los que origina mayor 
número de reclamaciones ante las empresas de 
servicios públicos, particularmente de las del sec• 
tor de telecomunicaciones. 

Dada la importancia del tema, este dOOJmento 
tiene como propósito presentar los desarrollos 
doctrinarios más importantes que sobre la solida­
ridad a elaborado la Oficina Jurídica de la átada 
Superintendenóa, a través de diferentes conceptos. 

Previo a entrar en materia, conviene recordar 
que antes de la reforma del articulo 130 ibídem, 
por vra de interpretación' se estableció que se 
rompla la solidaridad para el propietario del in­
mueble si la empresa de conformidad con el artí­
culo 140 ibf dem no suspendía el servicio después 
de ocurrir la mora en el pago de tres periodos de 
facturación; a partir de la reforma del articulo 130 
citado, la norma reformada dispone de manera 
expresa que se rompe la solidaridad si la empresa 
no suspende el servicio dentro del periodo allf se­
ñalado. 

1. Cesión del contrato de servicios públicos_ 

Unos de los problemas que enfrentan las 
personas que adquieren inmuebles, por lo gene­
ral a través del contrato de compraventa, tiene 
que ver con las deudas de servicios públicos que 
pesan sobre tales inmuebles. Es muy común que 

• A!>CSOr Olícon. Jund,a SSPD 

1 C~nc Suprema de J~ti~-. c,pcd1en1e 54)9 Je oclu~ 6 de 199!1. 

Guillermo Obreg6n Gonz6/ez' 

la empresa de servicios públicos, por virtud de la 
figura de la cesión prevista en el artf culo 129 de la 
ley 142 de 1994 resulte cobrando tales deudas al 
nuevo propietario, lo cual no es procedente en 
todos los casos; justamente una de las situaciones 
en que tal cobro no es ajustado a la ley es en aque­
llos ocasiones en que al momento de perf eccio­
narse la venta no existe contrato de servicios pú­
blicos en razón a que la empresa prestadora del 
serviáo con anterioridad a la venta del inmueble 
hizo uso de usos prerrogativas legales, en particu­
lar del articulo 140 de la ley 142 de 1994, y dio por 
terminado el contrato: Sobre el particular, la Ofi­
cina Jurf dica de la Supeñntendecia de Servicios 
Públicos en CONCEPTO SSPO 991300000330 ex• 
puso lo siguiente: 

·Por lo derras, es solidario únicamente de aque­
llas obligaáones que surjan durante el tiempo de 
ejecución y vigencia del contrato. Esto significa 
que si una persona adquiere un inmueble en el 
cual se venía prestando el servicio telefónico pero 
al momento de la enajenación del inmueble a cual­
quier titulo, la empresa hubiese dedarado la ter­
minación del contrato por incumplimiento en el 
pago del servióo, ya no hay contrato que ceder. y 
consecuentemente tampoco hay solidaridad". 

2. Derec:ho del propietario a que le instalen 
• • nuevos semc10s. 

Otro aspecto importante de la solidaridad es el 
que se refiere al derecho que le asiste al propieta­
rio del inmueble que ha pagado solidariamente 
las deudas del arrendatario, a que la empresa 
prestadora del servicio le instale nuevas lineas te­
lefónicas u otros servicios cuando asi se lo solicite 
el propietario. 

11 
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Se ha convertido en costumbre, que en algu­
nos casos las empresas de servidos públicos, no 
obstante que el propietario del inmueble asume 
el pago solidario de las deudas en los t~rminos del 
articulo 130 de la Ley 142 de 1994, le niegan la 
instalación de nuevos servicios. 

Este asunto fue objeto de estudio por parte de 
la Oficina Jurídica en concepto CONCEPTO SSPD· 
OJ-2003-04 en el que se conduyó que: 

.,El propietario tiene derecho a que le instalen 
una nueva linea si paga lo facturado hasta el mo­
mento en que operaba la solidaridad, o sea hasta 
dos períodos de facturación en el evento en que 
esta sea bimestral y tres perf o dos cuando sea 
mensual•. 

Esta condusión tiene su fundamento en que el 
propietario del bien inmueble no puede resultar 
afectado por la negligencia de la empresa que no 
tuvo la diligencia de suspender el servicio dentro 
de los plazos señalados en la Ley y el contrato de 
servicios públicos. 

J. la solidaridad no se aplica respedo del 
servido de intemet y avisos publicitarios. 

El contrato de servicios públicos que regula el 
articulo 128 y s.s. de la Ley 142 de 1994, se refiere 
exdusivamente a los servicios públicos y activida­
des complementarias previstas en la citada ley; es 
decir, que serviáos prestados por las empresas de 
servidos públicos, distintos de los que contrata el 
usuario en virtud del contrato de condiciones uni­
formes, se originan en relaciones contractuales 
diversas de ese contrato y, en consecuencia, a 
esos servicios tales como intemet y avisos publici­
tarios no se les aplican las normas de la Ley 142 de 
1994, en particular la solidaridad prevista en el 
artirulo 130 de la mencionada ley. 

Este criterio es el contenido en el concepto 
CONCEPTO SSPD-2003-464 de la siguiente fonna: 

~ ( ir ll,:,cmn~ f.4)11 y 30~~ dt ~OOJ 
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"En tonto el Internet estd constituido por una 
red de redes o una red distribuida, sobre la cual se 
encuentran gran cantidad de recursos de infor­
mación y se prestan un sinnúmero de servicios, 
todo esto a nivel global, se encuentra clasificada, 
de conformidad con el articulo 27 del Decreto 
1900 de 19901, como servido de valor agregado, 
yo que su operación se da por medio de redes que 
transportan informadón que los diferentes termi· 
nafes convierten en selVidos díferenciobles y no 
hace porte los servidos públicos domidliorios de 
telecomunicaciones que regula la Ley 142 de 
1994". 

"Si bien a este servido se puede acceder por 
dtterentes redes de telecomunicaciones, como los 
sistemas de fibra óptica, los usuarios del TPBC 
pueden acceder a éste a través de un operador 
licenciado de valor agregado y telemáticos que 
presten el servicio de acceso a Internet (ISP). y 
mediante la marcaáón de prefijos o números de-­
terminados y mediante la suscripción previa de 
contratos especiales de prestaciónn 

"De modo general, si se trata de servicios valor 
agregado, su prestación resulta accesoria al ser­
vicio básico de TPBC y por tanto debe ser contra­
tado en condiciones diferentes al contrato de con­
diciones uniformes". 

"En esa medida, no hay lugar a aplicar el crite­
rio de solidaridad, respecto de este servicio, por 
no ser un servicio público domiciliario". 

"Cualquier facilidad comercial ofrecida por el 
prestador de servicios públicos a sus usuarios, 
como la posibilidad de adquirir ciertos bienes del 
comercio cuyo pago es con cargo a la factura de 
seivicios públicos, constituyen relaciones contrac­
tuales diferentes al contrato de servicios público 
propiamente dicho". 

"En consecuencia, el propietario o poseedor, 
suscriptor y los usuarios, no serán solidariamente 

responsables por las deudas originadas por este 
concepto'". 

4. La solidaridad no opera respedo de nue­
vas líneas lelefónicas solicitadas por el arren­
datario que eslaba en mora en el pago de los 
servicios. 

Si un usuario está en mora en el pago del servi­
do de telef onfa básica v la empresa le instala una 
nueva linea; asf la ley no exija autorización del 
propietario del inmueble para su instalación, el 
propietario del inmueble no puede ser deudor 
solidario de unas obligaciones derivadas de un 
contrato celebrado con falta de cuidado por la 
empresa prestadora del servido. 

Al propietario del inmueble no se le puede exi-­
gir la responsabilidad originada en la taha de cui­
dado de la empresa para verificar que quien soli­
citaba el seivicio era moroso de esa misma em­
presa. Como tampoco puede la empresa en un 
momento determinado argumentar que la nega­
tiva a instalarle el servicio al usuario moroso cons­
tituya violación del derecho al acceso a los servi­
cios públicos ( ley 142 de 1994, art. 134 ), pues tal 
derecho no es absoluto. 

En sf ntesis, si la empresa actúa de manera 
omisiva, las consecuencias de esa omisión no tie­
ne porque soportarlas el usuario, ese es el alcan­
ce del CONCEPTO·SSPD·OJ-2003·512, en el cual 
se lee lo siguiente: 

"'Sin embargo, en aquellos casos en que la ins• 
tal ación de nuevas líneas se efectúe en inmuebles 
en los que los suscriptores o usuarios se encuen· 
tren en mora en el pago del servicio, debe 
interpretarse que no existe solidaridad dado que 
en ese caso al propietario del inmueble no se le 
puede causar perjuicio por la negligencia de la 
empresa que, estando obligada a verificar la si· 
tuación de cartera del inmueble, no lo hace. Esto 
significa que la solidaridad tiene límites, y uno de 

.~~~~~~~ 

esos lf mítes está marcado por la responsabilidad 
de las partes en la ejecución del contrato". 

uoe todas formas hay que examinar en cada 
caso particular de que mora se trata; en ese senti­
do una interpretación razonable seria que la mora 
se configura en los casos de atraso en el pago por 
el término que fije la empresa confonne al artícu­
lo 140 de la Ley 142 de 1994, esto es, cuando se 
este incurso en causal de suspensión del servicio". 

De lo expuesto se puede deducir que el tema 
de la solidaridad en materia de servidos públicos 
es en gran medida un asunto de interpretaáón, y 
que vía doctrina se puede avanzar más de lo que 
se pueda conseguir a través de la búsqueda de 
soluciones legales. 
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DEREOIO FUNDAMENTAL Al DEBIDO PROWO EN LAS AOUACIONES ADMINISTRATIVAS 
DERIVADAS DEL CONTRATO DE CONDICIONES UNIFORMES.• 

Alexandra Torres Acosta· • 

"El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitudonolmente como la garantla que 
tiene todo persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado 
pretenda comprometer o privar o alguien de un bien jurfdico no puede hacerlo sacrificando o suspen­
diendo derechos fundamentales. 8 debido proceso constituye uno garantla infranqueable para todo 
acto en el que se pretenda -legftimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un /Imite 
al abuso del poder de sonáonar y con mayor rozón, se considera un prindpio rector de la actuadón 
administrativo del Btodo ... "' 

Como bien lo ha precisado la Corte Constitu­
áonal, el debido proceso administrativo, consa­
grado en el articulo 29 de la Constituáón Polltica, 
es un derecho fundamental predicable no solo de 
los procesos judiciales, sino también las actuacio­
nes administrativas, por lo que es indudable que 
todas las empresas prestadoras de servicios públi­
cos domiciliarios tienen el deber de garantizar el 
ejercicio de este derecho constitucional, en la 
medida que la ley les ha atribuido prerrogativas 
propias de las autoridades administrativas. 

En efecto, en la Ley 142 de 19942 se ha previsto 
que las decisiones relativas a facturación, suspen­
sión, corte y negativa a la celebración del contrato 
de condiciones unlormes son de naturaleza ad­
ministrativa y por lo tanto, frente a las mismas pro­
cede la via gubemativa a través de los recursos de 
reposición y subsidiario de apelación, asf como su 
impugnación en sede judicial. 

De este modo, los prestadores de servicios pú­
blicos, al resolver las peticiones, quejas y recursos 
de los usuaríos1

, relativos a facturación, suspen­
sión, y corte del servido, asf como a la negativa de 

celebrar el contrato de condiciones uniformes, 
ejercen funciones administrativas y, por lo tanto, 
en esa medida sus actuaciones deben garantizar 
al usuario el pleno ejercicio del debido proceso. 
Asl mismo, tales actuaciones deben estar orienta­
das por los principios constitucionales predicables 
a la función pública, como son los de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad , impar­
cialidad y publiádad• . 

A partir de tal supuesto, corresponde estable­
cer, para el caso concreto de la relación usuario -
prestador, en qué consiste ese debido proceso y 
cuáles son los aspectos inherentes al mismo. 

Para tal efecto y en primer lugar, tenemos que 
todo proceso es comprensivo de un conjunto su­
cesivo y ordenado de etapas, pasos o fases 
preestablecidas y determinadas tanto en la ley 
como en el Contrato de Condiciones Uniformes, a 
través de las cuales se va produciendo la decisión 
administrativa. En segundo lugar, para que ese 
procedimiento administrativo especifico pueda 
calificarse como udebido", su aplicación debe ase­
gurar por lo menos dos finalidades esenciales: el 

• En C\llt .utlC\llo no~ >llih70 ~ -imcia 1-270, en rv<ln a que cuudo fue ¡,ubll,;,ada, csic Bol.,¡i11 s.r cnC<11111'áoo en el 1allcr de impresión. 

• •-'- l)li~1n,, 1111iJ,ca S!>l'U 

1 < lldC CL"l"llllc.-.n.,1 Scotm,,. T 126) de 29 de ftO\tClllbre de ;?001 Ponmic J,11rnc Córdohl Tn\'lilo. 

2 Aru,ulc,. 1 >I y ,i!wrnl~. 

3 
l.nt,~. u,umn. •llknptor u 11SW110, en IWlln a \U sol1daridad frmle a lo, dtrechos y obhg3eioncs que ~ dm,-an del ccntralo de COlldtCJUnCS 

11111fr•1•1t>, 

4 C0!\5!1IL11.1t'lr1 P,>lil,--a, utl~ulo ~119 
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derecho de defensa y el derecho de contradic­
ción. En tercer lugar y como efecto de lo anterior, 
el debido proceso no consi!.te únicamente en ga­
rantizar al ciudadano que el acto administrativo 
será dictado como consecuenáa de la adecuada 
aplicación de un procedimiento determinado, sino 
que, el debido proceso es en si mismo un postula­
do de orden general que se desarrolla a través de 
una serie de actuaciones concretas que garanti­
zan v posibilitan al usuario el derecho efectivo a 
participar en la toma de decisiones de la adminis­
tración que le puedan afectar. 

De allf que, para el caso que nos ocupa, es ne­
cesario identificar aquellas actuaciones que de­
ben adelantar los prestadores de servicios públi­
cos domiáliarios para garantizar la efectividad del 
derecho al debido proceso de los usuarios; por tal 
razón, en aras de proporcionar una mejor ilustra­
ción sobre el tema, con apoyo en la jurisprudenáa 
de la Corte Constitucional podemos señalar como 
relevantes e indispensables en dicha materia, los 
siguientes aspectos: 

1.-Determinación previo del contenido y alcan­
ce de los incumplimientos o condudas sondan~ 
bles, toda vez que las deósiones sobre tales as­
pectos no pueden resultar sorpresivos e intem­
pestivos para el usuario, por lo tanto desde el mis­
mo momento en que surge el contrato para la 
prestación del servicio público domiáliario respec~ 
tivo, él debe saber cuáles son las obligaciones que 
se deñvan del mismo, en qué eventos tales obliga­
ciones se consideran incumplidas y cuáles las con­
secuencias de tal situación. 

2.- Establecer, también de formo previo, pr<r 
cedimientos idóneos, que aseguren lo efedivo 
protecd6n de los derechos del usuori<Y y se apli­
quen con imparcialidad; esto obedece a que las 
decisiones que haya de tomar la empresa en caso 

.... ~~~l\&asDomdin,,, 

de incumplimiento no pueden surgir de fado, sino 
que, por el contrario, para llegar a ellas debe ago­
tarse un trámite que permita analizar y estable­
cer de manera f ehaáente, por lo menos, sí efecti­
vamente el presunto incumplimiento ocurrió, si es 
atribuible al contratante y cuál es la consecuencia 
que éste debe asumir, todo ello, claro estA de for­
ma motivada6

• Para tal efecto resulta convenien­
te y necesario que la empresa adelante actuacio­
nes preliminares que permitan la operancia de 
tales garantías. 

Precisamente, al respecto es pertinente men­
cionar que la Corte Constitucional en sentencia 
e- 150 de 20031 declaró exequible el articulo 140 
de fa Ley 142 de 1994, norma relativa a la facultad 
de suspensión del senñcio por incumplimiento del 
contrato por parte del suscriptor o usuario, a con­
dición de que se respeten los derechos de los usua­
rios en los términos del apartado 5.2.3 de la sen­
tencia. 

En la parte motiva que integra esta deósión, la 
Corte sostuvo concretamente que, 

·ruando lo empresa va o suspender el servido 
debe respetar unos derechos específicos. En efec­
to, los empresas prestadoras deben (i) seguir cier­
tos parámetros procedimentales que garanti­
cen el debido proceso, en conexidad con el prin­
dpio de buena fe de los usuarios, y (i1) abstenerse 
de suspender arbitrariamente el servicio o ciertos 
establecimientos usados por personas espeáol­
mente protegidos por la Constitución." (lo resal­
tado fuera del texto) 

Seguidamente, al referirse a la garantf a al de­
bido proceso, la Corte señaló que si bien es cierto 
las empresas tienen derecho a suspender el sen,i­
cio, entre otras causas, por falta de pago de la 
factura, para aplicar dicha prerrogativa se debe 

S Cont C'MsllloctM:111. Scntenc>~ l°•lll3 dc ~ dt abnl de .:?000 ~te Aharo Tafur 

6 El .snlculo .'.IS dtl C:ódil,lP t:Mt~O<() J\dm1n1.SU11t1vo. J>tt$Cn~ qUt Is dft:i~1ón Adm1n1'1U1111va &be 'OCT motl,-a.b p01 lo - sum.wwnm1e "' 

af,c,:1a a ¡wtitula1". 

7 Sm1mc,a dt-l .:!.S ele felwcro de 2003. Ponente Alfmlo lkllrin Siena. 
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garantizar al usuario el ejercicio de los derechos 
de defensa y contradicción, esto es, que el afecta­
do tenga oportunidad de "controvertir efectiva­
mente las facturas a su cargo" 

3.- Asegurar que exista proporcionalidad y 
razonabilidad entre la conducta que llevó al in­
cumplimiento contractual y la sanción proceden­
te• , lo cual impone la necesidad de que la sanción 
impuesta sea suficientemente motivada y que allf 
se señalen con absoluta precisión cuáles fueron 
los aiterios tenidos en cuenta para imponerla en 
ese caso concreto; estos criterios, asf como los ele­
mentos que permitan calcular el monto de la san­
ción, cuando esta sea pecuniaria, deben estar se­
ñalados en el contrato de condiciones unifonnes. 

4.- Dar a conocer al usuario, de manero efecti­
va, el contenido del Contrato de Condidones Unj. 
formes; las garantías antes mencionadas serf an 
ineficaces y perderlan su efecto práctico si el usua­
rio no tiene conciencia plena y real de las obliga­
ciones que tal calidad le impone, así como de lo 
que significa cada una de éstas, en qué consisten, 
cómo se materializan, cuál es la trascendencia de 
su incumplimiento y cuáles las sanciones que pue­
de soportar si tales obligaciones son desatendi­
das. 

Tanto es a.si que el articulo 131 de la ley 142 de 
1994 prescribe expresamente que es deber de fas 
empresas prestadoras de servicios públicos domi­
ciliarios informar lo más ampliamente posible al 
usuario sobre las condiciones unifonnes del con­
trato que ofrecen y entregarle copia del mismo 
cuando le sea soliátada. 

5.- Dar publiddatP tanto a la actuación como a 
la decisión administrativa, pues solo asf se posíbili-

ta el ejercicio de los derechos de contradicción y 
defensa. 

La empresa debe asegurarse de que el usuario 
tenga absoluta claridad acerca del momento en 
el cual se inicia el procedimiento administrativo, 
qué resultados puede tener y qué derechos tiene 
durante el mismo, como son el de recibir asesorla, 
rendir descargos, solicitar pruebas. 

Tal requisito no se cumple con la notificaáón al 
usuario de la existencia de una sanción en su con­
tra, porque ello lo priva del derecho a participar 
en el procedimiento previo a la imposición de la 
misma, y le impide ejercer alll su derecho de de• 
fensa1º. 

Ahora bien, si el procedimiento se adelanta 
contra el usuario - susaiptor o usuario indistinta­
mente, no hay garantfa real de publicidad porque 
ello no permite identificar al destinatario efectivo 
de la decisión empresarial. De alU que la Corte 
Constitucional haya señalado que 

"la empresa debe orientar o la persona verda­
deramente afectada poro que ésta puedo ejer­
cer su derecho a lo def enso"" . (negrilla fuera del 
texto). 

6.- Así mismo, lo notificodón debe ser practica-­
da en debida forma12 , lo cual implica que se pon­
ga en conocimiento del verdadero afectado el ini­
cio del trámite, su justificación y el resultado que 
puede tener, asf como los derechos que le asisten 
frente a una decisión en su contra. 

Al efecto debe dar aplicación a lo dispuesto en 
el articulo 159 de la ley 142 de 1994, nonna que 
remite al Código Contencioso Administrativo en 

1( l<!rte C-,,ru.ulucu,rw Sc111,....,c1.1 l-~t,-1 de 17 de nl.l)O de .:?000 Ponente Alímlo lkltran :.1<m1 

,;¡<:un..< ,,n,t11u..,.,.,..1 Smlm.:1.1 (·-~s~ de 31 óc IIU}O dc 2001 Punrnle J1mnc Arauj.i llcn~ 

111 [n ~e !W:ntulo• 1-..,ne ( .,, .. 1,tu.:wf.:il S..'111Cncta <.·-J~~ de 22 d1: rna,·o de .:?002 Poncnle Clara ln~'s ~ Hcmánda. 

11 l toflc lun<\Jllll:h'""l. Scnt,-n.:1.1 T-l2tl-t dt lti de OO\lentbre de 2001 r,)nmtc llv.a 1~ Vilfl!:a 

1i l Me lv11,111..,·1<•1UI •,nncni.t,h T-121>3 de~ de, nt•\l<'lllbrl:dc :001. Ponc,itc Jaime l órdo>ba Tri\1flt.,; C-3111 de rtlll)O? de 2001 )' C-640 de ;agosto 

JI de ~•~ 1~, l\,n(11I< :'\-1.u,v I itr:u&., '.\tunruy ( .. 1>ra. 
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cuanto a la forma v trámite que debe darse a esa 
notificación. 

Sobre este aspecto. resulta procedente sefta­
lar que de conformidad con lo dispuesto en los 
artfculos 14, 15, 18, 35 y 46 de dicho estatuto, la 
autoridad tiene el deber de ótar al procedimiento 
no sólo al particular directamente afectado, sino 
también a los terceros detenninados e indetermi­
nados que puedan tener interés en la decisión fi­
nal, asf como de comunicar a los mismos el resuJ. 
tado de la actuación cuando no participaron en el 
trámite respectivo. 

1.-Actuod6n de buena fe frente al usuarioª, lo 
cual implica que se le suministre información co­
rrecta y oportuna14 sobre los derechos que tiene, 
asf como las petióones, quejas y recursos que pue­
de presentar, ante quién debe hacerlo, con qué 
plazo cuenta, qué requisitos debe cumplir y cuál 
el término en el que obtendrá respuesta. 

Esto incluye la remisión inmediata del expedien­
te a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios para surtir los recursos de apelación 
o queja1s. 

a.- Garantizar uno etapa probatoria e infonnar 
al usuario que tiene esa oportunidad desde el 
momento mismo en que se inicia la actuación ad­
ministrativa, lo cual implica para el usuario el de­
recho a solicitar, aportar y controvertir pruebas y 
para la empresa el deber de darle a conocer las 
que tuvo o pretenda tener en cuenta para tomar 
la decisión respectiva, asf como las razones por 
las cuales no accede a tener en cuenta las que 
propone el usuario. 

9.- Aplicadón adecuada de la ley en materias 
como la solidaridad, en tanto la empresa no pue-

1 J. lbid. Sentencia T· 12~ de 16 de n.n,nnttt de 1001 

~llldtS9WOJ~~ 

de, so pretexto de asegurar el recaudo, extender 
de forma desproporcionada y arbitraria la aplica­
óón de esta figura". 

Igual se predica de los requisitos para interpo­
ner redamaciones por facturación, toda vez que 
el usuario sólo esU obligado a pagar el valor de la 
factura que no se encuentre en discusión, o el pro­
medio de los cinco últimos periodos si acepta adeu. 
dar dicho monto; de alll que exigir lo contrario 
limita ilegítimamente el derecho del usuario a 
ejercer los medios de defensa previstos en la ley 
para obtener fa revisión, entre otros, del acto de 
facturación. 

A manero de condusión , 

Es evidente que el ejercicio de las prerrogati­
vas conferidas por el legislador a los prestadores 
de servicios públicos domiciliarios. se encuentra 
constituáonalmente condicionada en su validez 
al acatamiento de la garantía del debido proceso. 

Por tal razón, resulta indispensable que la em­
presa garantice al usuario el efectivo conocimien­
to y entendimiento del contrato de condiciones 
unifonnes, pues es allf donde se establecen de for­
ma detallada los procedimientos, consecuencias 
y sanciones derivadas de su ejecución; asl mismo, 
es necesario que el procedimiento previsto sea 
absolutamente. claro, concreto, comprensible y 
que garantice que el usuario o quien pueda resul­
tar afectado sea debidamente notificado desde 
que se inicia la actuación administrativa tendien­
te ya sea a imponer sanciones pecuniarias que se 
van a induir en la factura, suspender o cortar el 

• • 
seMCIO. 

No obstante lo anterior, se considera que. tan­
to la implementación como la operatividad de ta-

14 (.'or,~ Cons111uci,_I. Sentencia 1.023 dt :?◄ di: enero de 2000, PC<Wnlc lll•·MO Tarur Gal\lS 

15 COl1~ Consriluo:ional. Sro1cnc1a T-475 de ZOO! 

16 (.'onc (."e>11sllluc1ooal. Sentm.:i.u T-500 dt Junio 16 de 2003, PODc111~ Rodrigo Escobác G1\; T•Ol 1 de 23 de mero de 200J, Poncnlt llbn~I J,~ 

Ccped. ~pioosa y T-12.:!S de 22 de: IK>\Ícn,~ & .2001, r-,~ Alrrcoo Beltr.tA ~1em, 
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les garantfas, no deben llevar en la pr!ctica a un 
extremo tal que impida a los prestadores de sel\fi. 
áos públicos domiáliarios tomar deásiones fren­
te al usuario en los casos de incumplimiento con­
tractual; tampoco pueden convertirse en un in­
centivo para que el usuario utilice en forma des­
medida las distintas herramientas de defensa pre­
vistas legal y contractualmente a su favor. 

Debe existir entonces un justo equilibrio entre 
deberes • derechos de los prestadores, y deberes 
• derechos de los usuarios. para que el ejercido de 
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unos y otros resulte adecuado, razonable y pro­
porcionado. 

De allf la importancia y el papel relevante de 
las ofiónas de Peticiones, Quejas y Reclamos de 
las empresas en la labor de propiciar la participa­
ción efectiva, oportuna y adecuada de los usua­
rios en las decisiones empresariales que los pue­
dan llegar a afectar, especialmente aquellas que 
por disposición del legislador constituyen actos 
administrativos. 

------------------------ ~~SeMtas~ 

OPCIÓN TARIFARIA DE MULTIUSUARIOS PARA El COBRO DEL SERVIOO DE ASEO 
Geovonis Arríeto Bemate· 

Luz Angelo Gira/do Lozano ... 

Con la entrada en vigencia de la Ley 142 de 
1994, tanto la empresa como el suscriptor o usua­
rio tienen derecho a que los consumos se midan, a 
que se empleen para ello los instrumentos témi­
cos disponibles y a que el consumo sea el elemen­
to principal del precio que se cobre al usuario (ar­
tfculos 9 y 146 ). 

Sin embargo, las empresas prestadoras del ser­
vicio público domiciliario de aseo no efectuaban 
medición de los residuos producidos por los usua­
rios agrupados en unidades inmobiliarias cerra­
das, sino que cobraban la misma tarifa a los que 
pertenecfan al mismo estrato. 

Estos cobros dieron origen a que la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios se pronunciara vía recurso de apelación, mo­
dificando la decisión de la empresa prestadora 
del servicio en el sentido de que se cobrara con­
forme a la ley, esto es, de acuerdo con el volumen 
de residuos producidos. Esta posición fue respal­
dada por el Honorable Consejo de Estado en sen­
tencia del 20 de marzo de 20021 • 

Posteriormente, en el año 2002 se expidieron 
el Decreto 1713 y las Resoluciones CRA 233 y CRA 
236 de la Comisión de Regulación de Agua Pota­
ble y Saneamiento Básico, a efectos de que las 
empresas dieran aplicación a lo referido en el pre­
cepto legal, al establecer la posibilidad para que 
los usuarios agrupados en unidades inmobiliarias, 
centros habitacionales, conjuntos residenciales, 
condominios o similares bajo el régimen de pro­
piedad horizontal y los usuarios concentrados en 
centros comerciales o similares, presenten en for­
ma conjunta sus residuos sólidos con el fin de que 
et cobro del servicio ordinario de aseo se realice 

según la producáón real de residuos generados y 
presentados. 

En ejercicio de las funciones dadas por la Ley y 
la regulación, la Superintendencia en el 2003 ini­
ció el seguimiento al cumplimiento de las disposi­
ciones en mención y al impacto real de la aplica­
ción de la opción tarif aria expedida por la Comi­
sión de Regulación de Agua Potable y Saneamien­
to Básico. De esta forma se recopiló la ínf orma­
ción suministrada por las empresas de las priná• 
pales ciudades del pals, pudiendo detenninar que 
dicha opción no habla tenido una verdadera 
aplicabilidad debido al incumplimiento de los re­
quisitos por parte de los usuarios. 

De acuerdo con la información de las empre­
sas, las principales causas de rechazo de las solici­
bJdes en el transcurso del 2003, hablan sido en su 
orden: 

1. No inclusión del acta de la asamblea de 
copropietarios o de la autorización firmada. 
2. No presentación de la relación de usuarios 
que solicitan la opción. 
J. No indicación del sitio de presentación de 
los residuos. 
4. No cumplimiento de los requisitos del artí­
culo 19 del Deaeto 1713 de 2002 
5. No indicación de la forma como seria asu­
mida la producción de residuos por cada usua-
• no . 

6. No indicación del nombre de la persona 
responsable de firmar las actas. 
7. No disposición de las cajas de almacena­
miento y 
8. No presentación de los residuos en un lu• 
gar común. 

• D&n:CIOf Ttcntco de Ciat100 de A<eo dc bi SupmnlClldcnc1a Dcltpda de A~u..10 AlwiW'illado y Asco. 

• • Abopil Asesora Oficina Jw14,ca SSPD. 

1 E.ltpcd1cn1c Nol-7.:!S9 coo ponencia de l.11 H. Magisttada Olp IM\ Na,,alffle llumo 
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Con la expedición del Decreto 1140 de 2003 y 
la Resolución CRA 247 de 2003 de la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento BAsi­
co, aumentó el número de las solicitudes recibi­
das y aprobadas por las empresas, según se pudo 
establecer de la información recibida de las em­
presas de las pñncipales ciudades del pals a fina­
les del 2003. 

Sin embargo, como aún persiste el desconoci­
miento de la opción tarifaria por parte de los usua-­
rios, a continuación se señalan los trámites y re­
quisitos que deben surtirse ante la empresa que 
presta el seNicio para acceder a tal opáón. 

l. Una vez adoptada la deásión de soliátar la 
opción tarifaria, la administración del usuario 
agrupado o la persona autorizada para el efec­
to deberá presentar formalmente la solicitud 
al prestador del servicio ordinario de aseo para 
que su facturación se realice de acuerdo con la 
producción real de residuos presentados. 
2. Presentar los residuos sólidos en la unidad 
de almacenamiento o en el andén frente al pre­
dio2 • 

3. Disponer de cajas de almacenamiento su­
ficientes para almacenar y presentar el volu­
men de residuos producidos. 
4. Presentar los residuos sólidos en un lugar 
común para la recolección y aforo. 

la solicitud al prestador del servicio ordinario 
de aseo debe contener la siguiente informaáón: 

1. Indicación de quién es la persona designa­
da como responsable de firmar las actas de pro­
ducción de residuos resultado del aforo. 
2. Presentar la relación de usuarios que soli­
átan acceder a la opción taríf aria con sus datos 
identificadores, de acuerdo con el catastro de 

usuarios (ruando el servido de aseo se factura 
con otro servicio que tiene corte, el número de 
ruenta interna corresponde al de este servicio, 
por ejemplo: servicio de energf a eléctrica, gas 
o acueducto). 
3. Informar la existencia de inmuebles des­
ocupados. 
4. Indicar la forma como será asumida la pro­
ducción de residuos por cada uno de los usua­
rios individuales que conforman el multiusuario 
esto es, por coeficiente de propiedad horizon­
tal, por coeficiente simple de acuerdo con el 
número de usuarios que conforman el usuario 
agrupado, o por la distribución porcentual que 
el usuario agrupado reporte. 

A la solicitud se deber~ adjuntar el acta de acuer­
do en la que conste la decisión de acogerse a la 
opción tarif aria, aprobada por la asamblea de 
copropietarios cuya deásión se debe adoptar con­
forme a lo establecido en el régimen de propi~ 
dad horizontal, o la autorización de cada uno de 
los usuarios concentrados en centros comerciales 
o similares que no estén bajo el régimen de pro­
piedad horizontal. 

Un ejemplo de la forma como puede ser efec• 
tuada la soliátud al prestador del seNiáo de aseo 
puede verse en el Anexo 1 del presente documento. 

El prestador del seNicio, una vez verificado el 
cumplimiento de los requisitos, procederá a otor­
gar la opción tarif aria solicitada y a informar el 
procedimiento a seguir para realizar el aforo de 
los residuos sólidos, teniendo en ruenta lo siguiente: 

t. A partir de la fecha de radicación de la so­
licitud del usuario agrupado, el prestador del 
servíáo de aseo cuenta con un plazo máximo 
de quince (15) días para conceder la opción 

i ln "'"' i,.mto" M<.,.,.,;o l<MT •11 cumLa ljl>C do c•infom,ubd 0011 ti numeral 3• dd anl~ulo 125 d,,I DccR'IO 1713 de Z002 e$ deber~ lo, usuari~ 

rral""' 1• ...,_,m de lo, ~,.loo,. en l• f11m1< de lti.m<n que ~ -pcnmta b ~o\e,.:~ión sclecu,-a. de uuerdo (0n .:1 PI.., dt> C,e,hón lntegnl i!e 

k.-.,d.,.., Y 1<" Pro~, dd _,,.,,., de •,cu niabl<'cidoo 
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tarif aria y de dos (2) meses adicionales para 
realizar el aforo e iniciar la aplicación de la 
opción tarif aria. 

Cabe preásar que el aforo se debe realizar por 
lo menos en dos (2) semanas diferentes en un 
plazo máximo de dos (2) meses con las frecuen­
áas y horarios establecidos por el operador. 

2. Una vez la empresa realice los aforos co­
rrespondientes procederá a detenninar el va­
lor de la factura individual para cada usuario 
que conforma el multiusuario estableciendo lo 
siguiente: 

a) Un cargo fijo que induye los costos asoóa­
dos al componente de barrido y limpieza de 
vfas y áreas públicas y se cobra de manera igual 
a todos los usuarios en las mismas condiciones. 

b) Un cargo variable que induye el valor co­
rrespondiente a la proporción de residuos g~ 
nerados y presentados de acuerdo con el aforo 
realizado (volumen y peso). 

La sumatoria del cargo fijo y del cargo variable 
af e eta do por el factor de subsidio o contribución 
según el tipo de usuario es el valor de la factura. 

La tarifa máxima por la cantidad de residuos 
sólidos presentados por el usuario agrupado y 
aforados se distribuirá entre los usuarios indivi-

5upe, ... ~de'ie'cosl'LtllaKDcmmlnK 

duales que lo conforman, de aruerdo con la alter­
nativa que éste haya reportado en la solicitud. 

3. a costo del aforo debe ser asumido por el 
multiusuario (se divicfirci por el número de usua­
rios individuales que lo conforman exduyendo 
los inmuebles desocupados a los cuales la per­
sona prestadora ha reconocido tal condición 
de acuerdo con la Resoluáón CRA 233 de 2002), 
puede ser diferido en varias facturas y se indu­
ye en la factura siguiente al periodo en que se 
realiza el mismo. 

Con el fin de estimar el impacto de la apfica­
áón de la Resolución 233 de 2002 sobre la tarifa 
de los usuarios individuales que se acojan a la op­
ción tarifaría para multiusuarios, se realizó un ejer­
cicio tomando como base un conjunto residencial 
de estrato 5, compuesto por veinte (20) usuarios 
individuales de los cuales dos (2) están desocupa­
dos con el objeto de presentar un ejemplo de co­
bro del servicio de aseo de acuerdo con la opción 
tarif aria de multiusuario, el cual está contenido 
en el Anexo 2. 

Por último, los usuarios interesados en conocer 
mas sobre la opóón tarifaria pueden dirigirse a la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Sa­
neamiento Básico3 y a la Dirección de Agua Pota­
ble, Vrvienda y Desarrollo Territorial del Ministe­
ño de Ambiente, VNienda y Desarrollo Tenitorial•. 

ANEXO 1 

Ejemplo de solicitud al prestador del servido ordinario de aseo. 

Conjunto residencial conformado por un edificio de 20 apartamentos, ubicado en estrato 5 en 
donde se encuentran dos (2) apartamentos desocupados. 

J Teltfooo 3271!<00 

-4 Teléfnno J.3234,J.4, CtlCIU!,OOCS 31 O y 311. 
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llcll$IJ.riko _________________________ _ 

Señores: 
EMPRESA XXXXXXXXXX 
XXXXXXXXX. en mi calidad de administrador del usuario agrupado denominado XXXXXXX presento 

formalmente solicitud a esa empresa prestadora del servicio ordinario de aseo para que la facturación 
se realice de acuerdo con la produccíón real de residuos generados y presentados conforme a lo 
estableódo en la Resolución CRA 233 de 2002. 

Para el efecto me permito señalar lo siguiente: 

• La(s) persona(s) designada(s) como responsable{s) de firmar las actas de producóón de residuos 
resultado del aforo son las siguientes: 

NOMBRE 

xxxxxxxxx 

xxxxxxxxx 

CtDUlA 

xxxxxxxx 

xxxxxxxx 

. Los usuarios que soliátan acceder a la opción tarifaria. con sus datos identificadores, de acuerdo con 
el catastro de usuarios son los siguientes: 

Nombre Apto cuenta lntema~ Ocu adón Inmueble Coefiáente de Propiedad 
Ocunado Desocunado Horizontal 

xxxxxx 101 1821999-7 X 3,50% 

xxxxxx 102 1822998-7 X 4,80% 

xxxxxx 103 1823996-7 X 5,3Mb 

xxxxxx 104 1821897-7 X 6,20% 

xxxxxx 201 1932180-7 X 6,50% 

xxxxxx 202 1824803-7 X 5,30% 

xxxxxx 203 1821330-7 X ' 
4,80% 

xxxxxx 204 1967898-7 X 3,50% 
= 100% 

• La fonna como será asumida la producáón de residuos por cada uno de f os usuarios individuales que 
conforman el multiusuario es por coeficiente de propiedad horizontal' 
• Los residuos sólidos serán presentados en el andén frente al predio. 
• Se dispone de cajas de almacenamiento suficientes para almacenar v presentar el volumen de 
residuos producidos. 
• Los residuos sólidos serán presentados en un lugar común para la recolección y aforo (andén). 

Atentamente, 

xxxxxxxxx 
Administrador 
Conjunto residenáal XXXXX 

5 c......io •l ,en·¡¡,., 1k....,"' facrura C(lll ouo """'cío que tifflt con.:, el numero dccuenLa inlcma com:sponde al dcc~,e ie~icio. por ejemplo IIC?\1.:io 

dt energa elk1n~a. P> u ao:urdu..'10 
• 

& ~..,. p..v cocfic,cn1c el< prop,tdw hooznlltal, PQf C'OCÍlaenlC \imple dc acuerdo (IOll el númffl> de l>SIWIOS que coníomw1 el LISUa'IO ~ 

u f'Ot' b d,iuih,,,..IÓII p,rct<Wal que el ll5UMK' ~o r.p,nc 
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Anexo: Acta de acuerdo en la que consta la deósión de acogerse a la opáón tarif aria de multiusuarios, 
aprobada por la asamblea de copropietarios1 • 

ANEX02 

Ejemplo de cobro del servicio de aseo de acuerdo con la opáón tarifaría de multiusuario. 

La empresa >OOOOC hizo tres (3) medíóones puntuales durante los dfas de recolección de los residuos 
sólidos: lunes, miércoles y viernes, detenninó la cantidad de residuos sólidos generados tanto en peso 
como en volumen de cada dfa y obtuvo el promedio simple semanal de los residuos. Para obtener la 
producáón mensual la empresa multiplicó por 4.34 semanas la producáón semanal. Asf mismo deter­
minó la densidad media de las basuras. 

Para hacer el ejercicio del presente ejemplo se tomaron en cuenta los dieóocho (18) apartamentos 
habitados v los dos (2) apartamentos desocupados•: 

Apeo Coefidente Vol11111tn C.COFJJo ca,10 Fadrlra Fadllra Difenndl Difmndl 
por apto Aslpado ($nult/03) Varllllle Mensual por Adull ~ . 

mlpor por Coefidente 01111/ 
- deete Coefidente (S/ttlll1,o/ 2003) 
($/)1111/0l) 2001) 

101 3,SOMI 0,00000 131S,7 ~ 131S,7 19.940,0 -18.624.3 93,4% 
102 4,80% 0,52696 1.31S,7 1.765,4 3.081.2 19.940,0 -16.858,8 84,SIMI 
103 5,30IM, o,sm4 1.315,7 1.935,S l.251.3 19.940,0 -16.688,7 83,7% 
104 6,20% 0,66914 1.31S,7 2.241,7 l.557,5 19.940,0 -16.382,S 82,2% 
201 6,50% 0,69961 1.31S,7 2.343.8 3.6S9.S 19.940,0 -16.280,5 81,6% 
202 5,30CMI O,SID4 1.315,7 1.935,S l.251,3 19.940,0 -16.688,7 83,7'M> 
203 4,80% 0,52696 1.315,7 1.765,4 3.081,2 19.940,0 -16.858,8 84,Sllb 
204 l,50MI 0,00000 1.315,7 -o 1.315,7 19.940,0 ·18.624,l 93,4% 
301 S,30% o,sm4 1.31S,7 1.935,S 3.251,3 19.940,0 -16.688,7 83,7% 
302 6,S0% 0,69961 1.315,7 2.343,8 3.6S9,5 19.940,0 -16.280,5 81,61M, 
303 3,SOIMI 0,39494 1.315,7 1.323,1 2.638,9 19.940,0 -17.301,1 86,SC!b 
304 4,80% 0,52696 1.315,7 1.765,4 3.081,2 19.940,0 -16.858,8 84,5% 
401 5,30% o,5m4 1.315,7 1.935,S 3.251,3 19.940,0 -16.688,7 83,7% 
402 6,20IMI 0,66914 1.315,7 2.241,7 3.557,5 19.940,0 -16.382,5 82.2% 
403 6,SOIMI 0,69961 1.315,7 2.343,8 l.6S9,5 19.940,0 ·16.280,S 81,6% 
404 S,JOIMI o,5m4 1.315,7 1.935,S 3.251,3 19.940,0 ·16.688,7 83,7% 
SOi 4,80% 0,52696 1.315,7 1.76S,4 3.081,2 19.940,0 -16.858,8 84,Sl!tl 
502 3,50% 0.39494 1.315,7 1.323,1 2.638,9 19.940,0 -17.301,1 86,8% 
503 S,lOIM, o,5m4 IJTS,7 1.935.S 3.251,3 19.940,0 -16.688,7 83,7% 
504 3,IOIMI 0,35432 1.315,7 1.187,0 2.502,8 19.940,0 -17.437,2 87,4% 

100,00Clb 10,15560 26.315,0 34.022,8 60.ll7,8 398.800, -338.462,: 84,9% 

7Pan k>o ll>IWios C<lnefflndoi en ca>U'OS e>omatislcs o ... mdares qur no e.tfll baJo d régimen d.- propi..W IK>rizonlal hul.l cm i. 1111mn1<1('a de 

udl uno. 

8 Realindo por N~lly ll'ffl'lo, proftsÍOll&I csi,«ializado de la Dirección Tcc,,a <k Aoeo de la Supcrin~ 0.1,pda paa Acurdutlo. Alcanta, 

nllado y "-· 
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______________________ SuperintendenciadeServicosPubhcosDomiolíarios 

CONCEPTO SSPD-OJ-2003-236 
TEMA: DEVOLUCIÓN DE DINEROS COBRADOS EN EXCESO POR LAS "E.S.P" 

En reunión de Comité Directivo se solicitó a la 
Oficina Jurídica examinar nuevamente, si dentro 
de las facultades de control, inspección y vigilan­
cia que le confiere a la Superintendencia de Ser­
vicios Públicos el artículo 370 constitucional y la 
ley 142 de 1994, está comprendida la atribución 
de ordenar a las empresas de servicios públicos la 
devolución de dineros cobrados en exceso a tra­
vés de la factura de los servicios públicos. 

Este asunto ya había sido objeto de estudio por 
parte de esta Oficina, y en concepto SSPD 
20011300000538 se elaboró la tesis según la cual, 
la regulación expedida por la Comisión de Regu­
lación de Agua Potable y Saneamiento Básico' 
relativa a la devolución de cobros no autorizados 
debía ser interpretada y aplicada conforme a las 
funciones señaladas a esta Superintendencia en 
la Ley 142 de 19942 , y, que, en consecuencia, sólo 
procede la orden de devolución de dineros cobra­
dos en exceso, a través de la instancia de apela­
ción. 

De conformidad con la Ley 142 de 1994, co­
rresponde a la Superintendencia de manera ge­
neral vigilar y controlar el cumplimiento de las 
leyes y actos administrativos a que estén sujetos 
quienes presten servicios, y en particular las rela­
tivas al régimen tarifario, dentro del sistema de 
protección de los usuarios de los servicios públi­
cos. A este respecto conviene recordar que según 
el profesor Hugo Palacios Mejfa3

, la Ley 142 de 
1994 se orienta a la protección del usuario. Pues 
bien, una de las principales preocupaciones de la 
ley 142 en materia de protección al usuario tiene 
que ver con que los cobros que las empresas de 
servicios públicos hagan a los usuarios correspon-

1 Cfr Resoluciones CRA 06. 14 y 16 de 1996 y 151 de 1991 

2 Ley 142 de 1994, rudculo 79, nwneral 31 

dan a los servicios, tarifas y conceptos que la ley y 
el contrato de servicios públicos autoricen. ( arti­
culo 146 ). 

Si la Superintendencia de Servicios Públicos en 
su condición de autoridad competente en mate-

• ria de protección de los derechos de los usuarios 
de servicios públicos y ente encargado del control 
de la correcta aplicación del régimen tarifario por 
parte de las empresas prestadoras4

, encuentra 
que una empresa de servicios públicos incurrió en 
error al fijar sus tarifas y ese error lesiona injusta­
mente los intereses de los usuarios, la 
Superintendencia podrá, previó el procedimiento 
previsto en el artículo 106 y s.s. de la Ley 142 de 
1994, ordenar a la persona prestadora del servi­
cio público la devolución de los dineros cobrados 
demás, sin que medie necesariamente la imposi­
ción de sanción alguna. 

Esta hipótesis es diversa de la prevista en el 
numeral 32 del artículo 79, modificado por el arti­
culo 13 de la Ley 689 de 2001, cuando se trate de 
la reclamación individual que presenta el usuario 
por el valor de los consumos. 

De no poder la Superintendenáa emitir orden 
para la devolución, no tendría sentido el control 
tarifario; como tampoco sería útil dicho control, si 
sólo sirviera como apoyo para que el usuario sus­
tentara y presentara la reclamación ante la em­
presa. Asi mismo, carecería de racionalidad jurí­
dica y práctica tener que resolver las empresas • 
tantos reclamos como usuarios afectados resul­
ten, y otro tanto tuviera que hacer la 
Superintendencia en la instancia de apelación, 
cuando revisadas las tarifas por el órgano de con-

3 PALACIOS MEJfA. Hugo, El derecho de los servicios públicos, BogotA. Derecho Vigente, 1999, p. IS9 

4 Cfr. Decreto 990 de 2002, artículo Sº, numeral ll 
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trol se establezca en que consistió el error y cómo 
debe ser corregido de manera general a todos los 

• usuanos . 

En conclusión, la efectiva protección de los de­
rechos de los usuarios derivada del ejercicio de la 
función del control tarifario a las empresas de 
sefVicios püblícos, carece de contenido jurídico si 
no se emite orden de devolver lo cobrado en ex­
ceso. En otras palabras, lo que persigue la vigilan­
da y control de la correcta aplicación del régimen 
tarifario es precisamente que ante una situación 
irregular, la empresa corrija su conducta confor-

me a lo que señale el órgano de control, con la 
condición que la empresa puede dar las explica­
ciones que estime pertinente y se respete el debi­
do proceso administrativo, en desarrollo del artf­
culo 106 y s.s. de la Ley 142 de 1994. Es que de 
otra manera, la función de vigilancia y control, 
sobre todo en materia tarif aria, desprovista de la 
aplicación de correctivos, no serf a nada. 

Para los demás casos de reclamaciones indivi­
duales está el mecanismo previsto en el articulo 
152 de la Ley 142 de 1994. 

coNaPTO SSPD-OJ-2003-m 
TEMA: SANOONES POR INCUMPLIMIENTO DE ACTOS ADMINISOATIVOS DE LA SSPD 

Se basa el objeto de la consulta en determinar 
cuál es el procedimiento que de conformidad con 
la nonnatividad vigente debe seguir la Dirección 
de Investigaciones frente a las solicitudes de in­
vestigación que presentan los usuarios por el in­
cumplimiento de las empresas prestadoras a las 
Resoluciones proferidas por el Despacho del De­
legado al decidir los recursos de apelación en vla 
gubernativa. 

Como bien es sabido, las resoluciones por las 
cuales la Superintendencia decide los recursos de 
apelación interpuestos por los usuarios contra las 
decisiones empresariales de que trata el artía.ilo 
154 de la Ley 142 de 1994; siendo esta su naturale­
za jurfdica, es daro que una vez en firme, lo deci­
dido en la resolución es de obligatorio cumplimien­
to y, por lo tanto, frente a tales actos administrati­
vos se producen los efectos de ejecutoriedad y 
ejecutividad previstos en el 64 del Código Conten­
óoso AdministJati\ro . 

Lo anterior significa que la decisión contenida 
en tales resoluciones es de ineludible e inmediato 
acatamiento; así mismo, que su cumplimiento pue­
de obtenerse forzada o coercitiva mente. 

28 

Al efecto, el artículo 65 del Código Contencioso 
Administrativo prescribe que si el obligado se re­
siste a cumplir la obligación impuesta en el acto 
administrativo, la administraáón podrá imponer­
le multas sucesivas hasta tanto dé cumplimiento a 
lo ordenado. As( mismo, señala esta disposición 
normativa que si persiste el incumplimiento, la 
administración o un agente suyo ejecutará el acto 
correspondiente a costa del obligado, si ello fuere 
posible. 

Lo anterior sin perjuiáo de que en virtud del 
carácter ejecutivo de que gozan estos actos admi­
nistrativos, el beneficiario pueda obtener judicial­
mente su cumplimiento, interponiendo ante la ju­
risdicción de lo contencioso administrativo las ac­
ciones legalmente establecidas para tal fin, como 
son el proceso ejecutivo y la acción de cumpli­
miento consagrada en el articulo 87 de la Consti­
tución Política y reglamentada por la Ley 393 de 
1997. 

De este modo, serA el juez (del proceso ejecu­
tivo o de la acción de cumplimiento) quien deter­
mine si la renuencia al cumplimiento del acto ad­
ministrativo por parte del obligado, da lugar a la 

imposición de ciertas medidas que pueden consis­
tir en la indemnización de perjuicios ocasionados 
al ciudadano afectado, condena en costas, remi­
sión a la autoridad disciplinaria competente cuan­
do haya lugar a ello. 

Hechas estas precisiones se concluye que si la 
solicitud que el usuario presenta ante la 
Superintendencia tiene por objeto que se investi­
gue a la empresa por incumplir la orden imparti­
da en la resolución que decide el recurso de ape­
lación, en manera alguna ello comporta una in­
fracción al r~gimen de los servicios públicos domi­
ciliarios, toda vez que tal situación se sitlia en un 
contexto jurídico distinto al cual la ley le ha atri­
buido procedimientos y soluciones propias. 

Supt..a~d!!Serwos~~ 

Por consiguiente, en estos c.asos, la actuación 
que de conformidad con la normativídad vigente 
le corresponde adelantar a la Delegada, o a cual­
quiera otra dependencia de la Superintendencia 
que se encuentre avocada a la misma situación, 
es requerir a la empresa para que cumpla, recor• 
dándole que la omisión de su deber puede dar 
lugar a la imposición de multas en los términos del 
artirulo 65 del Código Contencioso Admini.s1rativo. 

Asf mismo, es importante que el usuario sea 
informado de las acciones judiciales con que cuen­
ta para obtener el cumplimiento de la decisión 
proferida por la Entidad. 

CONGPTO SSPD-OJ- 2003--551 
TEMA: RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS POR LA PRESTADORA- Corresponde a las partes a 

través de arreglo diredo o su reconocimiento se reclama vfa judiáal. 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar cómo se configura el silencio administrati­
vo positivo, en qué consiste el reconocimiento de 
sus efectos, la procedencia' del reconocimiento de 
una indemnización de perjuicios a través de la 
configuración del silencio administrativo positivo 
y la diferencia con la indemnización por falla del 

• • 
SeMCIO. 

Las siguientes consideraciones se formulan de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del 
e.e.A. 

1 RECONOCIMIENTO Dll SILENCIO ADMINIS• 
TRATIVO posmvo POR PARTE DE LA EMPRE­
SA PRESTADORA 

De conformidad con el artfculo 158 de la Ley 
142 de 1994 subrogado por el articulo 123 del 
Decreto 2150 de 1995, el término para resolver 

las peticiones, quejas y rerursos deberá efectuar­
se dentro de los quince dlas hábiles contados a 
partir de la fecha de su presentación, esto es, con­
tando indusive el día de su radicación. Es decir 
que las empresas deberán dictar el acto de res­
puesta dentro de ese lapso. 

Ahora bien, toda vez que la decisión de la 
empresa solo le es oponible al usuario cuan­
do éste efedivamente conoce la respuesta 
dada a su petición, queja o recurso, la misma 
debe ser notificada de la forma en que señala el 
artículo 159 de la Ley 142 de 1994, modificado por 
el artículo 20 de la ley 689 de 2001, disposición 
que para tal efecto remite a lo dispuesto en el 
Código Contencioso Administrativo. 

Revisado dicho estatuto encontramos que el 
articulo 44 del Código Contencioso Administrati­
vo pre~cribe lo siguiente: 
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M 44.. Las demás (leásioneS que pon~n fin a 
una actuación odministtatíva', se notificordn 
pe,sona/mente al interesado, o a su represen-

tante o apodetado. 

Si la actuación se inició por petición verbal, la 
notifiraáón podrá hacetSe de la misma manera. 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificaciiln per• 
sonal se le enviará por correo certificado 
una citación a la direcá6n que aquel haya ano­
tado al intervenir por primera vez en la actua­
áón, o en la nueva que figure en comunicaóón 
hecha especialmente para tal propósito. La 
constancia del envío se anexará al expediente. 
El envit se hará dentro de los cinco (5) dlas 
siguientes a la expediáón del ado. (se re-­
salta) 
( ... )· 

. De la nonna transcrita, se conduye que et tér• 
~m_o para que la empresa expida la respuesta es 
distinto al del tJám~e de notificación al peticiona-
• no. 

Por lo tanto, el silencio administrativo positivo 
consagrado en el artículo 158 de la Ley 142 de 
1994 subrogado por el articulo 123 del Decreto 
21so de 1995i, se produce si dentro del plazo de 
los 15 días allf señalado, el usuario no tiene cono­
cimiento de la respuesta o, cuando se dicta la res­
puesta en ese plazo, pero no se inicia el trámite de 
notificación al usuario dentro de los 5 dlas siguien­
tes.) 

Una vez se configura el silencio administrativo 
positivo, existe la obligación impostergable para 
las prestadoras de reconocer al suscriptor o usua-

rio, dentro de las setenta V dos (72) horas siguien­
tes al vencimiento del térmi~o de los quince (lS) 
df as hábiles, los efectos del silencio administrativo 
positivo. Es decir, la empresa deberá expedir los 
actos internos necesarios para el reconocimiento, 
cumplimiento y ejecución de los efectos del silen­
cio administrativo positivo. Si esto no ocurre, el 
suscriptor o usuario puede acudir ante la 
Superintendencia de Servicios Públicos para ob­
tener su reconocimiento. 

2 RECONOCIMIENTO DEL SILENCIO ADMI~ 
NISTRATIVO POSITIVO CON INilRVENCIÓN 
DE lA SUPERINTENDENCIA DE SERVIOOS 
PÚBLICOS 

Ante la omisión de la empresa prestadora de 
reconocer automáticamente los efectos del silen­
cio administrativo positivo, dentro del término de 
setenta y dos (72) horas previstas en la ley, el 
suscriptor o usuario podrá solicitar a la 
Superintendencia de Serviáos Públicos Domicilia­
rios que investigue a la empresa e imponga las 
sanóones a que haya lugar. 

Si la Superintendenda encuentra responsable 
a la empresa prestadora por infringir el articulo 
158 de ta Ley 142 de 1994 subrogado por el articu­
lo 123 del Decreto 2153 de 1995, debe: 

1) Imponer la sanción respectiva a la empresa 
prestadora, de conformidad con el artlculo 81 

de la Ley 142 de 1994.4 

2) Ordenar el reconocimiento de los efectos 
del silencio administrativo positivo. 

2.1 Reconocimiento de los efectos del sílen® 
administrativo positivo 

1 l..l = st rcf.:,c a .aq11<U.t.1 .xtuac,oocs 1mc1adas en mterh pm1cul.ir. ONSTJTIJCIONAL 

l A Juicio o, !Jjun~ oonrun.ic,onaJ se tt1flende ~ por el onlculo 123 del Dccn:to 2IS · o de l 99S Ver CORTE e 
Scn1enc"' e-' s I c1e t 'IW 

3 Lo!.~ r.1adcil en di.n !!00 hilb1l15. ~ 10 del e e dan en rcnn• 
• • . rcsa., que no rcsp<lll 

4 

e~ • .ui el .llrU(:u!o 79 25 de 1JI ½ l~l de 1994 Fun~1onc, de b Su~nlffldenda. Sancionar• fas Cll'lp 
~) ..... la., 'l\lCJa.s de los US-.0\. 
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Para efectos de reconocer los efectos del sileo­
cio adminístrativo positivo, la Superintendencia, 
en el mismo acto administrativo de sanción,, or­
dena a la empresa prestadora ejecutar los actos 
necesarios mediante los cuales se reconozcan los 
derechos al suscriptor o usuario, de acuerdo con 
las pretensiones contenidas en las peticiones, que­
jas o recursos, según sea el caso, con base en al­
gunos parámetros, entre otros, los siguientes: 

• En caso de daño: La empresa deberá realizar 
la respectiva reparación, los abonos al cargo fijo y 
consumo, de acuerdo a lo establecido en el articu­
lo 137 de la Ley 142 de 1994. 

• En caso de rectificación, revisión, recon­
sideración, aclaración de valores de la factura­
ción: La empresa depurará y especificar~ los valo­
res cobrados en la facturación e informará de ello 
al usuario por escrito. 

• En caso de reconocimiento de valores cobra­
dos en exceso, doble facturaáón: La empresa de-­
berá reconocer el valor respectivo, el cual se re-­
ftejará en la factura de cobro siguiente, a la fecha 
en que quede en firme la decisión que así lo orde­
ne. 

• En caso de soficilud de cambio de uso o estra­
to: La empresa efectuará el cambio respectivo a 
partir de la fecha de la redamaóón, con la corres­
pondiente reliquidaáón de las tarifas y demás va­
lores del caso. 

• En caso de redamación por consumo alto: La 
empresa cobrará consumo promedio para el pe­
riodo de reclamación, tal como lo establece el ar­
tículo 146 y 149 de la Ley 142 de 1994, lo cual se 
reflejará en la factura de cobro siguiente, a la fe­
cha que quede en firme la decisión que asf lo or­
dene. 

• Igualmente, se deberán aplicar los preceptos 
establecidos en la ley respecto del cobro inopor­
tuno (ley 142 de 1994, articulo 150) y la improce­
dencia de reclamación contra facturas que tuvie-­
sen más de cinco meses de haber sido expedidas 
(Ley 142 de 1994, articulo 154). 

• En caso que el peticionario haya cancelado, 
total o parcialmente, uno o varios de los concep­
tos en reclamación, la empresa reembolsará el 
monto de lo pagado en la factura de cobro siguien­
te, a la fecha que quede en firme la decisión que 
asJ lo ordene. 

Con base en lo anterior, el suscriptor o usuario 
obtiene el reconociendo de sus derechos. Es de­
cir, únicamente se reconocen las peticíones que 
sean afectas a la prestación del servicio público. 

2.2 mdemnizaóón de perjuiciQi 

Según el artirulo 11.9 de la Ley 142 de 1994, las 
empresas de servicios públicos serán ávílmente 
responsables por los perjuicios ocasionados a los 

• usuanos . 

lo anterior, permite que cuando haya lugar al 
reconocimiento de perjuicios por parte de la em­
presa prestadora, ésta y el suscriptor o usuario, 
puedan llegar a un arreglo para el reconocimien­
to de los daños y perjuicios originados como con­
secuencia de la prestación del servicio. 

Si no llegan a un arreglo sólo queda obtener el 
reconocimiento y pago de los perjuicios respecti­
vos, por la vía judicial. 

De esta manera, en materia de indemnización 
de perjuicios y resolución de contratos de servi­
cios públicos, el Consejo de Estado, Sala de Con­
sulta y Servicio Civil, M.P. Luis Camilo Osorio lsaza. 

5 Contra estt acto lldmintthh\'O es ~q,llblt de.., ruunido y su cootrol de legahcbd w 'JCTCC ante la Jlt!lteoa conienc,osa Ddznm1'11n1i"- a tr."oh 

del c:,~ício ~ la aa:IÓ!l de llulldad y res11>bll'l:imtento del derecho. 
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16 de junio de 1997. Rad. 931, ha senalado lo si­

guiente: 

"(-.)En el anterior precepto se regulan las ~n­
seaJencias del incumplimiento en la prestaaón 
del servicio, el cual genera para la empresa 
prestadora responsabilidad patrimonial frente 
a la otra parte del contrato, el usuario o 
suscriptor, quien por virtud de la ley tiene la 
opción de solicitar su resolución o el cumpli­
miento con las indemnizaciones a que haya lu­
gar. 

(".) Por este solo aspecto la SSPD, el organismo 
de inspección, control y vigilancia, carece de 
autorización legal para sustituir al usuario o 
suscriptor en la decisión de ir tras el cumpli­
miento con indemnizaci6n o la resolución 
del contrato porque esta solo opera por la 
via judiáal, en el caso de que el interés rele­
vante por continuar con la ejecución de las pres­
taciones contractuales desaparezca." 

En condusión, sólo a través de la vfa judicial, un 
usuario de servicios públicos puede perseguir la 
indemnización de perjuicios originados con oca­
sión de la ejecución del contrato de servidos p~­
blicos. 

Sin embargo, es pertinente tener en cuenta los 
mecanismos alternativos para soluáonar conflic­
tos entre los particulares, tales como los jueces de 
paz Y los centros de conciliaóón, a través de los 
cuales las partes pueden igualmente llegar a un 
acuerdo por mutuo consentimiento. 

• ~~demnización por falla en la prestación del 
serv1c10 

Por otra parte, cosa distinla es la indemniza• 
áón por falla en la prestaóón del servicio prevista 
en los artículos 136 y 137 de la Ley 142 de 1994, los 
cuales establecen reparaciones por falla en la pres­
taáón del serviáo, en los siguientes términos: 
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•La falla del servido da derecho al susaiptor 0 
usuario, desde el momento en el que se pr~ 
sente, a la resolución del contrato, o a su cum­
plimiento con las siguientes reparaciones, en• 
tre ellas: 

Articulo 137.3 "Lo indemnizad6n de perjuiáos, 
que en ningún caso se tasarán en menos del 
valor del consumo de un dla del usuario afeda• 
do por cada dfa en que el servido haya follado 
totalmente o en propordón a lo duradón de la 
falla; más el valor de las multas, sandones 0 
recargos que la falla le haya ocasionado al 
susaiptor o usuario; más el valor de las inve,. 
siones o gastos en que el suscriptor o usuario 
haya incurrido para suplir el servido." 

Para que el usuario tenga derecho a una in­
demnización por esta via, es preciso que se confi. 
guren los presupuestos previstos en el numeral 
137.1 del articulo 137 de la Ley 142 de 1994, a 
saber: 

-Oebe haber una falla del servicio; 
·La falta debe ocurrir continuamente durante 
un ~rmino de quince (15) dfas o más; 
-Debe ocurrir dentro de un mismo periodo de 
facturación. 

Comprobado lo anterior, el usuario tendrá de­
recho a que no se le haga cobro alguno por con­
ceptos distintos del consumo, o de la adquisición 
de bienes o servicios efectivamente recibidos Y a 
la indemnización de perjuiáos, que en ningún caso 
se tasará en menos del valor del consumo de 
un dfa del usuario afectado por cada dia en 
que el servicio haya fallado totalmente o en 
proporción a la duración de la falla. 

s...,e,i~do!IICiedP~NititosOoridnis 

CONCEPTO SSPD-01-366 
TEMA: DEMOCRATIZAOON PROPIEDAD ACCIONARIA ESP's - Pueden ser adquiridas las 

acdones a trav& de las facturas de servidos. 

Se basa la consulta en la fonna como debe apli­
carse el contenido del articulo 151 de la Ley 142 
de 1994, con el objeto de democratizar la propie­
dad de las empresas de serviáos públicos. 

Las siguientes consideraciones se formulan 
atendiendo el contenido del articulo 2S del Códi­
go Contenáoso Administrativo 

El articulo 151 de la Ley 142 de 1994, fue mod"t­
ficado por el articulo 131 de la Ley 812 de 2003, 
por medio de la cual se adoptó el Plan Nacional de 
Desarrollo, en los siguientes térm~nos: 

"Articulo IJI. El articulo 151 de lo Ley 142 de 
1994 quedará os/: En el contrato de Condíd~ 
nes Unfformes se podr6 establecer que una 
parte del pago de los servidos públicos confie­
ran al susaiptor o ol usuario el derecho o ad­
quirir ocdones o portes de interés soda/ en los 
empresas olido/es, mixtas o privadas. Así mis­
mo, en dichos contratos se podrá establecer 
que una porte del pago de los servidos públicos 
otorgue o los susaiptores o usuarios el derecho 
a partidpor en los Fondos de Capitalizaci6n 
Soda/ que se constituyan, poro lo prestación de 
los servidos públicos de los cuales son benefi­
áarios." 

A su turno los numerales 4 y 6 del articulo 19 de la 
Ley 142 de 1994, señalan: 

"19.4.Los aumentos del capital autorizado po­
drán disponerse por decisión de la Junta Direc­
tiva, cuando se trate de hacer nuevas inversio­
nes en la infraestructura de los servicios públi­
cos de su objeto, y hasta por el valor que aque­
llas tengan. la empresa podrá ofrecer, sin suje­
ción a las reglas de oferta pública de valores ni 
a las previstas en los artículos 851, 853, 855, 

856 y 858 del Código de Comeráo, las nuevas 
acciones a los usuarios que vayan a ser 
beneficiarios de las inversiones, quienes 
en caso de que las adquieran, las pagarán 
en los plazos que la empresa establezca, 
simultáneamente con las facturas del ser­
vicio." 

( ... ) 
•19.6.Serán libres la detenninaáón de fa parte 

del valor de las acciones que deba pagarse en el 
momento de la susoipción, y la del plazo para el 
pago de la parte que salga a deberse. Pero la 
empresa informará, siempre, en sus estados fi. 
nanóeros, qué parte de su capital ha sido pagado 
y cual no.· 

Del texto de las nonnas transcritas se infiere 
que la Empresa puede modificar el contrato de 
condiáones uniformes en el sentido de establecer 
que una parte del pago de los servióos confiera al 
susoiptor o al usuario el derecho a adquirir acá~ 
nes de la empresa o a que el usuario partiápe en 
los fondas de capitalización Social que se consti­
tuyan. 

Para el efecto, la Empresa deberá informar al 
usuario acerca de la modificación efectuada a tra­
vés de un medio de amplía circulación especifi• 
cando las reglas que se han dispuesto para el efec• 
to, es decir, deberá establecer en forma clara e 
inequívoca como será la participación, cuantía y 
fonna de los aportes, término para aceptar la ofer­
ta y los derechos del usuario en la empresa o en el 
Fondo de Capitalización Social. Así mismo. si es 
del caso, la empresa deberá en estos eventos efec• 
tuar las modificaciones estatutarias a que haya 
lugar y tener en cuenta las normas vigentes en 
relación con la emisión de acciones. 
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CONaPTO SSPD-OJ-2003-448 
TEMA: PROPIEDAD HORIZONTAL-No esta exenta de contribucl6n de solidaridad. 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar si una persona jurfdica sujeta al régimen de 
propiedad horizontal está exenta de la contribu­
ción de solidaridad. 

Las siguientes consideraciones se formulan 
atendiendo lo dispuesto por el articulo 25 del Có­
digo Contencioso Administrativo. 

De confonnidad con el numeral 89.1 del articu­
lo 89 de la Ley 142 de 1994 el factor del 20% del 
valor del servicio o contribución de solidaridad 
debe ser pagado por los usuarios de los inmuebles 
residenciales de estrato S y 6 y los usuarios indus­
triales y comerciales. 

Por su parte, el numeral 89.7 del articulo 89 
ibídem exceptuó del pago de la contribución a los 
hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, y 
los centros educativos y asistenciales sin c\nimo 
de lucro. 

De otro lado, el articulo 33 de la Ley 675 de 
2001 dispone que la persona jurf dica originada en 
la constitución de la propiedad horizontal tendrá 
la calidad de no contribuyente de impuestos na­
áonales, de la siguiente forma: 

., Artículo JJ. Naturaleza y coraderísticas. Lo 
persona jurídica originada en lo constitud6n de 
la propiedad horizontal es de naturaleza ávil 
sin ánimo de lucro. Su denominación corres-

ponderó o la del edmdo o conjunto ysu domíd• 
lío será el munidpio o distrito donde este se 
localizo y tendrá lo calidad de no contribuyente 
de impuestos nadonoles, así como del impues­
to de industrio y comerdo, en relodón con los 
actividades propias de su objeto sodal de con­
formidad con lo establecido en el articulo 195 
del Decreto IJJJ de 1986." 

Ahora bien, según la Corte Constitucional1 el 
tributo que se paga por contribución de solidari­
dad puede ser nacional, departamental o muniá­
pal dependiendo del servicio público que se trate. 
Esta precisión jurisprudencia! permite conduir que 
la exención de impuestos nacionales a que se re­
fiere el articulo 33 de la Ley 675 de 2001 no com­
prende la contribución de solidaridad del artículo 
89 de la Ley 142 de 1994. En efecto, carecería de 
sentido una exención respecto de impuestos na· 
cionales a los servicios públicos de energía y gas 
combustible y telefonf a pública básica conmutada, 
a la vez que se impone la obligación de pagar 
impuesto departamentales o municipales por la 
misma causa, a los consumos del servicio de agua 
potable y saneamiento básico. 

De lo anterior puede precisarse que la contri­
bución de solidaridad en algunos casos es de ca­
rácter nacional, y no por eso, estarf a comprendi­
da por la exención que trae el articul? 33 ~e la Ley 

675 de 2ool, cuando hace ref erenc1a a 1m~ues­
tos nacionales". Esta contribución es un tributo 

1 ._. Scrin •114cinnalc:s · los que paguen IM usuati~ de los !ICl'Vicios de ftletglD elklnc,. gu combustíble distribuido por red ffs1c, o de c,¡.ilquíeT otrn 

nUIIICl'ól. Y ~lelonla l>.~iica CCIClmulada. La dcfini~ón del suje10 aclí\'O del lribulo M! hace. aqul, con base e el servicio, y no impoM I• nannlcn de la 

nnpm,e qvt lo pre51e luy 21<6 de 1996, onlculo S). Sed nacional wnbien el prod11eto de la conlribucíón que poguffl 1~ usuan~ del scrvlao de la.rp 

d,stanc111. nQcional (arUculo 74, nwnffal J. 1i1eral •e'), b.· s~ "deportamtntales' los que recauden cm~ oficiales del dtpmWRCRIO. en 10' 

o.entic,os de ocutducco y .anemmcnto M,1.:0 tnumerul 119.2); .este rwnlo no rue lt'llido en cuenta poi' la. Cor1e Cons111ucional m 111 senlen<:í• C--086 

di:- lWII-. e• Sntn 'munic1pa1 ... • lo que recauden cmprnas otic1ales del mwucipio. y lu pnvodas o mixlllS (dq,ut.imenlali:-s o muni.ipAICS), en los 

llef'""º' dr acueduc10 Y -icn10 bú1ca (numernl 89 2.1 Aqul, por regla 1,1enenl. la cla.sifíeac1ón dep(llde del servicio." Corte ConslilvcioMI en 

!'.n,1cnc11 C'-0116 •t 18 de IIWTO d• 1 '.1911 . 
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para el cual el •hecho gravable" tiene lugar cuan­
do los usuarios utilizan los servicios en ejecución 
del #contrato de servicios públicos". Por el contra­
rio, los impuestos nacionales y de industria y co­
mercio a que se refiere el articulo 33 de la Ley 675 
de 2001, son exentos sólo en relación con las acti­
vidades propias del objeto soóal de la propiedad 
horizontal. 

Finalmente, si lo que se querfa era exonerar 
del pago de contribución de todos los servicios 
públicos domiciliarios a la persona jurídica origi­
nada en la constitución de la propiedad horizontal 
asf debió haberlo indicado expresamente el artf­
culo 33 de la Ley 675 de 2001. No debe olvidarse 
que el artículo 186 de la Ley 142 de 1994 dispone 
que para efectos de excepciones y derogatorias, 
no se entenderá que la Ley 142 resulta contraria_ 
en los siguientes términos: 

"Articulo 186. Concordancias y derogaciones. 
Para efectos del articulo 84 de la Constituáón 
Polftica, esta ley reglamenta de manera gene-

~-~l(l,ldl! ~ ~Ooildn,I 

ral las actividades relacionadas con los servi­
dos públícos definidos en esta ley; deroga to­
das las leyes que le sean contrarias; y prevale­
cerá y servirá para complementar e interpre­
tar las leyes especiales que se dicten para algu­
nos de los servidos públicos a los que ella se 
refiere. En caso de conflicto con otras leyes so­
bre tales servidos, se preferirá ésta, y para efec­
tos de excepóones o derogaciones, no se en­
tenderá que ella resulta contrariada por nor­
mas posteriores sobre la materia, sino cuando 
éstas identifiquen de modo preciso la norma 
de esta ley objeto de excepción, modificaóón o 
derogatoria. 

Deróganse, en particular, el articulo 61 °, literal 
et., de la ley 81 de 1988; el artículo 157 y el 
literal «O> del artículo 233º del Decreto 1333 de 
1986; el ínáso segundo del articulo 14; y los ar­
tículos 58 y 59 del Decreto 2152 de 1992; el 
artículo 11 del Decreto 2119 de 1992; y el arti­
culo 1 en los numerales 17, 18, 19, 20 y 21, y los 
artículos 2, 3 y 4 del Decreto 2122 de 1992." 

35 



_. 

--

CONCEPTO SSPD•OJ-2004-007 
TEMA: NOTIRCAOÓN DE PQR'S Y RECURSOS - Deben seguirse las reglas del C6dl 

Contencioso Administrativo. go 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar la legalidad de la actuación de una empre­
sa prestadora que al efectuar la notificación de 
las decisiones empresariales, exige que el petício­
naño o recurrente acredite la calidad de propie­
tario o sea ac.ompañado por este. 

que establece el deber y la forma de notificación 
personal de los actos administrativos de carácter 
particular y concreto, punto este que interesa res■ 
pecto de las peticiones y recursos procedentes en 
materia de servicios públicos domiciliarios. 

1 DE lA NOTIRCAOÓN PERSONAL 

La Ley \42 de 1994, en el CapitlJlo VII sobre 
•Defensa de los usuarios en sede de la empresa" 
señala en materia de notificaciones de decisiones 
sobre recursos o peticiones, que ~stas se deben 
efettuar en la f onna prevista en el Código Con­
tencioso Administrativo. 

En efecto, el articulo 159 de la Ley 142 de 1994, 
modificado por el articulo 20 de la ley 689 de 
2001, establece: 

•Al'tfculo 159.· Modificado por la ley 689 
de 2001, articulo 20.· De la notificadón de 
la decisión sobre peticiones y recursos. '=ª. 
notificación de la decisión sobre un recurso o 
una petíá6n se efectuará en la forma prevista 
por el Código Contencioso Administrativo. El 
recurn, de apelación sólo se puede interponer 
como subsidiario del de reposiáón ante el Ge­
rente o el representante legal de la empresa, 
quien deberá en tal caso remitir el expediente 
a la Superintendencia de Serviáos Públicos Do­
miciliarios. U,na vez presentado este recurso al 
mismo se le dará el trámite establecido en el 
C,ódigo Contencioso Administrativo. ( ... )n (Su• 
brayas fuera de texto) 

D~do que se trata de una remisión expresa al 
Código Contencioso Administrativo, es menester 
tener _en cuenta los artículos 43 y siguientes del 
menaonado estatuto, en espeáal, el articulo 44 

Esta ultima disposición, prevé lo siguiente: 

DEBER V FORMA DE LA NOTIFICACIÓN PERSO­
NAL. Arl 44. Las demás decisiones que pongan 
ténnino a una actuación administrativa se noti­
ficarán personalmente al interesado, o a su re­
presentante o apoderado. 
Si la actuación se inició por petición verbal, la 
notificación personal podrá hacerse de la mis­
ma manera. 
Si no hay otro medio más eficaz de infonnar al 
interesado, para hacer la notificación personal 
se le enviará por correo certificado una cita­
ción a la dirección que aquél haya anotado al 
intervenir por primera vez en la actuación, o 
en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito. La constan­
cia del envio se hará dentro de los cinco (S) 
dias siguientes a la expedición del acto. 
No obstante lo dispuesto en este artfculo, los 
actos de inscripción realizados por las entida· 
des encargadas de llevar los registros públicos 
se entenderán notificados al día en que se efec­
tue la correspondiente anotación. 
Al hacer la notificación personal se entreg~rá 
al notificado copia fntegra, auténtica Y gratuita 
de la decisión, si esta es escrita. 
En la misma forma se harán las notificaciones 
previstas en la parte primera de este código." 

Teniendo en cuenta lo anterior, el articulo 
44 

anteriormente trascrito, señala expresamente que 
la notificación se efectuará al interesodo

1
, es de­

cir, al peticionario o al recurrente. 
n lJP., ~ llene intc-rb t • d • ón lnt~maJ,, Que 

1 
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De tal suerte que, no puede exigirse al arren­
datario que promueve un derecho de petición o 
recurso, como requis~o adicional, que comparez­
ca a notificarse de la decisión respectiva acompa­
nado del propietario del inmueble, toda vez que 
la ley por ninguna parte hace tal exigencia. Impe­
dir que un usuario-arrendatario se notifique per­
sonalmente de la decisión de su petición o recur­
so, so pretexto de no cumplir una condición im­
puesta arbitrariamente por la prestadora, atenta 
contra el derecho al debido proceso, el derecho 
de defensa y el principio de buena fe, dado que la 
exigencia adicional es ilegal. 

Sobre el particular la Jurisprudencia del Conse-
jo de Estada2 ha senalado expresamente que: 

.,anto vale no dictar el acto como dictarlo du­
rante el término del silenáo y no notificarlo o 
notificario con posterioridad, pues mientras el 
interesado desconozca su existencia le es 
inoponible, es deár, el acto no surte efectos( ... )• 

Esto es que, habiendo acudido el arrendatario 
peticionario o recurrente (interesado) ante la 
empresa, luego de haber recibido la comunica­
ción mediante la cual se le cite para notificarle la 
decisión, la prestadora deberá notificarlo perso­
nalmente sin exigencia diferente a la de su identi­
ficación como ciudadano. 

la Oficina Asesora Jurídica de la Entidad en 
Concepto SSPD-OJ- 2003-0342, indicó: 

"En cuanto a los requisitos que exigen para la 
notificación de los actos de las empresas, como 
es el caso del certificado de libertad, contrato 
de arrendamientos y otros, es preciso aclarar, 
que la Ley 142 de 1994 al igual que el Código 
Contencioso Administrativo, no prevé requisito 
formal para realizar las notificaciones perso­
nales, de suerte que, cualquier requisíto que se 
exija al propietario, suscriptor o usuario para 
notificar un acto, es contrario a la Ley, así estén 

~ .. i,~ ~,...°' Dol!JliYnos 

previstos en el contrato de condiáones unifor­
mes de la empresa. ( ... )" 

Consagrar requisitos especiales para las notifi. 
caáones con el objeto de demostrar la calidad 
de propietario, usuario o suscriptor, contrarfa 
el principio constitucional de la presunción de 
la buena fe, toda vez que el mismo implica la 
supresión de requisitos y formalidades que se 
exigían a fin de tener seguridad de la rectirud 
de la actuaáón ante las autoridades, como era 
la de autenticación de ciertos documentos." 

Asf las cosas, ninguna prestadora tiene la p~ 
testad de exigir al usuario-arrendatario interesa­
do en una petición o recurso, notificarse en com­
pañía del propietario del inmueble. 

2 CITACIÓN DEL PROPIETARIO COMO 
TERCERO INTERESADO 

Teniendo en cuenta que et artículo 130 de la 
Ley 142 de 1994 prevé que el propietario o posee­
dor, el susaiptor y los usuarios son solidarios en 
sus obligaciones y derechos en el contrato de ser­
vicios públicos. cuando la empresa prestadora 
encuentre que de la petición que presente un usua­
rio-arrendata rio resulta que hay terceros deter­
minados que pueden estar directamente intere­
sados en las resultas de la decisión, como es el 
caso del propietario del inmueble, les puede citar 
o comunicar, según corresponda, de conformidad 
con el artículo 14 del Código Contencioso Adminis­
trativo, en concondancia con el ar1fculo 28 ,bidem. 

Asf las cosas, las prestadoras, al iniciar la actua­
ción, pueden citar al propietario a la dirección que 
conozcan y si la citación no fuere posible, se har~ 
la publicación a que se refiere el articulo \S del 
referido Código. Lo anterior, con el fin de garanti­
zar el derecho de defensa y el debido proceso en 
el trámite que se surte ante la empresa de servi­
cios públicos, tanto para el arrendatario como para 
el propietario. 

2 co:,.;s1c.10 OF. fST,-\00 S.1b de lo c·on1,n.:i""' ,\dm1m<tra11vo S«c,{ln Trn.cn1 ~t11lrnc1.:1 de fcbm,., c1nm ISl d.: mol n.ll...:1ai10, nu,~11.& y ,-.t.., 

(IQO!ll) C-Mtc-J<m P<>ntntc k".udo 110)<1' l.)uque. E.\ped1rn1e No 'lli AC:-5436 
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CONCEPTO SSPD-OJ-2003-496 
nMA: FACTURAS- Prescripción y Caducidad 

Se basa la consulta objeto de estudio en aclarar 
diferentes aspectos relacionados con la caducidad y 
la presaipóón de las facturas de los servicios públi-
cos domíáliaños. 

tas siguientes consideraciones se fonnulan aten­
diendo el contenido del articulo 25 del Código Con­
tencioso Administrativo. 

Sobre el asunto objeto de consulta esta Ofiána 
Asesora Jurldica se pronunció mediante concepto 
SSPD 20021300000767 cuyos apartes pertinentes 
transoibimos a continuación: 

·<-> 
En lo que hace relad6n a lo presaipá6n de los 
facturas, conviene advertir que tratdndose del fe­
nómeno de la presaipá6n se debe advertir que 
para nuestro ordenamiento jurídico este es un 
modo de extind6n de las obligoáones pare/ cual 
se extinguen las acdones y derechos ajenos por 
no ejetritar las mismas durante cierto lapso de tiem­
po', y dependiendo si se trato de un titulo ejecu­
tivo o de un titulo valor la prescripd6n opera de 
mane,a diferente. 

Asf las cosas se tiene que la prescripción de la 
acóón cambiaria opera para los títulos valores y 
de ella se ocupa el Código de Comercio, al paso 
que la prescripción de los títulos ejecutivos opera 
la prescrípáón de la acción ejecutiva y de ella se 
ocupa nuestro Código Civil. 

la factura cambiaña es considerada por nuestro 
ordenamiento jurldico como titulo valor, por ende 
la prescripción de la acción cambiaria por expresa 
remisión del articulo 789 del Código de Comercio 
es de tres años. 

la factura de servicios públicos por considerarse 
_un titulo ejecutivo Y no un titulo valor, se predica 

respecto de la misma la prescripción de la acdón 
ejecutiva de que trata el articulo 2536 del Código 
Civil modificado por el articulo 8° de la Ley 791 de 
2002, esto es, de cinco (5) anos. 

En este orden de ideas, la factura expedida por las 
Empresas Prestadoras de Servicios P~blicos Domi­
ciliarios, es considerada por expresa disposición 
legal como título ejecutivo y no como título valor, 
y en consecuencia, no pueden predicarse de la 
misma las acciones ni las excepciones cambiarias 
sino que tan sólo serán de recibo las excepciones 
ejecutivas derivadas de la naturaleza de tftulo eje­
cutivo. 

En cuanto a la caduddad esta Oficina manifestó lo 
siguiente en el concepto en cita: 

"(--) 
De otra parte, el inciso 3 ° del articulo 154 de la Ley 
142 de 1994 es daro al disponer que no proceden 
redamaciones contra facturas que tengan mM de 
cinco (5) meses de haber sido expedidas por las 
empresas de servicios públicos, se trata de un tér­
mino de caducidad para el ejercicio del derecho 
del usuario a presentar redamos. 

Este ténnino a la vez que castiga la negligencia del 
usuario que no reclama en tiempo, busca darle 
certeza a la factura que expide la empresa para 
que no permanezca de manera indefinida con la 
incertidumbre de sí el usuario discute el valor de 
los servidos farturados en un periodo detenninado. 

El periodo de facturación no interesa para su con­
tabilización, y sólo basta que expiren los cinco 
meses a partir de la fecha de expedición que con­
tenga la factura para que el usuario pierda el dere­
cho a reclamar". 

----------------------:-. .ó ue c:x1ínp IIIS l crr Ar1. Z5.JS. L,\ PRESCRJ !'CIÓ~ C0\10 !\fEDIO DE EXTISGU IR LAS ACCIONES JVDIOALES: La rresmpci n q 

d~-- • • ~-ffl~~~~ accronc:r,} """-""' •J~ f.\•~ solamftlle ,1cno bpso de t1e111po d1112111c fl cual no se hayllll cJcrcido dichas acciones. "" ,u 

qu,: la oblip.1ón ~ haya hedlo aigjble. 
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CONaPTo SSPD-OJ-2004-040 
TEMA: FAOURAS DE LOS SPD - No requieren notificarse personalmente. 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar si la factura de servicios públicos es un acto 
administrativo susceptible de ser notificado per­
sonalmente y sanáones a las que están sujetos los 
prestadores en el evento en que no cumplan con 
el procedimiento previsto en la ley para la suspen­
sión del servicio. 

Las siguientes consideraciones se formularán 
con el alcance previsto en el articulo 25 del Códi­
go Contenóoso administrativo. 

De conformidad con el articulo 148 de la Ley 
142 de 1994 en los contratos se p~ctará la forma , 
tiempo, sitio y modos en que la empresa hará 
conocer la factura a los susaiptores o usuarios. 
Esto significa que la Ley 142 de 1994 no previó la 
notificación personal como forma de dar a cono­
cer las facturas de servióos públicos a los usua-

• nos . 

El único procedimiento de notificaóón previsto 
en la ley 142 es el referido a las decisiones sobre 
peticiones y recursos de las empresas de servidos 
públicos, el cual según el artículo 159 es el esta­
blecido en el Código Contencioso Administrativo. 

Finalmente, las sanciones a que están sujetos 
las personas que prestan servidos públicos por la 
violación de las leyes y actos administrativos re­
ladonados mn ef ~•ler'I de los serw:ios púb6cos, son 
las previsias en el cltiado 81 de la tev 142 de 19941• 

Vale la pena adarar que las precisiones que 
hizo la Corte en la Sentencia C-150 de 2003 no 
pueden entenderse referidas a que las empresas 
deban notificar personalmente la factura de ser­
vidos públicos a los usuarios, sino que apunta a 
que en los trámites posteriores de reclamación 
sobre tales facturas se observe el debido proceso 
antes de la suspensión del servióo. 

1 Arllculo 81°.- Sancimes. La Superilltendencia de semcios p(ibliros domi<:tliuio, podrá impon« las s1gu1enti:c1 sanciones a qu,cne,i Y10lcn Lu 

IIOffllll.• 1 l&s que deba, e:sw sujms, tqlÚI) la llltlnlm y la p • .edad de III falta: 

81 .1. An\olleslac16n. 

812. l\lul1&1 basia por rl equi•'lllmte 1 2000 a1arios mínisno< ,mm,nL. IEI monto df la mulla se gnidum otmd11:ndo :il 1rnpia,:, de la inhca<111 sobn: 
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.11 lu que~ mulle pochn l'l'p(fir (Ollft quimet bubicnn ra.11™10 lo, tcms u omisi- que dieron lupr • la sanción. La rq,et1c1ón seri obllplDm 

cuando ~ nte de ~ publicos. dt COIIIÍormidad con el 1111kulo 90 de II Contútución. 

81 ). Ordm de ~ de lrvntdialo todas o :ilgunu de la, adiVlub del inmictlll', y affl'C de los lnmucble,r UlllLZikb pin desarrollarlas. 

81.4. Ordm de separw a IM administndotes o cm¡,leadol de una emJllnll de s,m,iciOI públu:o, de los 131llOS que ocupan: y pcob1bici6n • los 

infractores dt lnbajc en cm¡,rcs.u ,im1~ ha.U& por din allos. 

81 • .S. Sol~i!Ud I lu autoridodes p111 que decfttetl la eaduc,dad de Jo, CCllb'atos que ha~ cdetndo el WhCtcf, ~ el ~imat de lales C.Qlllntoa 

lo pmniia. o la CU1ttlación de liQCflC'Ía.t ul cmio la aplícaaóa de la., 1&11C1011eS y mulw pttvum pfflUlffltes. 

81.6. Proh1t:.ción •I it1hctCII' de p,esQJ dim:ta o indi'"tamenle sem,ios "6bb<:Ol\. ha.su por diez allcs. 

81.7. Toma de posesión muna e.npicsa de lffllieios pllblicos. o la suspc,u1ón lrmponl o defvutiva de - autonlll:ioaa y limici.u, r:uendo las 

sanciones J:ll'C'YisW llñs no teasl efet:U\'U O pcl)Udlqucn 111<kb1cbmfflle I lm:erol. 
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coNaPTO SSPD-2003-464 

nMA: FACTURA- Pago de bienes diferentes a los servicios públicos no genera obligadó 
solidaria, ni puede regularse en el contrato de servicios públicos n 

Se basa la consulta obieto de estudio en_deter­
minar sí el propietario o poseedor, el suscnptor y 
los usuarios son solidariamente responsables por 
las deudas de servicios publicitarios, de operado­
res de celulares, de proveedores de equipos o de 
servicios de Internet que facturan las empresas 
de servicios públicos. 

1 OBJETO EXaUSIVO DEL CONIRATO DE 
CONDIOONES UNIFORMES 

El régimen legal de servióos públicos señalado 
por el articulo 132 de la Ley 142 de 1994 establece 
que el contrato de servidos públicos se rige por lo 
dispuesto en la ley de servicios públicos, por las 
condiciones especiales, por las condiciones que 
señalen las empresas prestadoras de servicios 
públícos y por lo previsto en el Código de Comer­
cio y Código úvíl. 

De aruerdo con et artículo 128 eiusdem el con­
trato de servidos públicos' es de naturaleza bila­
teral, unifonne y consensual lo que implica que 
se perfecciona con el acuerdo de voluntades so­
bre los elementos del contrato, esto es, la presta­
ción del servicio y el precio, derivándose de lo an­
terior que se generen obligaciones para ambas 
partes. 

Así mismo, el contrato de servicios públicos tie­
ne un objeto exclusivo, esto es que en principio a 
través de éste, sólo podrán contratarse los servi­
cios a que se refiere la ley 142 de 1994:de confor­
midad con el artículo I y numeral 14.21 del artícu­
lo 14 eíusdem, los de acueducto, alcantarillado, 
ase~, energía eléctrica, distribución de gas com­
bustible, telef onla fija pública básica conmutada y 

la telefonfa local móvil en el sector rural y a las 
actividades complementarias definidas para cada 
uno de estos servicios en el articulo \4 citado. 

De otro lado, el numeral 9.2. del articulo 9 de la 
Ley 142 de 1994 previene la libre elección del 
prestador del servicio y del proveedor de los bie­
nes necesarios para su obtención o utilización del 

• • 
seMCIO. 

En este sentido, en tanto que el contrato de 
servicios públicos es bilateral y consensual y bajo 
la garantía de la libre adhesión del suscriptor a las 
condiáones unifonnes, las prestadoras no pueden 
modificar unilateralmente las condiciones unifor­
mes del contrato sin previa aceptación del 
suscriptor, ni tampoco podrán prestar servicios 
diferentes a los autorizados por la Ley 142 de 1994 
o por la regulación expedida por la Comisión de 
Regulaáón de cada servido. 

Es de anotar, que el servicio de larga distanda 
nacional e internacional de conformidad con el 
numeral 14.27 del articulo 14 de la Ley 142 de 
1994 es un servicio público de telefonía básica 
conmutada, que en todo caso su acceso debe ser 
contratado libremente dentro del contrato de con­
diciones unifonnes y con previa autorización del 

• usuano . 

2 SOUDARIDAD EN MATERIA DE SERVIOOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

La Ley 142 de 1994, articulo 130, previó como 
partes del contrato de servicios públicos a las em· 
presas de servicios públicos y los usuarios Y dispu­
so que el propietario del inmueble, el suscriptor Y 

l l.& kc,,,lu..,ón l R l S 75 de: 2002 dctioc en ~ll anicu\o J 2 ~ (0011310 de Cond1c,oncs Unifonnc5 ~o: dinefO, dt 

• d ti nido i:n 
• • • b10 Je un precio e ' "l:s el ~,on1r.110 coo,e;,~t.wl, en '1rtu.1 del Cl.liU el opaóldor de l PIK J'R."'ita ,1, lo~ 11\\UtlOS sus 5a"IC\l\i 3 Collll . C!o ~,.J.Jr 

~,'l'íu,m,d.d cm c-,hpulac1U11CS dcíUJ,da:s poc él pi1ll ofi'cca\¡is a mw:ho~ usuan~ oo dctcnn1n.ldos. Rcgul:a en su ,ntcgr, • d.tJ l:i.~ n:13clOO 

• "51Wlo" 
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los usuarios del servicio son solidarios en sus obli­
gaciones y derechos en el contrato de servicios 
públicos. 

la norma en dtil, que contiene una modalidad 
de solidaridad pasiva por previsión legal} fue decfa­
rada exequible mediante sentenáa C-493 de 1997. 

En esta provídenáa, como ya se advirtió, la Corte 
Constitucional tuvo en cuenta que la prestación 
de los servicios públicos domiciliarios reporta a 
favor del inmueble benefióos tangibles -no debe 
olvidarse que se está delante de una tJpica obliga­
ción propter rem- por lo que la solidaridad resulta 
no sólo justificada y por ello «lo arbitrario no es 
vincular o/ propietario a lo satisfocdón de los oblí­
gadones pertinentes sino liberarlo de todas ellos-. 1 

• 

De otro lado la Ley 142 en cita ordenó en el 
artfculo 140 que el incumplimiento del contrato 
por parte del susaíptor o usuario da lugar a la 
suspensión del servido en los eventos señalados 
en las condiciones uniformes del contrato de ser­
viáos públicos y en todo caso la falta de pago por 
el término que fije la entidad prestadora, sin exce­
der en todo caso de tres periodos de facturación. 

La solidaridad entre el propietario, el susaiptor 
y los usuarios, en los casos en que la empresa ha 

procedido a suspender el servido por falta de pago 
por parte de los usuarios, ha sido objeto de impor­
tantes fallos de tutela' que buscaron precisar en 
casos particulares el verdadero alcance del arti­
culo 130 citado. En et ecto, la Corte Suprema de 
Justióa - Sala Civil y Agraria expresó: 

• _,cuando este precepto señala que hay lugar 
a la Suspensión en caso de la "falta de pago por 
el término que fije la entidad prestadora, SIN 
QUE EXCEDA EN TODO CASO DE TRES PERIO­
DOS DE FACTURACIÓN", inequívocamente estA 
consagrando una regla de equilibrio contrac­
tual entre fa Empresa y los usuarios (o 
susaiptores y responsables solidarios). De un 
lado, para que la empresa obtenga y satisfaga 
el derecho al cobro oportuno; y, de otro, para 
garantizar a los usuarios el derecho a obtener 
igualmente la prestación del servióo correspon­
diente. Luego, se trata igualmente de una re­
gla en beneficio de los propietarios- no usua­
rios del servido- del inmueble, que a pesar de 
catalogarse como deudor solidario (Art. 130, 
inciso 2; ley 142 de 1994), también tienen dere­
cho a que el serviáo del cual se benefician los 
usuarios sean suspendidos a las tres (3) factu­
raóones (Art 140 Ibídem), a fin de no resultar 
afectado por el suministro voluntario adicional 
de la Empresa." 

2 Al decir ~I prote,or Fi:mando HilldUOSa. •w solidaridad pmitu n,,,,pt, la~ tk oto,rl/ll' al ~ la faratrlla rlunilado de ~ 

nflet01, y ron d/01 tk "'1rlar pam-,w, .sU..lt~,r ~ y. por fflt#. ,aporu,,1,/n Cwnd!> la l,y /11 ('Ollllag,D. lo lroce bint a tlllllo 

dtt .sanclbn l'tprnt.a. c-o,,,o l'Íllal/«Mn Más ctrrch,, )' '6-áslica, o 1k prott«l6n ~IM poro rl 1111,/ar dttl /ntrrb /fffitll a q11/rnn la hOII 

OtMrbrlstnd, "-Jodo co,,¡11111~. o para ;,,,pr1au _,.,,~al 11'4',ro jwldJco~ ( En Oblip:iones. Plimen t SqJlllld.s ~ Ed. 

Univenidad Exlcmado de Colombia, p.?::?) 

l En la proridi:naa ~ita.di la Coiie Constitucional de}6 m c:lanl que «allrt .__, la Co,u1/111e'6n Poi/tita ,~ re/11:rr a /,n ",oua,/0$ ~ ~ ta, 

sm,k:úu p(,blkw dornklllarlM, no le ~ " t., up,c,ión Mn ~-/f,co Jo,tldo a p<lttlr dd crd dr/JQ sv rnJetldiJa o r/11~ .v. por lo 

"'~• n t:Vldmr, qw 1~ ~ nJ lr,Wador al -o dtt ~ dnlt1o de lo 6~114 de s,u rom¡,,:Jmcw. rl ~ de l4J -«11 

p,;bllro$ ;v ck tkf1111r las corutgi,lmln topo,ua/>llidada, ro,,jmrlr a oo palabra a/p11 slgnljkado tk t,tt,- iM dt,a,o, pc,Jlbl~. 

Apanc,r. ,nt-. lOII ,,11,c que ,t propi,1,ufo r.i ,_blht iuuario de io6 Jttrddm p,ibli<m do,,,/dlianuz y qu~ ~a c:~úln s11b,«o" aJ 

atobl«imlfflto de la .solibtdod..., lm obliga,;IMf:f s~ula, ron oani6n dt IUI COlfll'a/o tkl qr,c. por ddpo.,IC1411 d, la pn,p/tJ I~ .wn purta 

lo rmprr.sa prr,ladan, y los ...,,_'°" (lLy 141 dt 1994, Arl. IJQJ•. 

4 Cfi'. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de C-6o Civil y Ag.rv11, c,ip. S-439 del 6 de OC1Ub1'e ~ 1998. M.P. Pedro l.&fonl Pi~ CCIRTI,, 

SUPREMA DE JUSTICIA Sala de l'asaaon C1\°tl y A(lr.lll&, np. 10148, 24 de mayo de 2000. M P. Jmé Anlonio Casullo R•lcs y C'ORTE Sl/PRE.\IA 

DE JUSTICIA Sala de Ca.kl6n Cívil y A81WU, e,ip. 10S62.K de junio de 2000 M P Nicults B«harll SimMcas. 
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Los conflictos surgidos en relación con la soli­
daridad en las obligaciones del contrato de pres• 
tación de servicios, en especial las relativas a la 
conexión O instalación por parte de los usuarios • 
no propietarios de los inmuebles- de los servidos 
públicos domioliarios y el no pago de los consu­
mos correspondientes motivó la expedición de 
nonnas moálficatorias de la Ley 142 de 1994. 

8 gobierno nacional obrando como legislador 
a1raordinario expidió dos Estatutos Antitrámites5 

en los que se previeron normas sobre la materia. 
El último de ellos. el Decreto 266 del 2000, en su 
artículo 435 modificó el inciso 2° del articulo 130 
de la Ley 142 de 1994 en el sentido de establecer 
que sólo eKistírá solidaridad entre propietario o 
poseedor, suscriptor o usuario siempre que el pro­
pietario o poseedor haya dado expresa autoriza­
áón para que sus arrendatarios soliáten los servi­
cios y no operara la solidaridad en caso de que la 
empresa omita el cumplimiento de dicho requisi­
to. Sobre este último estatuto antitrámites la Cor­
te Suprema de Justicia expresó: 

"(_) el artículo 42 del deaeto 266 de 2000 tuvo 
una dara finalidad interpretativo, más que 
modiñcotoria, del artículo IJO de lo Ley 142 de 
1994, por lo que su alcance debe entenderse 
retrotraído al momento mismo de la 
promulgadón del precepto interpretado, vale 
dedr, para este caso, desde la vigenáo de lo 
L~y 142 mendonado, lo que significo que el sen­
tído hermenéutico del artículo IJO debió ser 

siempre desde su comienzo (sic) el fijado par el 
artículo 42 del deaeto 266 de 2000"' 

La Ley 689 de 2001, • ~ltima modificación a la 
Ley 142 de 1994, en esta materia apunta a preci­
sar el alcance de la solidaridad entre el propieta­
rio, el suscriptor y el usuario de los servicios publi­
cos. Esta ley, además de involucrar como solida­
rios de las obligaciones surgidas del contrato a los 
poseedores, dispone que sj el usuario o susmptQ[ 
incumple su obligación de pagar o_p..fil]unamente 
los servicios facturados dentro del términQJJrevjt 
to en el contrato. la empresa de seCYicios públicos 
estará en la obligación de suspender el servicio, l 
si ésta incumple la obligación de la suspensión dd 
servicio, se romperá la solidaridad prevista en 'ª 
nonna. (el subrayado es nuestro). 

De esta manera, si la empresa prestadora 
incumple con lo previsto en la ley sufre dos cons~ 

• cuenc1as: 

1. La primera de ellas es la derivada del con­
trato de condiciones unifonnes y que se tradu­
ce en la ruptura de la solidañdad. 
2. La segunda, es la de verse sometida a la 
imposición de eventuales sanciones por parte 
de la entidad por inobservancia de las normas 
a que deben estar sujetas de aruerdo a lo esta· 
blecido en el artfculo 81 de la Ley 142 de 1994. 

A lo anterior hay que agregar que de conforrni· 
dad con el articulo 143 de la Ley 142 para que la 

.S D:cmo 1122 dt l'IY'!, dt'(Jndo i11e•e,¡uible en su íntegndlld por la Corte Constitu~ional. 1 pa111r de su promulgación. es de<:ír, con efcctOS 

ll"lnall•os. k!'J111e1Uffitl&C-9!3'99, )'e! Dea-tlo266dcl 2000 lile decla.ratlo inexcguible lillnhím por l'll2lDneS de forma II partir de su promulp:itln 

"°' Selllenaa C: 13 l6 • 2000 MP C.rl°" Gaviria Dm.. al dcclam mexcquible el numeral s del 1111leulo I de la le)' 573 de 2000, • pulir de 111 

promulgac,on, 

• 1 conirato de senícios 6 •.El propl&SJo o~ • cualquier lilulo, el suscrip10r )' los wuarios, scrin solí(b)ios en 1llS obhS"1ones y derecb09 m e 

• • 1, • Jo, scrv1cio1- ~-- flll"l1G pibl,a,s, s,tmpn! y clllllClo ti prop1Nno o po!Ctdor ha)'ll d3do e.1~ au1orimcí6n para que sus anenda~os so ,,,,en 

la • 1 JímiCIJIO ,¡,. nt• m¡IIÍillll MllJd.mdad ffllJt cJ P~•dmo o P'!S«'dor· dd inrnv-+lc •y d. sllpj~ 1Wiaó2 m CW) de: Qut II cmprr:so amala e c:wnp 
l~~a fuen ~ le~IOJ. 

, , !lis IkchlrD Simllll(aS 7 CORTI SUPREMA DE IlJSTIC:L\, Süa de C&sacion Civil y Agrui3, sen1c11cio1 del 8 de junio de 2000. Clip, 10562, M.P. Ntco ' 
8 

C'fr Sl 'PER!t-'TIP,.l)[l-ll IA l>E SERVICIOS PlJBLICOS DOl'.flC'ILIARJOS. S~ 1c101 públieos dom1c1h:111os, Acruohda u • , .. . . . d J rlJica Tomo I\!. 

llozOlá_ lmp!ffllll N1e1t'IIII!. 2001, prologo pi,. S y ss. 
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empresa restablezca el servicio cuando la causa 
es imputable al suscriptor o usuario, éste debe eli• 
minar la causa que ocasionó la suspensión o el 
corte. Si la empresa restablece el servicio sin que 
el usuario elimine las causas de la suspensión o el 
corte, et..P-roP.ietario del inmueble no será solidJ.­
rio de las ob1ig~11es gue se causen a ¡partir de 
tal restablecimiento y en consecuencia no estarla 
obligado al pago del servicio que se preste con 
posterioridad al rompimiento de fa solidaridad. 

La razón de la disposición radica en la necesi­
dad de precisar los alcances de la solidaridad, bus-­
cando la equidad entre los beneficios que recibe 
el propietario o poseedor del inmueble y las car­
gas que le devienen del contrato, asl como la ga­
rantía que la solidaridad reporta a la empresa y el 
requerimiento de su diligenáa en.el cumplimien­
to de sus obligaciones. De esta forma la disposi­
ción está enderezada a evitar que los prestadores 
lrasladen su ineficiencia a los propietarios y po­
seedores de los inmuebles. 

Se reitera lo dicho por la Corte Constitucional 
en Sentencia C-493 de 1997: 

"Lo domiciliario es, según el Diccionario de la 
Real Academia Española, lo ·perteneciente al 
domicilio" o lo que "se ejecuta y se cumple en 
el domicilio del interesado .. , acepciones estas 
que sin pe~uicio de la finalidad de los servicios 
públicos domiáliarios que es la satisfacción con­
creta de necesidades personales, sugieren una 

9Cfr, CORTE CONSTfflJ<.'IONAL. Sent-C lrs<I de 19'M. 

~~~N61:os0omda../4 

vinculación de los mentados servicios con el in­
mueble. aspecto que contribuye a explicar por 
qué el propietario puede ser llamado a respon­
der aún cuando no sea consumidor directo v 
por qué existe también una solidaridad en los 
derechos, por cuya virtud los consumidores di­
rectos, asl no sean propietarios, están habilita­
dos para exigir que el serviáo les sea prestado 
eficientemente o que la empresa prestadora 
repare un daño que se haya presentado." 

Por último, la nueva ley de Arrendamiento o 
Ley 820 de 2003, en su articulo 15, previó la posi­
bilidad que el propietario/arrendador de un in­
mueble exija al arrendatario la prestación de ga­
rantías con el fin de garantizar, precisamente, a 
cada empresa prestadora de servicios públicos 
domiciliarios el pago de las facturas correspon­
dientes, con la finalidad de que el inmueble entre­
gado a titulo de arrendamiento no quede afecto 
al pago de los serviáos públicos domiciliarios. 

Dado que el artfrulo en comento est1 sujeto a 
reglamentación por parte del Gobierno Nacional, 
su aplicación está sujeta a que ello ocurra. 

3 SERVIQO DE INTERNn 
Los servicios de telecomunicaciones en Colom• 

bia están dasificados en el Oeaet~ley 1900 de 
1990'. AIU aparecen entre otras categorías los 
servicios básicos'º y los servicios de valor agrega. 
d011 

• A su vez. dentro de los primeros se encuen• 

l ODtcn10 1990 de 1990,-Ankulo 28. Los scn-iciM lt.li1cos compm,den '°' semcios porlad,,rcs y loo b:Tctmiclot. 

Sm."ICios portadores son aquellos qw propon;i<'Nt'I la ~idad ~ pa,s la tnmmi<ión de .sables mtn: dm o mas puntos dcfinidl>l dt la red 

de lclecomuni=ioocs. Es1N compcmdcn Jo, -•(l.< q11C te haca, a 1r11ves de rrdcs eunmu~ de ciKu110S o de p;,qlltlc1 y los que se ha.'ffl ~ tn.•i!s 

de red~ no «>Mllll&da. f<>mwt p,aitc de hkl&, cntn: ~ lus ~,,_ de llll'ffldam1cn10 de pg,,:.s 1U,lados y de cucuilos dedicados 

los !clc::xrvlciot S(III ,iqucllos Cjlll! ~¡....., tn •i m1V1101 L\ capa<adad complcca ran la cann.,,cuión enl>C lli""'1"", 1nch11d.u la,, fun.;ionc, del 

equipo 1ffln1nal. fofflWl p.irte de l!st"". en~ olros. las stn1c,~ de lclcfunla !Mito 11Ja como m6vil y móvil - celular. la 1clegníl,11 y ti itlcx. 

11 Dccttlo 1990 de 1990 Anlculo 31. Scr.i.:1M de ,,iJ(W ap~ Mlll aquollot que 1111h.ru como soi,ane scn-tttos h\.,1<0'l.. tele~~ d,f11>16n 

o awquier romb11,ac1ón ele o!stos, y COft clloo ¡tro('('tc"- L\ ca.p;tc,~ complw, pua el cn"io o 1ntaumt>10 de inform.l(t6n. ~.andt, oln$ 

f.ac1I~ 11 l>Cf\'tC 10 so¡,ortc o salL\f.,,tndo nllC'\ ... necc,1,dodts t$J!CCÍfíca.s de 1clax>mun1cacionn. 

l'OfflWI p,ulC de esll'• ~1c1os, mtn: <>Iros, el -· ct1vio, nwnimto, dcró11to y ~1"'1 de 1.nfurnu,:16n ~ la nnstermcia clcctro­

niQI de r~ el v1dcotcx1o. el lclctc.,to y el ~co cl=Uón,co. 
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~~-------------------
eran los teleservicios, los cuales compr~nden la 
telefonla fija, lo cual significa que V~ ex1sti~n vfa 

1 • 1 'ón aiterios técnicos para d1f erenaar el eg1s aa . . d t 1 
servicio de telefonla fija de otros seMaos . ~ e e-
comunicadones, Y en particular del seMOO de 
valor agregado. 

Posterionnente. el Deaeto 1794 de 1991 regu­
ló lo relacionado con el serviáo de valor agrega­
do y dispuso que sólo se considerarán servi~os de 
valor agregado aquellos que se puedan diferen­
áar en los ténninos del DecretO 1900 y de confonni­
dad con el precitado Deaeto 1794 ( ar1s. 2° y 4). 

A este respecto la Comisión de Regulación de 
Telecomunicaáones-CRT en concepto de fecha 19 
de enero de 2000 puso de relieve que: 
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•._el régimen legal colombiano establece una 
dasifiraáón organizada a partir de un an~lisis 
de la funcionalidad de las diversas prestaáo­
nes, en función principalmente de las capaci­
dades de comunicación, del tipo o forma de 
transmisiól\ de las faálidades que ofrecen en 
la telecomunicación o de la destinación para la 
cual están instituidoslf Respecto de los 
teleservicios y Valor agregado el Decreto 1900 
dispone: 
( ... ) 
b. Los teleservicios, proporóonan capacidad 
completa de comunicación, induyendo las fun­
óones del equipo terminal; 
Dentro de estos, la telefonía pública biisica 
conmutada se distingue además, por el tipo de 
señal que cursa, por 
la naturaleza de la conmutación que tiene y 
ofrece al público, así como por el tipo de red 
que utiliza para el efecto. 
( ... ) 
e. Los serviáos de valor agregado se distinguen 
por ~r~veer capaádad completa a partir de 
serv•~~os soporte (básicos, de difusión, 
telematicos o cu~l~uier combinaáón de éstos} 
Y ~gre~ando f ac1hdades al servicio soporte o 
satisf a~en~o necesidades especificas de tele-­
comun1caaón" (Negrilla fuera de texto) 

En tanto el Internet está constituido por una 
red de redes o una red distribuida, sobre la cual se 
encuentran gran cantidad de recursos de infor• 
mación y se prestan un sinnúmero de servicios, 
todo esto a nivel global, se encuentra clasificada, 
de conformidad con el articulo 27 del Decreto 
1900 de 1990, como servicio de valor agregado, 
ya que su operación se da por medio de redes que 
transportan información que las diferentes termi• 
nales convierten en servicios diferenciables y no 
hace parte los servicios públicos domiciliarios de 
telecomunicaciones que regula la Ley 142 de 
1994. 

Si bien a este servicio se puede acceder por 
diferentes redes de telecomunicaciones, como los 
sistemas de fibra óptica, los usuarios del TPBC 
pueden acceder a éste a través de un operador 
licenciado de valor agregado y telemáticos que 
presten el servicio de acceso a Internet (ISP). y 
mediante la marc.aáón de prefijos o números d~ 
terminados y mediante la suscripción previa de 
contratos especiales de prestación 

De modo general, si se trata de servicios valor 
agregado, su prestación resulta accesoria al ser­
vido básico de TPBC y por tanto debe ser contra­
tado en condiciones diferentes al contrato de con­
diciones uniformes. 

En esa medida, no hay lugar a aplicar el criterio 
de solidaridad, respecto de este servicio, por no 
ser un servido públíco domiciliario. 

4 fflEFONiA MÓVIL CELULAR 

Según el articulo 14.26 de la Ley 142 de 1994, ~ 
telefonía móvil celular no es considerada un seM· 
óo público domiciliario. 

El valor correspondiente al consumo Olamadas 
generadas de un teléfono fijo a un celular) ser~n 
induidas en la factura de servicios públicos en vir­

tud del artículo 3° de la Ley 422 de 1998, 
modificatoria de la Ley 37 de 1993, que disp~n~ 
que el operador de telefonfa en cuya red se ongl· 

na la comunicación (en este caso el de Telefonfa 
Pl'.lblica Básica Conmutada Local, TPBCL) factura 
los seNicios prestados a los usuarios por el opera­
dor de Telef onf a Móvil Celular, TMC con base en 
la información suministrada por éste, conforme a 
las condiciones que se hayan acordado entre ellos 
o en las fijadas por el Ministerio de Comunicaáo­
nes, mediante acto motivado, según sea el caso. 

De esta forma, el propietario o poseedor, 
susaiptor y los usuarios, no serAn solidariamente 
responsables por las deudas originadas por este 
concepto. 

5 SERVICIOS PUBUOTARIOS Y DE ADQUISI­
QÓN DE BIENES 

• 

~lt,iden(,t"'~OSl'l.t,imsOomóanos 

Cualquier facilidad comercial ofrecida por el 
prestador de seNicios públicos a sus usuarios, 
como la posibilidad de adquirir áertos bienes del 
comercio cuyo pago es con cargo a la factura de 
seNiáos públicos, constituyen relaáones contrac­
tuales diferentes al contrato de servicios público 
propiamente dicho. 

En consecuencia, el propietario o poseedor, 
susaíptor y los usuarios, no ser~n solidariamente 
responsables por las deudas originadas por este 
concepto. 

CONaPTo SSPD-OJ-2003 446 
TEMA: INIERNET• No forma parte del contrato de serviáos públicos 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar si el servicio de Internet es considerado 
como un seNicio público domiciliario; si el conba­
to de Internet queda comprendido dentro de la 
Ley 142 de 1994; si este servido puede ser cobra­
do a través de la factura de seNidos públicos; y, sí 
el incumplimiento en el pago del servicio de 
Internet faculta a la empresa a suspender el servi­
cio de TPBC. 

Las siguientes consideraciones se formulan en 
los términos del artf culo 25 del Código Contencio­
so Administrativo. 

1 INTERNET NO ES SERVIOO PÚBUCO 
DOMICILIARIO 

1.1 Objeto exdusivo del contrato de condida. 
nes unífonnes 

El régimen legal de servidos públicos señalado 
por el articulo 132 de la Ley 142 de 1994 establece 
que el contrato de seNicios públicos se rige por lo 
dispuesto en la ley de seNicios públicos, por las 
condiciones que señalen las empresas prestadoras 
de seNicios públicos y por lo previsto en el Código 
de Comercio y Código Civil. 

De acuerdo con el articulo 128 eiusdem el con­
b'ato de servicios públicos1 es de naturaleza bifa. 
teral. unifome y consensual lo que implica que 
se perfecciona con el acuerdo de voluntades so. 
bre los elementos del contrato, esto es, la presta­
ción del servicio y el precio, derivándose de lo an-

I La Resolu,:i6n CRT 5 75 de 200:? define m su &lti~lo 1.2 ,J C'oalJUO de Condiciones UnifC>nJD COIIIO. 

ME'.s el coatnto Mtncnsual, tn ,,rtud dtl .:ual el ~ de TPB(' prHI& • los USW1n01 su, ~1c1os a i;aml,10 de- un pm:10 <kftn,clo en dineto, dr 

tonfonnidad c:on estipulDC1MC$ ckfimdas por ti s,aa ofrecerla.• a muchO'J usu.lrios no dderm,nadti.s. Regula en w m1e-p1dad Lu n:laciunc, opcndor 

- usuario ... 
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llokllludal' ______________ _ 

terior que se generen obligaciones para ambas 

partes. 

Asf mismo, et contrato de servióos públicos tie­
ne un objeto exdusivo, esto es que en principio a 
tra\16 de éste, sólo podrán contratarse los ser­
vióos a que se refiere la ley 142 de 1994: de con­
fonnidad con el articulo 1 y numeral 14.21 del ar­
ticulo 14 eiusdem, los de acueducto, alcantarilla­
do, aseo, energla eléctrica, distribución de gas 
combustible, telefonía fija pública básica 
conmutada y la telefonía local móvil en el sector 
rural y a las actividades complementarias defini­
das para cada uno de estos servicios en el articulo 
14 citado. 

En este sentido, el servicio de Internet no es 
considerado como servicio público domiciliario. 

1.2 Internet como seryjáo de valor agregado 

Para determinar el régimen jurfdico aplicable 
al selVicio de Internet se debe partir de las nor­
mas generales sobre telecomunicaciones, espe­
cialmente del Decreto 1900 de 1990, el cual en su 
articulo 27 dasific:a los servicios de telecomunica­
ciones en básicos, telemáticos y de valor agrega­
do, de ayuda y especiales. 

A su vez. el Deaeto 1794 de 1991 reguló lo re­
lacionado con el servicio de valor agregado y dis­
puso que sólo se considerarán servicios de valor 
agregado aquellos que se puedan diferenciar en 
los terminos del Deaeto 1900 y de conformidad 
con el precitado Deaeto 1794 (arts. 2º y 4). 

A este respecto la Comisión de Regulación de 
Telecomunicaciones-CRT en concepto de fecha 19 
de enero de 2000 puso de relieve que: 

• ... el r~gimen legal colombiano establece una 
dasíficación organizada a partir de un análisis 
de la funcionalidad de las diversas prestacio­
nes, en función principalmente de las capaci­
dades de comunicación, del tipo O forma de 
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transmisión, de las facilidades que ofrecen en 
la telecomunicación o de la destinación para la 
cual están instituid os". Respecto de los 
teleservicios y Valor agregado el Decreto 1900 
dispone: 
( ... ) 
e. Los servicios de valor agregado se distinguen 
por proveer capaddad completa a partir de 
servicios soporte (básicos, de difusión , 
telem~ticos o cualquier combinación de éstos) 
y agregando facilidades al servicio soporte o 
satisfaciendo necesidades especificas de tele­
comunicación" (Negrilla fuera de texto) 

En tanto el Internet está constituido por una 
red de redes o una red distribuida, sobre la cual se 
encuentran gran cantidad de recursos de infor­
mación y se prestan un sinnúmero de servicios, 
todo esto a nivel global, apoyado en la operación 
y la colaboración de diferentes comunidades, se 
encuentra dasificada, de conformidad con el arti­
culo 27 del Deaeto 1900 de 1990, como servicio 
de valor agregado, ya que su operación se da por 
medio de redes que transportan información que 
las diferentes terminales convierten en servicios 
diferenciables y no hace parte los servicios públi­
cos domiciliarios de telecomunicaciones que re­
gula la Ley 142 de 1994. 

Si bien a este servicio se puede acceder por 
diferentes redes de telecomunicaciones, como los 
sistemas red de banda ancha, los usuarios de TPBC 
pueden acceder a éste a través de un operador 
licenciado de valor agregado y telemáticos que 
presten el servicio de acceso a Internet y median­
te la marcación de prefijos o números determina­
dos y/o mediante la suscripción previa de contra· 
tos especiales de prestación. 

De modo general, el servicio de Internet Exter­
no es un serviáo de valor agregado, cuya presta· 
ción resulta accesoria al servicio básico Y por tan· 
to debe ser contratado en condiciones diferentes 
al contrato de condiciones uniformes o contrato 
de servicios públicos. 

2 FACTURACIÓN DEL SERVICIO DE INTERNO 

El numeral 14.9 del articulo 14 de la Ley 142 de 
1994, define la factura como "la cuenta que una 
persona prestadora de servidos públicos entrega 
o remite al usuario, por causo del consumo y de. 
más servidos inherentes en desa«ollo de un 

contrato de prestación de servidos públicos". 
Esta definición delimita el contenido de la factura 
según la causa de la obligación allf contenida, de 
suerte que la norma no hace nada distinto que 
prever el derecho del usuario a que la factura de 
servicios públicos sólo contenga el valor del co~ 
sumo de los servidos públicos domiáliarios y de 
los inherentes a estos. 

la Superintendencia de Servicios Públicos ex­
pidió la Circular Externa 03 de 2003, 1 con el fin de 
precisar el contenido de las facturas de servicios 
públicos, de fa siguiente manera: 

•con base en lo dispuesto por los artfmlos 146, 
148 y 14.9 de la ley 142 de 1994 esta 
Superintendencia de Semcios Públicos Domj.. 
dliarios a través de su oficina jurf dica ha seña­
lado que el contenido de la factura está delimi­
tado a la causa de la obligación allí expresada, 
de manera que sólo podrá cobrarse el valor del 
consumo de los servicios públicos domiciliarios 
)'. de los servicios inherentes a estos. (Concepto 
SSPD 2001130000005). 

Asimismo, esta entidad ha interpretado que 1ª 
factura de servicios públicos domiciliarios es el 
medio idóneo para cobrar los tributos gue gra-

l Del 28 de íebmu de 2003. 
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yen el servicio gue se presta cuando éste haya 
5ido definido como hecho generador.( Concepto 
SSPD 20021300000002) 

Finalmente, este criterio restrictivo no es óbice 
para que en forma separada, como por ejemplo a 
manera de desprendible, se cobren otros concep­
tos siempre y cuando se pueda materialmente 
separar del contenido de las facturas aquellos ltems 
que sean ajenos a ellas, de manera que el usuario 
final tenga en cfaro cuáles conceptos se despren­
den de la prestación del servicio y cuáles no, para 
que no haya duda alguna sobre la aplicación del 
régimen de los servicios públicos domióliaños ex­
clusivamente para los primeros eventos." (subra. 
yas nuestras) 

Conforme a la Circular arriba citada, el cobro 
de los servicios inherentes se puede hacer en el 
merpo de la factura del servicio de TPBC, los d~ 
más servicios no inherentes deberán ir en cupón 
separado, como es el caso del servicio de Internet 

l EL INCUMPUMIENTO EN EL PAGO DE 
INTERNO NO ACARREA SUSPENSIÓN DR 
SERVICIO DE TPBC 

Aunque el servicio de Internet como un servicio 
de valor agregado sea prestado por la misma 
empresa que ofrece el servicio de TPBC, las obli­
gaciones con ocasión del cumplimiento del con­
trato de Internet no deben hacerse extensivas al 
contrato de servicios públicos domiciliarios, que 
por lo demás difiere ampliamente. 
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CONCEPTO SSPD-OJ-2004-044 
lEM CARGO FIJO-No procede exoneradón vfa silencio administrativo positivo 

Se basa la consulta objeto de estudi.o en d~t~r­
• • es p•ocedente que vfa silencio adm1n1s-minar st ,, . . 

trativo positivo se pueda eximir a un co? rop1eta-
rio, usuario de un servido público, u~uano de una 
coopropiedad del cobro de cargo fiJo. 

Las siguientes consideraciones se formulará? 
con el alcance previsto en el articulo 25 del Códt­
go Contencioso Administrativo. 

De conformidad con el articulo 90 de la Ley 142 
de 1994, sin perjuicio de otras alternativas que 
puedan definir las comisiones de regulación, en 
las fórmulas tarif arias, podrj induírse, entre otros, 
un cargo fijo que refleje los costos económicos 
involucrados en garantizar la disponibilidad per­
manente del servicio para el usuario, independien­
temente del nivel de uso. 

En armenia con lo anterior, los artirulos 2.4.2.10 
y 3.2.2.7 de la Resolución No. 151 de 2001, expedi­
da por la Comisión de Regulación de Agua Potable 
CRA. índuyeron los gastos de administración den­
tro delpara el cálculo del costo medio de adminis­
traáón o de dientela de los servicios de acueduc­
to y alcantarillado, en los gastos de administración 
dentro de los cuales se encuentran, entre otros, 
los gastos en que incurre la empresa para poder 
garantizar que el usuario pueda disponer del ser­
vicio sin solución de continuidad, es decir, la CRA 
autorizó en la fórmula tarifaria de los servióos a­
tados, el cobro del cargo fijo. 

Ahora bien, la reglaen general es que el cargo 
fijo see cobrae en la factura de cada suscriptor o 
usuario que se haya hecho parte de uncon el cual 
se haya susoito el contrato de servicios públicos v 
que para efectos de la conexión cuente con aco­
metida Y medición debidamente autorizadas por 
~a empresa. , de tal manera que, en el evento de 
incumplimiento, el prestador pueda acudir a sal­
v~guardar sus intereses por medio de la suspen­
sión del servido o del corte. AIEn efecto, la dáusu-
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la décima octava del modelo de condiciones un~ 
formes del contrato de los servicios de acueducto 
y alcantarillado que hace parte de la Resolución 
CRA 151 de 2001 dispone que la factura expedida 
por la persona prestadora del servicio debe con­
tener entre otros, el cargo fijo. 

De la misma manera debe cobrarse el cargo 
fijo a los inmuebles sometidos al régimen de pro­
piedad que hayan cumplido con lo dispuesto en el 
articulo 80 de la A partir de la Ley 675 de 2001 
(art 80),y es obligación de los urbanizadores y 
constructores de unidades inmobiliarias cerradas 
instalar medidores de consumo individuales y fac­
turar individualmente a cuenten con medición in­
dividual y la factura se expida de manera indívi­
dual para cada inmuebleinmueble. No obstante, 
en el caso de aquellas unidades que no posean 
medición individual a la fecha de expedición de 
dicha ley, existe la posibilidad de instalar los 
medidores individuales si la solicitud elevada a la 
empresa se encuentra aprobada por lo menos por 
la mitad mas uno de los copropietarios. De lo an­
terior se conduye que el cobro que se haga a cada 
unidad debe ajustarse a los elementos de la fór­
mula tarifaría definida por la Comisión de Regula­
ción de Agua Potable y Saneamiento Básico, a 
saber, un cargo fijo máas un cargo por consumo 
para cada uno de los usuarios que son medidos Y, 
por tanto, cuentan con el servido en forma incfivi­
dual. 

En En cuanto a las unidades inmobiliarias so­
metidas al régimen de propiedad horizontal y que 
no cuentaen con medición individual, para cada 
inmuebleunidad, y se f acturean a través de totali­
zadores, solo cabe la posibilidad del cobro de un 
iínico cargo fijo por cuanto existe una única dispo­
nibilidad del servicio, es decir, que la disponibili­
dad solución del servido de manera contiinuidad 
se daría para todo el inmueble en su conjunto V no 
para cada uno de los copropietarios o usuarios 
individuales. no es posible el cobro del cobro de 

un cargo fijo por concepto del totalizador y cargos 
fijos para cada una de las unidades inmobiliarias 
independientes. Eso en razón a que se trata de 
una sola acometida y, en consecuencia, sólo exis­
te un contrato de servicios públicos. 

De otra parteEn todo caso, en cuanto a los efec­
tos por aplicación del silencio administrativo posi­
tivo, corresponde a esa empresa, conforme a los 
aiteríos expuestos y analizando los cargos inclui­
dos en las facturas que dieron origen al reclamo, 
determinar examinar si la petición de no cobrar 
los cargos fijos se ajusta o no a la ley. o no 

, dado que de la legalidad de la petición, en 
este caso el cobro del cargo, se deriva si la em­
presa se ciño o no a la ley y la regulación para su 
cobro.la correspondiente puede darse el caso que 
analizada la facturación por parte. de la empresa 
se haya podido incurrir en un doble cobroacción 
de la empresa. • 

En razón de llo anterior, por cuanto sto quiere 
decir, que no procede por vf a de silencio la exone­
ración delel noexonerar del cobro del los cargos 
fijos autorizados por la CRA. cuando éstos haneste 
ha sido cobrados conforme a lo establecido en la 
ley y la regulación; como como tampoco procede­
ria reconocer vía silencio una petición encamina­
da a que se le exonere a una persona el pago de 
los servidos públicos, siendo cuandoque el artf cu­
lo 99.9 de la Ley 142 de 1994 dispone que no ha­
brá exoneración el pago de los servicios públicos 
para ninguna persona natural o jurídica. 

Finalmente, a continuación se trascribe 
la parte pertinente del concepto SSPD-OJ- 2003-
S5 I a través del cual esta Oficina señaló unos 
parámetros a tener en cuenta por parte de las 
empresas de servicios públicos cuando esta 
Superintendencia ordene el reconoámiento de los 
efectos del silencio administrativo positivo. 

• "En coso de daño: Lo empresa deberá realizar 
lo respectiva reparación, los abonos al cargo fijo y 
consumo, de acuerdo o lo estableádo en el artícu­
lo 1J7 de la Ley 142 de 1994': 

S,.p¡.¡dMtdt,~11 de St!'wOI l'IIJkCK llon.Jiaru 

• "En caso de rectifícoci6n, revisión, 
reconsiderodón, aclaración de valores de fa fac­
turación: Lo empresa depurará y especiñcorá los 
valores cobrados en lo facturadón e informará de 
elfo al usuario por esaito". 

• "En coso de reconoámíento de valores cobra­
dos en exceso, doble focturaci6n: Lo empresa de­
berá reconocer el valor respectivo, el cual se re­
flejará en la facturo de cobro siguiente, a la fecho 
en que quede en firme la decisión que as/ lo orde­
ne". 

• "En coso de solicitud de cambio de uso o estro. 
to: La empresa efectuará el cambio respectivo o 
partir de lo fecho de lo reclomodón, con la corres­
pondiente reliquidod6n de los tarifas y demás va­
lores del caso"'. 

• "En caso de redamoáón por consumo alto: La 
empresa cobrara consumo promedio para el~ 
rlodo de reclamación, tal como lo establece el ar­
ticulo 146 y 149 de lo Ley 142 de 1994, lo cual se 
reRejoró en la facturo de cobro siguiente, a la fe. 
cha que quede en firme lo decisión que asl lo or­
dene". 

• "Igualmente, se deberán aplicar los preceptos 
estabfeádos en la ley respecto del cobro inopor­
tuno (Ley 142 de 1994, artículo 150) y fa improce­
dencia de reclamación contra facturas que tuvie­
sen más de cinco meses de haber sido expedidas 
(Ley 142 de 1994, artíwfo 154)". 

• "En coso que el petiáonario haya cancelado, 
total o parcialmente, uno o varios de los concep­
tos en reclamación, lo empresa reembolsará el 
monto de lo pagado en lo facturo de cobro siguien­
te, a lo fecha que quede en firme lo decisión que 
as/ lo ordene". 

"Con base en lo anterior, el suscriptor o usuario 
obtiene el reconociendo de sus derechos. Es de­
cir, únicamente se reconocen las peticiones que 
sean afectas a la prestación del servicio público•. 

49 



r 

--

~Jllllku ____________________________ _ 

CONCEPTO SSPD OJ 2003-521 
nMA: CARGO AJO. Fundamento de su inclusión en la factura. 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter· 
minar el alcance del numeral 90.2 del articulo 90 
de la ley 142 de 1994 en cuanto a la posibilidad de 
que la empresa prestadora del servicio público 
domiciliario de acueducto y alcantarillado no co­
bre el cargo fijo cuando ha suspendido o cortado 
el mismo por falta de pago del usuario. 

Las siguientes consideraciones se formulan 
atendiendo el contenido del articulo 25 del Códi­
go Contencioso Administrativo. 

La ley 142 de 1994, por medio de la cual se 
establece el régimen general de los servicios pll­
blicos domiciliarios, en el articulo 90 estableció los 
elementos que forman parte de la fórmula 
tarif aria, o sea, los cargos que pueden ser indui­
dos en el cobro de la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios, sin perjuicio de otras alter­
nativas que puedan definir las comisiones de re­
gulación. 

El numeral 90.2 del referido articulo dispone 
que es posible incluir el cobro de un cargo fijo 
"que refleje los costos económicos involuaodos 
en garantizar la disponibilidad permanente 
del serviáo para el usuario, independiente~ 
mente del nivel de uso" (negrillas fuera del tex­
to). 

La ley considera como costos necesarios poro 
garantizar la disponibilidad permanente del su­
ministro oque/los denominados costos fijos de 
diente/o, entre los cuales se induyen los gastos 
adecuados de odministrodón, foduroción, medi­
ción y los demás servidos permanentes que, de 
acuerdo a definiciones que realicen los respecti­
vas comisiones de regulación, son necesarios poro 
garantizar que el usuario pueda disponer del ser­
vicio sin soludón de continuidad y con efidenáa. 

De acuerdo a lo establecido en el articulo 163 
de la ley 142 de 1994 las fórmulas tarifarías ade-

so 

más de tomar en cuenta los costos de expansión y 
reposición de los sistemas de agua potable y sa­
neamiento básico, deben incluir los costos de ad­
ministración, operación y mantenimiento asocia­
dos con el servicio. Además tendrán en cuenta 
factores de gestión operacional y administrativa 
definidos de acuerdo con indicadores de empre­
sas comparables más eficientes que operen en 
condiciones similares. 

Asf mismo el articulo 64 lbidem preceptila que 
se deben incluir los elementos que garanticen el 
cubrimiento de los costos de protección de las fuen­
tes de agua, y la recolección, transporte, y trata­
miento de los residuos llquidos, asf como los con­
cernientes a disposición final de basuras y relle­
nos sanitarios. • 

La Comisión de Regulación de Agua Potable y 
Saneamiento básico expidió la Resoluáón CRA 151 
de 2001, "Regulodón integral de los servidos pú­
blicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo" que 
dispone en su articulo 1.2.1.1 lo siguiente: 

"(.argo fijo. Valor unitario por suscriptor o usua­
rio, que refleja los costos económicos involucrados 
en garantizar la disponibilidad permanente del 
serviáo, independientemente del nivel de uso.» 

Ahora bien, los numerales 1 ° y 2° del artículo 
90 de la ley de servidos públicos domiciliarios ha­
cen relación a los elementos que conforman las 
fórmulas tarif arias y no hacen mención sobre los 
eventos en que deben ser cobrados tanto el cargo 
por unidad de consumo como el cargo fijo. 

Con todo, cuando el numeral 2° indica que no 
importa el nivel de uso del seivicio, quiere decir 
que el cargo fijo se cobra a quienes cuenten con el 
contrato de prestación de seivicios públicos domi­
ciliarios, sin que se tenga en cuenta para el cobro 
de este cargo la utilización del servicio, puesto que 
él obedece a la posibilidad con que cuenta el usua-

rio de utilizarlo en el momento que lo necesite, en 
otros términos hace referencia a la disponibilidad 
del servicio. 

Al respecto se pronunció fa H. Corte Constitu­
áonal mediante Sentencia C-041 de 2003 al de· 
darar exequible el numeral 90.2 del artículo 90 
de la Ley 142 de 1994 en los siguientes términos: 

.. ( ... ) 
El concepto de gratuidad de los servicios públi­
cos ha sido abandonado en la Constituóón Po­
lítica de 1991 (art 367) y ha surgido, en cabeza 
de los particulares, la obligación de contribuir 
en el financiamiento de los gastos en que incu­
rra el prestador del servicio dentro de los crite­
rios de justicia y equidad (arts. 95, 367, 368 y 
369 C.P.). Para determinar los costos del servi­
cio hay que tener en cuenta una serie de facto­
res que incluyen no sólo el valor del consumo 
de cada usuario sino también los aspectos eco­
nómicos que involucran su cobertura y disponi­
bilidad pennanente de manera tal que la pres­
tación sea eficiente. Precisamente con tal fin la 
Constituáón prevé que sea la ley la que fije no 
sólo las competencias y responsabilidades en 
la prestación de los servicios püblícos domici­
liarios, su cobertura, calidad y financiación, sino 
el régimen larif ario, en el cual se tendrán en 
cuenta los criterios de costos, solidaridad y 
redistribución de ingresos. 

Sobre el carácter oneroso de los servicios pú­
blicos, es importante recordar lo que la Corte dijo 
al respecto: 

( ... ) 
«La determinadón de los costos de los servi­
dos, implico la evaluoáón de un conjunto de 
(adores que va desde lo cobertura y oportuni­
dad en su prestación hasta la efidenáa y dasi­
ficaáón de los distintos tipos de usuarios de los 
mismos. Sí o esto se agrego lo árcunstonáa de 
que poro impulsor el deso"o/lo de un país, se 
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requiere que sus hobítontes dispongan de agua 
potable, energfa eléctrico, medíos de comuni­
cación, etc., se aprecio lo dimensión del esfuer­
zo del leg;s/odor o fin de conciliar lo realidad 
con los objetivos de justíáo social que se e~ 
cuentran en el origen y justificación de lo org~ 
nizad6n de los servidos públicos»'. 

Teniendo en cuenta que la prestación del servi­
cio ha de ser eficiente y que debe respetar los 
principios de solidaridad y universalidad, las em­
presas que proporcionan el bien o servicio no 
pueden trabajar a pérdida, es decir, deben re­
cuperar los costos en que incurran y asegurar­
se de obtener recursos para poder invertir en 
el mismo sector con el fin de tener unos míni­
mos beneficios que se traduzcan en mayor 
competitividad y mejores beneficios para los 
usuarios. De esa manera los costos fijos a los 
que alude la norma demandada, es deár los 
que reflejan los costos económicos 
involucrados en garantizar la disponibilidad per­
manente del servicio para el usuario, indepen­
diente del nivel de uso, hacen que el prestador 
del servicio reciba cierto dinero con el cual, 
dentro de la libre competencia, se logre que fa 
empresa sea viable y garantice la disponibili­
dad permanente del servicio y su prestación de 
manera eficiente (art 333 C.P.). 

( ... ) La tarifa que se paga por la prestación de 
un servicio público domiciliario está vinculada 
no sólo con el nivel de consumo del usuario, 
sino con los costos en que incurre la empresa 
respectiva para poder brindar el bien o servióo 
en condiciones de competitividad y está deter­
minada por el beneficio que finalmente recibe 
el usuario. El sólo hecho de que el prestador 
del servicio esté disponible para brindar el 
mismo genera costos, los cuales son indepen­
dientes del consumo real que se efectúe. A jui­
cio de la Corte, la norma acusada, en cuanto 
contempla un cargo fijo que debe pagar el usua­
rio, no vulnera la carta Polltica toda vez que tal 
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concepto se ve reflejado en su propio benefi­
cio, es decir en una prestación eficiente y per­
manente del servicio. 

( ... )'" 

En este sentido. el usuario que haya in­
cumplido con sus obligaciones contractuales 
no queda exonerado de realizar el pago del 
cargo fijo, toda vez que la empresa está dis­
ponible para la prestación del servicio y en 
esta medida la normatividad vigente la facul­
ta para efectuar este cobro. 

Otro aspecto diferente es que la Resolución CRA 
151 de 2001 de ta Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico establezca la posi­
bilidad de que se suspenda el servido por mutuo 
acuerdo entre la persona prestadora y el usuario 
caso en el cual no procedería cobro alguno. 

Al respecto la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento BAsico mediante Conce~ 
to CRA·OJ-1627 del 4 de abril de 2001 sei\aló lo 
siguiente: 

"( ... ) De otra parte, vale la pena precisar que 
en el supuesto en que el servicio se encontrara 
suspendido por mutuo acuerdo entre la persona 
prestadora y el usuario, conforme a lo establecido 
en el articulo 5.3.1.3 de la Resolución CRA 151 de 
2001, no procedería cobro alguno, tal como lo ha 
señalado la Comisión de Regulación de Agua po­
table y Saneamiento Básico2 • En efecto, a juicio 
de la CRA al no haber disponibilidad del mismo y 
dado que dicha suspensión no obedece al incum­
plimiento del usuario o suscriptor, no procede el 
cobro del cargo fijo; igualmente toda vez que no 
hay consumo, tampoco procedería el cobro del 
cargo por unidad de consumo. (.~}". 
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coNaPTO SSPD OJ-2003-170 
TEMA: CONDONACIÓN DE INTERESES POR MORA EN El PAGO DE LOS SERVIOOS PÚBLICOS 

Se basa la materia objeto de consulta en deter­
minar sí es procedente la condonación de intere­
ses por mora en el pago de los servicios públicos. 

1.- NATIJRALEZA DEL CON1RATO DE SERVI· 
CIOS PÚBLICOS 

El contrato de servicios públicos es de naturale­
za bilateral', uniforme y consensuaP, lo que im­
plica que su perfeccionamiento tiene lugar con el 
acuerdo de voluntades entre las partes, respecto 
de los elementos del contrato, esto es, la pr~ 
ción del servióo y el precio, derivándose de lo an­
terior que se generen obligaciones para ambas 
partes. • 

El articulo 129 de ta Ley 142 de 1994 áispone en 
su inciso primero : 

Existe contrato de servidos públicos desde que 
la empresa define las . condidones uniformes 
en las que está dispuesta a prestar el servicio y 
el propietario, o quien utilizo un inmueble d~ 
terminado solicito recibir allí el servido, sí el 
solicitante y el inmueble se encuentran en las 
situaciones previstas por la empresa. 

De manera que las dos obligaciones principa­
les derivadas del contrato en mención son, de una 
parte, la prestación del servido y, de otra, el pago 
por la prestación que se denomina preóo. 

De otro lado, los intereses de mora por el no 
pago del precio no constituyen un elemento esen­
cial del contrato, pero la ley faculta a las empre­
sas prestadoras de servicios públicos para el co­
bro de dichos intereses. 

Es asf como la ley 142 de 1994 en el artf culo 96 
establece la posibilidad de efectuar cobro por fa 

mora en la cancelación de los diferentes servicios 
públicos domiciliarios. 

11.- NO OBLIGATORIEDAD DEL COBRO DE 
INTERESES MORATORIOS A LA LUZ DE LA 
LEY 142 DE 1994 

A este respecto, el articulo 96 de la Ley 142 de 
1994 dispone : 

"(. .. )Encaso de moro de los usuarios en el pago 
de los sefllÍdos, p_odrón aplicarse intereses de 
mora sobre los saldos insolutos, copita/izados 
los intereses, conforme a lo dispuesto en lo ley 
45 de 1990 -sic- (. .. )•. 

De la disposición transcrita se desprende 
que el cobro de intereses de mora . es facul­
tativo y no obligatorio, en efedo el legisla­
dor utilizó el verbo podrán, dejando a la em­
presa prestataria del servicio la facultad de 
cobrarlos, rebajarlos o exonerarlos o hacer 
convenios con los deudores. 

En tales condióones para interpretar el asunto 
que se estudia debe tenerse en cuenta lo estable­
cido en el articulo 28 del Código Civil, de acuerdo 
con el cual las palabras de la ley se entenderán en 
su sentido natural y obvio, según el uso general de 
las mismas palabras, y sólo cuando el legisf ador 
las haya definido expresamente para ciertas ma­
terias, se les dará a ellas su significación legal. 

De acuerdo con el contexto normativo referi­
do, el cobro de intereses derivado de la no cance­
lación de los servicios públicos a tiempo, es facuf.. 
tativo de la empresa, quedando en cabeza del 
prestador del servicio el an~lísis de conveniencia 
y oportunidad de la condonación de intereses de 
mora a sus usuarios. 

1 ("f An,.:ulo 14% Jcl l .C. (1 c.-wirrar,, e- b,1.J1cr-•I CIWIJ., ~ innc• cnn1n1.v11~ ~ l>t>h¡i.m rN:lpr,,.;.amcn1c. 
2('f. 
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CONCEPTO-SSPD-OJ·l003·262 
TEMA: INMUEBLES DESOCUPADOS- Cobro de cargo fijo 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter· 
minar sí en el evento en el cual un inmueble se 
encuentre desocupado se puede cobrar cargo fijo. 

Sobre el cobro del cargo fijo a inmuebles des­
ocupados esta Oficina señaló lo siguiente median­
te Concepto SSPD 2002 1300000610, ratificado 
en Concepto SSPD· OJ -2003-00115: 

·( ... ) 

El articulo 90 de la Ley 142 de 1994 señala los 
elementos que conforman las fórmulas 
taríf arias y faculta a las comisiones de regula­
ción para induir dentro de ellos el cargo fijo, el 
cual se cobra independientemente de la utili­
zación del servicio, toda vez que corresponde a 
la disponibilidad del servicio. 

Con esto perspectivo, lo Comisión de Regulo­
dón de Aguo Potable y Saneamiento Básico me­
diante lo Resoludón CRA 151 de 2001 ', modífi­
codo por la Resoluáón 162 de 2001 definió el 
concepto de cargo fijo en los siguientes térmi­
nos: 

"( ... ) 
Articulo 1.2.1.1. Definiciones. Paro los 

efectos de la presente resolución, se adoptan 
las siguientes definiciones provenientes, entre 
otros de los deaetos y leyes vigentes sobre la 
materia: 
( ... ) 

Cargo fijo. Valor unitario por suscriptor o usua­
rio, que refleja los costos económicos 
involucrados en garantizar la disponibilidad 
permanente del servicio, independientemente 
del nivel de uso. ( ... )" 

Igualmente, la mencionada resolución en la 
sección 2.4.3, referente a las metodologías y 
fórmulas tarifarias señala los criterios y las 
metodologías de costos y tarifas para personas 
prestadoras del servicio pt'.lblico domiciliario de 
acueducto de la siguiente manera: 

"( ... ) 

Sección 2.4.3 
Metodologfa y fórmulas tarifarías 

1 El aníc11\o IS« La Resolución CRA OS de I orlS disponlll p:ua el cargo tiJo (CF) 1e 111il.izar.i como <:O<IO ~ rcftmlC1a d ,;os10 1k admi1tislrac1Ó11 O 

de clientela (CM ... ,. LII, larifN m1nhnas o IIWlima.• apl,~blcs tJ c.ugo fijo Sfflll lAS .resulWltCS de aplicar b siguienlc fórmula: 

Cfi -<.:MA ~ h 

De m.mmo que, n lcpl el cobn> dd costo fuo pan el .la'1cio de :1euecluc10 indepcndimtmtente de que el dlllll.ld>le se encuentre habitado o no si tiene 

no,pend1.S., el !ll:l'1cio por ,11.11110 que ~e eo1to PJanlll>I que el usuano pu~ disponer en cwlquier momenlo del i,erv1.:io sm ~ludón de CO!lli­

nuuiad !° n lu que I• Com1,,6n de R~la<:1{m definió en el utic11lo 1-1 dc la dcropd.l Rnol11e1on <.:RA OS de 1995 como gastos de adminislr.let6n que 

,umpn:nck g:asu,, llllc,; CQfDO: 

a)Po:noiw 11dn:un1wa11,o (~u,:ldo,. hora$ «IJU y JlfCSl,ll.ÍDMS). 

l-)f'ro\l.iOfl de p:ns,onn de Jubllaci{,n de pcr5Mal a,,,..,. 
c)Pun:,,., ,,>mt11L< de '-" pa.<1•os f'<D>1<1n¡,ln. 

dJP=•11<11 UU<ldú>. hufa, c,tnis y pn:>t.ltlúnC\) y dcm.is ros'°' IMJ>ll"1hlcs .al de«:mpcno M l:1.1 siguientes funCluton'. 

( IJ!l.1cJ"1i,n, l:'.JF.a.:tur~100, ()IR~l-

e)S.~"""' • '"'"°"''"' 
fK.•,lf\1n1)Ut7i,,nt'"i .a l.a (.'ombaón ~· 1 la Sup:rintc."tKk-nca, 

r. t<.1:ut•.>~ gerier•lc\ 
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( ... ) 
Artfculo 2.4.l.2 
Cargo Fijo. Para el cargo fijo (CF) se utili­

zará como costo de referencia el costo de ad­
ministración o de clientela (CMA). Las tarifas 
mfnímas o máximas aplicables al cargo fijo se­
rán las resultantes de aplicar la siguiente fór­
mula: 

Cfi= CMAx Fi 
donde: 
CFi ; Cargo fijo del estrato/sector i 
CMA = Costo Medio de Administración 

Fi : Factor de subsidio o contribución aplicado a 
los usuarios de los estrato/sector i 
( ... )" 

De acuerdo con lo anteriormente señalado se 
tiene que el cobro del cargo fijo debe pagarse, 
independientemente de que el inmueble se en­
cuentre ocupado o no, toda vez que éste reHeja 
los costos económicos involucrados en garantizar 
la disponíbílidad permanente del servicio, inde­
pendientemente del nivel de uso. 

~~ .. ~~~~Olllllfflr.MGI 

Ahora bien, la Resolución CRA 151 de 2001 de 
la Comisión de Regulación de Agua Potable y Sa• 
neamiento Básico establece la posibilidad de que 
se suspenda el servicio por mutuo acuerdo entre 
la persona prestadora y el usuario caso en el cual 
no procederfa cobro alguno. En efecto, en el con­
cepto en menáón se señala lo siguiente: 

·( ... ) 

De otro porte, vale lo peno precisar que en el 
supuesto en que el serviáo se encontrara suspen­
dido por mutuo acuerdo entre lo persono 
prestadora y el usuario, conforme o lo establecido 
en el artlwlo 5.J.1.J de la Resoludón CRA 151 de 
2001, no procederfo cobro alguno, tal como lo ho 
señalado lo Comisíón de Regulodón de Aguo~ 
table y Saneamiento Bósic<>1. En efecto, o juicio 
de la CRA al no haber disponibilidad del mismo y 
dado que dicha suspensión no obedece al incum­
plimiento del usuario o suscriptor, no procede el 
cobro del cargo fijo; igualmente toda vez que no 
hoy consumo, tampoco procedería el cobro del 
cargo por unidad de consumo. (. .. )· 

2 {·o-..us1ó:-.1 l)f RE(illl.A(IOS [)f Alil.A POTAIILF. Y SASEAMIEIITO llÁ~ICO, C"ll~<['IH c·k.A-01-16~• dtl 4 do •l>nl & :?'.101 
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~~------------------
CONCEPTO SSPD-2004-014 

1tMA: PQR's SllfNCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO - El término de respuesta es aqu t 
previsto en la ley y no en la regulación. ' 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar el término que tiene una empresa 
prestadora del servicio de telecomunicaciones 
para responder las peticiones, qu~j~s y recursos; 
asl como el tratamiento de las petiaones verbales 
y la procedencia de recursos contra la respuesta 
de aquella y la configuración del silencio adminis-
trativo positivo .. 

• 

1 TERMINO PARA DAR RESPUESTA A ,maO• 
NES, QUEJAS Y RECURSOS 

Según el articulo 156 de la Ley 142 de 1994, la 
empresa responderá los recursos, quejas y peti· 
ciones dentro del término de quince (15) días hi­
bíles contados a partir de la fecha de su presenta­
ción. Pasado este término, y salvo que se demues­
tre que el suscriptor o usuario auspició la demora, 
o que se requirió de la practica de pruebas, se 
entenderá que el recurso ha sido resuelto en for­
ma favorable a él. 

A su vez. el articulo 123 del Decreto 2150 de 
1995 señala, respecto del ámbito de aplicación de 
la figura del silenóo administrativo positivo conte­
nida en el articulo 158 de la Ley 142 de 1994, lo 
siguiente: 

"Oe conformidad con lo establecido en el arti­
culo 158 de la ley 142 de 1994, toda entidad o 
persona vigilada por la Superintendencia de 
Sel\ficios Públicos, prestadora de los servicios 
~úblicos domiciliarios de que trata la citada ley, 
tien~ la obligación de resolver las peticiones, 
que¡as ~ recursos que presenten los suscriptores 
o usuanos en desarrollo de la ejecución del con­
trato de S~Mcios públicos, dentro de un térmi­
no ~e quince (15) días hábiles, contados a 
partir de la fecha de su presentación. 

(. .. )" 
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Ahora bien, analizando regulación se encuen­
tra que la Comisión de Regulación de Telec~ 
municaciones en el articulo 7.6.7 de la Resolu­
ción CRT 575 de 2003 señaló una forma distin­
ta para comenzar a contar el término de quin­
ce (15) dlas hábiles con que cuentan las em• 
presas prestadoras para responder las peticio­
nes, queias y recursos, como a continuación se 
transcribe: 

"l'~rmino para dar respuesta a las PQR's y 
Recursos. Las queías y reclamos deben resol­
verse o contestarse dentro de los quince (15) 
dlas hábiles siguientes a la fecha de su recep­
ción. ( ... )n 

De esta manera, se observa que la ley 142 de 
1994 señala que el término de quince (15) dlas 
hábiles para responder PQR's se cuentan a partir 
de la fecha de presentación de la petición, queja o 
recurso y la regulación señala que los quince (15) 
dias hábiles se cuentan a partir del dla siguiente. 

Dado que la ley es la que señala el término 
para responder PQR's, lo que alll está dispuesto no 
puede entenderse derogado por la regulación, 
toda vez, que la ley prima frente a aquella. 

2 NOTIFICACIÓN DE LA RESPUESTA A PETI· 
CIONES 

Según el articulo 152 de la Ley 142 de 1994, el 
suscriptor o usuario puede presentar a la empr~ 
sa prestadora peticiones, quejas y recursos relatl· 
vos al contrato de servicios públicos. 

El articulo 159 de la misma ley, señala que 
1ª 

notificación de la decisión sobre una petic!ón 
o un recurso se efectuará en la forma prev&Sla 
por el Código Contencioso Administrativo, 

• etticiones verbales 

Según el artlculo 5 del Código Contencioso Ad­
ministrativo: 

-roda persona podrj hacer peticiones respe­
tuosas a las autoridades, verbalmente (_,). 

( ... ) 
Si quien presenta una petición verbal afirma 
no saber o no poder esaíbir y pide constancia 
de haberla presentado, el funcionario la expe­
dirá en forma sucinta. 

Las autoridades podrán exigir, en forma ge­
neral, que ciertas peticiones se presenten 
por escrito. Para algunos de estos casos po­
dr á n elaborar formularios para que los 
diligencien los interesados, en todo lo que les 
sea aplicable, y añadan las informaáones o 
aclaraciones pertinentes. 

( ... )" 

Por otra parte, en relación con la notificación 
de una petición verbal, el artículo 44 del Código 
Contencioso administrativo, señala: 

"Deber y forma de notificación personal. Las 
demás decisiones que pongan término a una 
actuación administrativa se notificarán perso­
nalmente al interesado, o a su representante o 
apoderado. 

Si la actuación se inició por petición verbal la 
notificación personal podrá hacerse de la mis­
ma manerc1. 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificación personal 
se le enviara por correo certificado una cita­
ción a la dirección que aquel haya anotado al 
intervenir por primera vez en la actuacíón, o 
en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito. La constan-

~atdtS<!!wo.~Oomc"'-

áa del envío se anexará al expediente. EJ envfo 
se hará dentro de los cinco (5) dlas siguientes a 
la expedición del acto. 

( ... )" 

En adición a lo anterior, debe tenerse en cuen­
ta el articulo 52 del Código Contencioso Admi­
nistrativo, que establece que los recursos de­
ben "(. .. ) l. Interponerse dentro del plazo legal 
personalmente y por escrito. (. .. )" 

En esa medida se nos pregunta: 

1. Si las quejas verbales se pueden notifi• 
e.ar y evacuar por el mismo medio LCómo se 
debe formalizar la respuesta o mejor en qué 
debe consistir la constancia de respuesta? 

Cabe resaltar que la norma permite notificar 
una petiáón verbal, de manera verbal o esaita, a 
elección. 

Si la empresa prestadora opta por notificar ver­
balmente las peticiones verbales, ésta podría man• 
tener un registro tanto de las decísiones como de 
su notificación, toda vez. que contra algunas de 
estas decisiones empresariales proceden recur­
sos (Ley 142 de 1994, articulo 154). 

Asl el mecanismo que implemente la empresa 
prestadora, cualquiera que este sea, deberá, en 
todo caso, garantizar al usuario el derecho al de­
bido proceso y el derecho de defensa. 

Por otra parte, según la complejidad de una 
petición verbal, la empresa prestadora podra exi­
gir que la petición se presente por escrito. (Ver 
artículo 5, C.CA) 

2. Con la notificaáón verbal ya registrada 
y ante la inconformidad del peticionario ,es 
procedente conceder y ejercer los recursos 
de reposición y apelación descritos en el ar­
tículo 154 de la ley 142 de 1994?. Si la res• 
puesta a este interrogante es st, lcómo se su~ 
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li!rlJ.nko ___________________________ _ 

lenta el recurso o para acceder posteriormente 
a los recursos, dado que estos necesariamente 
deben provenir de una aduación escrita, el 
interesado debe iniciar un nuevo trámite con 
la misma petición o queja por via escrita, para 
que sobre ésta luego se sustenten los recur­
sos? 

Según el artículo 154 de la Ley 142 de 1994, el 
recurso es un acto del suscriptor o usuario para 
obligar a la empresa a revisar ciertas decisiones 
que afectan la prestación del servicio o la ejecu­
ción del contrato. En este sentido, los recursos de 
reposición y apelaáón proceden contra los actos 
de negativa del contrato, suspensión, terminación, 
corte y facturación que realice la empresa. 

De esta forma, al usuaño que se le notifique 
una deásíón verbalmente y que manifieste su in­
conformidad, se le debe informar, en el acto mis­
mo de notificación, que cuenta con cinco (S) dlas 
hábiles para presentar el recurso de reposición y 
en subsidio el de apelaóón, de manera escrita y 
ante la empresa, contra la decisión que se le aca­
ba de notificar. De todo ello la empresa prestadora 
debe dejar constancia, en especial, para la cuenta 
de términos. 

En estas condiciones, no se requiere que un 
usuario que presente una petición verbal, una vez 
le sea resuelta desfavorablemente, presente una 
nueva petición por escrito, a efecto de que le sean 
concedidos los recursos de ley. 

Cabe resaltar, que según la complejidad de una 
petición verbal. la empresa prestadora podrá exi­
gir que la petición se presente por escrito. (Ver 
artlculo 5, C.CA) 

l. Cuál es el medio más eficaz para infor­
mar al interesado de acuerdo con el inciso 
tercero, arlfculo 44 del C.C.A.1 

El Código Contencioso Administrativo conside­
ra el correo certificado como un medio eficaz para 
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remitir la comunicación por la cual se informa al 
peticionario que debe notificarse personalmente 
de la decisión respectiva, por las constancias que 
permite guardar de la actuación. 

Cualquier otro medio que permita igualmente 
determinar la fecha en que el usuario se informa 
de la actuaáón para el ectuar la notificación per­
sonal, sera considerado eficaz. En los términos del 
articulo 44 del (.C.A. la constancia deber~ anexar­
se al expediente. 

Sin embargo, el mecanismo que se implemente 
debe, a parte de dejar las constancias respectivas, 
permitir contar adecuadamente los términos ne­
cesarios para llevar a cabo la notificación por edic­
to, en caso de que la notificación personal no pue­
da hacerse (Articulo 45 C.CA) 

4. SI se llegare a establear que ese "'me­
dio mis eficaz para informar al interesado" 
es la notificaci6n personal, Lsignifica que en 
todos los casos se debe cursar citación por 
correo certificado para que el peticionario se 
notifique en el despacho de la empresa o tam­
bién es válido que esa notificación se haga 
en el domicilio del peticionario remitiendo 
copia de la respuesta por correo certificado? 

Cuando el articulo 44 del C.CA señala que el 
correo certificado es un medio eficaz, señala igual­
mente que éste sólo sirve para informar al intere­
sado, para hacer la notificación personal. Es decir, 
el correo certificado es el medio adecuado para 
enviar la citación al usuario a fin de que éste 
comparezca a la empresa a notificarse personal­
mente. 

En consecuencia, teniendo en cuenla que la 
norma prevé la utilización de medios más efica­
ces que el correo certificado para efectuar la ner 
tificacíón personal, la empresa puede valerse de 
ellos con el fin de lograr que el usuario conozca la 
decisión. Sin embargo, si dentro del plazo de los 
cinco (5) días hábiles que otorga la norma para el 

envio del correo certificado, la empresa no ha 
podido realizar la notificación personal utilizando 
medíos más eficaces, debe necesariamente va• 
lerse del correo certificado para informar al usua­
rio. En este evento, la constancia de envfo debe 
quedar registrada dentro de los cinco dlas previs­
tos para el ef edo, so pena de la configuración del 
silencio administrativo positivo. 

s. En el evento que la respuesta sófo pue­
da ser emitida en ef iíf timo df a del término, 
es decir en el dfa 15, «uál es el procedimien­
to legal y seguro que debe seguirse para pro­
curar fa notificación del peticionario?, ,es de 
rigor que ese mismo dfa la notificación se haga 
exclusivamente en forma personal en el des­
pacho de fa empresa o en el domicilio del 
peticionario? En el caso que en el dfa 15 fa 
respuesta original sea remitida por correo 
certificado al domiálio del petiáonario y éste 
no se encuentre o se niegue a recibirla Les 
válido que ese mismo dla se curse una cifa. 
áón por el correo certificado para que el pe­
ticionario se presente al despacho? 

La Oficina Jurf dica respecto al término para 
responder PQR's y la configuración del silencio 
administrativo positivo, mediante Concepto SSPD­
OJ-2003-296, ha sostenido lo siguiente: 

"De confonnidad con el articulo 158 de la Ley 
142 de 1994 y del articulo 12.l del deaeto 2150 
de 1995 el término para resolver las peticiones, 
quejas y recursos deberá efectuarse dentro de 
los quince dlas hábiles contados a partir de la 
fecha de su presentación, esto es, contando 
inclusive el dla de su radicación. Es decir que 
las empresas deberan dictar el acto de respues­
ta dentro de ese lapso. 

Ahora bien, toda vez que la decisión de fa 
empresa solo le es oponible al usuario cuan­
do éste efectivamente conoce la respuesta 

1 l.:. norma --t ftfit'~ Ji aquell¿~ .J1;t..u,,~"1C" ~n,, ...U,;. l:ñ 11)(tf~ r,an1~Llr 

~IIVndtnrlll d! ~~ Pl,t,t<~r.,o.,wuu 

dada a su petídón, queja o recurso, la misma 
debe ser notificada de la forma en que señala el 
articulo 159 de la Ley 142 de 1994, modificado por 
el articulo 20 de la Ley 689 de 2001. disposíción 
que para tal efecto remite a lo dispuesto en el 
Código Contencioso Administrativo. 

Revisado dicho estatuto encontramos que el 
articulo 44 del Código Contencioso Administrati­
vo prescribe lo siguiente: 

Art 44. -Las dem6s decisiones que pongan fin a 
uno oduoci6n odmínistrotivo1, se notifícorón 
personalmente al interesado, o o su represen­
tante o apoderado. 

Si la actuación se inició por petición verbal, la 
notilicaóón podrá hacerse de la mísma manera. 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificación personal 
se le enviará por correo certificado una cita­
ción a la dirección que aquél haya anotado al 
intervenir por primera vez en la actuación, o 
en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito. La constan­
cia del envio se anexará al expediente. El en­
vf o st hará dentro de f os cinco (5) dfas si­
guientes a la exped'Kión del atto. (se resalta) 

( ... )· 

Con fundamento en el contenido de las normas 
transcritas se conduye que el término para que la 
empresa expida la respuesta es distinto al del trá­
mite para su notificación al peticionario. 

Esto condusíón también encuentro respaldo en 
el criterio jurísprudencíol vigente sobre la mate­
ria, según el wal como lo expresara la Sección 
Primera del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca1, 

~ rnNNI .4-Jm,T11dr~•"•' (k fund•l't.lttW\..a. ~ .... ~ l~n'<n. '.'uk<\.'t'1m A Scn1rne1.1 dd .:11 Je n1.nt• 4.k :,.:n l ,~1n1tC' 'i<., 1~ "x}.:? 
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' ... para efectos del silencio administrativo posi­
tivo en relación con este especial procedimien­
to de las empresas prestadoras de servicios 
públicos se deberá atender a la modalidad par­
ticular de notificación que señala en forma tam­
bién especial la Ley 142 de 1994, para lo cual 
deberá entenderse que cuando la norma indi· 
ca que la empresa respondertt dentro de de­
terminado lapso, no puede induirse dentro del 
mismo el relativo a las diligencias de notifica­
ción, pues, ... , su trámite puede, en ocasiones, 
superar el plazo para dar respuesta a la peti­
ción. 

( ... ) 

• ... si bien es óerto la ley en ocasiones señala 
plazos perentorios a la administración para res­
ponder una petición o un recurso so pena de 
que su silencio se tome como acto ficto o pre­
sunto de carácter positivo, no lo es menos que 
también dicho periodo para responder debe 
ser el necesario en términos normales, es de♦ 
cir, sin que haya que cumplir trámites adiciona­
les, pues de lo contrario se estaria obligando a 
la administración a dar respuesta sin pruebas o 
sin un previo estudio concienzudo, a riesgo de 
incumplir la norma y de que se configure un 
silenáo positivo. 

( ... ) 

'El término o acepción RESPONDER. entonces, 
deberá entenderse como el hecho de definir o 
de decidír, que no implica necesariamente, 
además, la notificación de dicha decisión o res­
puesta. 

• 
( ... ) 

'Acorde con lo conduido por la Sala. en el caso 
pre~ente no era posible responder y comuni­
car la decisión dentro del término de quince 
dias, ... por cuanto la Ley 142 no hace esa exi-

1 \.t"' t"1!11n.."> ÍIJ~)~ C"'' di..s ~ hltul't'\. 111ti..:-1Jln ~lJ &1 (.' .l' 
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gencia al consagrar la figura del silencio admi• 
nistrativo, cuando no habla de notificar dentro 
del término indicado la decisión en respuesta a 
la petición del usuario, entendiendo la Sala que 
si al dla siguiente de la decisión se comienzan a 
realizar las diligencias tendientes a dar cumpli­
miento al principio de publicidad, no puede 
endilgarse entonces incumplimiento de las nor­
mas aludidas de la ley de servicios püblicos y 
por consiguiente, no puede predicarse la confi­
guración de silencio administrativo positivo .. .' 

Es de anotar, que aun cuando el fallo citado 
tuvo en cuenta el articulo 159 de la ley 142 de 
1994 antes de la reforma intToducida al mismo 
por el articulo 20 de la Ley 689 de 2001, resulta 
indiscutible la vigencia de la tesis que alll se expo­
ne, por cuanto se encuentra acorde con la regula­
ción actual sobre esta materia. 

En efecto, recuérdese como en razón a la re­
misión que actualmente existe en materia de no­
tificaciones a lo dispuesto en el Código Contencio­
so Administrativo, debe darse aplicación a su arti­
culo 44, en el cual se señala expresamente que el 
envfo de la comunicación de citaóón para notifi­
cación se efectuará dentro de los cinco (5) dlas 
sig,ui~ntes a la producción del acto. 

As/ los cosas, lo empresa debe expedir la res­
puesto o lo petidón, queja o recurso que le p~ 
sente el usuario dentro de los IS dios siguientes 
contabilizados desde el mismo dio en que tal soli­
citud se presente; uno vez produdda la respuesto, 
wenta con un plazo de 5 dios paro enviar la ca. 
municación mediante la cual cite al usuario para 
notificarle la deásión; en este coso la empresa 
deberá tener en cuenta la previsión contenida en 
el articulo 45 del C. CA, según el cual sí dentro de 
los cinco dios siguientes al envio de la citaáón el 
interesado no se presento a notificarse personal· 
mente, deberá fijarse un edido en lugar público 
de la entidad por el término de 10 días, vencido el 
cual se entenderá surtido lo noúficación. 3 

lo anterior, sin perjuicio de que la empresa 
decida utilizar un mecanismo más expedito para 
lograr tal cometido, tal como lo díspone el artlculo 
44 del e.e.A . 

De af/1 que, el silencio administrativo positivo se 
configura cuando la empresa no emite lo respues­
to dentro del plazo de los 15 dios o, cuando diáa lo 
respuesta en ese plazo pero no inicio el trámite de 
notificadón ol usuario dentro de los s dlas siguien­
tes." 

6. Para lograr efectos válidos en la notifica­
ci6n de PQR's, lc:uáles son las modalidades 
de coneo admisible, fo es exclusivamente el 
correo certificado? De ser asf lqu~ 

• 

~,rdtn< .. dt ~01!1.üt111 [ir,n'l(úv, 

implicaciones se pueden originar del fallo 
emitido por el honorable Consejo de Estado 
respedo de la naturaleza del Correo Certifi• 
cado y sobre la única entidad habilitada para 
ejercer dicha modalidad de entrega de corres­
pondencia? 

En el fallo allegado•, se determina claramente 
que los servícios prestados por empresas distintas 
a ADPOSTAl son sólo de mensajeria. 

Dado que el artfculo 44 del C.CA se refiere a 
notificación por correo certificado, éste sólo po­
drá ser contratado con la empresa que ofrezca 
dicho senlióo. 

-l CONSEJO ()f F-,TllllO, S.I• dt Jn 1 ·,.,....,....,, IIJmom,,...,,. <>. 5,,;,,,'ln F'nmer.,. ( P M.uu.,I ~~-•' 1 n1<1.t A)ola. s...,,..,,. J,I 13 dom=-• 
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CONaPTO SSPD OJ 2003-296 
TEMA: PWO NOTIFICACIÓN EN SILENCIOS ADMINISTRATIVOS POSRWOS 

Se basa el asunto objeto de la consulta en de­
tenninar cuAI es el plazo en el cual debe efectuar­
se la notificación de las respuestas emitidas por 
las empresas frente a las petiáones y redamaáo­
nes de los usuarios a efectos de la configuración 
del Silenóo Administrativo Positivo previsto en el 
artirulo 158 de la Ley 142 de 1994. 

De conformidad con el articulo 158 de la ley 
142 de 1994 y del artículo 123 del decreto 2150 de 
1995 el término para resolver las peticiones, que­
jas y recursos deberá efectuarse dentro de los 
quince dlas hábiles contados a partir de la fecha 
de su presentación, esto es, contando inclusive el 
dfa de su raditación. Es decir que las empresas 
deberán dictar el acto de respuesta dentro de ese 
lapso. 

Ahora bien, toda vez que la decisión de la 
empresa solo le es oponible al usuario cuan­
do éste efedivamente conoce la respuesta 
dada a su petición, queja o recurso, la misma 
debe ser notificada de la forma en que señala el 
artlculo 159 de la ley 142 de 1994, modificado por 
el articulo 20 de la ley 689 de 2001, disposiáón 
que para tal efecto remite a lo dispuesto en el 
Código Contencioso Administrativo. 

Revisado dicho estatuto encontramos que el 
articulo 44 del Código Contencioso Administrati­
vo prescribe lo siguiente: 

Art 44. -Las demás decisiones que pongan fin a 
uno aduaáón administrativa', se notificarán 
personalmente al interesado, o a su represen­
tante o apoderado. 

Si la actuaáón se inióó por petícíón verbal, la 
notificación podrá hacerse de la misma manera. 

1 L~ "''"'" ~ O"C1Íc:rt • "'l"'lla> &<IILY.t011C"11n1~1od.u eri mtcrt< i,wculat 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificación personal 
se le enviará por correo certificado una cita­
áón a la dirección que aquél haya anotado al 
intervenir por primera vez en la actuación, o 
en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito. la constan­
cia del envio se anexará al expediente. El en• 
vio se hará dentro de los cinco (5) dfas si­
guientes a la expedióón del acto. (se resalta) 

( ... )" 
Con fundamento en el contenido de las normas 

transcritas se concluye que el término para que la 
empresa expida la respuesta es distinto al del trá­
mite para su notificación al pe~áonario. 

Por lo tanto, en manera alguna puede afirmar­
se que el silencio administrativo positivo consa­
grado en el articulo 158 de la ley 142 de 1994 se 
produce si dentro del plazo de los 15 dfas allf seña• 
lado el usuario no tiene conocimiento de la res­
puesta o, si dentro del mismo no se iniáan los trá­
mites de notificación, como lo habia sostenido esta 
Oficina en conceptos anteriores, lo cuales deben 
entenderse sustituidos por el que en esta oportu­
nidad se emite. 

Esta condusión también encuentra respaldo en 
el criterio jurisprudencia! vigente sobre la mate­
ria, según el cual, como lo expresara la Sección 
Primera del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca2 , 

" ... para efectos del silencio administrativo po­
sitivo en relación con este especial procedi­
miento de las empresas prestadoras de servi­
cios püblicos se deberá atender a la modalidad 
particular de notificación que señala en f onna 

~ Tnt>w,,l Adoi,nnu-•11-., d< l und1na,...,,a. 'i<co,ón rn!Mn Sut>scc.:,t111 A S<n1cnc1• del i<1 c1, nlJ)-> d~ :?OVJ 1:,r,c.t,rn1e No. l•l% - 7~J2. 
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también especial la ley 142 de 1994, para lo 
cual deberá entenderse que cuando la norma 
indica que la empresa responderá dentro de 
determinado lapso, no puede incluirse dentro 
del mismo el relativo a las diligencias de notifi­
cación, pues, ... , su trc1míte puede, en ocasio­
nes, superar el plazo para dar respuesta a la 
petición. 

( ... ) 
..... sí bien es cierto la ley en ocasiones señala 
plazos perentorios a la administración para r~ 
ponder una petición o un recurso so pena de 
que su silencio se tome como acto ficto o pre­
sunto de car~cter positivo, no lo es menos que 
también dicho periodo para responder debe 
ser el necesario en términos normales, es de­
cir, sin que haya que cumplir trámites adíciona­
les, pues de lo contrario se estárfa obligando a 
la administración a dar respuesta sin pruebas o 
sin un previo estudio concienzudo, a riesgo de 
incumplir la norma y de que se configure un 
silenáo positivo. 

( ... ) 
.. El término o acepóón RESPONDER. entonces, 
deberá entenderse como el hecho de definir o 
de decidir, que no implica necesariamente, 
además, la notificación de dicha decisión o res­
puesta. 

( ... ) 
"Acorde con lo conduido por la Sala, en el caso 
presente no era posible responder y comuni­
car la decisión dentro del término de quince 
dfas, ... por cuanto la ley 142 no hace esa exi­
gencia al consagrar la figura del silencio admi­
nistrativo, cuando no habla de notificar dentro 
del término indicado la decisión en respuesta a 
la petición del usuario, entendiendo la Sala que 
si al día siguiente de la decisión se comienzan a 
realizar las diligencias tendientes a dar cumpli­
miento al principio de publicidad, no puede 
endílgarse entonces incumplimiento de las nor­
mas aludidas de la ley de servicios públicos y 
por consiguiente, no puede predicarse la confi­
guración de silencio administrativo positivo ... " 

~~~~osPlliwmDcwnc._,, 

Es de anotar, que aun cuando ef fallo citado 
tuvo en cuenta el artículo 159 de la Ley 142 de 
1994 antes de la reforma introducida al mismo 
por el artfculo 20 de la Ley 689 de 2001, resulta 
indiscutible la vigencia de la tesis que alll se expo­
ne, por cuanto se encuentra acorde con la regula­
ción actual sobre esta materia. 

En efecto, recuérdese como en razón a la re­
misión que actualmente existe en materia de no­
tificaciones a lo dispuesto en el Código Contencío­
so Administrativo, debe darse aplicación a su arti­
culo 44, en el cual se señala expresamente que el 
envio de la comunicación de citaáón para notíft­
cación se efectuará dentro de los cinco (5) dfas 
siguientes a la producción del acto. 

Asf las cosas, la empresa debe expedir la res­
puesta a la petición, queja o recurso que le pre­
sente el usuario dentro de los 15 días siguientes 
contabílizados desde el mismo día en que tal soli­
ótud se presente; una vez producida la respuesta. 
cuenta con un plazo de 5 días para enviar la co­
municación mediante la cual cite al usuario para 
notificarle la decisión; en este caso la empresa 
deberá tener en cuenta la previsión contenida en 
el artículo 45 del C.CA, según el cual si dentro de 
los cinco días siguientes al envf o de la citación el 
interesado no se presenta a notificarse personal­
mente, deberA fijarse un edicto en lugar público 
de la entidad por el término de 10 días, vencido el 
cual se entenderá surtida la notificación. i 

lo anterior, sin perjuicio de que la empresa 
decida utilizar un mecanismo más expedito para 
lograr tal cometido, tal como lo dispone el articulo 
44 del C.c.A . 

De alli que, el silencio administrativo positivo se 
configura cuando la empresa no emite la respues­
ta dentro del plazo de los 15 días o, cuando dicta la 
respuesta en ese plazo pero no inicia el trámíte de 
notificación al usuario dentro de los s días siguien­
tes. 

J L"' 1,!m,11,... fiJad.,,. en Ji.u '"" t..~,!.,._ .ut1<oli, 70 Jet l. l 
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CONCEPTO SSPD - OJ- 2003-0342 
TEMA: NOTIFICAOÓN PQR-s - EMPRESAS NO PUEDEN EXIGIR REQUISITOS ESPECIALES PARA 

• SU NOTIFICACIÓN. 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar con base en qué normas una empresa de 
serviáos públicos domiáliarios está f acuitada para 
exigir unos requisitos especiales a sus usuarios, con 
el objeto de notificar las actuaciones relaciona­
das con el servicio que presta. 

las siguientes consideraciones se formulan 
atendiendo el alcance del artículo 25 del Código 
Contencioso Administrativo. 

la ley 142 de 1994 en el tema correspondiente 
a ·0etensa de los usuarios en sede de la empre­
sa" consagró todo lo relaóonado con las notifica­
ciones y por mandato legal remitió al Código Con­
tencioso Administrativo. 

En efecto, el articulo 159 de la Ley 142 de 1994, 
modificado por la Ley 689 de 2001, articulo 20, de 
manera expresa consagra la forma como deben 
efectuarse las notificaciones de las peticiones y los 
recursos. La norma en cita establece: 

.. Articulo 159.- Modificado por la Ley 689 
de 2001, articulo 20.- De la notificación de 
la decisión sobre peticiones y recursos. Y 
notíficadón de la decisión sobre un recurso o 
una petición se efectuará en la forma prevista 
por el Código Contencioso Administrativo. El 
recurso de apelación sólo se puede interponer 
como subsidiario del de reposición ante el Ge­
rente o el representante legal de la empresa, 
quien deberá en tal caso remitir el expediente 
a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiáliarios. Una vez presentado este recurso 
al mismo se le dará el trámite establecido en el 
CpJ:li¡o Contencioso Administrativo. (Subrayas 
fuera de texto). 
( ... )· 

La remisión es expresa al Código Contencioso 
Admini!.trativo, por ello es menester tener en cuen-
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ta el articulo 43 y siguientes del mencionado esta­
tuto. El articulo 43 prevé la forma como deben 
hacerse las publicaciones de los actos administra­
tivos de carácter o de contenido general; por su 
parte, el articulo 44, establece el deber y la forma 
de notificación personal de los actos admínistrati• 
vos de carácter particular y concreto, punto este 
que interesa respecto de las peticiones y recursos 
en servicios pllblicos domiciliarios. 

Esta liltima disposición, prevé lo siguiente: 

DEBER Y FORMA DE LA NOTIFICACIÓN PERSO­
NAL 

Art. 44. Las demás decisiones que pongan tér­
mino a una actuación administrativa se notifi­
carán personalmente al interesado, o a su re­
presentante o apoderado. 
Si la actuación se inició por petióón verbal, la 
notificación personal podrá hacerse de la mis­
ma manera. 
Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificación personal 
se le enviará por correo certificado una cita­
ción a la dirección que aquél haya anotado al 
intervenir por primera vez en la actuación, o 
en la nueva que figure en comunicación hecha 
especialmente para tal propósito. La constan­
cia del envío se hará dentro de los cinco (5) 
días siguientes a la expedióón del acto. 
No obstante lo dispuesto en este articulo, los 
actos de inscripdón realizados por las entida­
des encargadas de llevar los registros públicos 
se entenderán notificados al dfa en que se 
efectúela correspondiente anotación. 
Al hacer la notificación personal se entregará 
al notificado copia Integra, auténtica y gratuita 
de la decisión, si esta es escrita. 
En la misma forma se harán las notificaciones 
previstas en la parte primera de este código. 

-------------------------~ .. iiPll.wwn.9\l:llcol!ml("'1ui 

Por lo tanto, teniendo en cuenta la remisión 
que actualmente existe en materia de notificacio­
nes a lo dispuesto en el Código Contencioso Admi• 
nistrativo, debe darse aplicación a su artlculo 44 
anteriormente transcrito, en el cual se señala ex­
presamente que el envio de la comunicación de 
citación para notificación se efectuará dentro de 
los cinco (5) dfas siguientes a la elaboraáón del 
acto. 

Asl las cosas, la empresa debe expedir la res­
puesta a la petición, queja o recurso que le pre­
sente el usuario dentro de los 15 dfas siguientes 
contabilizados desde el mismo dfa en que tal soli­
citud se presente; una vez producida la respuesta, 
cuenta con un plazo de S dlas para enviar la co­
municación mediante la cual cite al usuario para 
notificarle la decisión; en este caso la empresa 
deberá tener en cuenta la previsión contenida en 
el artículo 45 del C.C.A, según el cual si dentro de 
los cinco di as siguientes al envío de la citación el 
interesado no se presenta a notificarse personal­
mente, deberá fijarse un edicto en lugar público 
de la entidad por el ténnino de 10 días, vencido el 
cual se entenderá surtida la notificación. 

Lo anterior, sin perjuicio de que la empresa 
decida utilizar un mecanismo más expedito para 
lograr tal cometido, tal como lo dispone el articulo 
44 del e.e.A . 

Si el procedimiento para la notificación de un 
acto que resuelve las peticiones, quejas o recur• 
sos de los usuarios, no se hace de acuerdo con lo 
previsto en el Código, se entiende que hay irregu­
laridades en la notificación y por tanto no produci­
rá efectos legales el contenido de la decisión, esto 
a la luz del artículo 48 del mismo estatuto. 

La notificación defectuosa se subsana si el peti­
cionario o recurrente, en tiempo ejecuta actos 
propios como por ejemplo, los de interponer r~ 
cursos. 

En concordancia con lo anterior, todos los ac­
tos que expidan las empresas prestadoras de ser­
vicios públicos domiciliarios deben notificarse de 

acuerdo con la normativídad anunciada prevista 
en el Código Contencioso Administrativo. 

Respecto del recurso de apelación el cual es de 
conocimiento de la Superintendencia de Servicios 
Públi,os Oomícíliarios, el trámite y notificación es 
el previsto en el Código Contencioso Adminístratí­
vo, por remisión legal del articulo 159 de la Ley 
142 de 1994, modificado por el articulo 20 de la 
Ley 689 de 2001. Esta Entidad de control cuenta 
con el ténnino de dos (2} meses para resolver el 
recurso, tiempo a partir del cual sí la administra• 
ción no se ha pronunóado la decisión se entiende 
que es negativa. A pesar de ello esto no exime a la 
administracíón de resolver el recurso, toda vez 
que no pierde competencia para el efecto (Artí­
culo 60 del Código Contencioso Administrativo), 

En cuanto a los requisitos que exigen para 
la notificaci6n de los actos de las empresas, 
como es el caso del certificado de libertad, 
contrato de anendamientos y otros, es preá-
50 aclarar, que la ley 142 de 1994 al igual 
que el Código Contendoso Administrativo, no 
prevé requisito fonnal para realizar las noti­
ficaciones personales, de suerte que, cual­
quier requisito que se exija al propietario, 
suscriptor o usuario para notificar un arto, 
es contrario a la ley, así estin previstos en el 
contrato de condidones uniformes de la em­
presa. Sólo cuando actúe la persona como man­
datario o cuando el notificado tenga la cahdad de 
Representante legal debe demostrar dicha cali­
dad. 

Consagrar requisitos especiales para las notifi­
caciones con el objeto de demostrar la calidad de 
propietario, usuario o suscriptor, contraria el prin­
cipio constitucional de la presunción de la buena 
&., toda vez que el mismo implica la supresión de 
requisitos y lormalidades que se exigían a fin de 
tener seguridad de la rectitud de la actuación ante 
las autoridades, como era la de autenticación de 
ciertos documentos. 
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La norma constitucional en cita, es del siguiei,. 
te tenor: 

Articulo 83. Presunción de la buena fe. Las ac­
tuaciones de los particulares y de las autorida­
des públicas deberán ceñirse a los postulados 
de la buena fe, la cual se presumirá en todas las 
gestiones que aquellos adelante contra éstas. 

En suma de lo anterior, las empresas de servi­
cios püblicos no pueden exigir requisitos especia­
les para notificar los actos, salvo que la persona a 
notificar actúe en nombre y representación de 
otra. Lo que sf podrlan exigir las empresas es que 
la persona al momento de notificarse de una deci­
sión manifieste en qué calidad actüa, esto es en 
calidad de propietario, arrendatario, etc. 

CONCEPTO·SSPD-OJ-2003-055 
TEMA: REVISIÓN DE INSTALACIONES DE GAS 

• 

Se basa la consulta en determinar si un particu­
lar cuyo objeto es la instalación de las redes inter­
nas de un inmueble a usuarios del servicio de gas, 
debe cumplir con los requisitos que le indica la 
prestadora - distribuidora, a efectos de que esta 
realice la verificación e inspección de las condi­
ciones técnicas de los usuarios para poder prestar 
el servicio. 

El artículo 28 de la Ley 142 de 1994 dispone que 
todas las empresas tienen el derecho a construir, 
operar y modificar sus redes e instalaciones para 
la prestación de los servicios publicas y que, ade­
más, tienen la obligación de efectuar el manteni­
miento reparación de las redes locales', cuyos 
costos serán a cargo de ellas. 

A su tumo, el numeral 14.1 del articulo 14 defi­
ne acometida como la derivación de la red local 
del servicio respectivo que llega hasta el registro 
de corte del inmueble. Previene además que en 
edificios de propiedad horizontal o condominios, 
la acometida llega hasta el registro de corte ge­
neral. 

l l~ 14! &, 19114 .• lllticulo 14. 
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Asl mismo, el numeral 14.16 del articulo 14 se­
ñala que las redes internas son el conjunto de 
redes, tuberlas, accesorios y equipos que integran 
el sistema de suministro del servicio público al in• 
mueble a partir del medidor. 

Para efectos de determinar quienes pueden 
construir las redes internas de los inmuebles, la 
COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGIA Y GAS 
en Conceptos MMECREG -086 y 192 de 1997 se­
ñaló: 

"'El Código de Distribución de Gas Combustible 
por Redes (Res. CREG 067 de 1995), establece 
en su apartado 4.14 que «los elementos nece­
sarios para la instalación interna, según lo defi­
nido en la Ley 142 de 1994, podrán ser suminis­
trados por el distribuidor e instalados por él 
mismo o por cualquier otro personal autoriza­
do y registrado en la empresa. No será negocio 
exclusivo del distribuidor y serán instalados a 
cargo del usuario (Resolución 039 del 23 de 
octubre de 1995)11. 

l.\ 17 - Ral IOéll bel ,un¡unl<' tk rod,,; ro tu herias que cooíonn.in el ,is1cm.a de ,llll'l1n1Mro del iacrv1do púl>h,-o o 111\2 romunid3d ffl .:1 cual le clorivon 
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16 J.· J'•''" J, l~V-~ C /' L,t,,,,.,¡., R..Jrí~'"" Ro.ln~11r.. F.-.,, 46$J .1 
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la Resolución 057 de 1996, que incorporó v sus­
tituyó la Resoluóón 039 de 1995, dispone que 
•/.v.ed interno no ser6 negJHifJ. exclusivo de} 
diJ.tribuido.r y PJJLlo_ tt:,ato, cualquier persona 
CJll!Íifícodo podró prestqu/seMdo». -Art 108. 
Parágrafo. (subrayamos)." 

De modo que, poro efectos de lo construcá6n 
de fas instalaciones de gas propano que mediante 
tuberlo llegan o los inmuebles, se tiene que éstas 
pueden ser instaladas de manera directo por las 
prestadoras del servido o o través de controtístos 
de lo empresa o de manero díredo contratadas 
por el usuaria2, según sea el coso. 

Con todo, la responsabilidad de la adecuada 
instalaáón de la acometida corresponde a la em• 
presa prestadora de gas y la red iaterna al usua­
rio, correspondiéndole a la primera verificar que 
éstas cumplan con las normas de calidad y 
los parámetros técnicos de seguridad antes 
de presar el servido. 

En este sentido hay un deber de cvidodo por 
porte del usuario a efectos de mantener en per­
fectos condidones de operatividad su red inter­
na1 y por parte de lo prestadora de proveer una 
supervisi6n de las normas de calidad y ~u­
ridad en el evento de ser comunicado de obras 
o reparaciones. En todo coso, sí la conexíón cum­
ple con los requisitos técnicos vigentes, eJ prestador 
del servido no puede exigir unilateralmente, con 
c01go al usuario, cambios de lo conexión. 

De modo que, la prestadora de gas puede exi­
gir para poder prestar el servicio que las instala­
ciones internas cumplan los requisitos técnicos 

~ .. dt<,.,,,..~ l'liUl'IS Oo,r,,:MIO\ 

exigidos por la normatividad y la prestadora a efec­
tos de prestar el servicio, por lo que la persona 
cualificada que contrate el usuario para la ínsta­
laáón de su red interna deberá hacerlo en las re­
feridas condiciones. 

Asf mismo es responsabilidad del usuario acre­
ditar que su instalación goza de las condiciones 
previstas por la empresa, para lo cual deberá con­
tar con el oportuno concurso de la persona con 
quien contrató la construcáón de su red interna. 

Ahora bien, se observa de los documentos 
anexos a su petición de consulta, que la prestadora 
de gas ha efectuado un contrato con una firma 
acreditada para que por su intennedio se surtan 
las revisiones e inspecciones a las instalaciones 
internas y si las mismas se ajustan a lo previsto en 
las normas técnicas vigentes, lo cual resulta res­
ponsabilidad exclusiva de la prestadora de con­
formidad con el numeral S. l. de la Resolución 
CREG--067 de 1995, por la cual se aprobó el Códi­
go de Distribución de Gas Combustible por Redes. 

En tal evento, las solicitudes efectuadas al peti­
cionario de esta consulta por parte de la 
prestadora de gas, en principio deben ser dirigi­
das al usuario por ser el responsable de acreditar 
las condiciones técnicas a efectos de lograr la co­
nexión al servicio, inf ormacíón que le debe ser 
aportada por el constructor de la red interna. Sin 
embargo, nada impide que quien construyó la red, 
aporte dicha información al distribuidor. 

Finalmente, la Resolución No. 14.471 de mayo 
14 de 2002, expedida por la Superintendencia de 
Industria y Comercio, que señala los requisitos 

2 \a CO\IISIÓ:'o. [)E R[(jl:L<\('10~ l)E ESEROiA Y OAS - r,-,ri .. \I\IEl Rl:li fl~U(, do ~(W.l) 

J Sobre el 1em., la l'U'.'>IIS\()~ !)f. Rf.Ol L.A1 ·1{>:-, nt. l'-ól Rlil.\ Y e;.~~ en .--..,111tll í,onnu~ J">f ;..1a Sur,nniendai.;u Cm..--q>b> !'.l~lll NE(i 

- O~ Je l ll'I? ,<llal-'.' 

~¡:1 m.inlemnumlO.k l.a ,rul.ll.1<1<on Jcl l).,...v,,, e< dt K<f'....,,,.h1lid.,J tlc '-Ir. quorn debo rrunrmnl• m l;IJ, ,;,,,,.¡,_,,""" K'qllff1oh> p,.,, La., ao<oruúJn 

c,im~•••<> ). I"' el d"u,llu,d.,r. tR~ C lll < i 111> ~ Je IW~. •111111 ~ ::1 1:.1 Ji,tnbu,Jo..- esu ol>hs,,J,, .t m,rc-..:ic<W t:..< m•,t.al>cm,,... <kl u,...,,.., 

rc,,'1Jt~.Ullt1ltt.,), "" .. 1.~u...t Je[ u-.'WJ'f.1 ll r"'lf' f\U rr~'Pt.l lnJC\Jl1,.i11 ti:•1f\ UllC'f'\aJ(.") 1\1.► ►Ufl'l,'1liNl""l. ClDi:O .illv,•. (INt.km. 'Z,). pero ti ('tlm(llmucn1u Jic 

ni& ,,t,h~.O.:•NI 111, k> fa.;~11~ JWII Ul\f'OIICt ;I u,uano q11< <• b fflll''<••.a .¡ue del\, rtah~ do,;"'11'11111\lcmm11:1110 ~ 
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mlnimos de calidad e idoneidad de instalaciones 
para el suministro de gas en edificaciones resi­
denciales y comerciales, tiene como objeto pre­
venir y reducir los riesgos de intoxicación por in­
halación de concentraciones de gases tóxicos y la 
creación de ambientes explosivos derivados de 
instalaciones para el suministro de gas en edifica-

áones residenciales y comerciales, fijando condi­
ciones que se deben cumplir para la proyección, 
construcción, ampliación, relorma o revisión de 
las instalaciones para el suministro de gas en edi­
ficaciones residenciales y comerciales, el cual se 
encuentra vigente y fue publicado en el Diario 
Oficial No. 44.801 de mayo 17 de 2002. 

CONCEPTO SSPD-OJ-2003-116 
lEMA: ClÁUSULAS SANCIONATORIAS EN LOS CONTRATOS DE CONDICIONES UNIFORMES 

DE LAS "ESP".- No constituyen abuso de posiá6n dominante 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar si es procedente que en los contratos de 
condiciones uniformes se tipifiquen sanciones por 
el uso fraudulento de los servicios públicos. 

La Ley 142 de 1994 dotó a las empresas 
de setVidos públicos de ciertos preffogotivos pro­
pias de los autoridades publicas, to/ como lo seña­
ló lo Oficina Jurldico en concepto SSPD 
20021J000009JO: 

"Dentro del nuevo régimen de prestación de 
los servicios públicos elaborado a partir de la 
Constitución Polltica de 1991 y desarrollado a 
través de la ley 142 de 1994, el cual redefinió el 
papel que hasta ese momento el Estado había 
venido desempeñando como gestor directo de 
esos servicios, se abrió paso la prestación di­
recta de los mismos por parte de las comunida­
des organizadas y de los particulares". 

ula entrada de agentes económicos privados 
en el mercado de los servicios públicos en liber­
tad de competencia, es decir, sin que se requie­
ra habilitaáón constitucional o legal, hizo que 
la ley 142 de 1994 diseñará reglas conforme a 
las cuales los prestadores de esos seivicios (pú­
blicos y privados ) pudieran actuar como lo ha­
cen los particulares en un mercado en compe­
tencia, un ejemplo de esto es el régimen de 
contrataáón ( Arts. 31 y s.s ) ... 

"Pero así como lo ley 142 en algunas materias 
formuló pautas de comportamiento para los 
empresas de servidos públicos propios de los 
relodones entre particulares, respecto de otros 
asuntos, los dotó de dertos facultades o privile­
gios de que gozan los autoridades públicos'. 
Tal es el caso de las potestades que les confiere 
lo ley con re/aáón o/ contrato de servidos pú­
blicos, porticvlarmente en relación con lo odos 

1 CORT[ co~,'TIT LICJO:,iAI~ $enltnCl3 e:- ~63 Je 1996 ·n1femilC\ d1spo<ICl{'II~ de 11 ley 142 de 199-1, onn mrro.• a -surnr la ots,i.ni,.a,aón, 

el íunc:1"""'111<1110. la ooounuul..J. la elic,f'l'Ci, y l• cfi,:i,c,a Jet •en.ic,o. ornrg,,n ~ la!. emp,..s;i, Je ...,.,,,.,~ pubhros J11mic,h.ot1(» 1.111.1 .ene de 

dcm:hos, I''" llo¡:•c~ ) in,n~a11vos qu, son propi11.• del poder púb\ocu, ,gr. lo caloficaetón como =nc,31es de lm ..n1cim pul>l1ros r.lomoriliario< 

)', po.- c11n\11,u,.,.1e, IJI rro•h1b1c""' dt I• hutlga en ellos, la po<1b1h&d de lldcl:111ur o,rror,aciun,s ele mmutbl~ o I• facultJd Je 1n1poncr ,cl'\'odum• 

hf«. 4,. ,...,JIK,,..,.. lffllp>nlo de ,nmu,blts o mno"'' ,ulli\~ u nbsláculos qu<? ,e encuenlml en [o< mr~mos. p,ata a.egur.u- 1~ ortt.1m.r.ic1ón )' 

•I íun,~('1)•m1rn10 del "'"' ic.11. en lo, ,lrm.,.,, de la ley S(, de l '181, a.-i c,,mo la poles!.ld de eJi:rttr la au101111el11. ¡,rop~ de w outond:ldc.s •dminos• 

tr.a.b\ 1.,, e~, rtJOOe-n fil tm\~ de- ~1.,1~ un11al~~1e, o 3elOJ admm1,u-a11v~ defímr lln.1 «'n1t~1,·~J4 riente al usuann ~·. pot co,ui~itnE~. 

<b:n 1u ir ..... cb(d,c,cn u,""" <'OO.__,_• ..,lu;ocb.-.Jird l'll(.,r.¡(\ el< ..,-.osic,óot '"'"'"d,du1d<n<imesl,:.n.. 4, 56, 57, IIY,a 114. 117. I IY, l~~ • 159~ 

,,.,_,.,,,t, """ lo ,¡.,~,., " lf. ley 1< 1~ •'4•'1fS•d-, • I>., <11•¡,t=~ ti re¡,et1nr,o d,e dcl'l!<"h~. ~311\ .,_, y ¡,n\ ilf'¡'!W\ que " han mrn,1,,nado. que 

.,.. '"""'"" ti< la., ... cw,ilaJ,,. ¡,uhh,>.,, 1aml-,rn p,l<'d,n sale a¡,hQh!<S lo, me<am,mos del ~on\n>l J~ lcg~lu!.ld qu• $C h<l/1 (",l•blrc1J., par.a'"' 3rl(I\ 

.tc.hmn,,tnh, .. -s. que .... 0 ,;~ 1.D ••. 1 ·A··•- A • • ,- - m..-uo aom1n1>n11,.,. Pile' al 13dode J., 1nrn,¡:1to>• rul-hucl cknx:lto 1gu.'llme1uc rce,uld lo, mo,:3n,sn10~ J"'r.l 
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de foduraci6n, suspensión y corte del servido, 
los cuales, odemds, se consideran odos admi­
nístratívos1

, o el procedimiento poro la imposi­
dón de sondones en el cuol se debe observar 
el debido proceso que rige poro las actuado­
nes administrativas". 

Estas prerrogativas conferidas por la ley a las 
empresas de serviáos públicos, permiten tanto la 
imposición de sanciones como la terminación del 
contrato. En efecto, respecto de la primera- la im­
posición de sanciones- el articulo 142 de la Ley 
142 de 1994 dispone que para el restablecimiento 
del servicio por causa imputable al suscritor este 
deberá pagar todos los gastos de reinstalación o 
reconexión, y satisfacer las demás sanáones 

• 

~~d'.5'fw0\l\t,\,~[)om(-

previstas, todo de acuerdo a las condiciones uni­
formes del contrato; esto es, que la ley facultó de 
manera expresa a las empresas de servicios pú­
blicos para sancionar las violaciones al contrato 
de servicios públicos. Está facultad de imponer 
sanciones por parte de las "ESP" ha sido reconoci­
da por las Comisíones de Regulación de Agua Po­
table y Saneamiento Básico y de Regulación de 
Energfa y Gas en las Resoluciones 151 de 2001' y 
108 de 1997•, respectivamente. 

Ahora bien, condición ineludible para la impo­
sición de las sanciones por parte de las empresas 
de servicios públicos, es la observancia del debido 
proceso previsto en el articulo 29 de la C.P., dado 
que, como lo firmó la Corte Constitucional en sen-

lCO:-.sr.Jo DE F.sTADO.~l'lena de loC(lft1t1,<Ó)O()Ac!ow,,_,,,_ C".P c.,.,. Btancu- ,.,...,11<>, E•r<d><n'• S.701. Scpt,emi..e ~) de 19117. 

• .e) 1:1.n. 32 ("'r4imenrkdnt'<ho¡,r,,adopan io...-1<,. do IJ.< ~-1<'<111Sap3dln-ctammlr ... ., 1.a., sin.,....idodndcl 111 )l. •I ome'1<>rrr•• 
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)' r ... "\Unet11a d1cuJc-s P'>f dichu m,iw-• 
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tencia T· 1204 de 2001 !, , las empresa de servicios 
publicos deben observar con rigor en todas sus 
actuaciones las reglas del debido proceso admi· 
nistrativo. con mayor razón, si éste es 
sanáonatorio. En este mismo sentido ya se habfa 
pronunciado esta Oficina Jurídica en Concepto 
SSPO 20021300000882: 

Para la imposición de sanciones a los usuarios 
por parte de las empresas de servicios públi• 

cos, estás deben estar tipificadas de manera 
clara y expresa en el contrato de condiciones 
uniformes, al igual que el procedimiento para 
imponerlas, la simple remisión en el contrato a 
disposiciones que perdieron vigencia no tienen 
ningún efecto. ( ver anexo 3 de la Resolución 
CRA No. 151 de 2002). 

S CO'RTE ('0:li~lTVCIO~AL, ~lcn.:ta T f~(},I de 2001 ( ... )-J.J.l. La "1r1íron~1ón del ¡woccduniento d1spucs10 ck nuncn un1bleRI p11r \~ 

m,p~ romm:iah~ y dJs111buid<>nl de encrgfa acciONd.1.. pm-3 iinponer saii,;tones ~I "CLIE.'llTF' por el uso no aulonz:ido o fn,udulento de 

cncrgi:a. a,n el 1a10 del utiailo :?9 de la Cana y con los criterios jurisprudcnci3l~ expuestos por I• Cortr Consl1n.ciunal a=a del debido rrocc.o 
Ddmmi,uau,.-. rmn•~ ~mficar y C<)ll<luir • la Sala NO\•Cfta de Rcv1s1ón d• Tutelas dt la C..i,ponu;ion qu,: dicho ~1m1m10 no~ :idecua al prc,:q,to 

consti11.tc1"""I· confonnc po.<11 o pw11u-lhz:1rse": 

(. ) 
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1.i rcsolw:iU1'1 tncd~I• ta cual llah.-A lk in,poner ta SJJJC1ón al chcnté, o, par., SCf mis e,o~tos. re\olver sobre w ""onulw 1¡uc pudicrnn d.ir tup, a b 

11111"'''"00 de >ai><:tón. luq:o de: dti«bd:ls a 1r.1v~, de Is llamada "insp«c1ón d., sum1n1útos" (. ) 
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CONCEPTO SSPD OJ-2001•243 
TEMA: VOCALES DE CONTROL - Gratuidad del servicio, representaá6n de usuarios 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter• 
minar si es legal que una prestadora solicite a un 
representante de una Federacíón el poder para 
actuar en nombre de usuarios de los servicios pú· 
blicos domiciliarios, cuando presenta a nombre 
de estos derechos de petición. 

Igualmente, si es legal que una prestadora soli­
áte a un Comité de Control Soáal el poder para 
actuar en nombre de usuarios de los servicios pú• 
blicos domiciliarios, cuando presenta a nombre 
de estos derechos de petición. 

• 

Si se puede cobrar por parte de un Comité de 
Control Social la papelerla y gastos de oficina 
transcripción, secretaría, mensajería, arriendo. 
pago de los serviáos públicos de ofióna y demás 
para la elaboración de peticiones, quejas, recia· 
mos y recursos que soliciten los usuarios de los 
servióos públicos y que consecuenóas tiene dicha 
acción. 

Asf mismo, si es legal que la oficina del Comité 
de Control social y su vocal de control preste el 
servicio de asesoría a la comunidad usuaria gra­
tuitamente. pero cuando se trata de hacerle un 
recurso de reposiáón, petición, Mela, acáón de 
cumplimiento y demás cobre por los gastos en que 
incurre por hacerte una demanda o una petición. 

De otro lado, si es legal que una prestadora de 
energia cambie el estrato de un inmueble donde 
se instale una tienda o establecimiento de comer· 
cio que no ocupa mas del 20% del inmueble co­
brAndole el aporte correspondiente a estrato co­
mercial. 

En otro sentido, como se componen las juntas 
directivas de las empresas cuyo carácter es de 
una sociedad anónima y cómo las de las Oficiales. 

Previamente formula denuncia contra la 
prestadora ELECTRICARIBE por negarse a recibir 
20 derechos de petición suscritos por el y exigirle 
poderes autenticados de cada uno de los usua• 
• nos . 

1. Los vocales de control social y los repre­
sentantes de las federaciones no son 
mandatarios legales de los usuarios de tos 
servicios públicos. 

las vocales de control social de los servicios 
públicos no son mandatarios legales de los usua• 
rios de serviáos públicos para la presentación de 
peticiones queja y recursos originados en la eje­
cución del contrato de servicios públicos. 

Las funciones de los vocales de control soáal 
son las previstas en el articulo 64 de la Ley 142 de 
1994 y en el decreto 1429 de 1995. las cuales se 
refieren a labores de asesoría y de defensa gene­
ral de los derechos de los usuarios, más no les 
asignó la ley la labor de tramitadores de las recla­
maciones individuales de los usuarios. Una ínter· 
prefación en ese sentido desnaturalizaria la fun• 
ción no sólo de los vocales sino de los propios Co­
mités de Desarrollo y Control Social. 

Por otra parte, si está función no está atribuida 
a los vocales de control social, mucho menos pue­
den ejercerla los representantes de organizacio­
nes ajenas a los comités de desarrollo y control 
social. 

Si bien el Código Contencioso Administrativo 
en su artículo 5, en cuanto se refiere a las peticio­
nes verbales y escritas prescribe el contenido de 
éstas, debe entenderse •en los términos del arti­
culo 52 del mismo ordenamiento- que quienes 
actúen en calidad de apoderados deberán estar 
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debidamente constituidos, de confonnidad con las 
reglas de los artf culos 61 y ss del Código de Proce­
dimiento Civil y si se actúa como agente oficioso, 
esto es sin poder, deberán seguirse las reglas del 
articulo 47 del Código de Procedimiento Civil. 

De tal suerte, que si se pretende actuar a nom­
bre de terceros que no estén ausentes o sobre los 
cuales no recaiga impedimento para conferir 
mandato deberá obtenerse poder especial para 
el efecto o suscribir contrato de mandato de con­
formidad con lo norma do por el artlculo 65 del 
Código de Procedimiento Civil, el cual no requiere 
de más formalidades que la presentación perso­
nal ya sea ante notario, ante autoridad compe­
tente o en la misma entidad que recepcione la 
petición, queja o recurso. 

Además de las normas del Código de Procedi­
miento Civil deberá recordarse que de conformi­
dad con el articulo 2142 del C.C. el mandato es un 
contrato en que una persona conffa la gestión de 
uno o más negocios a otra, que se hace cargo de 
ellos por cuenta y ñesgo de la primera. La perso­
na que concede el encargo se llama comitente o 
mandante, y lo persono que lo acepto apoderado, 
procurador, y en general mandatario. En térmi­
nos de Planiol son elementos esenciales del man­
dato: "una parte que confiera el encargo y que se 
llama mandante o comitente; otra que acepta el 
encargo y que se llama en general mandatario; 
que el encargo verse sobre un negocio o negocios 
que interesen de algún modo al mandante, pue­
dan ser ejecutados legalmente por este y por el 
mandatario, sean reales o futuros y se relacionen 
con terceros". 1 

En consecuencia, quien pretenda presentar 
reclamaciones individuales a nombre de un ter­
cero debera acreditar su calidad de mandataño a 
través de un poder debidamente otorgado. 

l. El cumplimiento de las funciones de 
vocal de control es estrictamente gratuito. 

1 l'l."-'lt)l. Tr.L>d<, ck11.:nt.ú l{Wn" 11. nu.11. 2;'.32 
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De acuerdo con el articulo 13 del Decreto 1429 
del 25 de agosto de 1995, está expresamente pro­
hibido a los Vocales de Control: 

'( ... ) El Vocal de Control no podrd invocar su 
calidad para obtener benefiáo petsonal, ni 
actuar motivado, por intereses pollticos o aje­
nos o sus funciones, ni ef«tuar cabros a sus 
representados por realizar gestiones ante 
las autoridades prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios. 
«la contravención a esto prohibid6n dará lu­
gar a las co"espondientes sanciones de carác­
ter legal y será causo/ de remosión por parte 
del Comité'. 

De tal suerte, que el vocal de control está impe­
dido legalmente para cobrar cualquier tipo de 
gasto, sea este por honorarios, papelerla, gastos 
de oficina, etc. por cuanto la labor que cumple no 
tiene ánimo de lucro, ni permite que los costos 
que implique su labor sean remunerados. 

3. Cobro del servicio de energla a pequeños 
establecimientos comerciales o industriales 
conexos a los apartamentos o casas de 
habitación. 

La Comisión de Regulación de Energía y Gas 
Combustible expidió la Resolución CREG 108 de 
1997 que en su parágrafo pñmero permite un tra• 
tamiento especial para esta clase de locales 

Parágrafo 1°. Para efectos del servicio de ener­
gía eléctrica, podrán considerarse como resi­
denciales los pequeños establecimientos co­
merciales o industñales conexos a los aparta­
mentos o casas de habitación, cuya carga ins­
talada sea igual o inferior a tres (3) kilovatios, si 
el inmueble esté destinado, en más de un 500..b 
de su extensión, a fines residenciales. ( ... )» 

Esto es que un usuario con local comercial para 
ser catalogado como residencial debe dar cum-

• 

-------------------------- ~~-,dt~OIPlillicos~ 

plímiento a los dos requisitos sei'tafados en el pa­
rágraf o trascrito. 

De modo que, la prestadora podrá cambiar a 
un usuario residencial de las caraderlsticas des­
critas a comercial si la carga instalada es superior 
a 3 kilovatios, asl el porcentaje de destinación del 
inmueble sea inferior al 50% de la total exten­
sión .. 

4. Conformación de juntas directivas de las 
empresas oficiales. 

El articulo 27 de la Ley 142 de 1994 estableció 
las regf as para la participaáón de las entidades 
públicas en empresas de servíáos públicos domi­
ciliaños. En lo atinente a la conf ormarión de jun­
tas directivas de las empresas ofiáales1 del orden 
municipal, el numeral 6 del articulo 27 citado dís­
puso que una tercera parte de dichas juntas debe­
rfan estar integradas por los vocales de control 
registrados por los Comités de Desarrollo V Con­
trol Social. 

Esta disposición es un daro desarroUo del arti­
culo 369 de la Constitución Política que prevé que 
la ley determinará la participación de los usuarios 
en la gestión de las empresas estatales que pres­
ten tales servicios, y sólo sobre tales empresas.J 
De manera que el numeral 6° del articulo 27 ~ 

2 Cf,. ú,· 1,1 di IW,, ort. 1,s 

do es aplicable única y exdusivamente a las em­
presas estatales del orden municipal. Esto signifi­
ca que la propia Constitución Política quiso some­
ter a las empresas estatales a un régimen espe­
cial de gestión con participación ciudadana del 
cual quedaron excluidas las empresas mixtas y 
privadas. 

Si la empresa que áta el peticionario tuviera 
actualmente el 100% de capital público es 
predicable la participación de los vocales de con­
trol en la junta dirediva. 

A manera de ejemplo, si una junta directiva de 
una empresa oficial está compuesta por 7 miem­
bros, la tercera parte será: 7 /3 ""2.3333 3, de modo 
que para cumplir la norma legal bastar~ que se 
designen dos de los vocales de control. 

5. En relación con la denuncia. 

En cuanto se observó que ni la Federación que 
representa el peticionario, ni los vocales de con­
trol pueden representar o apoderar a usuarios de 
los servicios públicos domiciliarios, por Jo que la 
acttJación de la prestadora en relación con solici­
tar al peticionario aportara el poder respectivo, 
se encuentra ajustada a la ley y no esta coartando 
el derecho de petición, por lo que se considera no 
se hace necesario abrir investigación alguna. 

J A ut~ rts¡«lo ti p,,,fc:so, /",,l«ia1 .\ftjía ><»t~ '1W •0t acwnlo con el ankulo 369 de t. C0&11hlción Pollbca. lr.lDSCnlO ilrás.. la L..ey ~be 

in¡;luir en el rtgimcn de 1<'6 !oef\'ÍCÍ<IO públ,cos ~ ~•f'KiM de los usuart<>s CD I• "Jfflioo y ft""1'™1on •• i..s cmprev..• es1aral=, qw: PfC$1en 

el KMCoo. Es el ~ cnt- y no - auioo~ quienes tienm la ~~ de dttlmr ~ m.1lcná. Pero. a.dtnúo, del anlculo 369 5e 

~• qw la (.'orw,rucim <>!Ngl • los usuario,, rcsre:10 de bles emiv-. y wlo ~10 dt cll:u.. dem:bas llp1toa.dtlpnip1C1oV.ur~ romo son 

los de • ses1i6n y fik:4li1ación•. En tf~ e1 claro que ,.J¡;uno1 de k~ g~IDR!$ 6r una ern~ pucdffl n" ser pro¡oicl.>nos de la m,smo. y olnr pot 

nund.llo o ffl ,,miJ o cri v,nud de oomnt.>: Taln ~ no 1,enrn ~ho I peruci,- c:n la 1,:es116n. gestionan solo m 14 mahda en q~ llCDffl 

derccÑl a ~l1P1W. Lo nowtlc, por eso. cn el enlcu!o 36'1 ron'1slc en lll p,,Jtb1hd.ld ~ que l<>S ,..ua,;.,._ por el sólo hecho de 'IO' tale,., p.ut1cii;,en 

ffl b Jl'>lioo de cm~ de sen iéi~ públicos es13Yln. El l~•bdor pl.l<'dt t111hr.,r mucha> ,_, de h.,a:s- .r ... 1 .. m ,, .. ckm;llos dr 105 I.IMWIOII 

4 fQZ!kipu en la l!O:SII...., de los em.,._ ~tal:11~ q~ rre,im ~r,¡1c10. pilbltWt Pf!fo m lodo•- La I•) no oumrhna con el mmdalo con,tiw.:1unal 

11. ~ de<anullar el .nk1.11<1 J.69, dun ~l "'mrio solo 1:ss f.xulbd<-, que S(QI 1ip1c.u cid chcQk ok ™ etnl"'C'4, e, ckcor. de q1.11ffl ,:onlrat:I cun ella. 

con la p,n~I••~ del lctttm y no dd rmr1owio ( An. 3611. inct!<> pnmero llt la t'onst1n.o:1ón ). N, el l,¡¡•~lador. n, 111ng1111.1 ~ autondsd roJ:án 

pmscnl>tr, por ,;,)mplCIO, la JW'tCIJ""Clón Je, loo IL'l<V>ll• ole w ffll~ ~l&Wrs" P.iU( 'IUS ,',fl'J/,4, 1/ug.>. El 0.,,.-.;/lv dt• I~ ·~l'VICt<AI ,,,.1,J,ru,, 

Dt-lnho Hgtn1~. Bocatoi /999. f'Ol.., 64 y 6.5. 
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CONCEPTO SSP-OJ-2003-184 
TEMA: SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE ENERGIA POR NO PAGO DEL IMPUESTO 

DE ALUMBRO PÚBLICO 

Se basa la consulta objeto de estudio en deter­
minar el alcance de la Circular Externa SSP 03 de 
2003 en concordancia con la Sentencia C-035 de 
2003, en lo relacionado con el contenido de las 
facturas. tratándose de los servicios públicos de 
energf a eléctrica y de alumbrado público, cuya 
facturación y pago es de manera conjunta. 

la Superintendencia de Servicios Públicos ex­
pidió la Circular Externa 03 de 2003, 1 con el fin de 
precisar el contenido de las f aduras de servicios 
públicos, de la siguiente manera: 

·con base en lo dispuesto por los artfculos 146, 
148 y 14.9 de la Ley 142 de 1994 esta 
Superintendencia de Servicios Públicos Domi­
ciliarios a través de su oficina jurídica ha seña­
lado que el contenido de la factura está delimi­
tado a la causa de la obligación allí expresada. 
de manera gue sólo podrá cobrarse el valor del 
consumo de los servicios públicos domiciliarios 
y de los servicios inherentes a estos. (Concepto 
SSPD 2001130000005). 

Asimismo, esta entidad ha interpretado que m 
factura de servicios públicos domiciliarios es el 
medía idóneo para cobrar los tributos que gra­
ven el serviáo que se P.resta cuando éste haya 
sido definido como hecho generador.( Concepto 
SSPD 20021100000002) 

finalmente, este criterio restrictivo no es óbice 
para que en fonna separada, como por ejem­
plo a manera de desprendible. se cobren otros 
conceptos siempre y cuando se pueda mate­
rialmente separar del contenido de las factu­
ras aquellos ltems que sean ajenos a ellas. de 
manera que el usuario final tenga en claro cuá-

1 l><:I ~• de f<b,cn• dr 21'103 
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tes conceptos se desprenden de la prestación 
del servicio y cuáles no, para que no haya duda 
alguna sobre la aplicación del régimen de los 
servicios públicos domiciliarios exclusivamente 
para los primeros eventos." (subrayas nuestros) 

De lo expuesto se conduye que Jo facturo de 
servidos públicos es el medio idóneo paro efec­
tuar el cobro del servido de energla eléctrica y de 
alumbrado público, al ser este último considerado 
como un servicio consubstancial al servido públi­
co de energlo de eléctrico, según lo manifestado 
por lo Corte Constitucional en Sentenáo C-OJS de 
2001, en los siguientes términos: 

"Si bien el alumbrado público no es de carácter 
domiciliario, la Corte encuentra que la 
conexidad que lo liga al serviáo público domi­
ciliario de energf a eléctrica es evidente, toda 
vez que las actividades complementarias de 
éste son inescindibles de aquél, de suerte tal 
que varia simplemente la destinación de la 
energía. En efecto, mientras que en el servicio 
público de energía eléctrica ésta llega al domi­
cilio, en el alumbrado público tiene como desti­
no final las vfas y espacios públicos del munici­
pio. Sin embargo, para que ambos efectos se 
produzcan no sólo son igualmente necesarias 
sino que se ejecutan y comparten las mismas 
actividades de generación, transmisión, inter­
conexión y distribución de energf a. En este sen­
tido es de obseivar cómo, en la venta de ener­
gía que hace la empresa distribuidora o 
comercializadora al muniápio, a fin de prestar 
el servicio de alumbrado público, está impllcita 
la actividad complementaria de distribución Y 
comercialización de energfa eléctrica. 

• 

De este modo, es daro que el alumbrado públi­
co constituye un servicio consubstancial al ser­
vicio público domiciliario de energla eléctrica, 
convirtiéndose asf en especie de este último. 
No en vano se denomina servicio de energla 
eléctrica con destino al alumbrado publico, 
sin perjuicio de las marcadas diferencias entre 
uno y otro, especialmente en relación con los 
usuarios y las figuras contractuales a través de 
las cuales se prestan ambos servicios públicos/ 
a más de la destinación de los mismos, como se 
vio anteriormente." 

En consecuencia, los se,víóos de energla eléc­
bica y alumbrado público deben ser facturados y 
pagados conjuntamente, como lo ha precisado 
esta Superintendencia mediante Circular Externa 
06 de 2003, la cual reitera el criterio expuesto por 
el Consejo de Estado sobre el punto, v que fuera 
citado por la Corte Constituáonal en Sentencia C-
035 de 2003, de la siguiente manera: 

"(. .. ) es doro que el cobro y el pago del servíáo 
de alumbrado público queda sujeto o lo previs­
to en la Ley 142 de 1994, en reladón con lo 
focturad6n y el pago del servido de energla; 
por esto rozón se conduye gue tomRQCo puede 
la emJ}resa recibir el pago del sefllÍdo de altJm: 
brado público independientemente del pago 
del serviáo de energía.~ 

De esta manera, en la factura de se,víóos p~ 
blicos la empresa prestadora debe discriminar el 

~ ... ~Sev,(o,;~~~ 

valor correspondiente al consumo del servicio 
ptlblico de energla eléctrica del valor correspon­
diente al servicio de alumbrado público. A su vez, 
la empresa deberá recibir el pago de estos dos 
servicios conjuntamente. 

Sobre el particular, el Consejo de Estado en 
sentencia de la Sala de lo Contencioso Adminis­
trativo, Sección Tercera. Sentencia del 20 de mayo 
de 2002. Exp. 1319. C.P. Alier Eduardo Hemández 
Enrf quez. precisó lo siguiente: 

"Asf las cosas, considera la Sala que la entidad 
no ha incumplido las normas átadas al exigir el 
pago del servicio de energfa para aceptar el 
pago de aseo y alumbrado público, pues como 
se explicó, la obligación de efectuar el pago 
conjunto de dichos servidos la establece la ley. 
y eUo enruentra explicación en la necesidad de 
garantizar el efectivo pago de servicios que, 
gimo el aseo y el alumbrado. benefician_a to­
dos los ciudadanos. pero su goce no pued~ es­
tar suseg,ndído individualmente a cada uno de 
m usuarios." 

En conclusión, el usuario que solo pague el ser­
vicio de energla eléctrica y no pague el servicio de 
alumbrado público configurará una causal de sus­
pensión del servicio, cual es: "la f olto de pago por 
el término que fije lo entidad prestadora, sin exce­
der en todo coso de dos (2) periodos de foctura­
dón en eJ evento en que ésto sea bimestral y de 
tres (J) periodos cuando seo mensual"• 

2 El de mcrgi.1 cl~lric.a c:s un Cl•tn.to de tenxtn'I plibho.tt -,-,,;J(Jn,w. ('(.W&'ruu.J C',. •if'tud dd r.,,.J ,,na ~'"P~'ª Jr """'r.·w., ¡qjMu.v., .',,i r,-nta 

a "" w....,io " ,...,¡.., J< ""f"WÍO..,, Ji"'"' dr ...-, .. ., nt1p,Joo,,,..-, ,¡~ Ju, ,.,1c, ckf111ul.J.• P"' rila puru ~''"""'"'' u ,..,,. ""' w....tru ,.., 

,1,,,.,,,,,....w,-, en lttmu,,-.. .kl "1ri.:,,I(, 12~ de IJI Ley 14~ de 1~. l\v ,u ram. el dt J!umbndo pú1'1h.-o ~ 1111 wnlnln donde pn-dom11U1 b hlifflad 

de COl>d.;100(< fiJ>d:is de n,..mcr> -1.iJun~ 1'11~ 1.1.t JW1CS. 

3 Con<c¡(I do: L,u&,. S;¡la~ le, C-,'ll\1cn.:,...,,Adm1n1stn1,,<>. Se«,.-... T~ Stntrn<•• dtl :?O ,k m:zyodt :?11112 E,p. 1)1'> (. I' Al,« l::du.nlo 

11,mand<, Enrique, 

4 Lty 1-1! de IY<M. :<111.:uh:r 1-10. m,."'1f1c.ado I''" la Ley 6-~" dt 21101, utloeulo I O 
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CONCEPTO SSPD-Ol-2003-523 
TEMA: SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE ASEO- Sólo se puede suspender por razones de 

fuerza mayor o caso fortuito 

Se baso la consulta objeto de estudio en deter­
minar si de conformidad con los artículos 140 y 
141 de lo Ley 142 de 1994 y en aplicación del De­
aeto 1713 de 2002 las "E.S.P." que prestan el ser­
vido de aseo pueden suspender el servido a los 
usuarios morosos. 

Las siguientes consideraciones se formularán 
con el alcance previsto en el articulo 25 del e.CA 

De conformidad con el numeral 2.3 articulo 2° 
de la ley 142 de 1994, una de las finalidades de la 
intervención del Estado en los servicios públicos 
es velar por la prestación continua e ininterrumpi­
da de los servicios públicos, finalidad que se origi­
na entre otras razones por el carácter de esencia­
les que les asignó el articulo 4° ibídem. 

Esa característica de esencialidad de los servi­
áos públicos comporta que, según el artf culo 136 
de la ley 142 de 1994, la obligación principal de la 
empresa en el contrato servicios públicos sea la 
prestación continua. 

Conforme a lo señalado, para todos los servi­
cios públicos domiciliarios de que trata la Ley 142 
de 1994 la continuidad en su prestación tiene su 
base en la esencialidad del servicio; para el caso 
particular del servicio de aseo, et articulo 112 del 
Decreto 1713 de 20021 , el cual subrogó el articulo 
89 del Decreto 605 de 1996, la continuidad del 
servicio no tiene como base únicamente la razón 
de que sea esencial, sino que se apoya en motivos 
de salubridad pública y de polltica ambiental. 

En ese sentido, no se observa ninguna contra­
dicóón entre el articulo 140 de la Ley 142 de 1994 

y el articulo 112 del Decreto 1713 de 2002, como 
tampoco se evidencia contradicción al disponer 
~ste último que salvo fuerza mayor o caso fortuito 
las empresas de aseo no pueden suspender el ser• 
vicio de manera temporal o definitiva, pues est~ 
última preceptiva sólo reglamenta uno de los ser­
vicios públicos que regula la Ley 142 de 1994. la 
naturaleza misma del serviáo de aseo hace que 
éste, en punto del tema de la suspensión, se apar­
te de otros servicios (energía, agua potable, gas) 
en los cuales su no prestación por causa imputa­
ble al usuario no afecta a los demás miembros de 
la comunidad. 

Por otra parte, debe advertirse que el inciso 
final del artfculo 140 de la ley 142 de 1994 prevé 
que haya o no suspensión del servicio, la empresa 
puede ejercer los demás derechos que las leyes y 
el contrato le conceden en caso de incumplimien· 
to. En el caso del aseo, la no suspensión por razo­
nes de orden sanitaño y ambiental no impide que 
la empresa pueda ejercer acciones que le penni­
tan efectuar el cobro del servicio, como por ejem· 
plo, el cobro ejecutivo ante la juñsdicción ordina­
ria o la jurisdicción coactiva por parte de las em· 
presas industriales y comerciales del Estado 
prestadoras de servicios públicos (art. 130 de la 
Ley 142 de 1994). 

Finalmente, por las caracterf sticas en la presta­
ción del servicio de aseo, pareciera que su sus· 
pensión no fuera posible sin necesidad de que el 
Decreto 1713 de 2002 lo dijera, salvo en el caso de 
grandes usuarios, cuya producción de basura es 
factible identificar de manera plena. En otras pa· 
labras, si el servicio de aseo por su misma natura­
leza excluye su suspensión, la prohibición del De-

1 Ankulo 112. C.'ont,nw(bd del i.cn-1cio. LM l"CN>=• p=tadoras del :servicio púbhco de ase<' dtben f!araJl117.31' la continuidad en la ~to1:ión del 

• . . . 6 . ..,.,.rá suspender defíní1i,-a _..it,<> fll>r.l l'RScnar fu salud pilblíca y el hien~w- colectivo de lo~ usu.tri~ )'evitarlos ncsgl)l, por con1anunac1 n > no r-

o tcmpon\tncnlc el t<ero-1~10, .a\.-u cll:llrdo cl(\st.'ln rv.one• de fuct7.a mayor o caso fonuito. 
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creto 1713 resulta más apropiada para contratos 
con cláusulas especiales como grandes product~ 
res, o entre empresas de recolección y las que 
prestan el servido de disposición final. 

En lo referente a que si el propietario del in­
mueble se puede exonerar en el pago del servicio 
de aseo, alegando fuerza mayor o caso fortuito 
por cuanto quien ususfructó el servicio era un 
invasor, es preciso recordar que no existe exone-

• 

• 

';i.()mil~IC .. dt 'ifMcos Pubiro§ Oon111 N-

radón en el pago de los servicios públicos para 
ninguna persona natural o jurídica (Artfculo 99.9 
de la Ley 142 de 1994), de suerte que no procede 
la exoneración que usted manifiesta. 

En condusión, el rompimiento de la solidaridad 
que regula el parágrafo del articulo 130 de la ley 
142 de 1994 no opera respecto del servicio de aseo 
dada su imposibilidad de suspensión por parte de 
fas empresas . 
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--------------------- Supenntendencia deServicos PublirosDom1ciliarios 

SENTENCIA C-741/03 

Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 
Bogotá, D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil dos (2003). 
Referencia: expediente D-4405 
Demandante: Silvia Ruiz Grisales 
Demanda de inconstitucionalidad contra los artfculos 15 (parcial) y 17 (parcial) de la Ley 142 de 
1994 

la Sala Plena de la Corte Constitucional, en 
cumplimiento de sus atribuciones constituciona­
les y de los requisitos y de los trámites estableci­
dos en el decreto 2067 de 1991, ha proferido la 

• • s1gu1ente, 
• 

SENTENCIA 

( ... ) 

5.4.4. Restringir la posibilidad de participación 
de las ''organizaciones autorizadas" a un ámbito 
territorial específico no es un medio efectivamen­
te conducente para lograr los fines propuestos 

Según el demandante, la limitación del ámbito 
territorial en el cual pueden participar las "orga­
nizaciones autorizadas" en la prestación de servi­
cios públicos, constituye una medida que no resul­
ta efectivamente conducente para asegurar ni su 
eficiencia ni su continuidad, pues la naturaleza de 
la empresa prestadora no tiene como consecuen­
cia necesaria una prestación eficiente. Como sus­
tento de su afirmación cita casos exitosos de "or­
ganizaciones autorizadas" que prestan el servicio 
de aseo, así como ejemplos de fracaso en la pres­
tación de servicios públicos a cargo de sociedades 
por acciones. Por su parte los intervinientes seña­
lan que no se trata de una medida discriminatoria, 
sino de un medio adecuado para asegurar la cali­
dad en la prestación y la continuidad del servicio 
en municipios rurales y en zonas marginadas. 

Observa la Corte que si bien el legislador pue­
de legítimamente regular las condiciones para la 
prestación de los servicios públicos teniendo en 
cuenta las condiciones geográficas, sociales, eco­
nómicas y tecnológicas requeridas, la restricción 
del ámbito territorial para la participación de "or­
ganizaciones autorizadas" no resulta efectivamen­
te conducente para tales fines. 

En efecto, si una organización solidaria puede 
prestar eficientemente servicios públicos en mu­
nicipios menores, en zonas rurales o en zonas ur­
banas específicas donde, como lo afirma alguno 
de los intervinientes, el control del Estado es más 
débil, no parece razonable que a esas mismas or­
ganizaciones se les impida, a priori, participar en 
la prestación de servicios públicos en municipios 
con condiciones diferentes a las indicadas en el 
artículo 15.4 de la Ley 142 de 1994. 

La norma acusada es efectivamente conducen­
te al fin de ampliar la cobertura de los servicios 
públicos facilitando que uorganizaciones autori­
zadas" presenten tales servicios en zonas o áreas 
donde probablemente no llegarían otros 
prestadores de estos servicios. Por eso, no proce­
de declarar su inexequibilidad. 

Sin embargo, la restricción no es efectivamen­
te conducente para alcanzar otros fines impor­
tantes. Asf, la calidad de un servicio y la eficiencia 
en su prestación no se asegura creando barreras 
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de entrada infranqueables para las "organizacio­
nes autorizadas". Al contrario, dentro de la visión 
que inspiró a la ley 142 de 1994 esta calidad y 
eficiencia se logra cuando se dan condiciones que 
permiten confiar la prestación del servicio a la 
mejor propuesta dentro de la mayor diversidad 
de ofertas. Adicionalmente, excluir de manera 
absoluta con un criterio de orden territorial a las 
"organizaciones autorizadas" podria llegar a ser 
contraproducente para el logro de los fines men­
cionados cuando tales organizaciones est~n en 
capacidad de prestar el servicio en mejores con­
diciones de calidad y eficiencia o de relación en­
tre la calidad y el costo. Esto nunca se podrá real­
mente saber si a tales "organizaciones autoriza­
das· se les niega la posibilidad de competir con 
otros prestadores de serviáos públicos en munici­
pios que no sean menores, en zonas urbanas o en 
areas de ciudades que no pertenezcan a los estra­
tos 1 y2. 

Esto conduce a la Corte a condicionar la 
exequibilidad del numeral 15.4 del articulo 15 de 
la Ley 142 de 1994 parcialmente acusado a que 
tales organizaciones también podrán competir en 
otras zonas y fireas, es decir, en cualquier lugar 
del territorio nacional. No le corresponde a la Corte 
indicar las condiciones en que éstas podrán parti­
cipar en dicha competencia puesto que la fijación 
del régimen de la prestación de los servicios públi­
cos ha sido atribuida al legislador y es éste, por lo 
tanto, el que señala las condiciones en que pue­
den hacerlo. Éstas deben respetar el mandato 
constitucional segun el cual el Estado, no solo el 
legislador, promoverá las condiciones para que la 
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igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas 
en favor de grupos discriminados o marginados 
(articulo 13, inciso 2, C.P.), sin que ello implique 
desconocer los otros parámetros constitucionales 
que protegen los derechos de los usuarios de los 
servicios públicos y garantizan el cumplimiento de 
los fines sociales del Estado. 

IX. DEOSION 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucio­
nal de la República de Colombia, administrando 
justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE 

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión 
"en municipios menores, en zonas rurales y 
en áreas o zonas urbanas especificas" conte­
nida en el numeral 15.4, del articulo 15 de la Ley 
142 de 1994 en el entendido de que tales organi­
zaciones también podrán competir en otras zo­
nas y áreas siempre que cumplan las condiciones 
establecidas en la ley. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la expresión 
"son sociedades por acciones" contenida en el 
inciso primero del articulo 17 de la Ley 142 de 1994. 

Notifíquese, comunlquese, publfquese, insérte­
se en la Gaceta de la Corte Constitucional y 
archfvese el expediente. 

• ..,~ .. dfo~,s l'WcOI DomirJ.lf'C)S 

SENTENCIA C-1064/03 

Magistrado Ponente: Dr. ALFREDO BELTRAN SIERRA. 
Bogo~, D. C., once (11) de noviembre de dos mil tres (2003). 
Actores : Jorge Mario Rivadeneira Mora. 
Referencia: expediente 0-4712 
Demanda de inconstitucionalidad parcial contra el artfculo 684 del Código de Procedimiento Civil 

( ... ) 
SENTENOA 

( ... ) 
VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS. 

l. Competen,ia. 
. 

En virtud de lo dispuesto por el artf culo 241, 
numeral 4, de la Constitución, la Corte Constitu­
cional es competente para conocer de esta de­
manda, pues, el articulo acusado es de carácter 
legal. 

2. lo que se debate. 

2.1 El actor considera que el numeral segundo 
del articulo 684 del Código de Procedimiento Civil 
viola los artfculos 1, 2, 13, 63 y 365 de la Constitu­
ción por las siguientes razones: los artfculos 1, 2 y 
365 de la Carta consagran que en el Estado Social 
de Derecho son fines esenciales del mismo asegu­
rar que todos los habitantes del territorio naóonal 
tengan acceso a los servicios públicos, sin embar­
go, la disposición acusada permite que los bienes 
destinados a un servióo público, que es prestado 
por un particular, puedan ser embargados, sin te­
ner en cuenta las consecuencias de suspensión 
que se derivan de esta situación para los usuarios 
del servicio. Hay además, violación del principio 
de igualdad, pues el embargo de estos bienes está 
prohibido en la misma norma cuando la presta­
ción del servicio la realiza una entidad del Estado. 
El legislador al establecer esta díf erencia, atendió 
la naturaleza del prestador del servicio y no la 
destinación de los bienes y les dio un tratamiento 

jurídico distinto a los bienes de dos personas en­
cargadas de la misma labor. Desconociéndose de 
contera, el artfculo 63 de la Carta. • 

Hay que hacer la siguiente observación: aun­
que el actor menáonó que la norma acusada vio­
laba también otros artfculos de la Carta, al expo­
ner el concepto de violación se centró en lo aquí 
esbozado. 

2.2 Quienes intervinieron en este proceso y el 
señor Procurador consideraron que la disposición 
no viola las normas constitucionales que señala el 
demandante, y pidieron a la Corte declarar la 
exequibílídad del precepto acusado. A sus argu­
mentos se acudirá en el momento pertinente del 
examen, pues la Sala acogerá muchos de éstos en 
esta decisión. 

2.3 En el presente análisis se examinará lo di­
cho por la Corte sobre la f acuitad de configura­
ción normativa del legislador, referida al articulo 
63 de la Carta. A partir de allí se examinarán los 
cargos contra el articulo 63 mencionado, con el 
fin de determinar si, como lo afirma el actor, la 
disposición acusada violó este artículo al no ex­
tender el principio de inembargabilidad a los bie­
nes destinados al servicio público prestado por 
particulares como ocurre cuando esta función la 
realizan entidades públicas. Además, se analiza­
rán los cargos por las presuntas violaciones al prin­
cipio de igualdad y del Estado socíal de derecho 
en relación con la prestación de !tervícios públi­
cos. 
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3. Umltes a la facultad de ~o~fi~raci~n del le­
gislador para extender el pnoop10 de inembar­
gabilidad a los demás _bienes_ de q~e tra~ e~ arti­
culo 63 de la constituaón. Reiteraaón de 1unspru-

dencia 

Para avocar la acusación de si el legislador vio­
ló la Constitución al no extender la inembar• 
gabilidad a los bienes destinados al se~cio públi­
co prestado por partirulares, debe aludirse al con­
tenido del artículo 63 de la Constituóón, que esta· 
blece el principio de inembargabilidad en rela­
ción con los bienes de uso público y, a su vez, fa-

• culta al legislador para ampliar esta prerrogativa 
a otros bienes. Dice la norma: 

"Articulo 63.-Los bienes de uso público, los par­
ques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio 
arqueológico de la Nación y los demás bienes que 
determine la Ley, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables1>. (se subraya) 

Como el problema que aquí se plantea no radi­
ca en poner en tela de juicio la inembargabilidad 
de los bienes destinados al servicio público, cuan­
do este servicio es prestado por entidades públi­
cas, sino por qué el legislador no hizo extensiva tal 
inembargabílidad cuando el servicio es prestado 
por particulares, la Sala no se detendrá a exami· 
nar el concepto de inembargabilidad en si mismo . ' sino que se remitir~ a lo dicho por la Corte en 
otras oportunidades, en espeáal, a la sentencia c-
793 de 2002, MP., doctor Jaime Córdoba Trivíño 
que desanolló amplíamente la jurisprudencia e~ 
el punto qu_e denominó ·La regla Y la excepción 
frente a la inembargabilidad de los recursos del 
P!esupuesto publico. La jurisprudencia constitu­
oonal.. Lo dicho allí, ahora se reitera. 

Lo propio ocurre con el tema con la f acuitad 
del legislador de extender esta inembargabilidad 
a otros bienes. La jurisprudencia ha señalado al­
gunos criterios que este debe tomar en cuenta al 
momento de extender el número de bienes que 
son susceptibles de entrar a ta lista de inembar-
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gables. La sentencia C-354 de 1997 señaló estos 
criterios enmarcados en los principios, valores y 
derechos garantizados por la Constitución, asl: :ti 
principio del reconocimiento de la dignidad hu­
mana. la vigencia y efectividad de los derecho~ 
constitucionales fundamentales de las personas, 
el principio de la seguridadjurldica. et derecho Á 
ta propiedad. el acceso a la iusticia como medio 
para lograr la protección de sus derechos viola­
dos o desconocidos por el Estado. y la necesidad 
de asegurar la vigencia de un orden iustq," En lo 
pertinente, dijo esta providencia: 

Corresponde en consecuencia a la ley detenni­
nar cuales son «los demAs bienes» que son 
inembargables, es decir, aquéllos que no constitu­
yen prenda de garantía general de tos acreedo­
res y que por lo tanto no pueden ser sometidos a 
medidas ejecutivas de embargo y secuestro cuan­
do se adelante proceso de ejecución contra el Es­
tado. Pero el legislador, si bien posee la libertad 
para configurar la norma jurf dica y tiene, por con­
siguiente, una potestad discrecional, no por ello 
puede actuar de modo arbitrario, porque tiene 
como límites los preceptos de la Constitución, que 
reconocen principios, valores y derechos. En tal 
virtud. debe atender a límites tales como: el prin­
ápio del reconocimiento de la dignidad humana, 
la vigencia y efectividad de los derechos constitu­
cionales fundamentales de las personas. el princi­
pio de la seguridad jurídica. el derecho a la pro.­
piedad. el acceso a la justicia como medio para 
lograr la protección de sus derechos violados o 
desconocidos por el Estado. y la necesidad de as~ 
gurar la vigencia de un orden ¡usto. Es decir, que 
al diseñar las respectivas normas el legislador debe 
buscar una conciliación o armonización de intere­
ses contrapuestos: los generales del Estado ten­
dientes a asegurar la intangibilidad de sus bienes 
Y recursos y los particulares y concretos de las 
personas, reconocidos y protegidos constitucional­
mente. 

Es por ello, que la Corte en las referidas sen~e~­
cias ha sostenido reiteradamente que el principio 
de inembargabilidad sufre una excepción cuaodo 

se trate de créditos laborales, cuya satisfacción es 
necesaria para realizar el principio de la dignidad 
humana y hacer efectivo el ejercicio del derecho 
fundamental al trabajo en condiciones justas y dig­
nas. (sentencia C-354 de 1997, MP., doctor Anto­
nio Barrera Carbonell) (se subraya) 

Desde esta perspectiva, se analizar~ si el legi~ 
lador al no extender el principio de 
inembargabilidad tantas veces menóonado, incu­
rrió en las violaciones acusadas. Para tal efecto, 
hay que remitirse al contenido de lo acusado. 

4. Cargo por presunta violadón del articulo 
63 de la Constitución, por no extender la 
inembargabilidad a los bienes destinados al 
servicio público y renta Uquida cuando la 
prestación del servicio público. la realiza un 
particular. Contenido de la norma acusada. 

En armonfa con el artículo 63 de la Constitu­
ción, el legislador dentro de la competenáa de 
configuración normativa, en el articulo 684 en el 
numeral segundo acusado, señaló lo siguiente: 

..... no podrán embargarse: 

2. Los destinados a un serviáo publico cuando 
éste se preste directamente poc un departamen­
to, una intendencia, una comisaría. un distrito es­
pecial, un munic.i!>io o un establecimiento públicoJ 
o por medio de concesionario de éstos: pero es 
embargable hasta la tercera parte de los ingresos 
del respectivo serviáo, sin que el total de embar­
gos que se decreten exceda de dicho porcentaje. 

Cuando el servicio lo presten particulares, po­
drán embargarse los bienes destinados a él, asf 
como la renta líquida que produzcan, y el secues­
tro se practicará como el de empresas industriales. 

Oo subrayado son las partes acusadas) 

Del contenido de esta norma se observa que el 
legislador distinguió cada situación y determinó 
cuando procedfa el embargo y cuando no, asl: 

~ di! Sffi.>((11 P\A)l,r,~Oonw'-->! 

1°.· Son inembargables los bienes destinados a 
un servicio público "cuando éste se preste dírecta­
mente por un departamento, una intendencia, una 
comisaria, un distrito especial, un municipio o un 
establecimiento público, o por medio de conce­
sionario de éstos." Es decir, cuando el servicio se 
presta a través de una entidad estatal. 

2°.- Es embargable, para las entidades públi­
cas que prestan el servicio público "hasta la terce­
ra parte de los ingresos del respectivo servicio, sin 
que el total de embargos que se decreten exceda 
de dicho porcentaje". Es decir, aún para las enti­
dades estatales prestadoras del servicio público, 
está previsto que se puede embargar hasta la ter­
cera parte de los ingresos del servicio. 

3°.- Son embargables los bienes destinados al 
serviáo público prestado por particulares y la ren­
ta lfquida que produzcan, en los siguientes térmi­
nos: "el servicio lo presten particulares, podrán 
embargarse los bienes destinados a él, asl como 
la renta líquida que produzcan, y el secuestro se 
practicara como el de empresas industriales." 

Fácil es comprobar, entonces, que legislador 
ejerció la f acuitad constitucional en esta materia 
en fonna completa y rigurosa. Si bien el criterio 
que adoptó para establecer o no la 
embargabilidad de los bienes destinados a un ser­
vicio público se hizo atendiendo primordialmente 
a la naturaleza pública o privada del prestador 
del servicio, criterio que tanto reprocha el actor, 
no obstante, también consagró la embargabilidad 
de una parte de los ingresos del servicio público 
prestado por entidades públicas. 

Es además, evidente la intención del legislador 
de respetar la regla general de la embargabilidad, 
que se manifiesta en que los bienes del obligado 
son la garantía del acreedor y que, en tal virtud, 
puede perseguirlos para lograr la satísf acción de 
sus acreencias. De alll que la Constitución y la ley 
hayan sido cuidadosas al momento de fijar cuáles 
bienes pueden sustraerse de ser objeto de la me­
dida cautelar de embargo. 
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Estas premisas conducen a concluir que en el 
caso bajo estudio no hay violación del articulo 63 
de la Carta, porque el legislador no extendió la 
inembargabilidad de los bienes destinados al ser­
vicio público cuando es prestado por particulares, 
como lo acusa el actor. Por el contrario, para la 
Corte, el legislador realizó las distinciones sobre 
cuáles bienes, ingresos y rentas son embargables 
y cuáles no, dentro del marco constitucional. Aten­
dió la naturaleza del prestador del seivido, públi­
co o particular, para tal decisión, pero, es más, la 
sola naturaleza pública del prestador no fue obs­
táculo para que el legislador permitiera el embar­
go de una parte de tos ingresos del seivicio, asl el 
serviáo sea prestado por una entidad pública. 

De otra parte, la norma acusada se enmarca, 
además del articulo 63 mencionado, en la dáusu­
la general de competencia del legislador, conte­
nida en et articulo 150 de la Carta, que lleva consi­
go la libertad de configuración normativa. Liber­
tad que expresa tanto en la discrecionalidad para 
la expedición de las normas como para su modifi­
cación o derogatoria. En consecuencia, el Con­
greso podrla establecer una disposición como la 
que pretende el demandante : que los bienes des­
tinados a un servicio público y la renta líquida que 
produzcan sean declarados inembargables, si en­
cuentra razones constitucionales para hacerlo y 
fija las condiciones para que una medida así no se 
convierta en una patente de corso para que parti­
culares prestadores de serviáos públicos se sus­
traigan del cumplimiento de sus obligaciones con 
los acreedores. 

Por lo anterior, el cargo de la presunta viola­
áón del artírulo 63 de la Constituáón no prospera. 

5. Presunta violación del principio de 
igualdad. 

En cuanto a la presunta violación del derecho a 
la igualdad, ~astarla decir que las entidades públi• 
cas V las privadas son ostensiblemente distintas, 
aunque para el cumplimiento de determinadas 
\abo res, actúen en forma semejante, como es el 
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caso de la prestación de seivicios públicos, por lo 
que resulta perfectamente ajustado a la Constitu­
ción que en esta materia el legislador no les otor­
gue el mismo trato. 

Sin embargo, hay más. Como lo recuerdan los 
intervinientes y el señor Procurador, los particula­
res que contratan la prestación de un servicio pú­
blico, a diferencia de cuando lo hace el Estado, los 
guf a et ánimo legitimo de obtener una ganancia, y 
se someten a las reglas de la oferta y la demanda. 
De allf su sujeóón a las normas del derecho priva­
do. Entonces, las medidas cautelares correspon­
den a circunstancias perfectamente previsibles, 
que los particulares prestadores de servicios pú­
blicos pueden evitar. 

De otro lado, los particulares que prestan servi­
cios públicos lo hacen en forma temporal, es de­
cir, durante el periodo de tiempo que dure el con­
trato. En cambio, es obligación constitucional del 
Estado garantizar el acceso a los seivicios públi­
cos de sus habitantes, en forma permanente y 
general, como lo prevé el articulo 365 de la Carta. 
Esto quiere decir que, a diferencia de lo que ocu­
rre cuando el prestador es un particular, que tie­
ne la libertad de decidir si contrata con el Estado 
suministrar o no un servicio público, el Estado es el 
responsable de que los seivióos se presten en todo 
el territorio nacional, suministrándolo él directa­
mente o en forma indirecta y sin interrupciones. 
El Estado no se puede sustraer de esta obligación, 
invocando, por ejemplo razones de poca rentabi­
lidad económica, o de orden público. Entonces, si 
el legislador otorga la prerrogativa únicamente 
en cabeza del Estado de que los bienes destinados 
al seivicio público no sean embargados, excluyen­
do a los particulares, quiere decir que se está tra­
tando de equilibrar en algo la obligación que recae 
en el Estado de garantizar la prestación de los 
servicios públicos a todos los habitantes del pafs, 
sean cuales fueren las circunstancias. 

Por lo tanto, cuando el legislador estableció las 
diferencias en cuanto a la posibilidad o no de em· 
bargar los bienes de prestadores de seivicios pú-

• 
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blicos, atendiendo ra naturaleza pública o privada 
del prestador, obró dentro de claras disposiciones 
constitucionales, al darle un tratamiento jurídico 
distinto a quienes son constitucionalmente distin­
tos: las entidades públicas no son iguales a las en­
tidades privadas, ní siquiera cuando desarrollan 
labores similares. Se respetó el contenido del arti­
culo 13 de la carta. 

En consecuencia, no prospera el cargo de pre­
sunta viof ación del principio de igual dad, del arti­
culo 13 de la Constitución. 

&. Presunta violación de los artfculos 1, 2 y 
365 de la Constitución. 

Finalmente hay que referirse al argumento del 
actor de que se violan los artículos constituciona­
les que establecen que en un Estado soáal de de­
recho que tiene como una de sus finalidades el 
acceso a los seivicios públicos de su población, 
una disposición legal que permita el embargo de 
los bienes destinados al suministro de tales servi­
cios, cuando los mismos son prestados por los par­
ticulares, resulta violatoria, pues ante la círcuns• 
tancia de que se decrete el embargo, el servicio 
se suspende. 

Como se ve de este planeamiento, el actor par­
te de la base de que los particulares que prestan 
servicios públicos inexorablemente serán embar­
gados y que el servicio, en consecuencia, se inte­
rrumpirá, lo que hace inexequible la norma acu­
sada en cuanto permite el embargo. 

Para la Corte, el argumento del actor corres­
ponde a su propia interpretaóón de la norma le­
gal frente a las constitucionales, pues, ni la una ni 
las otras dicen lo que el actor dice que dice. 

Por tratarse de una interpretación subjetiva, el 
actor no cumplió el requisito de explicar jurídica­
mente por qué el precepto acusado viola las dis· 
posiciones constitucionales que él señala en for· 
ma clara, específica, pertinente y suficiente, como 

lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucio­
nal, en varias oportunidades, por ejemplo, en las 
sentencias C-10S2 de 2001, C-1193 de 2001, entre 
otras. 

No prospera el e.argo. 

En condusión: las expresiones acusadas del ar• 
tículo 684 del Código de Procedimíento Civil se 
declararán exequíbles porque no violan las dispo­
siciones constitucionales que señaló el actor como 
se examinó, ni encuentra la Corte que vulneren 
otros artículos de la Carta. 

VII. DECISION. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucio­
nal de la República de Colombia, administrando 
justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE: 

Dedarar exequibles las expresiones acusadas 
del artículo 684. Modificado por el D. E. 2282 de 
1989, art 1, numeral 342, Código de Procedimiento 
Civil. 

Notíffquese, comuníquese, publlquese, insérte­
se en la Gaceta de la Corte Constitucional y 
archivese el expediente. 
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN QUINTA 

Consejero Ponente: REINALDO CHAVARRO BURmcA. 
Bogotá, o.e.. dos (2) de octubre de dos mil tres (2003). 
Radicación número: 20001233100020030074301 

Actor: Walberto Rafael Saumet 
Referencia: ACU -0743 
Acáón de Cumplimiento 

(.") 

CONSIDERACIONES 

El artículo 87 de la Constitución Política desa­
rrollado por la Ley 393 de 1997 tiene prevista la 
acción de cumplimiento con el objeto de otorgar 
a toda persona la posibilidad de acudir ante la 
autoridad judicial para lograr el cumplimiento de 
normas con fue1Za material de ley o de los actos 
administrativos, frente a las acciones u omisiones 
de las autoridades públicas, o de los particulares 
que los incumplan ruando actúen o deban actuar 
en ejercicio de funciones públicas y sólo para el 
cumplimiento de las mismas. 

Afirma el demandante que la empresa 
ElECTRICARIBE SA, E.S.P., le impuso una sanción 
pecuniaria como consecuencia de las irregulari­
dades encontradas en el medidor del inmueble 
por él habitado, en visita realizada el 25 de octu­
bre de 2002. Señala que no estuvo presente en 
dicha visita y que por ello no tuvo la oportunidad 
de asesorarse de un técnico distinto a los funcio­
naños de la referida empresa de servicios públi­
cos ni de presentar descargos contra la sanción y 
que, además, entre otras irregularidades cometi­
das por la demandada, ésta retiró sin su consenti­
miento el medidor de su propiedad sobre el cual, 
hasta el momento, no tiene conocimiento alguno. 
~or lo anterior, considera que ELECTRICARIBE 
incumplió los artículos 135, 141, 144, numeral 3 y 
145 de la ley 142 de 1994; 32, 33, y 34 del Decreto 
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2269 de 1993; 31 del Decreto 1842 de 1991 y el 
Decreto 2153 de 1992 y wlneró, entre otros, sus 
derechos fundamentales al debido proceso y de 
defensa. 

Solicita, tal como se observa en el escrito visi­
ble a folios 4 a 11, por medio del cual requirió a la 
demandada el rumplímiento de las normas antes 
citadas, revocar la sanción pecuniaria que le fue 
impuesta, permitir que su medidor sea revisado 
por un laboratorio técnico distinto al de la empre­
sa y ordenarle a la misma no suspender el servicio 
de energía eléctrica hasta tanto se resuelvan sus 
reclamaciones y se le garantice el debido proceso. 

Obsérvase que el fundamento fáctico de las 
pretensiones de cumplimiento de las normas an­
tes señaladas, es el desconocimiento de los proce­
dimientos en ellas previstos para la imposición de 
una sanáón pecuniaria por irregularidades en los 
medidores de energía eléctrica, con lo cual, ade­
más del incumplimiento, el demandante estima 
wlnerados sus derechos fundamentales. De esta 
manera resulta claro que, aún cuando las preten· 
siones de la demanda no son propiamente las de 
tutelar derechos fundamentales presuntamente 
violados por ELECTRICARIBE, lo cierto es que tal 
pretensión se infiere de los argumentos de la de­
manda y si prosperara la presente acción, ello 
implicaría el amparo de los referidos derecho~ 
fundamentales. Por lo tanto, la acción de cumph-

miento resulta improcedente de conformidad con 
lo dispuesto en el articulo 9, inciso 1 , de la ley 393 
de 1997. 

Sin embargo, la misma disposición prevé que 
en casos como el examinado el juez debe darle a 
la solicitud •el trámite correspondiente al dere­
cho de tutela", lo cual implica que se dícte un auto 
por medio del cual se avoque el conocimiento de 
la misma, decisión que, por mandato del articulo 
16 del Decreto 2591 de 1991, debe notificarse a 
las partes por el medio que el juez considere mAs 
expedito y eficaz. 

Dicha previsión legal no rue observada por el a 
quo quien, contrario a ello, adelantó el trámite de 
la acción de cumplimiento y denegó las pretensio­
nes de la demanda argumentando, entre otras 
cosas, que el demandante cuenta con la acáón de 
nulidad y restablecimiento del derecho contra el 
acto administrativo por medio del cual 
ELECTRICARIBE le impuso la sanción pecuniaria 
por irregularidades en su medidor de energfa eléc· 
trica. 

En tales circunstancias, es evidente que a la 
demanda presentada por el señor Walberto Ra­
fael Saumet se le dio un trámite distinto al que le 
corresponde, lo cual configura la causal de nuli­
dad prevista en el artículo 140, numeral 4, del 
Código de Procedimiento Civil, aplicable al caso 
por remisión del articulo 267 del Código Conten­
cioso Administrativo que a su vez se aplica por 
remisión del artículo 30 de la Ley 393 de 1997 y, 
en atención a que dicha causal de nu6dad no es 
saneable, conforme lo establece el inciso final del 
articulo 144 del C.P.C., será declarada de oficio tal 
como lo prevé el articulo 145 ibfdem. 

En consecuencia, se declarará la nulidad de 
todo lo actuado a partir del auto del 25 de marzo 
de 2003, inclusive, por medio del cual el Tribunal 
Administrativo del Cesar admitió la demanda de 
la referencia y se ordenará • a dicha Corporación 
que, previa la verificación de su competencia y 

~lMdP~Oll'W,:v,~ 

demás requisitos legales para la admisión de la 
demanda, entendiendo que la misma correspon­
de al ejercicio de la acción de tutela, la admita o, 
en el evento de no tener competencia para ello, 
proceda de conformidad con lo dispuesto en el 
articulo 1, numeral 2, parágrafo, del Decreto 1382 
de 2000 y la envfe «al juez que lo sea a más tardar 
al día siguiente de su recibo, previa comunicación 
a los interesados», 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Quinta, 

RESUELVE 

DECLARASE la nulidad de todo lo actuado a 
partir del auto del 2S de marzo de 2003, inclusive, 
dictado por el Tribunal Administrativo del Cesar a 
quien se le ordena, previa la verificación de su 
competencia y demás requisitos legales para la 
admisión de la demanda, entendiendo que la mis­
ma corresponde al ejercicio de fa acción de tute­
la. la admita o, en el evento de no tener compe­
tencia para ello, proceda de conformidad con lo 
dispuesto en el artfculo 1, numeral 2, parágrafo, 
del Decreto 1382 de 2000 y la envíe «al juez que 
lo sea a más tardar al dla siguiente de su reóbo, 
previa comunicaáón a los interesadOSJt. 

CÓPIESE. NOTIFIQUESE y CÚMPLASE. 
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONllNClOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN QUINTA 

Consejero Ponente: REINALDO CHAVARRO BURITICÁ 
Bogota, o.e. trece (13) de noviembre de dos mil tres (2003), 
Radicación número: 20001233100020030073201 

Actor: Nayibe Navarro Bolai\o 
Referencia: ACU -0732 
Acción de Cumplimiento 

(_,) 

CONSIDERACIONES 

8 artículo 87 de la Constitución Política desa· 
rrollado por la Ley 393 de 1997 tiene prevista la 
acción de cumplimiento con el objeto de otorgar 
a toda persona la posibilidad de acudir ante la 
autoñdad judicial para lograr el cumplimiento de 
normas con fuerza material de ley o de los actos 
administrativos, frente a las acciones u omisiones 
de las autoridades públicas, o de los particulares 
que los incumplan cuando actúen o deban actuar 
en ejercicio de funciones públicas y sólo para el 
aamplimiento de las mismas. 

En el presente asunto la demandante afirma 
que ELECTRICARIBE le impuso una sanción pecu­
niaria por presuntas irregularidades presentadas 
por el medidor de energia eléctrica de su domici­
lio; que dícha empresa le suspendió el servicio de 
energía sin haberse resuelto sobre la demanda 
que interpuso en ejercicio de la acción de tutela 
contra la empresa, por violación de sus derechos 
fundamentales al debido proceso y de defensa y 
que, de esta manera, incumplió lo dispuesto en los 
artículos 96; 137, numeral 3; 152; 153; 154 Y 155 
de la ley 142 de 1994, cuyos textos se transcriben: 

Artículo 96. Otros cobros tarifarios. Quienes 
preSlen servicios públicos domiciliarios podrán 
co_brar u~. cargo por concepto de reconexión y 
re1nstal~c1on, para la recuperación de los costos 
en que incurran. 
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En caso de mora de los usuarios en el pago de 
los servidos, podrán aplicarse intereses de mora 
sobre los saldos insolutos, capitalizados los intere­
ses, confonne a lo dispuesto en la ley 40 de 1990. 

Las comisiones de regulación podr~n modifi­
car las fórmulas tarifarias para estimular a las 
empresas de servicios públicos domiciliarios de 
energla y acueducto a hacer inversiones tendien· 
tes a facilitar a los usuarios la mejora en la eficien­
cia en el uso de la energía o el agua, si tales inver­
siones tienen una tasa de retomo económica sufi­
ciente para justificar la asignación de los recursos 
en condiciones de mercado. 

Articulo 137. Reparaciones por falla en la pres­
tación del servicio. la falla del servicio da derecho 
al suscriptor o usuario, desde el momento en el 
que se presente, a la resolución del contrato, o a 
su cumplimiento con las siguientes reparaciones: 

( ... ) 

137.3. A la indemnización de periuicios, que en 
ningún caso se tasarán en menos del valor del 
consumo de un dla del usuario afectado por cada 
día en que el servicio haya fallado totalmente o en 
proporción a la duración de la falla; mas el valor 
de las multas, sanciones o recargos que la falla le 
haya ocasionado al suscriptor o usuario; mas el 
valor de las inversiones o gastos en que el 
suscriptor o usuario haya incurrido para suplir el 

servicio. 

la indemnización de perjuicios no procede si 
hay fuerza mayor o caso fortuito. 

-----------------------~~~~~~~ 
No podrbn acumularse, en favor del suscriptor 

o usuario, el valor de las indemnizaciones a las 
que dé lugar este numeral con el de las remune­
raciones que reciba por las sanciones impuestas a 
la empresa por las autoridades, si tienen la misma 
causa. 

Articulo 152. Derecho de petiáón y de recurso. 
Es de la esencia del contrato de servicios públicos 
que el suscriptor o usuario pueda presentar a la 
empresa peticiones, quejas y recursos relativos al 
contrato de servicios públicos. 

Las normas sobre presentaáón, trámite y deci­
sión de recursos se interpretarán y aplicarán te­
niendo en cuenta las costumbres de las empresas 
comerciales en el trato con su dientela, de modo 
que, en cuanto la ley no disponga otra cosa, se 
proceda de acuerdo con tales costumbres. 

Articulo 153. De la ofióna de petiáones y re­
cursos. Todas las personas prestadoras de servi­
cios públicos domiáliarios constituirán una aOfici­
na de Peticiones. Quejas y Recursos11. la cual tiene 
la obligación de recibir. Atender. tramitar y res­
ponder las peticiones o reclamos y recursos ver­
baJes o escritos Que presenten los usuan.os, los 
suscriptores o los suscriptores potenáales en rela­
ción con el serviáo o los servicios que presta dicha 
empresa. (las negrillas y subrayas no pertenecen 
al texto original). 

Estas «Oficinas11 llevarán una detallada relación . 
de las peticiones y recursos presentados y del trá-
mite y las respuestas que dieron. 

las peticiones y recursos serán tramitados de 
conformidad con las normas vigentes sobre el 
derecho de petición. 

Articulo 154. De los recursos. El recurso es un 
acto del suscriptor o usuario para obligar a la 
empresa a revísar ciertas decisiones que afectan 
la prestación del servicio o la eíecución del con­
trato. Contra los actos de negativa del contrato, 
suspensión, terminación, corte y facturación que 

realice la empresa proceden el recurso de repos~ 
ción, y el de apelación en los casos en que expre­
samente lo consagre la ley. 

No son procedentes los recursos contra los ac­
tos de suspensión, terminación y corte, sí con ellos 
se pretende discutir un acto de facturación que no 
fue objeto de recurso oportuno. 

El recurso de reposición contra los actos que 
resuelvan las reclamaciones por facturación debe 
interponerse dentro de los cinco (S) dlas siguien­
tes a la fecha de conocimiento de la decisión. En 
ningún caso, proceden redamaciones contra fac­
bJras que tuviesen más de cinco (S) meses de ha­
ber sido expedidas por las empresas de servicios 
públicos. 

De los recursos de reposición y apelación con­
tra los demás actos de la empresa que enumera 
el inciso primero de este artículo debe hacerse 
uso dentro de los cinco dlas siguientes a aquel en 
que la empresa ponga el acto en conocimiento 
del suscriptor o usuario, en la forma prevista en 
las condióones unifonnes del contrato. 

•Estos recursos no requieren presentaóón per­
sonal ni intervención de abogado aunque se em­
plee un mandatario. Las empresas deberán dis­
poner de formularios para f acilítar la presenta­
ción de los recursos a los suscriptores o usuarios 
que deseen emplearlos. La apelación se presen­
tará ante la superintendencia. 

Articulo 155. Del pago y de los recursos. Ningu­
na empresa de servicios públicos podrá exigir la 
cancelación de la factura corno requisito para aten­
der un recurso relacionado con ésta. Salvo en los 
casos de suspensión en interés del servicio, o cuan­
do esta pueda hacerse sin que sea falla del serví· 
cio, tampoco podrá suspender, terminar o cortar 
el servicio. hasta tanto hay~ notificado al ~u_scriptor 
o usuario la decisión sobre los recursQ.s proceden· 
~ que hubiesen sido interpuestos en forma opor• 
tuna. 
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Sin embargo, para recurrir el susaiptor o usua­

rio deberá acreditar el pago de las sumas q~e no 
han sido objeto de recurso, o del promedio del 
consumo de los últimos cinco periodos. (!a~ 
negrillas y subrayas no pertenecen al texto ongr 

nal). 

Las normas transcritas prevén, en su orden, las 
fonnas en que pueden pagarse los aportes de co­
nexión; la f acuitad de las empresas prestadoras 
de seNiáos públicos para cobrar cargos por con­
cepto de reconexión; el derecho del suscriptor o 
usuario a solicitar la resolución del contrato o la 
indemnÍLlCÍón de perjuicios por falla en el servi­
cio y los derechos a presentar, ante la empresa, 
pericones, quejas y recursos, los cuales deben ser 
atendidos y resueltos por la "Oficina de Peticio­
nes, Quejas y Recursos» de la empresa; los recur­
sos procedentes contra los actos de negativa del 
contrato, suspensión, terminación, corte y factu­
ración que realice la empresa y el termino para 
interponer dichos recursos. Finalmente, el articu­
lo 155 de la Ley 142 de 1994 transaito, prohibe a 
las empresas prestadoras de servicios públicos 
exigir el pago de la factura correspondiente como 
requisito para resolver un recurso relacionado con 
~ o suspender el seiviáo hasta tanto no se haya 
notificado al suscñptor o usuaño la decisión de los 
recursos procedentes; dicho en otras palabras, 
establece el deber legal, imperativo e inobjetable 
de resolver los recursos procedentes y oportuna~ 
~~nte presentados, previo a la suspensión del ser­
viao. 

En el caso examinado la demandante afirmó 
en la demanda, entre otras cosas, que «los contra­
tistas de la empresa se han presentado a mi pre­
dio y han suspendido el serviáo llevandose las aco­
metidas a pesar de que yo les mostraba el reque­
rimíento de cumplimiento» (H. 10). A folios 5 y 6 
obran copias de las actas cde suspensión, corte o 
reconexión• de los días 5 de febrero y 3 de marzo 
de 2003.L. en las cuales consta que el servióo habia 
sído cr.AUTORECONECTADO» y que se procedió a 
la suspensión del mismo por eMora del pago»; 
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mediante sentencia dictada por el Juzgado Pri­
mero Penal Municipal de Valledupar en el proce­
so de acción de tutela promovido por la señora 
Naybe Navarro contra Electricaríbe S.A. E.S.P,, 
notificada por Ofiáo Nº497 del 19 de febrero dg 
2003._se ordenó la tutela del derecho fundamen­
tal al debido proceso de aquella y en su numeral 
segundo se dispuso «ORDENAR, a la 
ELECTRIFICAOORA DEL CARIBE S.A. E.S.P., 
ELECTRICARIBE. Valledupar, que en el t~rrnino de 
48 horas, contadas a partir de la notificación del 
presente fallo, revoque la actuación administrati­
va y sanáones en contra de la accionante NAYIBE 
NAVARRO, que se hubieren adelantado con viola• 
ción al DEBIDO PROCESO, y EL DERECHO DE DE-­
FENSA, y en su lugar, se inicie la actividad admi­
nistrativa correspondiente, que respete en todo 
momento los Derechos Fundamentales de la 
actora , frente a las reclamaciones a que tiene 
derecho la usuaria actora y que dieron origen al 
presente diligencíamiento " (fl. 7), la demandan­
te afirma en la impugnación que « ... existfa un re­
querimiento de rumplimiento al que la empresa 
debía darle rumplimiento y no suspender el servi­
cio hasta tanto no se resolviera lo que se estaba 
exigiendo que era la no suspensión del serviáo 
hasta que no salieran los fallos de tutela en prime­
ra y segunda instanáa... no estoy soliátando que 
me protejan mis derechos fundamentales al debi­
do proceso y el derecho de defensa, sino que se 
me respete el derecho a gozar del servicio de ener­
gía ... » (fl. 34); por auto del 3 de octubre de 2003, 
esta Corporación, previo a decidir la controversia, 
solicitó a ELECTRICARIBE S.A, ES.P., informar si en 
la actuación administrativa ordenada por el Juz­
gado Primero Penal Municipal de Valledupar en el 
fallo de tutela antes referido, la demandante in­
terpuso recursos y si los mismos ya le fueron re­
sueltos y notificados (fl, 43), a cuyo respecto, la 
demandada manifestó que la señora Navarro 
Bolaño no interpuso oportunamente los recursos 
de reposición y apelación procedentes contra 1~ 
sanción pecuniaria que le fue impuesta por la si­

guiente irregularidad: nServido Con Oerivaáón a 
110 Voltios y adulteración de los elementos de se-

-

guridad ", decisión que le fue notificada personal­
mente el dfa ~embre de 2002 pero que, el 
dfa 12 de febrero de 2003, la empresa recibió no­
lificacíón del auto admisorio de la demanda inter­
puesta en su contra por la demandante, la cual 
fue decidida en forma favorable a és1a, mediante 
sentencia del 1122 de abril de 2003a y que, por ello, 
ELECTRICARIBE procedió a anular el acto admi­
nistrativo por medio del cual impuso a la cliente la 
sanción pecuniaria antes citada •descontandosele 
los valores cobrados y facturados por este con­
cepto del Sistema de Gestión Comerciar (fl. 45), 

Los hechos descritos dan cuenta que 
ElECTRICARIBE revocó las sanáones impuestas a 
la demandante; que el corte del servióo de ener­
gfa eléctrica aducido por ella se produjo en los 
dlas 5 de febrero y 3 de marzo de 2003, esto es, 
antes y después de que se dictara la citada sen­
tenóa notificada con Oficio 497 del 19 de febrero 
de 2003 y en el escrito visible a folio 45 de fecha 
octubre 10 de 2003, la empresa demandada afir­
mó que, en atención a dicha decisión judicial (sen­
tencia del 22 de abril de 2003), dejó sin efectos la 
sanción pecuniaria impuesta a la demandante, de 
lo rual se infiere que la suspensión del 5eNióo de 
energfa eléctrica también ha cesado. Por lo tanto, 
no se presenta incumplimiento de las normas rei­
vindicadas y, en consecuenáa, la sentencia rear 
rrida se confirmará. 

No obstante lo anterior, se instara a fa empresa 
demandada ELECTRICARIBE SA E. S. P., para que 
en el evento de no haber reinstalado o 
reconectado el referido servicio público en el in­
mueble ubicado en la Calle 19B Nº 18(-115, habi­
tado por la demandante, lo restablezca dentro del 
término de 48 horas, siguientes a la notificaáón 
de esta providencia, so pena de incumplir el de­
ber jurídico previsto en el artículo 155 de la Ley 
142 de 1994 consistente en abstenerse de suspen· 
der el servicio de energf a eléctrica hasta tanto 
notifique la decisión administrativa correspondien­
te o la decisión sobre los recursos procedentes. 

~~ do! S..W~Ml,_.-,.Oi:r...--WQ 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Quinta, administrando justicía en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, 

FALLA 

1 CONARMASE la sentencia de primera ins­
tancia. 

2. INSTAR a la empresa ELECTRICARIBE S.A. 
E.S.P., para que en el evento de no haber 
reinstalado o reconectado el referido semcio pú­
blico en el inmueble ubicado den la Calle 198 N" 
18 C-115, habitado por la demandante, lo resta­
blezca dentro del término de 48 horas, siguientes 
a la notificaáón de esta providencia, so pena de 
incumplir el deber jurfdico previsto en el artículo 
155 de la Ley 142 de 1994 consistente en abste­
nerse de suspender el servicio de energía eléctri­
ca hasta tanto notifique la decisión administrativa 
correspondiente o la decisión sobre los recursos 
procedentes. 
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CONSEJO DE ESTADO 
SAi.A Di LO coNTfNClOSO ADMlNISlllATIVO 

SECCIÓN QUINTA 

Cons~ero ponente: DARIO QUIÑONES PINILLA 
8ogOtá. o.e.. v,intinueve (29) de enero de dos mi cuatro (2004), 

Radicación número: 080012331000200301408 01 
Actor: CECILIA ARFJALO DE GARdA 
Acción de Cumplimiento 

Procede la Sala a decidir la impugnación pre­
sentada por la Empresa Electrificadora del caribe 
SA, ELECTRICARIBE, contra la sentencia dictada 
el 22 de julio de 2003 por el Tribunal Administrati­
vo del Atlántico, mediante la cual accedió a las 
pretensiones de la demanda presentada por la 
señora Cecilia Arévalo de García en ejercicio de 
la acción de cumplimiento. 

CONSIDERACIONES 

Competencia.-
Esta Sala es competente para conocer del re-

rurso de apelación interpuesto por el apoderado 
de la Empresa Electricaribe contra la sentencia 
dictada el 22 de julio de 2003 por el Tribunal Ad­
ministrativo del Atlántico, pues el paragrafo tran­
shorio del articulo 3º de la Ley 393 de 1997 señala 
que, mientras entran en funcionamiento los jue­
ces administrativos, la competenáa para conocer 
de la acción de cumplimiento en segunda instan­
cia corresponderá al Consejo de Estado. Además, 
el articulo 1 º del Acuerdo número 55 de 2003 de 
la Sala Plena del Consejo de Estado, asignó a la 
S~cción Quinta de la Corporación, la competen­
cia para conocer en forma transitoria de las ac­
áones de cumplimiento. 

La acción de cumplimiento. 

autoridad judicial para hacer efectivo el cumpli­
miento de una ley o un acto administrativo. En 
caso de prosperar la acción, la sentencia ordena­
rá a la autoridad renuente el cumplimiento del 
deber omitidon. En este mismo sentido, el articulo 
1° de la ley 393 de 1997, señaló que celada perso­
na podrá acudir ante la autoridad iudicial definida 
en esta ley para hacer efectivo el cumplimiento 
de normas aplicables con fuerza material de ley o 
actos administrativos». 

En consecuencia, la acción de cumplimiento es 
un instrumento idóneo para exigir a las autorida­
des públicas o a los particulares que actúan en 
ejercicio de funciones públicas que cumplan real 
y efectivamente las normas con fuerza material 
de ley y los actos administrativos. 

En el caso en estudio la señora Cecilia Arévalo 
de Garda ejerce la acción de cumplimiento para 
solicitar que se ordene a la Electrifica dora del 
Caribe SA. E.S.P., «ELECTRICARIBE1>, cumpla la Re­
solución número.000143 del 13 de noviembre de 
2002, en cuanto en su articulo segundo le ordenó 
reconocer y ejecutar los efectos del silencio admi­
nistrativo positivo respecto de la petición que for-
muló el 24 de mayo de 2001. 

El artículo 87 de la Constitución Política consa­
gró la acción de cumplimíento como un mecanis­
mo para que toda persona pueda «acudir ante la 

El Tribunal Administrativo del Atlántico accedió 
parcialmente a las pretensiones formuladas en el 
sentido de ordenar a la Electrificadora del Caribe 
reconocer los efectos del silencio administrativo 
positivo en relación con la suma de $842.686 fac­
turada en el mes de abril de 2001, y negó el reco· 
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nocimiento del silencio administrativo positivo res• 
pecto del cobro por separado del impuesto de vi­
gilancia y alumbrado público, solicitado por fa de­
mandante en la petición del 24 de mayo de 2001. 

El apoderado de la empresa impugnó esa sen­
tencia con fundamento en dos argumentos: El pri­
mero, que los efectos del silencio administrativo 
positivo fueron reconocidos en los t~rminos solici­
tados por la demandante en esa petición y en con­
cordancia con lo señalado en la Resolución 00143 
de 2002 de la Superintendencia de Servicios Pú­
blicos, pues procedió a ref acturar las facturas de 
f os meses de marzo y abril de 2001 a 765 kwh. 
Señaló que la suma a la que se refiere la sente~ 
cia corresponde a la sanción que la 
Empresa impuso mediante decisión número 5107 
con ocasión de las irregularidades detectadas en 
la visita practicada en el inmueble de la Señora 
Cecilia Arévalo de García ubicado en la carrera 
53 No. 90-71, apartamento 503, de la ciudad de 
Barranquilla. 

El segundo, que la acción de cumplimiento re­
sulta improcedente, pues la demandante no aae­
d~ó el requís~o de la renuencia exigido por el ar­
ticulo 8º de la Ley 393 de 1997. 

El silencio administrativo.-

El artJculo 158 de la Ley 142 de 1994, con la 
modificación introducida por el articulo 123 del 
Deaeto 2150 de 1995, dispone lo siguiente: 

uOe conformidad con lo establecido en el arti­
culo 158 de la Ley 142 de 1994, toda entidad o 
persona vigilada por la Superintendencia de Ser­
vicios Públicos, prestadora de los servicios públi­
cos domiciliarios de que trata la citada ley, tiene la 
obligación de resolver las peticiones, quejas y re­
cursos que presenten los suscriptores o usuarios 
en desarrollo de la ejecución del contrato de ser­
vicios públicos, dentro del término de 15 días hábi­
les, contados a partir de la fecha de su presenta­
ción. 

~ .. ~~Dl~Dixlwli.,m 

Pasado ese término, salvo que se demuestre 
que el suscriptor o usuario auspició la demora o 
que se requirió la práctica de pruebas se entende­
rá que la petición, queja o recurso ha sido resuelto 
en forma favorable. Dentro de las 72 horas si­
guientes al vencimiento del término de los IS dfas 
hábíles, la enbdad prestadora del servicio público 
domiciliario reconocerá al suscriptor o usuario los 
efectos del silencio administrativo positivo. Si no 
lo hiciere, el peticionario podrá solicitar de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios, la imposición de las sanciones a que haya 
lugar conforme a la ley, sin perjuicio de que ella 
adopte las decisiones que resulten pertinentes para 
hacer efectiva la ejecutoríedad del acto adminis­
trativo presunto11. 

PARAGRAFO. Para los efectos del presente ca­
pitulo, se entiende que la expresión genérica de 
«petición1, comprende las peticiones en ínterés 
particular, así como las quejas y los recursos que 
presente un suscriptor o usuario11. 

En relación con la interpretación de esa nor­
ma, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido 
reiterativa y ciara en señalar que se configura el 
silenóo administrativo positivo cuando las empre­
sas prestadoras de servicios públicos domiciliarios 
no resuelven los petióones, quejas y recursos pro­
puestos dentro de los 15 días hábiles siguientes a 
la fecha de presentación del mismo, salvo que el 
usuario o suscriptor hubiese auspiciado la demo­
ra o se hubiese requerido la práctica de pruebas_ 
De consiguiente, la ausencia de resolución de una 
petición produce un acto administrativo presunto 
que genera derechos subjetivos, en la medida en 
que ese acto no contradiga la ley o la Constitu­
ción. 

Debe precisarse que el deber jurf dico que se 
impone en esa norma se relaciona con el recono­
cimiento del silencio administrativo positivo de 
asuntos que se encuentran autorizados por la ley, 
pues el alcance del sílencio positivo no puede ex­
ceder el marco del ordenamiento Jurídico. En otras 
palabras, si bien es cierto que para las empresas 
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prestadoras de servicios públicos domiciliarios 
existe el deber de contestar oportunamente las 
peticiones elevadas en forma respetuosa, puesto 
que si no lo hacen deben aceptarlas porque opera 
el silencio administrativo positivo, no lo es menos 
que la ausencia de respuesta no implica la acep­
tación de una petición contra legem. En efecto, el 
deber de reconocer el silencio administrativo po­
sitivo no contiene el deber de desconocer la ley o 
el reglamento. 

En este caso aparece demostrado que median­
te escrito el 24 de mayo de 2001 (folios 20 y 21), la 
señora Ceália Arévalo de Garda presentó al Jefe 
de Peticiones, Quejas y Recursos de Empresa 
Electrificadora del Caribe S.A. E.S.P., unas obje­
ciones a las facturas números 25110104121281 y 
25110104128321 correspondientes, en su orden, 
a los periodos comprendidos entre el 5 de febrero 
y el 6 de marzo de 2001 y 6 de marzo al 6 de abril 
del mismo ano, en razón a que considero capri­
choso el consumo de 4834 kwh consignado en las 
mismas. En consecuencia solicitó que se buscara 
la causa del descalabro y, entre tanto, se elabora­
ra la factura de cobro con el promedio del consu­
mo normal de los cinco (5) periodos anteriores. 
Igualmente. en el aludido escrito, la demandante 
obietó el cobro de alumbrado público y de vigilan­
cia en la misma factura de energfa. 

, 

la Dirección Territorial Norte de la 
Superintendenáa de Servicios Pl)blicos Domicilia­
rios, medíante la Resolución cuyo cumplimiento 
se redama -la número 000143 del 13 de noviem­
bre de 2002-, impuso una sanción pecuniaria a la 
Electricaribe por no haber respondido la aludida 
petiáón y le ordenó reconocer respecto de la mis~ 
ma los efectos del silencio administrativo positivo, 
advirtiendo que esa figura « ... no se podrá dar res­
p~cto a situaciones que sean ilegales o que vallan 
(sic) en contra via (sic) al Contrato de Condicio­
nes Uníf orm~ (folios 14a 18) . .' 

El 16 de julio de 2003, estando en trámite ta 
actuario~ originada en la acción de cumplimiento 
promovida por la Señora Arévalo de Garda, el 
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Jefe de la Oficina Comercial Zona Norte de 
Electricaribe SA E.S.P, le dirigió la comunicación 
ACR-807 para aclararle los términos que se tuvie­
ron en cuenta para resolver su petición. En esa 
comunicación le señaló que en atención a la re­
damación del 24 de mayo de 2001 y a la Resolu­
ción numero 00143 de 2003, se ref acturó a 765 
kwh las facturas de marzo y abril de 2001. Le ad­
virtió que tos efectos del silencio administrativo no 
podlan cobijar toda la deuda que tiene con la 
Empresa, pues la peticíón inicial solo reclamaba 
por las facturas de mmo y abril de 2001 (fooos 85 a. 90). 

Con el escrito de contestación de ta demanda 
se acompañaron fotocopias de la aludida comuni­
cación ACR807, asf como de las facturas actuali­
zadas de los meses de marzo y abril de 2001, emi­
tidas el 17 de julio de 2003, de las cuales se desta­
ca lo siguiente: 

Factura número: 
Dfas facturados: 

11100301003956 (folio 92) 
29 

Lectura anterior 
Lectura actual 
Consumo 
Pago oportuno 

05/02/2001 
06/03/2001 
765 
25/07/2003 

Detalle de Facturación 
CONCEPTO 

Consumo 
Contribución oor E Activa 20.00% 
Interés Dor mora 
Redondeo facturaciones anteriores 
Aoroximaáón a decenas 

SUBTOTAL ENERGiA 
Impuesto alumbrado Público 
Interés oor Mora 
Redondeo facturaciones anteriores 
Aoroximación a decenas 
lmouesto de vieilancia 
Interés por Mora 
Redondeo facturaciones anteriores 
Aproximación a decenas 
SUBTOTAL TERCEROS 
TOTAL A PAGAR MES 

VALOR 
,,r: 7)7 7r, 

25.145,55 
1.238.84 
0.65 
7.21 

152.120.od 

22.299.83 
263.81 
2.89 
3.47 
7.786.77 
92,04 
-1.40 
2.59 
30.990.00 

~ 
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11. Factura número: 
Dfas facturados: 
lectura anterior 
lectura actual 
Consumo 

11100307003959 (follo 91) 
30 

Pago oportuno 

Detalle de Facturación 
CONCEPTO 

Consumo 

06/03/2001 
05/04/2001 
765 
25/07/2003 

VAlOR 

129.506.85 
Contribución 1>or E Actíva 20.00% 25.902.90 
ND. Pago mal registrado energla 842.969.00 
Aproximación a <Jecenas 2.25 

SUBTOTAL ENERCi(A 998.280.00 

Impuesto alumbrado Público . 22.970.11 
Anroximación a decenas -0.11 
Impuesto de vigilancia 8.020.82 
Apro,umación a decenas -0.82 

SUBTOTAL TERCEROS 30.990.00 

TOTAL A PAGAR MES 1.029.270.00 

Con fundamento en Jo anterior el Tribunal Ad­
ministrativo del Atlántico concluyó que 
Electricaribe reconoció los efectos del silencio 
administrativo positivo a la demandante en cuan­
to reliquidó el consumo de las f aduras de los me­
ses de marzo y abril de 2001. 

Esta Sala coincide con esa conclusión, pues si 
bien en el expediente no obran las facturas inicial­
mente expedidas, entiende que las mismas fue• 
ron reemplazadas por las discriminadas en pre-­
cedencia. Así se desprende de lo planteado por la 
Señora Cecilia Arévalo de Garcla en el escrito vis~ 
ble a folios 20 y 21, en cuanto señala que aquellas, 
distinguidas con los números 25110104121281 Y 
25110104128321, correspondlan a los periodos del 
5 de febrero al 6 de marzo de 2001, y del 6 de 
marzo al 6 de abril del mismo año, respectiva• 
mente, los mismos a los que se refieren las f actu-

ras actualizadas, y que en ellas apareda registra­
do un consumo de 4834 kwh. Es decir que, en de­
finitiva, con posterioridad a la fecha en que se pro­
movió la acción de cumplimiento, la Empr~ aten­
dió la reclamación respecto de los periodos sei\a­
lados en la petición de 24 de mayo de 2001 y rec­
tificó el consumo de energfa en el sentido de re­
ducirlo de 4834 kwh a 765 kwh. 

Significa lo anterior que para el momento en 
que el Tribunal dictó la sentencia impugnada, ya 
se hablan reconocido los efectos del silencio ad­
ministrativo positivo, pues se rectificó el consumo 
correspondiente a los meses de marzo y abril de 
2001. 

En cambio, la Sala no comparte la condusión a 
la que llegó el Tribunal en cuanto extendió los efec­
tos del silencio administrativo po>itivo a la suma 
de $842.868.00 y dispuso que la Empresa no per 
día cobrarla a la demandante. 

La sentencia impugnada objetó la factura ac­
tualizada correspondiente al m15 de abril de 2001, 
en tanto que en la misma se incluyó el valor de 
$842.868.00. Adujo que la empresa no tenía daro 
el concepto al que correspondía, pues mientras 
que en la factura se consigna la nota "N.O. pago 
mal registrado energía», en el escrito de contes­
tación de la demanda-,' en las gráficas que apare­
cen en el oficio ACR-807 que se dirigió a la de­
mandante, se alude a la existenáa de una multa. 

Sin embargo, para la Sala es claro que el cobro 
de esa suma corresponde a un concepto distinto 
del que fue objeto de reclamación en, la petición 
del 24 de mayo de 2001. pues no está referido al 
consumo liquidado en las facturas de mano y abril 
de ese año, ni al impuesto de vigilancia y alumbra­
do público, y, conseruenóalmente, no se encuen­
tr a cobijado por los efectos del silencio 
administrativo positivo impuesto por el articulo 158 
de la Ley 142 de 1994, cuyo reconocimiento orde­
nó la Superintendencia de Seivícios Públicos Do­
miciliarios mediante la Resolucí6n 000143 de 2002, 
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De consiguiente, la Sala revocará la sentencia 
impugnada en cuanto ordenó a la Empresa 
Electrificadora del Caribe SA reconocer los efec• 
tos de esa figura a la suma de $842.868.00. 

Asf mismo, la adicionará en el sentido de negar 
las pretensiones de la demanda orientadas al re­
conocimiento de los efectos del silencio adminis· 
trativo positivo respecto del consumo de energla 
reprochado en la aludida comunicaáón, por cuan­
to ninguna determinación podrla adoptar ante la 
evidencia de que los hechos que dieron origen a 
esa acción se encuentran superados en la medida 
en que Empresa reliquíd6 el valor facturado en 
los meses de mano y abril de 2001. 

lA DEOSIÓN 

En mérito de lo expuesto, el CONSEJO DE ES­
TADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO, SECCIÓN QUINTA. administrando justicia en 
nombre de la, República de Colombia y por auto-­
ridad de la ley, 

.. 
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FALLA: 

1°. Revócase el numeral 1º de la parte resoluti­
va de la sentencia dictada el 22 de julio de 2003 
por el Tribunal Administrativo del Atlántico en cuan• 
to reconoció los efectos del silencio administrati­
vo positivo en relación con la suma de $842.868.00. 

2°. Adiáónase dicha sentencia en el sentido de 
negar las pretensiones de la demanda orientadas 
al reconocimiento de esa figura respecto de la 
liquidación del valor del consumo de energfa fac­
turado en los meses de marzo y abril de 2001, 
conforme a la redamación presentada por la Se­
ñora Cecilia Arévalo de Garda el 24 de mayo de 
ese año. 

3°. Confirmase en lo demás la sentencia im· 
pugnada. 

4°. Ejecutoriada esta providencia, devuélvase 
el expediente al Tribunal de origen. 

NOTIAQUESE Y CÚMPLASE. 

·-
, 

----------~ ~ 5-0I llbla,s~-

CONSEJO DE ESTADO 
SAlA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN QUINTA 

Consejero ponente: DARIO QUl~ONES PINILlA 
Bogotá, o.e., once (11) de diciembre de dos mil tres (2003) 
Radicación número: 700012331000200300948 01 
Actor: ABRAHAM HERIBERTO GUARIN GALET 
Acción de Cumplimiento 

11.· CONSIDERACIONES 

Esta Sala es competente para mnocer del re­
curso de apelaáón interpuesto por el demandan­
te contra la sentencia proferida por el Tribunal 
Administrativo de Suae, comoquiera que el pará♦ . 
grafo transitorio del artículo J de la Ley 393 de 
1997 señala que, mientras entran en funciona• 
miento los jueces administrativos, la competenóa 
para conocer de la acción de cumplimiento en 
segunda instancia corresponderá al Consejo de 
Estado. Además, por disposición del articulo I del 
Acuerdo número 55 del 5 de agosto de 2003, c<r 
rresponde a la Sección Quinta del Consejo de Es♦ 
tado conocer, en forma transitoria, de las accio­
nes de cumplimiento. 

Silencio administrativo positivo cuando existen 
irregularidades 

El art1culo 87 de la Constitución consagra la 
acción de cumplimiento en los siguientes ténni­
nos: 

« Toda persona podrá acudir ante la autoridad 
judicial para hacer efectivo el cumplimiento de 
una ley o un acto admínistrativo. 

En caso de prosperar la acción, la sentencia 
ordenará a la autoridad renuente el cumplimien­
to del deber omitído1>. 

La Ley 393 de 1.997 que desarrolló la norma 
constitucional transcrita, dispuso, en su artículo 1, 

. 
que el objeto de la acción de cumplimiento es el 
siguiente: 

"Toda pemina podr~ acudir ante la autoridad 
judióal definida en esta ley para hacer efectivo el 
cumplimiento de normas aplicables con fuerza 
material de ley o ados administrativos». 

En consecuencia, la acción de annplimiento es 
un instrumento procesal para exigir a las autori­
dades públicas o los particulares que actúan en 
ejercicio de funciones públicas que cumplan real 
y efectivamente las leyes y los actos administrati­
vos. 

Ahora, la Ley 142 de 1994 estableció el régi­
men de los servicios públicos domiciliarios y, el 
articulo 1S8 de esa nonnativa cuyo cumplimiento 
solicita el demandante, dispone lo siguiente: 

ªArticulo 158. -Del ténníno para responder el 
recurso. La empresa responderá los recursos, que­
jas y petióones dentro del término de quince (15) 
días hábiles contados a partir de la fecha de su 
presentación. Pasado ese ténnino, y salvo que se 
demuestre que el suscriptor o usuario auspició la 
demora, o que se requirió de la practica de prue­
bas, se entenderá que el recurso ha sido resuelto 
en forma f avo rabie a éb,. 

Por su parte, el articulo 123 del Decreto 2150 
de 1994, norma cuyo cumplimiento también se 
pretende, señala lo siguiente: 
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·Articulo 123.-Ambito de aplicación de ta figu• 
ra del Silenáo Administrativo Positivo, contenida 
en el anf rulo 158 de la Ley 142 de 1994. De con­
formidad con lo establecido en el articulo 158 de 
la Ley 142 de 1994, toda entidad o persona vigila­
da por la Superintendencia de Servicios Públicos, 
prestadora de los servicios públicos domiciliarios 
de que trata la citada Ley, tiene la obligación de 
resolver las peticiones, quejas y recursos que pre­
senten los suscriptores o usuarios en desarrollo 
de la ejecución del contrato de servicios públicos, 
dentro de un término de quince (15) días hábiles, 
contados a partir de la fecha de su presentación. 

•Pasado ese ténnino, salvo que se demuestre 
que el suscriptor o usuario auspició la demora o 
que se requirió la práctica de pruebas se entende­
rá que la petición, queja o recurso ha sido resuelto 
en forma favorable. Dentro de las setenta y dos 
(72) horas siguientes al vencimiento del ténnino 
de los quince (15) dlas habiles, la entidad 
prestadora del servicio público reconocerá al 
suscriptor o usuario los efectos del silenáo admi­
nistrativo positivo. Si no lo hiciere, el petíáonario 
podrá solicitar de J a Superintendencia de Servi­
cios Públicos Domiciliarios, la imposición de las 
sanciones a que haya lugar conforme a fa Ley, sin 
perjuicio de que ella adopte las decisiones que 
resulten pertinentes para hacer efectiva la ejecu-­
toria del acto administrativo presunto. 

.Parágrafo. Para los efectos del presente capí• 
tulo, se entenderá que la expresión genérica de 
'Petición', comprende las peticiones en interés 
particular, asf como las quejas y los recursos que 
presente un suscriptor o usuario». 

En efecto, las nonnas transcritas en preceden­
cia muestran con daridad que los efectos del si­
lencio adminístrativo posítivo se consagraron para 
que, entre otros casos, se resuelvan oportunamen­
te los recursos; formulados por los usuarios de los 
servicios públicos domiciliarios. 

. Ahora bien, el silencio administrativo es una fic­
aón legal en virtud de la cual se entiende que, si 
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formulada una petición o interpuesto un recurso 
no se obtiene decisión expresa de la administra­
áón dentro del termino establecido en la ley, se 
ha producido un acto administrativo presunto ac­
cediendo o negando lo pedido o reclamado. Es 
decir que el silencio administrativo puede ser ne­
gativo o positivo. De conformidad con los artfcu­
los 40 y 41 del Código Contencioso Administrativo, 
se produce el primero cuando, transcurridos tres 
meses contados a partir de la presentación de una 
petición, no se notifica la decisión que la resuelve; 
y el segundo sólo en los casos previstos expresa­
mente en normas especiales, como ocurre con lo 
dispuesto por el artículo 158 de la Ley 142 de 1994, 
anteriormente trascrito. 

Asl las cosas, el silencio administrativo positivo 
produce un verdadero acto administrativo median­
te el cual se reconocen derechos, razón por la 
cual, una vez éste se produzca, la administraáón 
no puede dictar un acto posterior contrario -et cual 
seria inocuo- y sólo está f acuitada para revocarlo 
con el consentimiento expreso y escrito del parti• 
cular o cuando resulte que tal acto sea manifies• 
tamente contrario a la Constitución Polltica o a la 
ley, cuando atente contra el interés público o so­
cial, cuando se cause agravio injustificado a una 
persona o, finalmente, cuando fuere evídente que 
tuvo ocurrencia por medios ilegales (artículos 69 
y 73 del Código Contencioso Administrativo) . 

Por tanto, una vez se produzca el acto adminis­
trativo por haber operado el silencio positivo, la 
administración sólo debe proceder a reconocer 
sus el edos sin que Je corresponda declarar su 
existencia, pues tal figura opera lpso- jure. 

Tratándose de redamaciones por servicios pt'.I· 
blicos, no es necesaria la protocolización estable­
cida en el artículo 42 del Código Contencioso Ad­
ministrativo para el reconocimiento de los efedos 
del silencio administrativo positivo, pues el artf cu• 
lo 123 del Decreto 2150 de 1995 , consagró un 
procedimiento especial para ese reconocimiento . 
En electo, si las empresas de servicios públicos no 
resuelven las peticiones, quejas y recursos que 

' 

1 
1 

l 
! 

----------- ~-~~ .. ~~~O'JDiY!w.6.ftM 

presenten los usuarios dentro de los 15 días hábi­
les siguientes a su presentación -salvo que, pasa­
do ese término, se demuestre que el usuario aus­
pició la demora o que se requirió la práctica de 
pruebas se entenderá que la petición, queja o 
recurso ha sido resuelto en forma favorable y 
aquéllas deberán, dentro de las 72 horas siguien­
tes al vencimiento del anterior término, recono­
cer al susaiptor o usuario los efectos del silencio 
administrativo positivo. 

Por su parte, la Electrificadora de la Costa At­
l~ntíca S.A. E.S.P., medíante comunicación de fe­
cha 22 de abril de 2003, manifestó lo siguiente: 

•Me perm~o manifestarle que su solicitud de 
silencio administrativo se resuelve en forma ím­
procedente, dado, que la respuesta al oficio de 
fecha 10 de marzo de 2003, se tramitó dentro del 
término establecido por la ley. 

Ahora bien, se presenta controversia en cuan­
to el demandante considera que le asiste el dere­
cho a que la Electrificadora de la Costa Atlántica 
S.A. E.S.P., reconozca los efectos del silencio ad­
ministrativo positivo respecto del recurso de re­
posición y, en subsidio el de apelación, que inter­
puso, el 10 de marzo de 2003, contra la decisión 
empresarial sancionatoria número 3S5422 del 12 
de febrero de 2003 (folio S). Por medio de esos 
recursos pretendía: 

«· Revocar la decisión de imponerme sanción 
pecuniaria 

·Conocedor de las estrategias utilizadas por esa 
empresa para obligar a sus incautos suscriptores 
o usuarios a cancelar lo que no deben, pido dar 
aplicación a los artículos 155 de la Ley 142/94 y 48 
del Decreto 1842/91, en consecuencia esa empre­
sa no podrá ejercer ningún tipo de presión, acoso, 
hostigamiento, asedio o violación de mi instala­
ción; debiendo excluirme la misma de los listados 
de corte, hasta tanto no exista una solución de 
fondo a mí petición» (folios 7 y 8) 

El 1 de abril de 2003, el demandante solicitó a 
la entidad demandada la concesión de los benefi­
cios del sílencio administrativo positivo respedo 
de lo solicitado en la anterior oportunidad. Como 
fundamento de esta última solicitud manifestó que 
el término legal contemplado en el articulo 158 
de la Ley 142 de 1994 para que se le resuelvan los 
recursos se encontraba vencido, sin que se hubie­
ra producido las respuestas correspondientes (fo­
lio 9). 

Como no fue posible notificarlo personalmen• 
te, se procedió a fijar un edicto en un lugar visible 
del área de atención al cliente. Dando cumplimien­
to a lo consagrado en el artículo 45 del Código 
Contencioso Administrativo. 

Por todo lo anterior su expediente sera envia­
do a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios para efecto de surtir el recurso de 
apelación> ( folios 10 y 3 7) 

Ahora, mediante ofiáo número 434226 del 28 
de marzo de 2003, la empresa demandada se d~ 
rigió al demandante para citarlo «a la oficina de 
irregularidades de la empresa ... para que se noti· 
fique personalmente de la decisión del recurso de 
reposición interpuesto (a) por usted, en la comu­
nicación de fecha 10 de marzo de 2003•. En ese 
documento se dejó constancia manuscrita. «esto 
no se encontró en este caserío. No dieron razón 
del diente•, firma ilegible (folio 35) 

La empresa demandada informó que en razón 
a que no pudo notificar personalmente lo ante­
rior, mediante edicto número 384548, copia del 
cual allegó al expediente, .se notificó lo siguiente: 

•Debido a que no fue posible hacer la notifica­
ción personal del contenido de la comunicación 
No. 355421 del 12 del mes de febrero de 2003 v 
para dar cumplimiento al articulo 45 Código Con­
tencioso Administrativo se fi¡a en lugar público y 
visible de la sede de atención al cliente de la em­
presa, por un término de diez ( 10) días habiles. 
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Como es de su conocimiento, el dla 04 de fe­
brero de 2003, se practicó una revisión a los equipos 
de medída e instalaciones eléctricas al inmueble. •• 

La visita se realizó con personal autorizado por 
la empresa ... motivo por el cuál la empresa ha 
tomado la siguiente decisión: 

Primera: Declarar el incumplimiento del con­
trato por uso no autorizado o fraudulento del ser­
vicio de energía eléctrica prestado al suministro 
No. 5026465 a nombre de GUARIN, HERIBERTO ... 

Segunda: Imponer una sanción pecuniaria por 
la suma de $741.500 de conformidad con el anexo 
3 del contrato de condiciones uniformes y demás 
normas citadas_. 

Tercera: Contra esta decisión proceden los re­
airsos de ley. Dichos recursos podrán interponer­
se dentro de los cinco (5) dlas hábiles siguientes a 
la fecha de notificación de la presente comuni~ 
ción .. .» (folio 36} 

lo anterior perm~e precisar dos aspectos. El 
primero: la discusión objeto de estudio está cen­
trada en el reconocimiento del silencio adminis­
trativo positivo derivado de la ausencia de resolu­
ción del recurso de reposición que presentó el 
demandante el TO de marzo de 2003 y no, como 
lo entiende la Electrificadora de la Costa Atlántica 
SA E.S.P., respecto de la notificaáón del acto ad­
ministrativo sancionador que, precisamente, ori­
ginó el recurso de reposición y en subsidio el de 
apelación que presentó el señor Guarín Galet. EJ 
segundo: la afirmación de que el recurso de repo­
sición no ha sido resuelto por la entidad es una 
negación indefinida que traslada la carga de la 
prueba a la empresa encargada de resolver el 
recurso, pues el hecho concreto directo, implícito 
Y limitado en el tiempo y lugar que, por lo tanto, 
puede demostrarse es la respuesta y no la ausen­
cia de la misma. 

Así las cosas, se tiene que, a pesar de que la 
empresa demandada sostiene que resolvió el re-
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curso de reposición formulado contra el acto 
sancionatorio contenido en la decisión empresa­
rial número 355422 del 12 de febrero de 2003, 
realmente no demostró que ese hecho. En efecto, 
la Electrificadora de la Costa AUántica SA. E.S.P. 
no sólo no aportó copia del acto por medio del 
cual resolvió el recurso ni informó la fecha en la 
cual se hizo, sino que sostuvo que esa decisión se 
notificó por medio de edicto que no corresponde 
a lo anunciado. De hecho, la copia del edicto diri­
gido a demostrar que se resolvió el recurso de 
reposición que allegó al expediente la empresa 
demandada no corresponde a la notificación del 
acto que resuelve el recurso de reposición sino a 
la notificación de la decisión empresarial 
sancionatoria, lo cual no es materia de esta ac­
ción de cumplimiento. 

En ese orden de ideas, para la Sala es evidente 
que la Electrificadora de la Costa Atlántica S.A. 
E.S.P., está obligada al reconoámiento de los efec­
tos del silencio administrativo positivo respecto del 
recurso de reposición que el Señor Abraham 
Heriberto Guarln interpuso el 10 de marzo de 
2003, por cuanto no demostró que lo resolvió den­
tro de los 15 dlas siguientes a su formulación. 

Finalmente, se recuerda que, en reiteradas 
oportunidades, esta Corporación ha considerado 
que la acción de cumplimiento permite acceder a 
Ja pretensión de cumplimiento de las normas le­
gales que establecen el silencio administrativo 
positivo a favor de las peticiones, quejas y recla­
mos de usuarios de servicios públicos domicilia-
• nos . 

En consecuencia, la acción de cumplimiento 
sub júdice debe prosperar. De consiguiente, la Sala 
debe revocar la sentencia apelada y, en su lugar, 
ordenar a la Electrificadora de la Costa Atlántica 
SA E.S.P. • ELECTROCOST A- que cumpla la previ­
sión contenida en los artfculos 158 de la Ley 142 
de 1994 y 123 del Decreto ley 2150 de 1995 y, en 
consecuencia, reconozca los efectos del silencio 
administratívo positivo respecto del recurso de 
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reposición formulado por el Señor Abraham 
Heriberto Guarfn el 10 de marzo de 2003. 

111. LA DEOSION 

En mérito de lo expuesto, el CONSEJO DE ES­
TADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO, SECCION QUINTA, administrando Justicia en 
nombre de la, República de Colombia y por a~ 
rúfad de la ley, 

FAU.A: 

1 º. Revocar la sentenóa proferida el 5 de agos.­
to de 2003 por el Tribunal Administrativo de Suae. 

2. Ordénase a la Electrificadora de la Costa At­
lántica SA E.S.P. • ELECTROCOST. A- que cumpla 
la previsión contenida en los artículos JS8 de la 
ley 142 de 1994 y 123 del Decreta ley 2150 de 
1995. En consecuenóa, dispondrá lo pertinente a 

~.►..ud!-~jgPJ,wr,¡~ 

efectos de que dentro del ténnino de cinco (5) 
dfas contados a partír de la notificación de esta 
sentencia, reconozca los efectos del silencio ad­
ministrativo positivo al recurso de reposición for­
mulado por el Señor Abraham Heriberto Guartn 
Galet el 10 de marzo de 2003. 

3°. Notiflquese a las partes en la forma prevísta 
en el articulo 22 de la ley 393 de 1997 y envfese 
fotocopia de esta sentencia al Señor Gerente de 
la Electrilicadora de la Costa Atlántica SA E.S.P. • 
ELECTROCOSTA-, para lo pertinente. 

4°. El Tribunal Administrativo de Suae vigilará 
el aimplímiento de esta sentencia. 

s•. Ejecutoriada esta providencia, devuélvase 
el expeaiente al Tribunal de origen. 

NOTIRQUESE Y CUMPlASE 

103 



~nJunda.o _________________________________ _ 

CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN QUINTA 

Consejera Ponente: DENISE DUVIAU DE PUERTA 
Bogotá, O. C., veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2.003) 
Radicación número: 73001-23-31-000--2002 ·0636-0l 
Actor: JORGE ENRIQUE HERNÁNDEZ ACOSTA 
Referencia: Radicado interno número 606. Acción popular 

11. CONSIDERAOONES DE LA SAIA 

1. Cuestión previa 

La acción popular establecida en el artirulo 88 
de la Constitución Política y reglamentada por la 
ley 472 de 1.998, tiene por objeto proteger los 
derechos e intereses colectivos cuando quiera que 
resulten amenazados o vulnerados por la acción 
u omisión de las autoridades públicas o de los par­
ticulares (artículos 9 y 14 de la ley 472 de 1.998). 

Según dispone el artirulo 4 de a ley precitada. 
los derechos e intereses colectivos no son solo los 
que enlista ese precepto, vale decir el goce de un 
ambiente sano; la moralidad administrativa; a exis­
tencia del equilibrio ecológico y el manejo y apro­
vechamiento racional de los recursos naturales; 
el goce del espacio público y la utilización y defen­
sa de tos bienes de uso público; la defensa de los 
patrimonios público y cultural; la seguridad y salu­
bridad públicas; el acceso a una infraestructura 
de servicios; la libre competencia económica; el 
acceso a los servicios públicos y a que su presta­
ción sea eficiente y oportuna; la prohibición de la 
fabricación. importación, posesión uso de armas 
qulmicas, biológicas y nucleares, así como la in­
troducción al territorio nacional de residuos nu­
clear~~ 0 tóxíc.os; el derecho a la seguridad y pre­
ven~ion. ~e desastres previsibles técnicamente; la 
r;a\1zac1on de las construcciones, edificaciones y 

esarro\los urbanos respetando las disposiciones 
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jurf dicas, de manera ordenada y dando prevalen­
cia al beneficio de la calidad de vida de los habi­
tantes: los derechos de los consumidores y usua­
rios. También se consideran derechos e intereses 
colectivos los definidos como tales en la Constitu­
ción Política, as leyes ordinarias y los tratados de 
derecho internacional celebrados por Colombia. 

El demandante considera que aun cuando el 
debido proceso es un derecho fundamental, debe 
induírsele dentro de a gama de los derechos co­
lectivos, toda vez que la enumeración que trae el 
artículo 4 de la ley 472 de 1.998 no es taxativa, que 
es como ese mismo precepto señala, en él no se 
contemplan todos los derechos e intereses de la 
colectividad; por esta razón manifiesta su des­
acuerdo con la aseveración del Tribunal, en el sen­
tido de que el debido proceso no está concebido 
en la Constitución Polltica ni en la ley precitada 
como un derecho colectivo. 

Sobre la manifestación del demandante cabe 
preásar que si bien es cierto el articulo 4 de la ley 
472 de 1,998 determina que los derechos e intere­
ses colectivos no son solo los que menciona ese 
precepto, también lo es que esa misma norma 
expresa: "igualmente son derechos e intereses 
colectivos los definidos como tales en la Constitu­
ción, las leyes ordinarias y los tratados de derecho 
internacional celebrados por Colombia Ello quie­
re decir que no queda al arbitrio de las partes 
calificar cuándo un derecho es colectivo, sino que 

1 
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es el constituyente, el legislador y los estados con­
trates quienes les imprimen ese car~cter, lo que 
no ocurre con el debido proceso que constituye 
un derecho fundamental. 

2. El asunto de fondo 

Según el indso segundo del articulo 2 de la ley 
472 de 1.998, las acciones populares se ejercen 
para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la wlneradón o agravio so­
bre los derechos e intereses colectivos, o restituir 
las cosas a su estado anterior cuando fuere posi­
ble, de ahf que se habf e de la naturaleza preventi­
va de a acción popular. 

En este caso las pretensiones de la demanda 
estén encaminadas a que se declare la nulidad de 
fas actas que registran la revisión técnica, que la 
entidad demandada realiza a los medidores de 
algunos usuarios del servicio público de energfa 
eléctrica del Tolima y que como consecuencia de 
ello se disponga que no existe prueba para ade­
lantar ningún proceso sancionatorio contra los 
suscriptoresy y/o usuarios de Electrolima S. A., E. 
S. P.; y pretende, adem~, la declaración de nuli­
dad del articulo 31 de la resolución interna 501, 
expedida por la misma entidad en diciembre de 
1.998, 

A m~s de las declaraciones de nulidad referi­
das, el demandante pide se fue en cinco meses, 
contados a partir de la primera comunicación, el 
término de prescripción para que la entidad de­
mandada pueda imponer rualquier sanción; que 
se asigne a la Intendencia Delegada Territorial a 
competencia para decidir los recursos de apela­
ción interpuestos en los procesos sancionatorios 
Y, que hasta tanto ese organismo adopte una de­
cisión de fondo, se ordene a Electrolima S. A., E. S. 
P., suspender de manera inmediata la ejecución 
de las resoluciones y transacciones. 

La Sala observa que los pedimentos de la de­
manda no estén llamados a prosperar, por cuanto 

la acción no busca la protección de derechos co­
lectivos sino la solución de una situaóón que afec­
ta a u.nos cuantos ~uarios del Sffiicio de energfa 
eléctrica del departamento del Tolíma, por supues­
tas fallas en fa prestaáón de ese servicio púbítco, 
fallas que el demandante hace consistir en o que 
considera constituye un irregular procedimiento 
adelantado por la Bectrificadora del Tolima, para 
realizar la revisión témia de os contadores que 
registran el consumo de energía de os usuarios de 
dicho serviáo, pues, a su juicio, el referido proc~ 
dimiento y a resoluáón sancionatoria con que cuf. 
mina ese procedimiento viola la ley 142 de 1.994 
que regula la prestación de servióos públicos, el 
decreto 1.842 de 1.991 o Estatuto Nacional de 
Usuarios de los Servidos Públicos, el deaeto 1.JOJ 
de 1.989, la resoluáón 501 de 24 de diciembre de 
1.998 y demás nonnas concordantes del Código 
Contenóoso Administrativo, 

En relaóón con las fallas que se presentan en la 
prestaóón de cualquier servicio público d~miá­
liario, la ley 142 de 1.994 establece mecanismos 
administrativos a favor de los usuarios, mediante 
los cuales pueden procurarse a solución corres­
pondiente; asf, el artículo 79, modificado por el 13 
de la ley 689 de 2.001 prevé: 

•ARTICULO 79. Funciones de la 
Superintendencia. Las personas prestadoras de 
servicios públicos y aquellas que. en general, rea­
licen actividades que las haga sujetos de aplica­
ción de las leyes 142 y 143 de 1.994, estarán suje­
tos al control y vigilancia de la Superintendencia 
de Servicios Públicos. Son funciones de esta las 
siguientes: 

1. Vigilar y controlar el cumplimiento de las le­
yes y actos administrativos a los que están sujetos 
quienes presten servicios públicos, en cuanto el 
cumplimiento afecte en lonna directa e inmedia­
ta a usuarios determinados; y sancionar sus viola­
ciones, siempre y cuando esta función no sea com­
petencia de otra autoridad, 
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La Sala estima, entonces, que no corresponde 
al juez de la acción popular desplazar a las autori· 
dades administrativas del sector de los servidos 
publicos, e invadir la órbita de sus competencias, 
puesto que, tal como se puede deducir de la nor• 
ma transcrita, frente a fallas imputables a las em­
presas. lo procedente es hacer uso de los meca• 
nismos que a ley de servidos públicos otorga a los 

• usuanos. 

En relación con las pretensiones de la deman­
da, consistentes en que se dedare la nulidad de 
las actas de revisión y del articulo 31 de la resolu­
ción 501 de \.998, la Sala considera, de acuerdo 
con el Tribunal, que no es mediante la presente 
acción que se puede obtener un pronunciamiento 
en tal sentido, pues para el efecto existen las ac­
óones de nulidad y restablecimiento del derecho 
previstas en el Código Contencioso Administrati­
vo, mediante las cuales los interesados pueden 
alegar y demostrar que con la expedición de los 
actos impugnados la administración violó nonnas 
de orden superior a las que debla sujetarse, como 
ocurre en este caso, pues el demandante afinna 
que en el procedimiento de revisión de medidores 
y en la resolución que le pone fin al mismo, la 
entidad demandada infringió la ley 142 de 1.994, 
los decretos 1.842 de 1.991 y 1.303 de 1.989, la 
resoluáón 501 de 24 de diciembre de 1.998 y de­
más normas concordantes del Código Contencio­
so Administrativo. 

De otra parte es pertinente señalar que atri­
buir competencia a una autoridad y fijar plazos de 
prescripción, son asuntos que escapan al conoci­
miento de las autoridades judiciales en general y 
del juez de la acóón popular en particular, razón 
suf íciente para desestimar as pretensiones del 
demandante consistentes, una, en que se fije un 
término de prescripción de cinco meses para que 
la demandada pueda imponer sanciones y, otra, 
que se asigne a la Intendencia Delegada Territo­
rial la competencia para decidir los recursos de 
apelación que se interponen en los procesos 
sancionatorios. 
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a demandante considera que Electrolima S. A., 
E. s. P., violó los derechos colectivos a la morali­
dad administrativa, al acceso a os seTVicios públi­
cos ya que su prestación sea eficiente y oportuna 
y los derechos de los consumidores y usuarios. 

El argumento que esgrime para fundamentar 
las acusaciones referidas gira en tomo al mismo 
aspecto: la violación de las normas que regulan 
tanto el proceso de revisión de medidores, como 
la expediáón del acto sancionatorio respectivo; 
dicho argumento no expresa otra cosa que la vio­
lación al debido proceso que, como quedó dicho, 
no es un derecho colectivo. 

No se deduce la infracción del derecho a la 
moralidad administrativa, pues la única prueba 
que existe al respecto es la manifestación del se­
ñor Jaime Eduardo Melo Palma, en su condición 
de Presidente Ejecutivo de la Cámara de Comer­
cio del Sur y Oriente del Tolima, quien dijo que 
desde septiembre de 2.000 se ha asesorado a los 
usuarios en os díversos servidos públicos en ma­
teria tarifaria y actuaciones administrativas; que 
en noviembre de ese año Electrolima intensificó 
las visitas domiciliarias en el municipio de El 
.Espinal, realizó para ello un contrato con un con­
sorcio el cual, como forma de pago, recibe un por­
centaje de la sanción que se impone por anoma­
lías encontradas y que, desde entonces, se han 
intensificado las quejas de los usuarios por irregu­
laridades en el procedimiento para hacer las revi­
siones consistentes en retirar o romper los sellos 
en los medidores, dejar constancias de que a las 
personas se les informó sobre el derecho que tie­
nen a la asistencia técnica y colocar anomalías 
inexistentes; que la Cámara de Comercio le hizo 
caer en cuenta a Electrolima de esa situación y a 
partir de entonces solo aparecen sellos rotos en 
las actas de revisión; y que también existen irre­
gularidades en las notificaciones de los procesos 
sancionatorios, todo lo cual resulta violatorio de 
los principios de legalidad y debido proceso (folios 
84 y 85). 

-
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Ni se demostró incumplimiento por parte de 
funcionario u organismo, de princípios o valores 
que deban constituir normas de comportamiento 
de la actividad estatal, como tampoco se demos­
tró que la entidad demandada desconociera los 
derechos de a colectividad relacionados con el 
acceso y prestación eficiente y oportuna del servi­
cio publico de energf a eléctrica y de los consumi­
dores y usuarios. 

lo discurrido es suficiente para conduir que en 
el presente proceso no se probó la existenáa de 
amenaza o infracción de los derechos colectivos 
invocados y en consecuencia, las pretensiones de 
la demanda no están llamadas a prosperar, razón 
por la cual la sentencia impugnada habrá de ser 
confirmada, excepto en cuanto se refiere a la con­
dena en costas que el Tribunal impuso, decisión 
que se revocará conforme a lo previsto en el a~ 
culo 38 de la ley 4n de 1.998, pues no aparece 
demostrada la temeridad por parte del deman­
dante al intentar la presente acción popular. 

111. DEQSION 

En mérito de lo expues1o, el Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Quinta, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, fallo: 

Confirmase, en su numeral 1, la sentencia de 
15 de mayo de 2.002 dictada por el Tribunal Adm~ 
nistrativo del Tolima. 

Revócase, en su numeral 2 la misma sentencia. 
En su lugar, no hay condena en costas, En firme 
esta providencia devuélvase el expediente al Tri­
bunal de origen. 

NOTIFIQUESE. 
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DECRETO 3110 DE 20031 

(noviembre 4) 

Por medio del cual se reglamenta el articulo 15 de la ley 820 de 2003 

EL PRESIDEN'Jf DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las f acuitad es constitucionales y 
legales, en especial de las consagradas en el nu­
meral 11 del artículo 1ª9. de la Constitución Políti­
ca y en desarrollo de lo previsto en el articulo IS. 
de la Ley 820 de 2003, 

DECRETA: 

ARTICULO 1 o. AMBITO DE APLICACIÓN. El pre­
sente decreto será aplicable a los contratos cele­
brados para el arrendamiento de vivienda urba­
na, de conformidad con la Ley 820 de 2003. Asl 
mismo se aplicará a los contratos de arrendamien­
to de vivienda urbana celebrados en vigencia la 
Ley 56 de 1985, si las partes del contrato de co­
mún acuerdo se acogen a los términos de la Ley 
.m1 de 2003. 

ARTÍCULO 20. PAGO DE LOS SERVICIOS PÚBU· 
COS DOMICILIARIOS. Cuando un inmueble sea en­
tregado en arrendamiento, mediante contrato 
verbal o esaito, v el pago de los servicios públicos 
corresponda al arrendatario, el arrendador del 
inmueble podrá mantener la solidaridad en los 
términos establecidos en el articulo .lli! de la Ley 
142 de 1994, modificado por el artículo .ffl de la 
Ley 689 de 2001 o atender el procedimiento seña• 
lado en el presente Decreto, caso en el cual no 
será responsable solidariamente en el pago de los 
servicios públicos domiciliarios y el inmueble no 
quedará afecto al pago de los mismos. 

ARTICULO 3o. CLASES DE GARANTIAS. Para 
efectos de la aplicación del numeral 1 del artículo 
IS. de la Ley 820 de 2003, se considerarán como 
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garantfas o fianzas las siguientes: depósitos en di­
nero a favor de las Entidades o Empresas de Ser­
vicios Públicos Domiciliarios, garantlas constitui­
das u otorgadas ante Instituciones Financieras o 
Fiduciarias, póliza de seguros, fiador, endoso de 
titulos y/o garantfas, fiducia y encargo fiduciario, 
asl como cualquiera otra que conforme a la ley 
cumpla con dicha finalidad. 

ARTICULO 4o. DEPÓSITO EN DINERO A FAVOR 
DE LA ENTIDAD O EMPRESA PRESTADORA DE SER· 
VICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Para la consti­
tuóón de depósitos en dinero a favor de la enti· 
dad o empresa de servicios públicos domiciliarios, 
se seguirá el siguiente procedimiento: 

1. El arrendador y/o el arrendatario deposita­
rán ante la institución financiera señalada por la 
entidad o empresa de servicios públicos domici­
liarios, a su favor, y a titulo de depósito una suma 
igual al valor de la garantla señalada en el articu­
lo .fiO de este decreto. 

2. Denunciada la terminación del contrato por 
parte del arrendador y/o el arrendatario, la insti­
tución financiera, previa autorización escrita de 
la empresa prestadora de servicios públicos, de­
volverá al depositante dentro de los 20 dfas hábi­
les siguientes las sumas de dinero depositadas, de 
las cuales podrá descontar el valor de los servicios 
prestados hasta la fecha del denuncio de termina· 
ción. 

La entidad o empresa de servicios públicos d~ 
miciliarios podrá pagarse contra el depósito cons­
tituido las facturas no canceladas. 

P.AAAGRAFO. Los dineros entregados en depó­
sito, junto con sus rendimientos, serán de propie­
dad del constituyente V en consecuencia a la ter­
minación del contrato inicial o de cualquiera de 
sus prórrogas, serán reembolsados a este. 

ARTICULO so. DENUNCIO DEL CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO. El arrendador y/o el arrenda­
tario deberá informar a las Entidades o Empresas 
de Servicios Públícos domiciliarios, a través del 
formato previsto en el presente Decreto y con la 
información mf nima exigí da en el articulo So, de 
la existenáa o terminaáón del conbato de arren­
damiento. 

P.AAAGRAFO lo. Si el arrendador inrumpfe con 
su obligación de denunciar la existenáa o tenni­
nación del contrato de arrendamiento, el propie­
tario o poseedor será solidario en los términos 
establecidos por el artículo ~ Ley 142 de 1994, 
modificado por el articulo .1ª de la Ley 689 de 2001. 

ARTICULO 60. VALOR DE LA GARANT1A O DE­
PÓSITO. El valor de la garantía o depósito no po­
drá exceder dos veces el valor del cargo fijo más 
dos veces el valor por consumo promedio del ser­
vicio por estrato en un periodo de facturación. El 
~lculo del valor promedio de consumo por esba­
to en un periodo de facturación se realizará utili­
zando el consumo promedio del estrato al cual 
pertenece el inmueble a ser arrendado de los tres 
últimos periodos de facturación, aumentado en 
un cincuenta por ciento (50%). 

• 

Las entidades o empresas de servicios públicos 
domiciliarios suministrarán esa información y la 
divulgaran periódicamente. 

PARAGRAFO lo. Si el promedio de consumo del 
arrendatario fuere superior al promedio del es­
trato, la entidad o empresa puede ajustar hasta 
una vez al año el valor del depósito o la garantía 
de acuerdo con los promedios de consumo del 
arrendatario, considerando los tres últimos perio­
dos de facturación del mismo. 

~~._°'~-~ 

PA~GRAFO 2o. los ajustes a las garantías o 
depósrtos previstos en el parágrafo 1 o del presen­
te articulo son a cargo del arrendatan·o El d • . . arr~ 
atano, preVJa notificación por parte de la enti-

dad o empresa de servicios publicas domiciliarios 
deberá modificar la garantía O depósrto. ' 

PARÁGRAFO 3o. En el caso de las entidades 0 
empresas prestadoras del servióo de telecomun~ 
caóones se tendrá en cuenta el cargo por unidad 
de consumo, el cual se determinara induyendo el 
promedio de todos los servióos telefónicos toma­
dos de que trata la Ley fil de 1994. 

ARTfCULO 7o. DE LAS OTRAS GARANTIAs. Las 
garantías constituidas tendrán como mlnímo una 
vigencia igual al plazo del contrato de arrenda­
miento. Venádo el término inióal en caso de ser 
renovado, el arrendatario deberá renovar tam­
bién la garantia, de conformidad con lo señalado 
en este decreto. 

PARÁGRAFO lo. Una vez recibida la docume. 
tación respectiva, las Entidades o Empresas de 
Servióos Públicos domiciliarios tendrán un plazo 
máximo de diez (10) días hábiles contados a par• 
tir de la radicación del formato en la entidad o 
empresa correspondiente, para aceptar!~. S~ la 
garantía presentada ha sido ~edída ~r institu­
ciones vígiladas por la Supenntendenoa Banca­
ria y cumplieren con los requisitos de los. articul?s 
822 y siguientes del Código de Comeroo, s~ran 
de obligatoria aceptación por part~ de las ~~da­
des o Empresas de Servicios Pübllcos Dom1aha· 
• nos . 

En el evento de que la entidad o empresa no 
acepte la garantía remítida. deberá informarlo 
especificando las causas al arrendador y al arren· 
datario para que realice los ajustes necesarios. En 
este caso se íniciar~n nuevamente los términos 
señalados en el ináso anterior. 

ARTICULO 80. FORMATOS PARA LA DENUNCIA 
DEL ARRIENDO Y SU TERMINACIÓN. Las entídit-
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des o empresas de senriáos públicos domiciliarios 
elaborar~n y entregarán, a los usuarios que lo re­
quieran, los formatos para la denuncia del contra­
to de arrendamiento y de su terminación. 

En todo caso el formato de denuncia deberá 
contener como mínimo: 

- Nombre, áirección e identificación del arren­
dador. 

- Identificación del inmueble con dirección, 
matricula inmobiliaria y c~dula catastral cuando 
aplique. 

- Nombre, dirección e identificación del o los 
arrendatarios. 

- Fecha de iniciación y la de terminaá6n del 
contrato de arrendamiento. 

- Case y tipo de garantía. 

- Entidad que expide la garantfa. 

- Vigencia de la garantfa. 
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- Anexos: Comprobante del depósito u original 
de la garantía. 

Dicho formulario debe ser susaito por el arren­
dador y arrendatario, bajo la gravedad de jura­
mento, el cual se entenderá prestado con la firma 
del mismo. 

ARTICULO 9o. SOLICITUD DE NUEVOS SERVI­
CIOS. En el evento en que el arrendatario solicite 
a las entidades o empresas prestadoras de servi­
dos públicos domiciliarios un nuevo servicio adi­
cional a los básicos. se dará aplicación a lo esta­
blecido en el numeral sexto (60) del artículo U de 
la ley 820 de 2003. El arrendatario podrá en cual­
quier momento requerir la cancelación o suspen-­
sión del serviáo adicional solicitado por él mismo, 
caso en el cual le será dewelta la garanUa o de­
pósito a que haya lugar, sin que necesariamente 
medie la terminación del contrato de arrenda­
miento. 

ARTICULO 10. VIGENCIA. El presente decreto 
rige a partir del diez (10) de julio de 2004. 
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DECRETO 3429 DE 200l' 
(noviembre 28) 

por medio del cual se reglament~ el artfcul~ 65 .d~ la Ley 812 de 2003 en relación con la 
comercialización de gas natural y se dictan otras d1spos1oones. 

El Presidente de la República, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las 
conferidas por los articulos 189 numeral 11 Y 370 de la Constitución Política y 65 de la Ley 812 de 2003, y 

CONSIDERANDO: 

Que el articulo 65 de la Ley 812 de 2003 esta­
bleció que en aras de proteger el mercado y ase­
gurar la prestación del servicio, las empresas 
comercialízadoras de gas natural que atienden 
usuarios regulados residenciales y/o no residen­
ciales, y aquellas que I o hagan en el futuro, debe­
rán incorporar a su base de clientes un número 
mínimo de usuarios de estratos soáoeconómicos 
1, 2 y 3; 

Que actualmente en el pafs, la comercializaóón 
de gas natural a usuarios regulados está siendo 
desarrollada exclusivamente por los Distribuido­
res de Gas Natural; 

Que la actividad de comercialización de gas 
natural a usuarios regulados en el pafs se encuen­
tra concentrada principal mente en la atención de 
usuarios residenciales de los estratos 

• • soaoeconóm1cos 1, 2, y 3; 

Que a la fecha de expedición de este Decreto 
se tienen 3,1 millones de usuarios residenciales 
que cuentan con el servicio de gas natural domici­
liario, de los cuales el 13%, corresponde al estrato 
1; el 37%, corresponde al estrato 2; y, el 35%, co­
rresponde al estrato 3; 

Que toda vez que conforme al considerando 
anterior, la cobertura total a usuarios residencia• 
les de estratos 1, 2 y 3 supera el 85%, no es proce-

1 DL\Rlu 01 ICIAL 4~ )!IS del .:!ll c.k J\OVicmt-~ Je !00) 

dente establecer un nl'.lmero mínimo de usuarios 
residenciales de dichos estratos a ser incorporado 
a la base de dientes de los comerdalizadores es­
tablecidos, 

DECRETA: 

Articulo 1 º. Definidones. Para efectos de la in­
terpretación y aplicación del presente Decreto, se 
tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 

Comercializaóón de Gas Natural: Es la acti­
vidad complementaria al servicio público domicj. 
liario de gas natural, que consiste en la compra­
venta o suministro de gas natural a título oneroso. 

Comerciali:zador de Gas Natural: Persona 
Jurídica cuya actividad es la comercialización de 
gas natural. 

Comercializador Entrante: Es el Comer­
cializador de Gas Natural diferente del 
Comercializador Establecido que atenderá usua­
ri os regulados en el mismo mercado de 
comercialización. 

Comercialii.ador Establecido: Es el Distribui­
dor de Gas Natural que desarrolla simultáneamen­
te la actividad de Comercialización de Gas Natu­
ral a usuarios regulados en un mismo mercado de 
comercialización. 
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Disbibuidor de Gas Natural: Es la empresa 

de servicios públicos que desarrolla la actividad 
de distribuóón de gas natural. 

Produdor de Gas Natural: Es quien extrae o 
produce gas natural conforme con la legislación 
vigente. Cuando el Productor vende gas a un agen­
te diferente del asociado es un Comercializador. 

Usuario Regulado de Gas Natural: Es un con­
sumidor de hasta 300.000 pies cúbicos día de gas 
natural o su equivalente en metros cúbicos hasta 
el 31 de díciembre del año 2004; y, de hasta 
100.000 pies cúbicos día de gas natural o su equi­
valente en metros cúbicos a partir del 1 de enero 
del año 2005. Para todos los efectos, un usuario 
regulado es un pequeño consumidor y está sujeto 
a las tarifas establecidas por la Comisión de Regu­
lación de Energía y Gas. 

Artículo 2º. De lo Comerdolizadón de Gas No­
turo/ o Usuarios Regulados. Para efectos del arti­
culo 65 de la ley 812 de 2003 y, en aras de prote­
ger el mercado y asegurar la prestación del servi­
cio público domiciliario de gas natural, la 
Comercialización de Gas Natural a usuarios regu­
lados seguirá siendo desarrollada únicamente por 
Jo.s Dístríbuidores de gas natural hasta que en el 
pafs la actividad de Comeráalización de Gas Na­
tural desarrollada por los Productores y los Agen­
tes Importadores se considere competida, confor­
me con lo establecido en el articulo 3° del presen­
te Decreto. 

Artículo 3°. Comercializad6n de Gas Natural 
Competida. Para efectos del presente Decreto, se 
consídera que la actividad de Comercialización 
de gas natural desarrollada por los Productores y 
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los Agentes Importadores es competida, cuando 
la Comisión de Regulación de Energf a y Gas lo 
determine a partir de análisis que consideren f n­
dices reconocidos de competencia que involucren 
el número de Productores-Comercializadores y 
Agentes Importadores, la posición de dichos ag 
entes en el mercado, su nivel de competencia; asl 
como la madurez del mercado secundario de gas 
natural, la existencia de sistemas de información 
a los usuarios. la disponibilidad de infraestructura 
de transporte de gas natural y demás factores que 
encuentre pertinentes. 

Articulo 4º. lncorporoción de Usuarios. Una vez 
se determine que la actividad de Comercialización 
de Gas Natural desarrollada por los Productores y 
los Agentes Importadores es competida, los 
Comercializadores Entrantes a los mercados de 
comercialización deberán incorporar a su base 
de clientes un número mínimo de usuarios resi­
denciales de forma tal que, anualmente, se equili­
bren en un 90%, los subsidios a los usuarios de los 
estratos socioeconómicos 1, 2 y 3 con las contribu­
ciones de los Usuarios Regulados que serán aten­
didos por éstos. Lo anterior, sin perjuicio de lo es­
tablecido en el Decreto 847 de 2001 del Ministerio 
de Minas y Energía o las normas que lo adicionen, 
modifiquen o sustituyan. 

Artículo 5°. Vigilancia y Control. La 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios vigilar~ y controlará el cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo 6º. Vigenda y derogatorios. El presen­
te Decreto rige a partir de su publicación en el 
Diario Olida/ y deroga las normas que le sean 
contrarias. 
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DECRETO NUMERO 155 DE 200,tr 
(enero 22) 

Por eJ cual ,e reglamenta el anla,Jo 4J de la ley 99 de 1993 sobre lasas por Uliliución de a¡,,as y se adoptan otras disposiciones. 

Er Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y legales, en 
especial las contenidas en el numeral Ir del arttculo 189 de la Constitución Política v el articulo 43 de la Ley 99 de 1993, 

DECRETA: 
Indice de escasez para aguas superficiales: 

Articulo 1°. Objeto. El presenle Decreto tiene 
por objeto reglamentar el articulo 4J de la ley 99 
de 1993 en lo relativo a fas tasas par utilización de 
aguas superficiales, ras cuales incluyen las aguas 
estuarinas, y las aguas subterráneas, índuyendo 
dentro de estas los aculferos litorales. No son ob­
jeto de cobro del presente deaetD las aguas ma­
rflimas. 

Relaáón entre la demanda de agua del conjunto 
de actividades sociales y económieas con la oferta 
hídrica dísponible. 

Demanda hídrica superficial 
Oferta hídrica superlidal IÍISponible 

Aguas estuarinas: Son cuerpos de agua, don­
de la desembocadura de un río se abre al mar. Se 
caracterizan por la dilución de agua marina con 
los aportes de agua dulce provenientes del conti­
nente. Articulo 2º. Delinidones. Para los efedos del 

presente decreto se adoptan las siguientes definí• 
• aones: 

Cuenca hidrográfica: Area de aguas superfi. 
ciales o subterráneas. que vierten a una red 
hídrogrcifica natural con uno o varios cauces na­
turales, de caudal continuo o intermitente, que 
confluyen en un curso mayor que, a su vez. puede 
desembocar en un rio principal, en un depósito 
natural de aguas, en un pantano o directamente 
en el mar. 

Aa,lfero: Unidad de roca o sedimento, capaz 
de almacenar y transmitir agua en cantidades sig­
nificativas. 

Reserva de un aalffero: Es la cantidad de agua 
sublerránea almacenada en el acuífero. 

Caudal disponible de un aculfero: Corres­
ponden al caudal que se podría extraer continua­
mente de un acuífero, sin que se reduzcan sus 
reservas. 

Caudal explotable de un acuífero: Corres­
ponden al caudal que se puede extraer de los ~ 
cursos disponibles de un acuífero, sin alterar el 
régimen de explotación establecido por la autori­
dad ambiental competente. 

Indice de escasez para aguas subterráneas. 

Unidad hidrológica de análisis: Area natu­
ral de concentración y recolección de aguas su• 
perficiales y/o subterránec1s que tiene connota­
ción principalmente hidrológica en la 
cuantificación, distribución y utilización de los r~ 
cursos hidricos disponibles. Para aguas superficia­
les su delimitación se realiza siguiendo la divisoria 
topogrAfica de aguas, y para aguas subterráneas 
siguiendo criterios hidrogeológicos. Es la relación entre la sumatoria de los caudales 
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captados en el aculfero v los caudales aplotabl'5 
del mismo, de confonnidad con la siguiente ex­
presión: 

Q, 
donde: 
1 ,¿ corresponde al Indice de escasez para aguas 
subterráneas. 

: es la sumatoria de los caudales captados en el 
acuífero. 

Q,: es el caudal del reanso hfdrico que es apio­
table del aculfero. 

Acufferos litorales: Son aculf eros que por su 
ubicación están expuestos a la intrusión marina. 

Artículo 3º. Sujeto activo. Las Corporaciones 
Autónomas Regionales. las Corporaciones para el 
Desarrollo Sostenible, las Autoridades Ambienta• 
les de los Grandes Centros Urbanos y las que se 
refiere el articulo 13 de la Ley 768 del 2002 y la 
Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Nacíonales Naturales del Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y OesarTollo Territorial, son 
competentes para recaudar la tasa por utílízaáón 
de agua reglamentada en e.ge decreto. 

Articulo 4°. Sujeto pasivo. Están obligadas al 
pago de la tasa por utilización del agua todas las 
personas naturales o jurfdicas, póblicas o priva­
das, que utilicen el recurso hfdrico en vírtud de 
una concesión de aguas. 

Articulo 5º. Hecho Generador. Dará lugar al 
cobro de esta tasa, la utilizaáón del agua en vir­
tud de concesión, por personas naturales o jurldí· 
cas, publicas o privadas. 

Articulo 6º. Base Cravable. La tasa por utiliza­
ción del agua se cobrará por el volumen de agua 
ef ectívamente captada, dentro de los limites y 
condiciones estableádos en la concesión de aguas. 

116 

Paragrafo. El sujeto pasivo de la tasa por utili­
zación de aguas que tenga implementado un sis­
tema de medicíón podrá presentar a la autoridad 
ambiental competente, en los términos y periodi­
cidad que esta determine conveniente, reportes 
sobre los volúmenes de agua captada. En caso de 
que el sujeto pasivo no cuente con un sis tema de 
medióón de agua captada, la autoridad ambien­
tal competente procederá a realizar la liquida­
ción v el cobro de la tasa con base en lo estableci­
do en la concesión de aguas. 

Artfculo 7°. Rjadón de lo tarifa. la tarifa de la 
tasa por utilización de agua (TUA) expresada en 
pesos/m\ será establecida por cada autoridad 
ambiental competente para cada cuenca 
hidrográfica, aculfero o unidad hidrológica de 
an~lisis y está compuesta por el producto de dos 
componentes: la tarifa mf nima (TM) y el factor 
regional (FR): 

TUA=TM • FR 

Donde: 
TUA: Es la tarifa de la tasa por utilización del agua, 
expresada en pesos por metro cúbico (S/m~). 
TM: Es la tarifa mlnima nacional, expresada en 
pesos por metro cubico (S/ml). 
FR: Corresponde al factor regional, adimensional. 

Articulo 8º. Torito mfnimo (TM). El Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
mediante resolución, fijará anualmente el monto 
tarif ario mínimo de las tasas por utilización de 
aguas. 

Artículo 9°. Factor regional El factor regional 
integrará los factores de disponibilidad, necesida­
des de inversión en recuperación de la cuenca 
hidrográfica y condiciones socioeconómicas de la 
población; mediante las variables cuantitativas de 
índice de escasez. costos de inversión y el Indice 
de necesidades básicas insatísf echas, respectiva­
mente. Cada uno de estos factores tendrA asocia­
do un coeficiente. 
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Articulo to. CtJlculo del Fador Regional (FR). El 
factor regional será calculado anualmente por la 
autoridad ambiental competente para cada cuen­
ca hidrográfica, acuffero o unidad hidrológica de 
análí~is, y corresponderá a un factor adimensíonal 
de acuerdo con la siguiente expresión: 

FR= ••IC¡+C J •es 
El factor regional tendrá un rango de variación 
asf: 
1 7 FR 1 7 Para agua superfiáal. 
1 7 FR 1 12 Para agua subterránea. 

los componentes del factor regional son: 

Cs: Coeficiente de condiciones socioeco­
n6mlcas que tomará los siguientes valores de 
acuerdo con el lndíce de Necesidades Básicas In­
satisfechas (NBI) determínado por el Departamen­
to Nacional de Planeación del municipio en donde 
se ubique el usuario que utiliza el agua para abas­
teómiento doméstico, de acuerdo con I a siguien­
te fórmula: 

Este coeficiente tendrá un rango de variación 
entre O y 1:0<C, 71 

e;.: Coefióente de lnversi6n Fracción de los 
costos totales del plan de ordenación y manejo de 
la cuenca de que trata el Deaeto 1n9 del 2002 
no cubiertos por la tarifa mínima, de acuerdo con 
la siguiente fórmula. 

Donde 

C /(: Coeficiente de inversión de la cuenca 
hidrográfica. 

CN<: Costos totales anuales del plan de ord~ 
nación y manejo de la cuenca del año inmedi~ 

• mente antenor. 

e,., : Facturación anual estimada de la tasa por 
utilización de aguas, aplicando la Tarifa Mínima a 
los usuarios de la cuenca. 

En ausencia del plan de ordenaáón y manejo 
de la cuenca, el valor del coeficiente de inversión 
será igual a o. 

c.: Coeficiente de escasez. Este coeficiente 
varia de acuerdo con la escasez del recurso hldrico 
considerando si la captación se realiza sobre agua 
superficial o subterránea según las siguientes fór­
mulas: 

Coeficiente de escasez para aguas superficiales. 

Donde: 

<;: Coeficiente de escasez para aguas superficia­
les. 

1
6

: Conesponde al índice de escasez para aguas 
superficiales estimado para la cuenca, tramo o 
unidad hidrológica de análisis. 

C.: Coeficiente de escasez para aguas subte­
rráneas. 

Donde: 

<;: Coeficiente de escasez para aguas subterrá­
neas. 

la;: Corresponde al Indice de escasez para aguas 
subterráneas estimado para el acuífero o unidad 
hidrológica de análisis. 

Artículo 11. Fador de Costo de Oportunidad. 
(F o,J. El factor de costo de oportunidad toma en 
cuenta si el usuario del agua se encuentra hacien­
do un uso consuntivo o no consuntivo, generando 
costos de oportunidad para los demás usuarios 
aguas abajo. El valor del factor de costo de opor­
tunidad se calculará de conformidad con la si­
guiente fórmula: 

Donde: 
F"': Factor de Costo de Oportunidad 

117 



.,.,._~º---------------------------

V,: Volumen de agua concesionada o captada 
durante el periodo de cobro. 

Vv: Volumen de agua vertido a la misma cuenca 
o unidad hidrológica de análisis duranle el perlo­
do de cobro. 

Parágrafo 1º. El factor de costo de oportunidad no 
podrá tomar un valor inferior a 0.1 ni mayor a l. 
0.1? Fo, 1 1 

Parágrafo 2°. En el caso que el sujeto pasivo no 
presente el repone con inf ormaáón sobre el vo­
lumen de agua captada y vertida, el factor de cos­
to de oportunidad tomará el valor de 1. 

Articulo 12. Cólcu/o del monto a pagar. El valor 
a pagar por cada usuario estará compuesto por el 
producto de la tarifa de la tasa por utilización de 
aguas (TU). expresada en pesosjm3, y el volumen 
captado (V), expresado en metros cúbicos (m5), 

corregido por el factor de costo de oportunidad 
de acuerdo con la siguiente fórmula: 

VP=TU • [V- FoJ 
Donde: 

VP: es el valor a pagar por el usuario sujeto pasi­
vo de la tasa, en el periodo de cobro que determi­
ne por la autoridad ambíental, expresado en pesos. 

TU: es la tarifa de la tasa por utilízaáón del agua, 
expresada en pesos por metro cúbico ($/m5). 

V : es el volumen de agua base para el cobro. Co­
rresponde al volumen de agua captada por el 
usuario sujeto pa!.ívo de la tasa que presenta re­
porte de mediciones para el periodo de cobro 
determinado por la autoridad ambiental, expre­
sado en metros cúbicos (m1). 

Fo:, Factor de costo de oportunidad, adimensional. 

Par~grafo. En los casos que el sujeto pasivo no 
presente los reportes sobre los volúmenes de agua 
captada, el cobro se realizará por el caudal 

118 

concesionado y la autoridad ambiental para efec­
tos de aplicar la fórmula contenida en el presente 
articulo en lo referente al volumen de agua, de­
berá aplicar la siguiente expresión: 

V= o •s6.4 • 1 
Donde: 
V: Volumen de agua base para el cobro. Corres­
ponde al volumen concesionado en el periodo de 
cobro y expresado en metros cúbicos. 
T: Numero de dlas del periodo de cobro. 
Q : Caudal concesionado expresado en litros por 
segundo (lts/sg) 
86.4: Factor de conversión de litros/seg a m3/dla. 

Artfrulo 13, Cuencas Compartidas. Cuando dos 
o más autoridades ambientales competentes ten­
gan jurisdicción sobre una misma cuenca 
hidrográfica, las Comisiones Conjuntas de que trata 
el Decreto 1604 de 2002, coordinarán la 
implementación de la tasa por utilización de aguas 
en la cuenca compartida, sin perjuicio de las com­
petencias da cada autoridad ambiental compe­
tente. 

Artfculo 14. Forma de Cobro. las Autoridades 
Ambi entales Competentes cobrarán las tasas por 
utilización de agua mensualmente mediante fac­
tura expedida con la periodicidad que estas de­
terminen, la cual no podrá ser mayor a un (1) año. 

Parágrafo. las facturas se expedirán en un pla­
zo no mayor a 4 meses después de finalizar el 
periodo objeto de cobro. la autoridad ambiental 
competente no podrá cobrar periodos no factura­
dos. 

Artículo 15. Periodo de concefod6n. Las factu­
ras de cobro de las tasas por utilización de agua 
deberán incluir un periodo de cancelación mlni­
mo de 30 dlas contados a panir de la fecha de 
expedíóón de la misma, momento a partir del cual 
las Autoridades Ambientales Competentes podrán 
cobrar los créditos exigibles a su favor a través de 
la jurisdicción coactiva. 

Articulo 16. Presentación de redomas y odoro­
ciones. los usuarios sujetos al pago de la tasa por 
utilización de agua tendrán derecho a presentar 
reclamos y aclaraciones escritos con relación al 
cobro de la tasa por utilización de agua ante la 
Autoridad Ambiental Competente. La presenta­
ción de cualquier reclamo o aclaración deberá 
hacerse dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la fecha de pago establecida en la factura de cobro. 

La autoridad ambiental competente deberá lle­
var cuenta detallada de las solicítudes presenta• 
das, del trámite y la respuesta dada. Los reclamos 
y aclaraciones serán tramítados de conformidad 
con el derecho de petición previsto en el Código 
Contencioso Administrativo. 

Articulo 17. Recursos. Contra el ado adminis-, 
trativo que resuelva el reclamo o adaradón pro­
cede el recurso de reposición. 

Articulo 18. Destinad6n del recaudo de fo taso. 
De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 
89 de la Ley 812 de 2003, los recursos provenien­
tes de la aplicación del articulo 43 de la Ley 99 de 
1993, se destinarán a la protección y recupera­
ción del recurso hldrico de conformidad con el 
respectivo Plan de Ordenamiento y Manejo de la 
Cuenca. 

Articulo 19. Tasa por utilizaá6n de agua en el 
sector hidroenergético. De conformidad con lo 
establecido en el parágrafo 3° del articulo 45 de 
la Ley 99 de 1993, dentro del porcentaje de trans­
ferencias al sector ambiental que hace el sector 
hidroenergético, compuesto por centrales hidráu­
licas y térmicas, está comprendido el pago de la 
tasa por utilización de aguas. 

Articulo 20. Repone de actividades. Las autori­
da des ambientales competentes reportarán 
anualmente al Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial la información relacionada 
con el cobro de las tasas por utilización de aguas y 
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el estado de los recursos hldrícos, con la finalidad 
de hacer una evaluación y seguimiento de la tasa. 
Para tal fin, el Mínisterío de Ambíente, VIVÍenda y 
Desarrollo Terrítorial expedirá un formulario, en 
un plazo no mayor de seis (6) meses contados a 
partir de la expedición del presente decreto, el 
cual deberá ser diligenciado por las autoridades 
ambientales competentes que cobren la tasa y 
remitído en el plazo que se establezca. 

Par~grafo. La autoridad ambiental competen­
te deberá hacer público las estimaciones de la 
oferta hfdrica dísponible, el coeficiente de esca­
sez y la demanda de agua para las cuencas o uni­
dades hidrológicas de análisis donde se cobre la 
tasa por utilización de agua, induyendo los avan­
ces en los programas de legalización de los usua­
rios que no cuenten con la respectiva concesión 
de aguas. 

Con base en los reportes de las Autoridades 
Ambientales Competentes, el Ministerio de Am­
biente, V'IVÍenda y Desarrollo Territorial, publi cará 
anualmente la evaluación nacional sobre la 
implementaóón de la tasa por utilización de agua. 

Articulo 21. Metodologlas para el cófculo del 
Indice de escasez. El Ministerio de Ambiente, Vi­
vienda y Desarrollo Territorial, dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la fecha de publicaáón del 
presente decreto establecerá las metodologlas 
para el cálculo de los Indices de escasez a que se 
refiere el presente decreto. 

Articulo 22. DMJ/gadón. las Autoridades Am­
bientales competentes, a partir de la publicación 
del presente Decreto, adelantarán actividades de 
divulgación sobre el cobro de la tasa por utiliza­
óón de aguas. 

Articulo 23. Vigencia y derogatorias. El presen­
te Deaeto rige a partir de la fecha de su publica­
óón y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 
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DECRETO 160 DE 2004' 

Por el cual se reglamenta el Fondo Especial de Energla Social y se dictan otras disposiciones. 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las f acuitad es constitucionales y legales, 

en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 118 
de la Ley 812 de 2003, y 

CONSIDERANDO: 

Que el artfculo 30 del Decreto 111 de 1996 es­
tablece que constituyen fondos especiales en el 
orden nacional, los ingresos definidos en la ley 
para la prestación de un servicio publico especifi­
co, asl como los perteneóentes a fondos sin per­
sonerla jurf díca creados por el legislador; 

Que el artículo 118 de la Ley 812 de 2003, que 
contiene el Plan Nacional de Desarrollo para el 
período 2003-2006 definió como fondo espeóal 
del orden nacional, los recursos provenientes del 
ochenta por ciento (80%) de las rentas de con­
gestión calculadas por el Administrador del Siste­
ma de Intercambios Comerciales como producto 
de las exportaciones de energía eléctrica a los 
palses vecinos dentro de los Convenios de la Co­
munidad Andina de Naciones; 

Que los ingresos a que se refiere el consideran­
do anterior tienen por objeto, conforme con el 
mismo articulo 118 de la Ley 812 de 2003, cubrir 
hasta cuarenta pesos ($40) por kilovatio hora del 
valor de la energía eléctrica destinada al consu­
mo de los usuarios ubicados en zonas de difícil 
gestión, áreas rurales de menor desarrollo, inclui­
das sus cabeceras municipales, y en zonas 
subnormales urbanas; 

Que el parágrafo lº del artículo 118 de la Ley 
812 de 2003 establece que la cantidad de deman­
da de energia total cubierta por el Fondo de Ener­
gia Social será como máximo un ocho por ciento 
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(8%) del total de la demanda de energfa en el 
sistema interconectado nacional; 

Que conforme con lo establecido en el conside­
rando anterior, son beneficiarios del Fondo de 
Energía Social los usuarios ubicados en las zonas 
de dificil gestión, áreas rurales de menor desarro­
llo, incluidas sus cabeceras municipales, y en zo­
nas subnormales urbanas del sistema 
interconectado nacional; 

Que al Presidente de la República, en desarro­
llo de lo previsto en el articulo 118 de la Ley 812 de 
2003 y con fundamento en la potestad reglamen­
taria establecida en el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política, le corresponde regla­
mentar el Fondo Especial de Energf a Social; 

Que según lo dispuesto por el articulo 11 del 
Decreto 111 de 1996, hacen parte del presupues­
to de rentas de la Nación los recursos correspoir 
dientes a los fondos especiales, razón por la cual, 
al Fondo Especial de Energía Social, FOES, que se 
reglamenta por medio del presente Decreto, se le 
aplican las normas contenidas en la Ley Orgánica 
del Presupuesto; 

Que conforme con lo dispuesto por el artfculo 
115 de la Constitución Política en concordancia 
con lo señalado por el articulo 40 del Decreto 111 
de 1996, para efectos de la expediáón del presen­
te Decreto, constituyen Gobierno el Presidente de 
la República, el Ministro de Minas y Energía y el 
Ministro de Haáenda y Crédito Público; 

• 

Que con fundamento en las anteriores consj. 
deraciones, 

DECRETA: 

CAPRlJLO 1 
Artfculo 1°. Definiciones. Para efectos de la in­

terpretación y aplicación del presente Decreto, se 
tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 

Areas Especiales: Son en su conjunto, las 
Areas Rurales de Menor Desarrollo, las Zonas de 
Dificil Gestión y las Zonas Subnormales Urbanas, 
que son definidas en el presente Decreto. 

Arra Rural de Menor Desarrollo: Es el área 
perteneciente al sector rural de un municipio o 
distrito de zonas interconectadas. que reúne las 
siguientes características: (i) presenta un Indice 
promedio de calidad de vida de la zona cresta- o 
rural de cada município inferior al cuarenta y seis 
punto seís (46.6), conforme con el Sistema de 
Indicadores Sociodemográficos del Departamen­
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cuado del Sistema de Intercambios Comerciales 
(SIQ, de acuerdo con la regulación vigente expe­
dida por la CREG. 

Comercializado, dt Energía Elldrica: Es la 
empresa de servicios públicos que desarrolla la 
actividad de comercialización de energfa eléctri­
ca. 

Enlace lntemaáonal: Es el conjunto de lineas 
y equipos asociados. que conecta el Sistema 
Interconectado Nacional con el sistema eléctrico 
de otro pals. y que tienen como función exdusiva 
el transporte de energla eléctñca para su impor­
tación o exportación, a nivel de tensión 4 o supe­
rior, según sea el caso. 

FOES: Es el Fondo de Energía Social creado 
por el articulo 118 de la Ley 812 de 2003 que entró 
en vígencia a partir del 28 de junío de 2003, el 
cual se reglamenta por medio del presente De­
creto. 

to Nacional de Planeación y (li) está conectada al Nodos Fronteras de los Enlaces Internad► 
circuito de alimentación por medío del cual se le nales: Son los puntos de conexión al Sistema 
suministra el servicio de electricidad. Correspon- Interconectado Nacional de los Enlaces Interna­
de al Alcalde Municipal o Disbital o a la autoridad cionales, utilizados como referencia para efectos 
competente, conforme con la Ley J88 de 1997, de comparaáón de preáos para las operaciones 
dasificar y certificar la existencia de las Areas Ru- de importación o exportación de energía eléctri­
rales de Menor Desarrollo. Las áreas rurales que ca. 
pertenezcan a municipíos que no se encuentran 
clasificados en el Sistema de lndícadores 
Sociodemográficos del Departamento Nacional de 
Planeación, se considerarán como Areas Rurales 
de Menor Desarrollo. 

ASIC: Es la entidad encargada del registro de 
fronteras comerciales y de los contratos de ener­
gla a largo plazo; de la líquidación, facturación, 
cobro y pago del valor de los actos, contratos y 
transacciones de energla en la bolsa, para gene­
radores y comercializadores: del mantenimiento 
de los sistemas de información y programas de 
computación requeridos; y del cumplimiento de 
las tareas necesarias para el funcionamiento ade-

Registro de Areas Especiales: Es el registro 
de las Zonas de Difícil Gestión, Areas Rurales de 
Menor Desarrollo y Zonas Subnormales Urbanas 
objeto de cubrimiento de la energía social, que 
lleva la Superintendencia de Servicios Püblicos 
Domiciliarios a través del Sistema único de lnfor-
maci6n. 

Rentas de Congestión: Es la renta económi­
ca generada por la cong estión de un Enlace Inter­
nacional que se origina por la diferencia en pre­
cios que se tienen en los Nodos de Frontera con­
gestionados. Las Rentas de Congestión son de ca­
rácter temporal y dependen de las expansiones 

121 



r 

BoltllnJ.nfao, _____________________________ _ 

en transmisión, no son asignadas a los propieta­
rios de los Enlaces Internacionales y no constitu­
yen fuente de remuneración para la generación 
de energla eléctrica. 

Sistema Interconectado Nacional: Es el sis­
tema compuesto por los siguientes elementos co­
nectados entre si en Colombia: las plantas y equi­
pos de generación, la red de interconexión nacio­
nal, las redes regionales e interregionales de trans­
misión, las redes de distribución, y las cargas eléc­
tricas de los usuarios. 

Sistema Unico de lnfonnación: Es el sistema 
de infonnación a que se refiere el articulo 14 de la 
Ley 689 de 2001, que establece, administra, man­
tiene y opera la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios. 

Unidad de Planeadón Minero Energética o 
UPME: Es la unidad administrativa especial ads­
oita al Ministerio de Minas y Energla, con patri­
monio propio y personería jurf dica y con reglm~ 
nes especiales en materia de contratación, de 
administración de personal. de salarios y de pres­
taciones, y con autonoml a presupuesta 1, creada 
por el Deaeto 2119 de 1992 y por la ley 14.3 de 
1994. 

Zonas de Diffcil Gestión o Comunidad de 
Dificil Gestión: Es un conjunto de usuarios ubica­
dos en una misma área conectada al Sistema 
Interconectado Naáonal, susceptible de ser aisla­
da eléctricamente, que presenta durante el ulti­
mo año en forma continua, una de las siguientes 
características: (i) cartera vencída mayor a no­
venta dias por parte del cincuenta por ciento (50%) 
o más de los usuarios pertenecientes a la comuni­
dad, o (ii) niveles de pérdídas superiores al cua­
renta por ciento (40%) respecto a la energía de 
entrada a la parte del sistema de distribución lo­
cal que atiende exclusivamente a dicha comuni­
dad; v siempre y cuando el distribuidor de energia 
eléctrica o el Comercializador de Energía Eléctri­
ca demuestre que los resultados de la gestión han 
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sido negativos por causas no imputables a la pro­
pia empresa. Para que una empresa demuestre 
las anteriores caracterlsticas, deberá acreditarlo 
ante la Superintendencia de Servicios Pliblicos 
Domiciliarios, mediante una certificación expedi­
da por los auditores externos, para aquellas em­
presas obligadas a contratar dicha auditoria y, para 
las empresas no obligadas a tener auditor exter­
no. mediante una certificación expedida por el 
representante legal. En todo caso, la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia• 
ríos podrá en cualquier momento verificar el cum~ 
plimiento de los anteriores requisitos. 

Zonas Subnormales Urbanas o Barrio Sub­
nonnal: Es el asentamiento humano ubicado en 
las cabeceras de municipios o distritos servidos a 
través del Sistema Interconectado Nacional que 
reúne las siguientes caracterfsticas: Q) que no ten­
ga servicio público domiciliario de energía eléctri­
ca o que este se obtenga a través de derivaciones 
del Sistema de Distribución Local o de una Aco­
metida. efectuadas sin aprobación del respectivo 
Operador de Red y Oi) que no se trate de zonas 
donde se deba suspender el servicio público do­
miciliario de electricidad, de conformidad con el 
articulo 139.2 de la Ley 142 de 1994, las respecti­
vas normas de la Ley 388 de 1997, donde esté 
prohibido prestar el servicio según lo previsto en 
el articulo 99 de la Ley 812 de 200.3. Corresponde 
al Alcalde Municipal o Distrital o a la autoridad 
competente, previa solicitud por parte del Opera­
dor de Red, conforme con la Ley 388 de 1997, 
clasificar y certificar la existencia de los Barrios 
Subnormales, dentro de los quince (15) df as si­
guientes a la fecha de la respectiva solicit ud. 

Articulo 2°. Naturaleza del FOES. El Fondo de 
Energla Social de la Nación-Ministerio de Minas y 
Energla, FOES, de que trata el artículo 118 de la 
Ley 812 de 2003 es un fondo cuenta especial de 
manejo de recursos públicos, sin personería jurl­
dica, sujeto a las normas y procedimientos esta­
blecidos en la Constitución Nacional, el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto General de la Nación, 

las normas y principios que regulan la contabili­
dad general del Estado, las que rigen el control 
fiscal a cargo de la Contralorla General de la Na­
ción y las demás normas legales vigentes; cuenta 
en la cual se incorporarán los recursos provenien­
tes del ochenta por ciento (80%) de las rentas de 
congestión calculadas por el ASIC, como producto 
de las exportaciones de energf a eléctrica a los 
países vecinos dentro de los convenios de la Co­
munidad Andina de Naciones. 

Artículo 3°. Fínolidod. los recursos del FOES se 
destinarán a cubrir hasta cuarenta ($40) pesos 
por kilovatio hora del valor de la energfa eléctrica 
destinada al consumo de los usuarios ubicados en 
las Zonas de Diffál Gestión, Areas Rurales de M~ 
nor Desarrollo y en Zonas Subnormales Urbanas. 

. 
Parágrafo. El monto máximo de cobertura por 

kilovatio hora a que se refiere el presente articulo 
se ajustará anualmente con el Indice de Precios al 
Consumidor, IPC. certificado por el Departamen­
to Nacional de Estadística, DANE. 

Articulo 4 °. Naturaleza de los recursos del FOES. 
De acuerdo con el articulo 118 de la ley 812 de 
200.3, los recursos del FOES constituyen inversión 
social en los ténninos establecidos por el articulo 
359 de la Constitución Politica. En consecuencia, 
los recursos del FOES solo pueden destinarse para 
cumplir el objeto y la finalidad señalados en el 
presente Decreto. 

Articulo 5°. Agotamiento del FOES. Conforme 
con lo previsto en el articulo 118 de la Ley 812 de 
2003, el FOES expirará cuando ocurra el primero 
de los siguientes eventos: 

a) B agotamiento de las Rentas de Congestión, o 
b) El cumplimiento del término de ocho (8) años, 

contados a partir de la vigencia de la ley 812 de 
2003. 

Para los efectos del presente articulo las Ren­
tas de Congestión se entenderán agotadas cuan­
do se verifique cualquiera de los siguientes he-
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chos: (i) cuando el Ministro de Minas y Energfa 
con fundamento en la información suministrada 
por el ASIC certifique que no se producirán más 
Rentas de Congestión, o (ii) cuando transcurran 
más de tres (3) años continuos en que no se gene­
ren Rentas de Congestión. 

Articulo 6ci. Benefidarios del FOES. Conforme 
con lo establecido en el articulo 118 de la ley 812 
de 2003, son beneficiarios del FOES los usuarios 
ubicados en las Areas Especiales. 

Artículo 7°. Cálculo y recaudo de las Rentas de 
Congestión. Corresponde al ASIC calcular y recau­
dar en fonna mensual el valor correspondiente al 
(80%) de las Rentas de Congestión, con base en el 
producto de la energía exportada a los palses ve-­
cinos dentro de los Convenios de la Comunidad 
Andina de Naciones a través de los Enlaces Inter­
nacionales por el diferencial de precios entre el 
mercado colombiano y el del país al cual se expor­
ta la energf a eléctrica. 

Articulo 8°. 1ronsf erenda de los recursos al 
FOES. El ASIC una vez calculado y recaudado las 
Rentas de Congestión conforme con lo previsto en 
el articulo anterior, 1 as girará en forma mensual 
al Ministerio de Minas y Energía en su calidad de 
administrador del FOES. 

El ASIC podrá efectuar la transferencia al Mi­
nisterio de Mínas y Energía. realiz~ndola directa­
mente a los Comercializadores de Energía Eléc­
trica, previa autorización y cumplimiento de las 
normas presupuestales por parte del Ministerio. 

Parágrafo 1°. los rendimientos que genere la 
administración de los recursos del FOES harán 
parte del mismo y se utilizarán para lograr el cum­
plimiento de su objeto. 

Parágrafo 2°. los recursos del FOES calculados 
y recaudados por el ASIC con anterioridad a la 
vigencia del presente Decreto, deberán ser gira­
dos junto con sus rendimientos a la cuenta que 
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para el efecto señale el Ministerio de Minas y Ener­
gf a como administrador del FOES dentro de los 
quince (15) dlas síguientes a la entrada en vigen­
cia del presente Decreto. 

• 
Articulo 9°. Administtoá6n del Fondo. El FOES 

ser~ administrado por el Ministerio de Minas v 
Energfa. 

El Ministerio de Minas y Energla como adminis­
trador det FOES desarrollará las siguientes funcio­
nes: 

a) Emitir las directrices sobre la administración 
y manejo de los recursos del FOES de conformi­
dad con lo previsto en la ley y en este Decreto; 

b) Velar por el adecuado y oportuno recaudo y 
utilización de los recursos del FOES para el cum­
plimiento de su objeto, sin pe~uiáo de las funcio­
nes asignadas a los órganos de control y vigilan-

• c1a; 
e) Solicitar a la Superintendencia de Servicios 

Públicos Domiciliarios la actualización del Regis­
tro de Areas Especiales; 

d) Publicar mensualmente en la página ttWeb• 
de la entidad la distribución de los recursos del 
FOES por cada Comerdalizador de Energfa Eléc­
trica; 

e) Dísbibuir y transferir los recursos del FOES 
entre los Comeráalizadores de Energfa Eléctrica 
que atiendan Areas Especiales. 

Artfrulo 10. Vigilanáo y control Corresponde a 
la Superintendenáa de Servicios Públicos Domici­
liarios efectuar la vigilancia y control a los 
Comercializadores de Energía Eléctrica, respecto 
al correcto manejo y aplicación de los recursos 
del FOES. 

Artículo t l. Registro de Areos Espeáoles. Con 
el propósito de que los usuarios ubicados en las 
Areas Espeáales se beneficien de los recursos del 
FOES, los Comercializadores de Energía Eléctrica 
deberán dentro de los tres (3) meses siguientes a 
la entrada en vigencia del presente Decreto, re-
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gistrar ante el Sistema Unico de Información to­
das y cada una de las Areas Especiales que atien­
dan. 

Para tal efecto, la Superintendencia de Servi­
cios Públicos Domiciliarios a través del Sistema 
Unico de Información elaborará un formato de 
registro que deberá contener, por lo menos, los 
aspectos que se relacionan a continuación: 

a) Requisitos para acreditar la existencia de un 
Area Especial, conforme con las definiciones pre­
vistas en el presente Decreto, y 

b) Consumos de energla mensuales por parte 
de los usuarios ubicados en cada una de las Areas 
Especiales. 

El registro a que se refiere el presente artfculo 
se debe actualizar en forma mensual. 

Articulo 12. Conolízodón de los recursos del 
FOES o los usuarios. Los recursos del FOES serán 
canalizados a través de los Comercialízadores de 
Energía Eléctrica que atiendan las Areas Especia­
les, para lo cual se tendrá en cuenta el Registro de 
Areas Espeáales a que se refiere el articulo ante-
• nor . 

Artículo 13. Periodiddad de los desembolsos. 8 
Ministerio de Minas y Energía girará mensualmen­
te los recursos del FOES a los Comercíalizadores 
de Energía Eléctrica que se encuentren debida­
mente inscritos en el Registro de Areas Especia­
les, de acuerdo con la fórmula establecida en el 
artfculo 14 del presente Decreto y cumpliendo con 
las normas presupuestales. 

. Articulo 14. Determinación de lo energlo so­
áol El Ministerio de Minas y Energía calculará el 
monto de los recursos del FOES que asígnará a los 
usuarios ubicados en cada una de las Areas Espe­
cia les y que canalizará a través de los 
Comercialízadores de Energía Eléctrica de acuer­
do con la siguiente metodología. 

1. Se determinará el monto de la energfa social 
por kwh mensualmente, con base en un promedio 
móvil de cuatro (4) meses, de acuerdo con la si­
guiente fórmula: 

F, +Su 
e;., 

Donde: 
F, corresponde a los rerursos disponibles en el 
presupuesto y el programa anual de caja para 
energla social en el mes l 

e, corresponde al consumo de los usuarios ubica­
dos en las Areas Especiales en el mes t - 1 expresa­
do en Kwh. Este consumo debe ser reportado 
mensualmente por los Comeráalizadores al Sis-
tema Uníco de Información. . 

S~, corresponde aJ saldo de rerursos del FOES en 
el mes t· 1, generado por los recursos no asigna­
dos debido a las restricóones contenidas en eJ si­
guiente numeral del presente artfrulo. 

A, es el aporte potencial de la energia social por 
kwh en el mes l 

t empieza a contar el primer mes en que exista 
disponibilidad presupuesta! para giros correspon­
dientes a energía social y se suma mes a mes has­
ta fa expiración de la vigencia del Fondo. 

2. Una vez calculado el monto del aporte de 
energía social por kwh (~. se determina el apor­
te definitivo tomando en cuenta las siguientes con­
diciones: 

a) El aporte no puede exceder más de $40/ 
kwh. Si " es mayor o igual a 40, se asignar~ como 
aporte defin itivo S40 por Kwh; si A._ es menor que 
40, se asigna como aporte definitivo el valor resul­
tante para A; 

b) La cantidad de demanda de energla total 
cubierta por el FOES será como máximo un ocho 
por ciento (8%) del total de demanda de energla 

~• ... .dtnaa ~~OI N,km i.lomi::,in,¡ 

en el Sistema Interconectado Nacional. Para cum­
plir con esta condición, se comparará mensual­
mente la cantidad de demanda de energla cu­
bierta por el FOES y el total de demanda de ener­
gla en el Sistema Interconectado Nacional, con 
base en la siguiente fórmula: 

12 X e_., 
EA 

Donde: 

D, es la relaóón entre el consumo de los usuarios 
ubicados en las Areas Espeáales en el mes l y el 
total de demanda de energfa en el Sistema 
Interconectado Nacional. 

e,., el consumo de los usuarios ubicados en las 
Areas Especiales en el mes t- t. Si se trata de 
suscriptores comunitarios sera la medida tomada 
en el respectivo medidor comunitario. 

EA el total de energfa que proyecta la UPME va a 
ser demandada en el ano A. de confonnidad con 
las proyecáones anuales de demanda de energía 
en el Sistema Interconectado Nacional que reali­
za esta entidad. 

Una vez calculada la relación O" el aporte se 
asigna de la siguiente forma. Si o, es menor o igual 
a cero punto cero ocho (0.08), se asigna como 
aporte " por Kwh, resultante de aplicar la fónnu­
la contenida en el numeral 1 del presente artícu­
lo. Si o, es mayor que cero punto cero ocho (0.08), 
se mantiene el nivel del aporte estimado A¡, en 
pesos por kwh pero solo se aplica a un porcentaje 
P del consumo de cada uno de los usuarios bene­
ficiados, de acuerdo con la siguiente fónnula. 

0.08 
o, 

Articulo 15. Procedimiento para el cálculo y giro 
de los recursos. El Ministerio de Minas y Energia 
calculará, asignará y transferíra los recursos del 
FOES de conformidad con el siguiente procedi­
miento: 
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a) Se acumularán los rerursos en el FOES des­
de el primer mes de vigencia. es decir, desde el 
mes de julio de 2003 hasta el mes en que entre en 
vigenáa este Decreto; 

b) Al término del mes en que entre en vigencia 
el presente Deaeto se iniciara el cálculo y asigna­
ción de aportes de energla social en fonna men­
sual, de conformidad con la fórmula de cálculo 
establecida en el articulo anterior; 

e) Los Comercializadores reflejaran el menor 
valor de la energía en la factura de cobro corres­
pondiente al periodo siguiente a aquel en que re­
ciban efectivamente las sumas giradas por el FOES 
y en proporción a las mismas; 

d) El Ministerio de Minas y Energf a efectuará 
trimestralmente conciliaciones con los 
Comeráalízadores, conforme a los términos que 
para el efecto establezca. 

Articulo 16. Recursos disponibles o fo termina­
d6n del periodo de vígenda del Fondo. Si al mo-
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mento de la expiración del Fondo por el venci­
miento de su término, existieren recursos disponi­
bles en el mismo, estos serán asignados a los usua­
rios ubicados en las Areas Especiales de acuerdo 
con la fórmula de asignación establecida en el 
articulo 14 del presente Decreto, hasta el agota­
miento de los respectivos recursos. 

Los comercializadores podrán aplicar el monto 
del aporte a energla social que reciban del FOES a 
disminuir la cartera vencida de aquellos usuarios 
ubicados en las Ateas Especiales. 

Articulo 17. Control Ftseal la Contralorfa Gene­
ral de la República ejercerá la vigilancia fiscal de 
la ejecución de los rerursos cedidos de que trata 
el articulo 118 de la Ley 812 de 2003 y sobre todos 
los sujetos que en ella intelVienen. 

Ar1frulo 18. Vigenda y derogatorias. El presen­
te Decreto rige a partir de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga las normas y disposiáo­
nes que le sean contrarias. 

Sl(>l'fttr.ndfnt,.c►-Smv.v. P\üte>< ~ 

DECRETO 201 DE 2004' 

Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 847 del 11 de mayo de 2001, en relación con el 
procedimiento de liquídacíón, reportes, validación y transferencias en materia de subsídios y contribu­
ciones de los selVióos publicas de energla eléctrica y gas combustible distribuido por red ffsic.a. 

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 
v en especial de las que le confiere el numeral 11 del artlculo 189 de la Constrtución Polítíc.a, las Leyes 
142 y 143 de 1994, 223 de 199S, 286 de 1996 y 632 de 2000, y 

CONSIDERANDO: 

Que es necesario expedir normas de carácter 
especial con el objeto de renovar el procedimien­
to interno del Fondo de Solidaridad para Subsi­
dios v Redistríbuáón de lngreso5, ~elaáonado con 
las liquidaciones. reportes, validaáones y transfe­
rencias de los excedentes de contribuciones, 

DECRETA: 

teniendo en cuenta el número de usuarios repor­
tados por los comercíalizadores en sus concilía­
dones. para ser aplicado con vigencia semestral. 

Parágrafo. Se adara que las definiciones de 
mercado de comercialización consignadas en las 
definiciones 1.9, 1.10 y 1.11 del articulo primero 
del presente decreto, se aplican solo para efectos 
de subsidios y contribuciones y no para efectos 
regulatorios.• 

Articulo 2º. Procedimiento interno. Modificase 
Mfculo Iº. Definidones. Adicionase dos incisos el artfrulo 5° del Decreto 847 del 11 de mayo de 

y un parágrafo al articulo 1° del Deaeto 847 del 2001, el cual queda asl: 
11 de mayo de 2001, asl: 

«1.IJ Comercializador: Persona natural o ju­
rídica que se dedica a la actividad consistente en 
la compra y venta de energía eléctrica o de gas 
combustible en el mercado mayorista y su venta 
con destino a otras operaáones en dicho merca­
do o a los usuarios finales, bien como actividad 
exclusiva o en forma combínada con olras activi­
dades del sector, cualquiera de ellas sea la activi­
dad principal.• 

«1.14 Comercíalizador incumbente: Es el 
comercializador que atiende el mayor numero de 
usuarios subsidiados en un mercado de 
comercialización, segun definícíones 1.9, 1.10 y 1.11 
del presente decreto. El comercializador 
incumbente por mercado de comercialización, 
será definido por el Ministerio de Minas y Energía, 

llllAIIIO ofl< 1,\L 4_; 4-14 17 (11 ~••14 

rArtfculo s•. Procedimiento interno. Las enti­
dades prestadoras de servicios públicos, efectua­
rán y enviarán trimestralmente al Ministerio de 
Minas y Energía, la conciliación de sus cuentas de 
subsidios y contribuciones de solidaridad, de con­
formidad con lo dispuesto en este articulo y la 
metodología estableóda por el Ministerio de Mi­
nas y Energfa. 

Literal a) Liquidación, reportes y valida­
ción. Los comercíalizadores, autogeneradores y 
transportadores de energla eléctríca y de gas com­
bustíble di!,tribuído por red física, et ectuarán li­
quidación trimestral de subsidios y contribuciones 
por mercado de comercializacíón, según defini­
ciones 1.9. l. 10 y 1.11 del presente decreto. con 
corte al ullimo dla de cada trimestre calendario, 
teniendo en cuenta los subsidios otorgados, las 
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contribuáones facturadas, los giros recibidos de 
los comercializadores no incumbentes, induyen• 
do los rendimientos o intereses de mora, las trans­
ferencias del Presupuesto de la Nación y/o Enti• 
dades Territoriales por pagos por menores tarifas 
y los giros del Fondo de Solidaridad para Subsidios 
y Redistribución de Ingresos. 

dios y Redistribución de Ingresos, segun sea el caso, 
de acuerdo con las instrucciones establecidas por 
el Ministerio de Minas y Energla. 

Literal b) Giros. tos comercializadores de 
energía eléctrica y de gas combustible distribuido 
por red física, que al efectuar la liquidación tri­
mestral por mercado de comercialización, pre-

Los comercializadores, autogeneradores y senten superávit, lo girarán de la siguiente mane­
transportadores de energía eléctrica y de gas com· ra: 
bustible distribuido por red física, deberán repor­
tar al Fondo de Solidañdad • Ministerio de Minas y 
Energía, la conciliación trimestral de sus cuentas 
de subsidios y contribuciones, dentro de treinta 
{30) días calendario siguientes al cierre del res­
pectivo trimestre, de conformidad con la metodo­
logf a establecida por este Ministerio, anexando 
todos la información soporte requerida, para su 
validación. 

El Ministerio emitirá su validación mediante 
comunicación escrita en el evento de no encon­
trar ninguna objeción. En caso contrario, los 
comercializadores podrán justificar las diferencias 
remitiendo al Ministerio la información adaratoria 
dentro del mes sigui ente a la fecha en la que 
reciba la comunicación esoita sobre el particular. 
Si transcurrido este plazo el Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de Ingresos no re­
cibe las aclaraciones que justifiquen la diferencia, 
la validación final se hará con base en la valida­
ción inicial realizada por el Ministerio de Minas y 
Energla, la cual quedará en firme. Este Ministerio 
se reserva el derecho de efectuar las auditorias 
respectivas cuando lo estime necesario. 

En el caso de empresas que presenten un ma­
yor superavít con la validación final, la diferencia 
entre el valor validado por el Ministerio de Minas 
y Energía y el reportado por la empresa deberá 
ser girada, junto con sus rendimientos, calculados 
de acuerdo con la tasa de corrección monetaria a 
partir del dla siguiente del cierre del trimestre 
calendario respectivo, al comercializador 
incumbente o al Fondo de Solidaridad para Subsi-
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i) los comerdalizadores no incumbentes por 
mercado de comercialización, girarán al 
comercializador incumbente el respectivo supe­
rávit, dentro de los cuarenta y cinco (45) días ca­
lendario siguientes al cierre del trimestre respec• 
tivo. 

ii) los comercializadores incumbentes girarán 
al Fondo de Solidaridad para Subsidios y 
Redistribución de Ingresos dentro de los cuarenta 
y cinco (45) días calendario siguientes al cierre 
del trimestre respectivo. 

iii) la contribución por el cargo por conexión 
mensual de los usuarios conectados directamen­
te al Sistema de Transmisión Nacional (del servi­
cio público de electricidad); o a la red troncal (en 
el caso del servicio público de gas combustible), 
cuando se facture en forma separada al suminis­
tro, deberá ser girada por la empresa que facture 
dicho cargo, dentro de los veinte (20) días calen• 
dario siguientes a la fecha de facturación, al 
comercializador incumbente por mercado de 
comercialización en el cual se encuentra el usua­
rio aportante. 

iv) la contribución facturada por los 
autogeneradores, en aplicación de lo establecido 
en el articulo 89.4 de la ley 142 de 1994, a clientes 
contribuyentes, deberá ser girada dentro de los 
veinte (20) dias calendario siguientes a la fecha 
de facturación, al comercializador incumbente por 
mercado de comercialización en el cual se en­
cuentre el usuario aportante. 

v) los comercializadores no incumbentes que 
íaduren contribuciones y no atiendan usuarios 
subsidiados deberán girar dicha contribución, den­
tro de los veinte (20) dfas calendario siguientes a 
la fecha de facturación, al comercializador 
incumbente por mercado de comercialización en 
el cual se encuentren los usuarios aportantes. 

Parágr1fo 1 •. En caso de presentarse algún 
conflicto, el Ministerio de Minas y Energfa, defini­
rá los criterios para hacer la transferenóa de los 
excedentes de las contribuciones de solidaridad y 
para la realización de los giros declarados no es 
necesaño que medie comunicación alguna. 

Parágrafo 2°. El incumplimiento de envfo de la 
información dentro del plazo establecido de la lí· 
quidaáón trimestral, será reportado por el Fondo 
de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de 
Ingresos a la Superintendenóa de Servicios Públi-­
cos Domiciliarios para lo pertinente a su funóón 
de vigilancia y control. 

Parágrafo 3', Los recursos que por mandato 
de la ley son propiedad del Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de Ingresos, debe­
rán ser consignados en los plazos y cuentas defini­
dos por el Ministerio de Minas y Energla o por 
quien este designe como administrador del Fon­
do. Dichas cuentas deberán contar con la aproba­
ción de la Dirección del Tesoro Nacional del Minis­
terio de Hacienda y Crédito Público. 

~~ .. ,.. ltr,,,,:u.,N,!m\ llcm(.i¡no¡ 

Parágrafo 4'. Excepto para los incisos iii), iv) y 
v) del literal b) del presente articulo, la totilidad 
de los rendimientos financieros generados por los 
superávit declarados, deberán ser girados a las 
empresas íncumbentes o al Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de Ingresos, calcu­
lados de acuerdo con la tasa de corrección mone­
taria a partir del dfa siguiente del cierre del tri­
mestre calendario respectivo. 

Se causarán intereses moratorios de la legisla­
ción tributaria cuando los comercialízadores, 
autogeneradores o transportadores de energla 
eléctrica y de gas combustible distribuido por red 
ffsica, no hayan realizado los giros al 
comercializador incumbente o al Fondo de Soli­
daridad para Subsidios y Redistribución de Ingre­
sos después de transcurridos los plazos estableó­
dos en el literal b) de este articulo, para cada uno 
de los casos. 

Parágrafo 5°. El incumplimiento en los giros 
estableádos en el presente artículo, es causal de 
limitación de suministro, para lo cual la CREG hará 
la reglamentación respectiva•. 

Articulo 3º. Vigenda y derogatorias. 8 presen­
te decreto rige a partir de la fecha de su publica• 
ción y deroga las normas que le sean contrarias, 
en especial el articulo 51> del Decreto 847 del 11 de 
mayo de 2001. 
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RESOLUOÓN SSPD 668 DE 2004 
(febrero 11) 

Por la cual se expide la reglamentación relativa a la adjudicación del incentivo previsto en el nume­
ral 12 del articulo 79 de la Ley 142 de 1994 y se deroga la Resolución SSPD 6672 del 24 de diciembre de 
2003 

lA SUPERINTINDENTt DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS 

en ejercicio de las f acuitad es legales, en especial de las conferidas por el literal f) del articulo 8º del 
Deaeto 1429 de 1995 y conforme a lo dispuesto en el articulo 79.12 de la Ley 142 de 1994 

CONSIDERANDO 

Que mediante Resoluáón SSPD 6672 de 24 de 
diciembre de 2003, publicada en el Diario Oficial 
No. 45.449 del 2 de febrero de 2004 se reglamen• 
tó la adjudicación del incentivo previsto en el artf­
rulo 79.12 de la Ley 142 de 1994. 

Que se evidenció la necesidad de moádicar al­
gunos aspectos de la citada Resolución con el fin 
de posibilitar su adecuada aplicación práctica. 

Que para garantizar la seguridad jurf dica es 
conveniente sustituir integralmente el contenido 
de la Resolución SSPD 6672 de 24 de diciembre 
de 2001. 

RESUELVE 

Articulo 1°.- En el acto administrativo por el cual 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domici­
liarios sancione a una empresa prestadora de ser­
vicios públicos con la ímposición de una multa, se 
dispondra lo pertinente al pago del incentivo cuan­
do a ello hubiere lugar, el cual tendrá por objeto 
retribuir a quienes inicien, impulsen o colaboren 
en el respectivo procedimiento administrativo, por 
el tiempo, el esfuerzo y los gastos y costos en que 
hayan incurrido o por los perjuicios que se les ha­
yan ocasionado con ocasión de dicho trámite. 

Parágrafo. El incentivo en manera alguna im­
plicará el resarcimiento de perjuicios ocasiona­
dos por la empresa, toda vez que éstos pueden 
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ser conciliados por las partes o fijados por el juez 
competente. 

De igual fonna, el incentivo no se causa en los 
eventos de falla del servicio previstos en el articu­
lo 137 de la Ley 142 de 1994. 

Cuando se haya solicitado investigación admi­
nistrativa como consecuencia de una redamaáón 
individual, habrá lugar al reconocimiento del in­
centivo sí se agotaron previamente los recursos 
de vía gubernativa previstos en la Ley 142 de 1994, 
éstos fueron f avo rabies al recurrente y se cum­
plieron los demás requisitos previstos para su otor• 
gamiento. 

Articulo 2°.- La adjudicación del incentivo debe 
ser solicitada expresamente por el interesado has­
ta ante'i de que se profiera la resolución que im­
ponga la respectiva multa. Por lo tanto, toda soli­
citud en tal sentido, presentada con posterioridad 
a la fecha de expedición de dícho acto administra­
tivo, se tendrá como extemporcinea. 

Articulo 3°.- La decisión relativa al reconoci­
miento del incentivo puede ser consultada previa­
mente por la Superintendencia de Servicios Públi­
cos Domiciliarios a la Comisión de Regulación del 
sector, cuando se trate de dilucidar cuestiones téc­
nicas relaáonadas con sus funciones. Dicho con­
cepto no es obligatorio. 

Si la conducta sancionada consiste en el uso 
indebido o negligente de las f aduras de servicios 

públicos y la persona que inició o colaboró en el 
procedimiento haya sido el perjudicado con la 
conducta investigada, esta adjudicación es obli­
gatoria, 

Parágrafo. Se considera que hay uso indebido 
o negligente de las facturas, cuando estas se ela­
boren sin haber efectuado las revisiones corres­
pondientes a las desviaciones significativas, cuan­
do se realicen cobros inoportunos y cuando en la 
factura se incluyan conceptos distintos a los auto­
rizados por el contrato de condiciones uniformes 
para la prestación del servicio público domicilia­
rio respectivo. 

Articulo 4°.- Para determinar el monto del in­
centivo se tendrán en cuenta el grado de partíó­
pación del eventual beneficiario. en el proceso 
administrativo, asl como los gastos en que haya 
incurrido para tal efe do; estos aspectos deben 
aparecer plenamente acreditados en el expedien­
te por parte del interesado, quien podrá solicitar 
el pago del incentivo, allegando al expediente los 
medios de prueba necesarios que acrediten los 
costos, gastos, tiempo y petjuicios causados. 

Parágrafo. Cuando la investigación verse so­
bre el uso indebido o negligente de las f aduras de 
servicios públicos y el que iníció o colaboró en la 
investigación haya sido el petjudicado, la adjudi­
cación del incentivo no comporta la reparación o 
indemnización del daño y por lo tanto el afectado 
puede ejercer contra el prestador las acciones ju­
diciales procedentes para obtener la indemniza­
ción integral que le corresponda. 

Articulo 5°.- Cuando proceda el reconocimien­
to del incentivo, éste se fijará de acuerdo a los 
siguientes rangos porcentuales: 

Para multas iguales o superiores a 1000 sala­
rios mínimos legales mensuales hasta el 1% de la 

• misma . 

~~~~a..Pl,twl)l~.fsQ\ 

Para multas inferiores a 1000 salaríos mlnimos 
legales mensuales hasta el 1.5%. 

Parágrafo. Para el caso de expedientes acu­
mulados, la adjudicación del incentivo se efectua­
rá de fonna independiente para cada uno de las 
personas que lo solicitaron, sin que el valor total 
de las adjudicaciones exceda los rangos porcen­
tuales establecidos. 

Articulo 6°.- El valor de la multa que se impon­
ga se pagará a favor del Tesoro Nacional, salvo la 
parte de la multa que se adjudique, la cual, será 
pagada directamente por la empresa al benefi­
ciario del incentivo, dentro de los diez (TO) dlas 
siguientes a la fecha en la cual quede ejecutoriada 
la Resolución que ordene el pago del mismo. 

Para tal efecto, una vez ejecutoriada la deci• 
sión con respecto a la empresa, se procederá a 
notificar personalmente la Resolución al petiá~ 
nario del incentivo, quien podrá interponer recur­
so de reposición sólo en lo relativo a tal aspecto. 

Articulo 7°.· Cuando el beneficiario del incenti­
vo sea un Vocal de Control o alguno de los miem­
bros de la Junta Directiva del Comité de Desarro­
llo y Control Social. el incentivo se otorgará al e~ 
míté respectivo para que éste a su vez le dé la 
destinación que corresponda de acuerdo con el 
Reglamento expedido para tal fin en los ténnínos 
del artículo 8° literal f) del Oeaeto 1429 de 1995. 

Articulo 8°.- Derógase la Resoluáón SSPD 6672 
del 24 de diciembre de 2003. 

Articulo 9°.- La presente Resolución rige a par­
tir de la fecha de su publicación y será aplicable a 
las investigaáones administrativas que se iniáen 
desde esta fecha. 

PUBLIQUESE Y CÚMPlASE. 
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QRCULAR EXltRNA No. 01 de 2004 
(ll de enero) 

PARA: Señores Alcaldes 

DE: EVAMARIA URIBE TOBON 
Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios 

ASUNTO: Fortalecimiento del Control Social a los Servicios Publicos Domialiarios 

Inician ustedes una gestión al frente de esa Al­
caldla y dentro de los retos que se les presentan 
está el de la prestación de servicios públicos domi­
ciliarios en términos de garantizar su adecuada 
prestación, a la vez que promocionar el control 
social ejercido por la comunidad en esta materia, 
a través de los Comités de Desarrollo y Control 
Soáal v los vocales de control. 

Respecto de cada uno de estos instrumentos de 
control soáal existe para los alcaldes una serie de 
obligaciones y tareas, que paso a exponer: 

La Ley 142 de 19941 -Régimen de Servidos~ 
blicos Domíciliarios- establece el control social 
para estos servicios, a través de los comités de 
desarrollo y control sociaP, como mecanismo de 
participación ciudadana con el cual se busca con­
tribuir a una mayor eficiencia y eficacia en los entes 
prestadores y, en últimas, a ampliar su cobertura 
y mejorar su calidad; en cumplimiento de la finali­
dad social del Estado. 

Igualmente, determinan las normas citadas, que 
los municipios, departamentos y esta 
Superinlendencia deben coordinar las acciones 

1 An,('\I\"' -;n -numcnl 216,• y 62 ■ "6. nnn, otro1 

institticionales en cumplimiento de sus competen­
cias, con el propósito de promover la constitución 
de los comités de desarrollo y control sociaP, su 
capacitación' y coadyuvar en su asociación. 

Se hace necesario resaltar que es a la Alcaldla 
a quien le corresponde implantar los elementos 
básicos de las funciones de los comités, y velar por 
la conformación de los mismos en la entidad terri­
torial de su jurisdicción. Para tal efecto el Alcalde 
apoyare\ a los usuarios en la convocatoria de las 
asambleas constitutivas de los Comités de Desa­
rrollo y Control Social del territorio de su juñsdic­
ción. 

Para estos propósitos, la Superintendencia ha 
disei\ado unos nuevos instrumentos de apoyo a la 
comunidad como son la elaboración de manua. 
les ilustrativos independientes para el vocal de 
control, para la constitución de Comités de Desa­
rrollo y Control Social, para ciudadanos usuarios 
de los servicios pt'.lblicos domiciliarios y un plega­
ble ilustrativo del procedimientos de redamación, 
asf como un video institucional que apoya la infor­
mación del plegable el cual se esta publicitando 
en las sedes de las Direcciones Territoriales y en 
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algunas oficinas de atención usuarios de los 
prestadores de servicios públicos domiciliaros, los 
que estarán a su disposición previo requerimiento 
de su parte. 

Todo ello encaminado a fortalecer la promo­
ción de la participación ciudadana y el debido ejer­
cicio de los derechos y deberes por parte del usua­
rio en el control social de la prestación de los ser­
vicios públicos. 

Asl mismo y con el ánimo de que los prestadores 
se asoáen y busquen espacios comunes para fa~ 
litar la prestación de los servídos públicos y la aten­
ción de dientes que, para bien, les son comunes a 
todos, esta Superintendencia ha diseñado y pro­
movido la conformación del Comité Jnterem­
presarial Permanente del Sector de los Servicios 
Públicos (CIPER), en las siguientes regiones del país 
Santander, Norte de Santander-Arauca, Boyacá, 
Valle del (auca, Barranquilla-Santa Marta, y Eje 
Cafetero, teniendo como propósito que para el 
2004 se haya logrado una cobenura nacional. 

Para efectos de lograr un mayor acercamiento 
con los vocales de control, que pennita identificar 

~a,d,,,~l'\l,l¡~lltllldn,s 

la problemátíca en servicios púbficos mas signífi­
cativa, de la comunidad que representan, y rea­
lizar sesiones de capacítación de acuerdo a los 
req u eri m ie ntos por ellos plantea dos, se ha 
institucionalizado una reunión mensual en cada 
una de las Direcciones Territoriales del pals, con 
una asistenóa aproximada de JO vocales de con­
trol por sesión, para un total de 23 reuniones rea­
lizadas en el segundo semestre del año en a11-so. 

Para la Superintendencia será fundamental 
coordinar con cada uno de ustedes acciones que 
permitan el adecuado y armónico funcionamien­
to de los Comités y de la acción de los vocales de 
control, por lo que los invito a que trabajemos en 
este frente de gestión, para lo cual nuestros Di­
rectores Territoriales los contactarán en el curso 
del primer semestre del 2004 a fin de concertar 
acciones de promoción y desarrollo de estos ins­
trumentos, lo cual contribuirá de manera efectiva 
a un ambiente más favorable de manejo de la 
elación usuario prestador de los servicios públi­
cos. 
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ORCUlAR EXIERNA SSPD 000002 DE 2004 

(febrero 25) 

PARA: 

DE: 

PRESTADORES DE SERVICIOS PUBLICOS OFICIALES. 

SUPERINTENDENTE DE SERVIOOS PUBLICOS DOMICILIARIOS. 

ASUNTO: CUMPLIMIENTO DEL ARTICULO 158 DE LA LEY 142 DE 1994. 

La Superintendente de Servicios Públicos Do­
miciliarios se permite recordar que de conformi­
dad con lo dispuesto en el artlculo 48, numeral 35 
de la Ley 734 de 2002 -Código Disciplinario Úni­
co- es falta disóplinaria gravisíma dar lugar a la 
configuroóón del silenáo administrativo positivo. 

Por lo tanto, en las decisiones administrativas 
que expida la Superintendenáa dentro de las in­
vestigacíones que se adelanten por el incumpli­
miento a lo dispuesto en el articulo 158 de la ley 
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142 de 1994, se dispondrá, ademAs de la sanción 
respectiva, la remisión del expediente a la autori­
dad disciplinaria para los fines a que haya lugar. 

Publlquese. 

Dada en Bogotá, O. C., a 25 de febrero de 2004. 
La Superintendente de Servicios Públicos, 

Evamarfa Uribe Tobón. 

~..-.dtonc.i ~~ Plhc~ lbndon~ 

CIRCUIAR EXTERNA SSPD 000003 DE 2004 
(febrero 26) 

PARA: PRESTADORES DE SERVICIOS PUBLICOS. 

DE: SUPERINTENDENTE DE SERVICIOS PUBUCOS DOMICILIARIOS. 

ASUNTO: REMISION DE EXPEDIENTES A LA SUPERINTENDENCIA 
PARA TRAMITE DE RECURSO DEAPELACION. 

La Superintendenáa ha ~denciado que al no 
existir norma legal que señale el término en el 
cual las empresas deben enviar a la Superinten­
dencia los expedientes para tramitar el recurso 
de apelación presentado por los usuarios, ha sido 
reiterada la tardanza o la omisión de los 
prestadores en el cumplimiento de tal actuación; 
asf mismo, que los expedientes se remiten a la 
Superintendenóa en forma incompleta. 

Por lo tanto, teniendo en cuenta que tales con-­
ductas vulneran el derecho al debido proceso de 
los usuarios en tanto se les priva de obtener una 
respuesta adecuada y oportuna a sus reclamacio­
nes, la Superintendente de Servicios Públicos Do­
miciliarios solícita a los prestadores de servicios 
públicos lo siguiente: 

l. Remitir el expediente para trámite del recur­
so de apelación dentro de los tres días siguientes a 
la fecha en la cual se notifique la decisión del re­
curso de reposición. 

2. El expediente remitido debe contener por Jo 
menos la documentación relativa a la reclama­
ción inicial. pliego de cargos. descargos, la deci­
sión empresarial con su constancia de notificación, 
el recurso de reposición presentado por el usua­
rio, la decisión empresarial del recurso de reposi­
ción con su constancia de notificaáón. 

Al respecto se debe tener en cuenta, que de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 158 
de la Ley 142 de 1994 y 44 del C. C. A., el silencio 

administrativo positivo se configura cuando la 
empresa no emite la respuesta dentro del plazo 
de los 15 dlas o, cuando dicta la respuesta en ese 
plazo pero no inicia el trámite de notificación al 
usuario dentro de los 5 días siguientes. 

3. El expediente debe tener incorporado docu­
mentos tales como la factura objeto del recurso, 
actas de visitas, de suspensiones, de cortes, de af o­
ro, de laboratorio, de análisis de sellos, constan­
óas de estrato y demás soportes témicos que se 
requieran según el caso. 

Publíquese y cúmplase. 

Dada en Bogotá, O. C., a 26 de febrero de 2004. 
La Superintendente de Servicios Públicos, 

Evamarra Uribe Tobón. 
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